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El libro Tendencias evolutivas de las políticas de seguridad y defensa en las 
Américas es un esfuerzo colectivo para comprender hacia dónde va la discu-
sión sobre la seguridad de las sociedades en el continente Americano. Para 
ello, los autores tomaron diferentes estudios de caso, logrando una perspec-
tiva matizada de la discusión en el Hemisferio. El recorrido trae perspectivas 
tan variadas que incluyen países con una visión global y hegemónica como 
Estados Unidos, junto a otros que tienen la obligación de pensar la seguridad 
y la defensa a partir de marcos colectivos como Canadá con la OTAN, países 
que tienen el objetivo de ser potencia media como Brasil, junto a otros de 
aparentemente menor alcance pero que hoy son protagónicos en medio de 
agendas de seguridad marcadas por las migraciones, la convergencia criminal 
y el ciberdelito, como es el caso de Costa Rica. 

Evidentemente, Colombia aparece de forma transversal en varios capítulos 
y tiene una razón de ser clara. Esta obra pretende ofrecer un insumo de alto 
valor para poder realizar análisis comparados, donde no solo se conocen las 
perspectivas de otros países en el hemisferio, sino que permanentemente se 
trazan paralelos con el enfoque pasado y presente colombino. 

Sin lugar a duda, esta obra es un referente obligado para conocer y compren-
der la forma en la cual América en bloque, piensa y redefine su seguridad y su 
defensa, lo que a la postre es su lugar estratégico en el sistema internacional.
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El sistema internacional actual se caracteriza por varios factores estructurales: 
es altamente inestable, con profusión de cuestiones alteradoras, estresantes y 
concurrentes; también es en particular sensible a las transformaciones locales o 
globales y, por tanto, es en extremo exigente para las decisiones que toman y las 
acciones que emprenden los actores que lo componen.  

A su vez, todos esos factores se ven estimulados por diversas dinámicas 
que son propias de actores estatales y no estatales, y que, por otra parte, pueden 
tener naturaleza intencional o no intencional. 

En otras palabras, se trata de un sistema en el que, simultáneamente, se 
pueden presentar situaciones traumáticas en las que se entrelazan las dinámi-
cas y los factores, y conforman así un mapa de riesgos sumamente complejo y 
multifacético. 

En tales circunstancias, los Estados, como unidades básicas del ordenamien-
to global, se ven en la necesidad de adoptar iniciativas o, para ser más exactos, 
políticas y estrategias de seguridad y defensa específicas, adaptadas a ese en-
torno, de tal manera que logren sentirse suficientemente protegidos y garantizar, 
en paralelo, su influencia y participación en las diferentes áreas geoestratégicas 
y asuntos diplomáticos (económicos o políticos) en los que se desenvuelven. 

Por supuesto, tales políticas y estrategias afectan, positiva o negativamente, 
a los demás países, con lo cual, cada Estado se convierte en emisor y receptor 
de una serie de percepciones de seguridad que configuran la complejidad propia 
del sistema. 

En concreto, un país como Colombia requiere estudiar cuidadosamente las 
políticas y estrategias de los Estados de su entorno que más influyen en su pro-
pio desarrollo, de tal modo que su propia política de seguridad y defensa, así 
como sus avances legislativos en la materia, se ajusten, se adapten o, en todo 
caso, se perfeccionen. 

Prefacio

Brigadier General Edgar Alexander Salamanca Rodríguez
Director de la Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”
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En otros términos, el presente texto comprende el estudio de los compo-
nentes que constituyen cada una de las políticas de seguridad y defensa de los 
países seleccionados, a modo de casos representativos. 

También se trata de un análisis de la articulación de tales componentes en-
tre sí, y busca la identificación y escrutinio de las tendencias que, en materia de 
seguridad y defensa, exhibe cada uno de esos países. 

Precisamente, esta colección de casos será animada por un interrogante 
esencial: ¿Cuáles son las tendencias que, en lo concerniente a la seguridad y 
defensa, muestran los países del área, y que más influyen sobre los intereses 
nacionales colombianos? 

Y para hacerlo, la presente obra ha conjugado los esfuerzos de investiga-
dores que, integrados por su dedicación a los estudios estratégicos, ofrecen 
perspectivas, enfoques y métodos, pero también alternativas de tratamiento, de 
todos estos problemas que, por su complejidad, requieren la visión de largo plazo 
en la que está comprometida nuestra escuela, como tanque de pensamiento en 
seguridad y defensa. 
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Es claro que la formulación de una política pública —en este caso, de seguridad 
y defensa— responde a una problemática y a un contexto específicos, que en las 
Américas son particularmente sensibles.

En este sentido, si bien cada país ha diseñado su política en respuesta a 
su propia visión y a su propio contexto institucional, también es cierto que los 
gobiernos del continente formulan este tipo de políticas a partir de conceptos 
articuladores, como el de seguridad multidimensional, pero también, bajo orien-
taciones ideológicas muy marcadas. 

Así las cosas, una aproximación a los diferentes casos nacionales permite 
hacer comparaciones y encontrar tendencias cooperativas y conflictivas que en-
riquecen el debate sobre la complejidad estratégica en el hemisferio. 

En concreto, el presente texto tiene como objetivo analizar las políticas de 
seguridad y defensa de países selectos del área presentando conceptos, estruc-
turas y propuestas desde diferentes realidades, como un aporte a la discusión 
académica y al proceso de toma de decisiones. 

En consecuencia, este libro, resultado de investigación, busca encontrar con-
cordancias, discrepancias y patrones analíticos entre las distintas políticas de 
seguridad y defensa, mediante un abordaje en el que han cooperado investigado-
res del Centro de Estudios Estratégicos sobre Seguridad y Defensa Nacionales 
(CSEDN), del Departamento de Ejército y de la Vicedirección de Investigación 
(VINVE) de la Escuela Superior de Guerra “Rafael Reyes Prieto”. 

Prólogo

Teniente Coronel IM Helmuth Elías Becerra Díaz 
Jefe del Centro de Estudios Estratégicos sobre Seguridad y Defensa Nacionales
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”
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Tendencias evolutivas de 
las políticas de seguridad 
y defensa en Argentina*

* Este capítulo presenta los resultados del proyecto de investigación Tendencias evolutivas de las políticas en segu-
ridad y defensa en las Américas, del grupo de investigación “Centro de Gravedad”, de la Escuela Superior de Guerra 
“General Rafael Reyes Prieto”, categorizado como A por MinCiencias y con código de registro COL0104976. Los puntos 
de vista pertenecen a los autores y no necesariamente reflejan los de las instituciones participantes.

Capítulo 1

Resumen: El presente capítulo pretende hacer un análisis de las políticas de seguridad y de-
fensa de la Argentina, a partir de una evolución histórica, centrada en el siglo XXI, haciendo 
un especial énfasis en la estructura, los componentes y la orientación del sistema argentino 
de seguridad y defensa. En la parte final, el capítulo se detiene a hacer una breve reflexión 
comparada con Colombia, donde, a manera de lecciones aprendidas, se aprecian algunos 
aportes que pueden orientar el fortalecimiento de la orientación regional.

Palabras clave: Defensa, Estrategia, Poder Nacional, Política, Seguridad.

Oscar Felipe Toro González 
Jorge Luis Mejía Rosas
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”

DOI: https://doi.org/10.25062/9786287602304.01

https://doi.org/10.25062/9786287602304.01
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Introducción
La diplomacia es considerada la principal herramienta para consolidar las rela-
ciones bilaterales entre los Estados y los grupos extranjeros en la promoción de 
los valores, los intereses y los objetivos nacionales; así mismo, facilita el apoyo 
internacional en temas de seguridad y operaciones militares, cuando el caso lo re-
quiera. De esta forma, cabe resaltar que la diplomacia se establece en el contexto 
internacional como instrumento que permite organizar alianzas tanto bilaterales 
como multilaterales (Montero, 2017).

En este sentido, es de gran importancia tener en cuenta que las políticas de 
seguridad de cada país suramericano representan una fortaleza o una debilidad, 
según como se las direccione, para el país que las proponga. Así, cada gobierno las 
plantea alineadas a su propia política exterior, la cual suele consolidarse en el for-
talecimiento de las instituciones que, a su vez, respondan al ritmo de los cambios 
que se perfilan en el sistema internacional.

Para ello, el Gobierno de la República de Argentina se ha enfocado especial-
mente en conseguir un crecimiento en temas de seguridad nacional, así como en 
la competitividad, generando una sistema de equidad y que, también, se proyecte 
como un soporte en la implementación de las demás políticas nacionales, con el 
objetivo de proyectar una mayor integración regional y más diversificación de las 
relaciones y de la agenda nacional (Aghón et al., 2001), sin desconocer la proble-
mática generada por el impacto de las dimensiones de la Seguridad y el Desarrollo, 
de la Doctrina en Seguridad Nacional, en el último periodo, dando relevancia al 
proceso de incorporación de la seguridad interna al campo de la defensa nacional 
en clave antisubversiva. 

Así las cosas, es fundamental entender los factores sociales, económicos y cul-
turales vinculados de manera directa con otros aspectos relevantes que intentan 
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fortalecer el “desarrollo” de los países periféricos para evitar estallidos revolucio-
narios, por lo que la estructura en materia de seguridad se direcciona específica-
mente a defender la soberanía nacional y a la consolidación de vínculos bilaterales.

Figura 1. Realidades de la política de seguridad argentina.

Fuente: Osuna (2020).

En este sentido, el presente capítulo se desarrolló por medio de dos apartados 
específicos. En el primero de ellos se identifican los componentes estructurales 
de la política de seguridad y defensa en Argentina, con énfasis en la importancia 
geopolítica de ambos temas en Latinoamérica y evaluando así el marco de ac-
tuación en el cual se garantiza la información que consolida dicha estructura; de 
esta manera se busca aclarar el propósito que persigue el sistema de Gestión de 
Seguridad de la República de Argentina.

Por otra parte, en el segundo apartado se determina la relación causal, de de-
pendencia o de interacción entre los componentes de una política de seguridad y 
defensa, con énfasis en los problemas globales como potenciales amenazas a la 
seguridad de ese país. Se perfila así la problemática social de orden trasnacional, y 
no como conflictos entre los Estados.

Con el fin de lograr los objetivos planteados, el desarrollo del presente capítulo 
se fundamenta en una metodología cualitativa con aplicación de técnicas docu-
mentales y descriptivas. En este sentido, se utiliza como instrumento la revisión 
documental actualizada, tomando en cuenta distintos autores que han hecho refe-
rencias relevantes al tema y el impacto que este ha tenido en las relaciones interna-
ciones y en la política exterior de Colombia. Así mismo, se indagó en páginas web 
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de diferentes organizaciones no gubernamentales (ONG) que tratan dicho proble-
ma y brindan información útil al respecto.

Como soporte de la investigación, se revisan los diferentes acervos documen-
tales de las universidades, tanto nacionales como internacionales, que han inves-
tigado acerca de las tendencias evolutivas de las políticas de seguridad y defensa, 
no solo en Argentina, sino también, en Latinoamérica, con el objetivo de ampliar 
la perspectiva sobre el tema. También se consultaron publicaciones en revistas 
indexadas y bases de datos académicos, así como en Google Académico - Google 
Scholarm, entre otras.

A fin de lograr el primer objetivo planteado, en el primer apartado se definen 
unidades conceptuales como política exterior, política de seguridad, relaciones in-
ternaciones, diplomacia y seguridad nacional. Posteriormente se revisan los ante-
cedentes locales y su afectación hemisférica, de tal manera que se pueda registrar 
el fortalecimiento de las políticas de seguridad en Argentina y su vínculo con los 
países de la región.

Con base en lo anterior, se da respuesta a la siguiente pregunta: ¿Cómo ha for-
talecido Argentina políticas nacionales de seguridad y defensa para establecer las 
tendencias hemisféricas sobre este asunto y nutrir así el debate sobre la política 
colombiana en la materia?

Presentación general del tema
A fin de contextualizar la importancia del presente capítulo, debe analizarse el pun-
to de convergencia entre la política exterior, la política de defensa y la geopolítica de 
Argentina con referencia a los demás países de la región. Dichas políticas se han 
direccionado a resaltar el dinamismo de los diversos elementos estables. En ese 
sentido, se puede hacer énfasis en los factores de la geografía general que deman-
da la geopolítica, por lo que en este aspecto hay varios elementos que le atañen de 
manera específica y le otorgan un carácter propio. Esos elementos están relacio-
nados con su extensión y su direccionamiento de tales políticas (Dallanegra, 2010).

Argentina ha intentado fortalecer su geopolítica, lo cual le ha permitido conso-
lidar las políticas tanto de exterior como de defensa. En ese sentido, cabe resaltar 
los elementos estables que permiten que se consolide un centro de análisis, lo 
cual, a su vez, permite estudiar todos y cada uno de los aspectos relevantes del 
país y así identificar la problemática, a fin de proyectar las políticas públicas como 
un mecanismo esencial para plantear potenciales soluciones, priorizando por su 
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extensión, su estructura física, su configuración y, en fin, por su posición, a la cual 
la geopolítica atribuye particular importancia (Dallanegra, 2010).

Para analizar la política de defensa no solo en Argentina, sino en cualquier país 
de Latinoamérica, debe hacerse un análisis a las nociones conceptuales que se ha 
proyectado, considerando aspectos específicos que permitan entender la comple-
jidad y la magnitud del tema y determinado: ¿Qué es? ¿Cuál es su objetivo? ¿Cómo 
se la entiende en Latinoamérica? Esto permite la comprensión del tema desde un 
punto de vista objetivo. En la tabla 1 se da respuesta a cada una de dichas premi-
sas, y posteriormente se hace el análisis geopolítico de Colombia describiendo su 
importancia y su influencia en el tema.

Es indiscutible que la República Argentina ha delegado su defensa y seguridad 
nacional en las Fuerzas Armadas (FF. AA.), la cuales se consolidan como un 
elemento de integración sustantivo que garantiza la soberanía del territorio 
nacional, fortaleciendo las instituciones castrenses que componen el sistema, 
y son estas instituciones las que disponen, de manera exclusiva y excluyente, 
del control y el manejo de las armas. De la misma forma, dichas instituciones 
tienen la capacidad para seleccionar el personal que ejerce el poder del Estado 
en su ámbito de competencia (Ugarte, 2018).

Tabla 1. Análisis de la política de defensa y seguridad

Política de defensa y seguridad

¿Qué es? La política de defensa y seguridad es el documento rector que permite es-
tablecer una hoja de ruta, la cual, a su vez, permite preparar a un país para 
responder a las potenciales amenazas o los desafíos de seguridad, con una 
perspectiva multidimensional y fortaleciendo la legitimidad estatal (Cuéllar, 
2012).

¿Cuál es el objetivo? Las políticas de defensa y seguridad intentan dar una respuesta asertiva a los 
desafíos y las oportunidades que se perciben en las diferentes áreas desde 
donde se puede contribuir al mantenimiento de la paz, pero, sobre todo, al de 
la defensa nacional, así como de la seguridad ciudadana, intentando luchar 
contra el crimen organizado en la región. Así mismo, busca que se genere una 
transformación del sector defensa, la cooperación internacional y la gestión 
del riesgo (Cuéllar, 2012).

¿Cómo se la entien-
de históricamente?

En el contexto histórico de las políticas de defensa y seguridad se puede des-
tacar la soberanía del pueblo, expresada en una participación democrática, 
la cual establece los objetivos de un Estado por su nación. En los casos es-
pecíficos tanto de Colombia como de Argentina, los objetivos principales de 
dichas políticas se enfocan en la defensa y autonomía del territorio validando 
la soberanía del Estado (Ardila & Cubides, 2017).

Fuente: elaboración propia (2020).
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En este punto es importante diferenciar entre política y estrategia de defensa 
versus política y estrategia militar, pues cabe recalcar que la defensa es inheren-
te, de manera específica, a la nación misma, por lo cual es la consecuencia de la 
integración y la acción coordinada y conjunta de todas y cada una de las fuerzas 
que componen el sistema puntualizando en sus capacidades, que permiten dar 
una solución asertiva a los conflictos surgidos de factores externos, los cuales se 
deben asumir y enfrentar otorgándole el carácter central a las Fuerzas Militares 
(FF. MM.) (Grau, 2014).

Con base en lo planteado, se puede afirmar que la defensa nacional es, concre-
tamente, un legado de una seria planificación y de posteriores acciones diseñadas 
para prevenir, asumir y, si es el caso, enfrentar cualquier tipo de amenaza a la sobe-
ranía, tanto en la conservación y el mantenimiento de la paz como en el supuesto 
de una potencial guerra o un enfrentamiento con otro Estado, y orientando cada 
aspecto relativo a la seguridad de la nación en cualquier tiempo que se requiera.

En la República Argentina las políticas de defensa se articulan con otros sec-
tores como: infraestructuras, investigación, productivos privados, recursos y, de 
una manera más específica, a todos los sectores que pertenecen a la esfera del 
pensamiento, ya sean de enseñanza o académicos, y asumiendo diferentes roles 
tanto de concepción de conciencia como en actividades de pensamientos para-
lelos. Dicho en otras palabras, la defensa requiere una caracterización cuidadosa, 
participativa y firme que articule todos los elementos institucionales.

Esta política ha garantizado la estabilidad enmarcada en las decisiones, que 
aportan al instrumento militar desde un desarrollo razonable otorgando cierto gra-
do de previsibilidad y confiabilidad del país ante la comunidad internacional.

Componentes estructurales de la política de 
seguridad y defensa en Argentina
En este apartado se identifican los componentes estructurales de la política de 
seguridad y defensa en Argentina, tomando como referencia los intereses estra-
tégicos de este país, desde un análisis teórico constructivista que permita refe-
renciar de manera específica los objetivos anhelados que motivan el diseño de las 
políticas de seguridad argentinas, bajo una estructura organizada y jerarquizada, la 
cual se vincula directamente con la identidad de un Estado. En tal sentido, los in-
tereses se caracterizan por una condición de evolución, determinada por diversos 
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elementos, dentro de los cuales se incluyen los procesos de aprendizaje derivados 
de la historia de cada sociedad.

Intereses estratégicos de Argentina

Figura 2. Intereses estratégicos de Argentina.

Fuente: elaboración propia (2021).

Indudablemente, Argentina posee una geografía de gran interés geopolítico, 
debido a su variedad: hacia el oriente de este país hay importantes llanuras; al occi-
dente, serranías y grandes montañas, pues Argentina es atravesada, en su extremo 
occidental, de sur a norte, por la cordillera de los Andes, que marca el límite con 
Chile. Esta posición privilegiada le otorga gran importancia en la región frente a 
los demás Estados. Dicha importancia geopolítica tiene que ver directamente con 
las relaciones exteriores, así como con los vínculos establecidos con el poder, en 
el entendido de que los beneficios determinados por la posición geográfica son 
reales, en la medida en que se hayan dado en el país los medios para explotar y la 
voluntad de hacerlo (Dallanegra, 2010).

Esta posición geográfica se consolida como una importantísima fortaleza, 
que es tomada en cuenta en el diseño y la implementación de sus políticas de 
seguridad, y aprovechada dentro de la dinámica evolutiva de dichas fortalezas. En 



Tendencias evolutivas de las políticas
de seguridad y defensa en Argentina

23

concreto, se puede decir que el mencionado privilegio que le otorga a Argentina su 
posición geográfica es válido en cuanto exista una evolución del poder.

Así mismo, Argentina posee una fortaleza marítima, lo cual puede consolidar-
se otro aspecto fundamental que otorga la geografía a este país, por cuanto se les 
ha dado una proyección a sus rutas marítimas, las cuales no se han enmarcado 
de manera específica en los beneficios económicos, pues también se ha habilita-
do una gran vía para el tráfico marítimo, entendidos sus fascinantes límites con 
regiones aún inexploradas y a las cuales se visualiza como una oportunidad en su 
defensa nacional (Llanos, 2006).

Por otro lado, la variada geopolítica argentina, se destaca por elementos de im-
portancia, como la península templada en el hemisferio sur; así mismo, este país es 
el octavo país del mundo en extensión; a diferencia del resto de países latinoameri-
canos, la población de Argentina es étnicamente homogénea. Demográficamente, 
ocupa una posición excéntrica respecto al grueso del tráfico mundial. En cuestión 
de clima, es opuesta a las estaciones climáticas con el hemisferio norte. Argentina 
es considerado país atlántico por su geografía y su historia; así mismo, es un país 
ubicado geográficamente en el antártico. Tiene una estructura económica regional 
fuertemente desequilibrada; igualmente, ha evidenciado en los últimos años un 
mediano desarrollo con estructura social de gran clase media.

Cabe resaltar que estos factores no poseen una importancia propia: solo son 
asumidos como relevantes si se les da un aprovechamiento adecuado, pues no 
suficiente tener una posición geográfica privilegiada, si a esta no se le atribuye 
la pertinencia necesaria. De esta misma manera, en la geopolítica, la población 
tiene injerencia directa; pese a que el poder político no se halla sujeto de manera 
inherente al número de habitantes del país, sí es un elemento que puede ser deci-
sivo y aportar un valor agregado, que es la cohesión, pues mediante ella se puede 
establecer qué tan propensa es Argentina a presentar movimientos migratorios o, 
incluso, la necesidad de una expansión territorial (Bahamon, 2006).

Lo anterior permite evidenciar cómo en los procesos de diseño e implementa-
ción de las políticas públicas —no solo de Argentina, sino de los demás países de la 
región— la población, el crecimiento demográfico, se consolida como un elemento 
de tipo cuantitativo que influye en el poder nacional, por cuanto es evidente que 
si un país tiene menos población que su directo competidor, esto le genera una 
evidente desventaja (Esquivel, 2010).

Por otro lado, en un estudio poblacional para la estructuración de las po-
líticas de defensa nacional se toman en cuenta aspectos importantes, como la 
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distribución y las tendencias de crecimiento, pues ello permite valorar la relación 
entre los recursos y los habitantes, a fin de que la población se constituya en ele-
mento fundamental en el poder nacional de un país (Cuéllar, 2012).

Política de seguridad y defensa: el caso argentino
Argentina, o la República de Argentina, como se la conoce oficialmente, es un país 
latinoamericano ubicado en Suramérica. Limita al norte con Bolivia y Paraguay; 
al nordeste, con Brasil; al este, con Uruguay y el océano Atlántico, y al oeste, con 
Chile, como se muestra en la figura 3. Su forma de gobierno abarca una forma 
republicana, democrática, representativa y federal. Así mismo, es un país que se 
divide en 23 provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (la capital). Cada 
provincia es autogobernada y, por ende, cada una tiene himno, bandera y fuerza de 
seguridad propios; no obstante, las FF. AA. siguen siendo nacionales. De lo anterior, 
entonces, cabe rescatar que Argentina tiene un cuerpo de FF. AA. (encargadas de 
la protección del país) y otro cuerpo de Fuerzas de Seguridad (se subdivide por las 
24 jurisdicciones de primer orden; sin embargo, pueden acceder a ayuda federal de 
la Policía Federal Argentina) (Velázquez & Mesaros, 2015).

Figura 3. Mapa político de Argentina. Se observan las 24 regiones autogobernadas 
y su ubicación en Suramérica.

Fuente: Anthoncode (2018).
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Cuerpos de seguridad y defensa: Fuerza de Seguridad y 
Fuerza de Defensa
Ahora bien, para seguir con el lineamiento expuesto, y retomando lo ya postulado, 
hay que saber que Argentina cuenta con dos cuerpos de seguridad y defensa. Uno, 
en el ámbito interno y que tiene como objetivo cuidar el orden interno, y al cual se 
conoce como Fuerza de Seguridad. Y otro externo, que busca cuidar y contribuir 
a la defensa nacional para proteger los intereses vitales de la nación, y al que se 
llama Fuerza de Defensa. De esta forma, en el presente apartado hablaremos un 
poco de ambos cuerpos de seguridad y defensa.

Fuerza de Seguridad
Las fuerzas de seguridad en Argentina responden a las características del país. De 
esta forma, tiene para la seguridad cuatro cuerpos específicos: “Prefectura Naval 
Argentina, Gendarmería Nacional Argentina, Policía de Seguridad Aeroportuaria 
y Policía Federal Argentina” (Ministerio de Seguridad de la Nación, 2016). Cada 
uno de los anteriores cuida al país en ámbitos específicos. Las aguas territoriales 
(internas, no mares ni internacionales) son supervisadas por la Prefectura Naval 
Argentina. Para la parte de cuidado de las regiones fronterizas, así como para 
obras de infraestructura, se tiene a la Gendarmería Nacional Argentina (GNA) y 
para la seguridad aeroportuaria existe la Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA).

Para Ruiz (2014), estas tres fuerzas podrán trabajar de manera conjunta con 
la Policía Federal Argentina (PFA), que se encarga principalmente de delitos fede-
rales o de aquellos que involucran a más de una jurisdicción. Aunado a lo ante-
rior, estas cuatro fuerzas responden a las directrices postuladas por el Ministerio 
de Seguridad, que determina algunas normas y leyes generalizadas; no obstante, 
cabe resaltar que en Argentina cada región tiene su propia fuerza policial.

Fuerza de Defensa
La Fuerza de Defensa Argentina es el nombre que se le da a el conjunto que con-
forman el Ejército Argentino (EA), la Armada de la República Argentina (ARA) y la 
Fuerza Aérea Argentina (FAA), además del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas 
Armadas (EMCFFAA). Su principal función, como ya hemos mencionado, es velar 
por el cumplimiento de la defensa nacional para proteger y velar por los intereses 
nacionales. El comandante en jefe de la Fuerza de Defensa, como en la mayoría de 
los Estados de América Latina, es el presidente de la república; no obstante, cono-
ciendo el trabajo de multitask que cumple el presidente, normalmente, delega tal 
función en el ministro de defensa.
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Sobre estas fuerzas, cabe decir que son una de las más fuertes e importantes 
de la región, debido a los diferentes conflictos armados en los que se vieron en-
vueltas. Adicionalmente, como podemos observar en la figura 4, y analizando las 
estadísticas del Banco Mundial (BM) (2019), la dictadura militar por la que pasaron 
destinaba gran parte de su producto interno bruto (PIB) a fortalecer lo militar, por 
lo cual, cuando empezó la dictadura se inició también un ascenso hasta llegar al 
pico de gasto militar en relación con el PIB nacional. No obstante, en 1979, cuan-
do la dictadura iba directo a su caída, también lo hizo el gasto militar. Así, para el 
momento actual, dicha estadística (gasto militar con respecto al PIB) muestra su 
peor momento.

Figura 4. Estadísticas del BM.

Fuente: Banco Mundial (2019).

Lineamientos argentinos en seguridad y defensa
Una vez se tiene clara la distinción entre los dos conceptos expuestos, pasare-
mos a abordar los lineamientos en seguridad y defensa que tiene el país. Para 
empezar, los lineamientos en materia de seguridad y defensa que tiene actualmen-
te Argentina están fuertemente relacionados con las consecuencias y los suce-
sos que se dieron en el país a partir del denominado Proceso de Reorganización 
Nacional (1976-1983): la dictadura cívico-militar que experimentó la Argentina de la 
época, junto con la guerra de las Malvinas (1982), que enfrentó el país contra Reino 
Unido e Irlanda del Norte (Mejías & Ferreira, 2015).

De esta forma, se planteó, en lo referente a la formación de la política de se-
guridad y defensa, que el retorno a la democracia propició el contexto para que se 
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replanteara el Sistema de Defensa Nacional según las premisas de supremacía de 
la autoridad civil y la delimitación de funciones respecto del actuar de las FF. AA., 
pues se buscaba evitar que estas interviniesen en la esfera política (Briones, 2014)

De igual manera, la política de defensa argentina, en el plano internacional, se 
halla estructurada a partir de un modelo defensivo autónomo-cooperativo, el cual 
tiene como propósito

Alcanzar la seguridad por medio del consentimiento, institucionalizado, entre 
los actores internacionales involucrados en el sistema, en lugar de que entre 
ellos se utilice la amenaza o uso de la fuerza coercitiva para subsanar sus di-
ferencias. Supone que los objetivos de seguridad de los socios han sido iden-
tificados como comunes y compatibles, pudiéndose establecer relaciones de 
cooperación entre ellos para alcanzarlos. (Hardy, 2015)

Es así como, la política internacional de defensa de Argentina tiene como ob-
jetivo principal, según Briones (2014), alcanzar las capacidades adecuadas para la 
legítima defensa, además de aportar a la cooperación regional y mundial, a partir 
de los lineamientos de la confianza mutua, la transparencia y el respeto por el de-
recho internacional.

Así mismo, Hernández (2000) considera importante tomar en cuenta que los 
mencionados lineamientos de seguridad y defensa del Estado argentino se en-
cuentran consagrados y estipulados en diferentes leyes, estatutos y decretos. Entre 
ellos, tenemos el Libro Blanco de la República de Argentina, creado por el Ministerio 
de Defensa. En este documento podremos hallar todo lo referente a la Fuerza de 
Defensa argentina; es decir, cómo está conformada y cuáles son su estructura, sus 
principios, sus bases y sus principales campos de acción, entre muchas cosas.

Entre los principales lineamientos que rigen la a Argentina en temas de seguri-
dad y defensa, encontramos que el Decreto 2645 de 2014 establece:

La Defensa Nacional es una obligación esencial e indelegable del Estado, don-
de deben coincidir todos los esfuerzos necesarios para preservar los intereses 
vitales de la Nación […]. El Sistema de Defensa Nacional no podrá planificar ni 
desarrollar actividades relacionadas con cuestiones de Seguridad Interior […]. 
Las operaciones militares sean conducidas por el Estado mayor conjunto de 
las Fuerzas Armadas, a través del Comando Operacional y que, por lo tanto, 
le corresponde al Ejército Argentino, la Armada Argentina y la Fuerza Aérea 
Argentina la función contribuyente de alistar, adiestrar y sostener los medios 
puestos a su disposición, para el cumplimiento de la misión asignada. (Her-
nández, 2000)
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En lo que respecta a los lineamientos en materia de seguridad, el componente 
más interno de la seguridad en Argentina, encontramos que mediante dichos linea-
mientos se busca promover la fuerza de seguridad del país, a partir de una política 
federal de Estado. De esa forma, los lineamientos tienen como desafío “multiplicar 
el abordaje de la seguridad a partir de diagnósticos ajustados a los escenarios y 
realidades regionales, provinciales y locales” (Gómez, 2017)

Ahora bien, en cuanto a los lineamientos que se tienen respecto del plan fede-
ral de seguridad, se plantea que se debe profundizar en el diagnóstico sobre las re-
des criminales, su organización y su composición; o sea, conocer de manera clara 
a lo que se está enfrentando al enfrentar a dichas redes, a fin de crear estrategias 
adecuadas que puedan solventar el problema de manera efectiva. Así mismo, se 
propone que se debe

Articular saberes y recursos federales, provinciales y locales, concentrados 
cada vez más en la prevención social y comunitaria, asumiendo la importancia 
de un fuerte esquema de inteligencia criminal, de abordaje del delito complejo, 
de promoción de la seguridad como un derecho que se debe garantizar en 
todo el territorio nacional. (Frederic, 2020)

Por último, se busca abordar los problemas comunes y específicos a partir 
de la creación de estrategias comunes entre todas las provincias del país. Estas 
problemáticas son el narcotráfico, la trata de personas, el contrabando y el tráfico 
ilegal de armas. A raíz de este punto, se pretende “reconstruir la complementación, 
coordinación y articulación entre las diversas jurisdicciones en función de un uso 
eficaz de nuestros recursos y […] esfuerzo compartido para hacer cumplir la ley” 
(Frederic, 2020).

Relación entre los componentes de la política 
de seguridad y defensa: Colombia y Argentina
Colombia y Argentina son dos países latinoamericanos ubicados en Suramérica. 
No comparten fronteras, pero entre ellos se pueden encontrar puntos de conver-
gencia más allá del idioma. Argentina tiene una forma de gobierno republicana, 
democrática, representativa y federal; para el caso colombiano, es un país presi-
dencialista y un Estado unitario, que cuenta con la separación de los poderes eje-
cutivo, legislativo y judicial. A su vez, ambos países enfrentan retos y problemas de 
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seguridad comunes, como grupos al margen de la ley, crimen organizado y narco-
tráfico, entre otros (Valencia, 2015).

Tomando en cuenta lo anterior, el presente documento, reconociendo la impor-
tancia de la política de seguridad y defensa de los países, así como el fuerte vínculo 
que existe entre Colombia y Argentina, pretende determinar la relación causal, de 
dependencia o de interacción entre los componentes de una política de seguridad 
y defensa, entre Colombia y Argentina. Para lograr este objetivo, en primer momen-
to se hablará de los principales lineamientos en cuanto a políticas de seguridad y 
defensa en Colombia y, seguidamente, de estos mismos puntos en Argentina.

A continuación, se postulará cuál es el vínculo que existe entre estas políticas 
y la relación al respecto entre Colombia y Argentina. Se cerrará con algunas consi-
deraciones finales.

Seguridad y defensa en Colombia
La Política de Defensa y Seguridad para la Legalidad, el Emprendimiento y la 
Equidad fue el nombre que adquirió la política de seguridad y defensa en Colombia 
para el periodo 2018-2022. Esto se dio en el marco del periodo presidencial de Iván 
Duque Márquez. Como la mayoría de los lineamientos políticos en Colombia, los 
de dicha política fueron determinados por el gobierno de turno y no representan 
la totalidad estatal; por ello, son políticas o lineamientos de gobierno, mas no de 
Estado. Así pues, para lograr el objetivo descrito, en el presente apartado mencio-
naremos algunas de las acciones concretas que fueron adscritas en términos de 
seguridad y defensa para el periodo actual en Colombia.

Para empezar, entonces, se debe decir que, según la hoja de ruta del gobierno 
Duque, al iniciar su periodo, se reconocen tres factores que han

Transformado una situación de inminencia de un Estado fallido, a un nuevo es-
cenario de oportunidades para el desarrollo con equidad, el crecimiento eco-
nómico y el imperio de la ley. Doblegar el terrorismo, restablecer la seguridad 
y la autoridad en amplias franjas territoriales que habían sido objeto de control 
por parte de organizaciones criminales y aparatos subversivos, vinculados al 
narcotráfico y a la delincuencia transnacional. (Camargo, et al, 2010)

Estos tres factores son: a) el liderazgo civil en el planeamiento y la ejecución de 
la Política de Defensa y Seguridad (PDS); b) la actualización, la modernización y la 
profesionalización de las FF. MM. y la Policía Nacional, y c) la sociedad vinculada y 
cohesionada contra el crimen, que no justifica la violencia, el terrorismo ni el delito, 
al tiempo que apoya la voluntad de las instituciones para aplicar la ley.
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No obstante, si bien se reconoce que las amenazas hechas por parte grupos al 
margen de la ley, como las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y las Fuerza 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP), han sido disminuidas en gran 
parte por la disolución de estos grupos, ello solo muestra la necesidad de afrontar 
nuevos retos, y así, la urgencia de crear una nueva política de seguridad y defensa.

Hoy, se requiere una nueva visión de seguridad que amplíe el objetivo de con-
frontar a esos grupos armados y las economías ilícitas y de paso a adoptar 
una política de carácter multidimensional que atienda los intereses naciona-
les, consolide el Estado de derecho, fortalezca la legitimidad democrática de 
las instituciones, garantice el respeto de los derechos humanos y se convierta 
en el motor de la transformación estructural de los territorios afectados por la 
criminalidad y la violencia, asegurando su incorporación plena al conjunto de 
la nación y denegándoselos a los grupos ilegales. (Vargas, 2019)

Así, es importante saber que esta nueva política de seguridad y defensa, por 
primera vez, califica como de interés nacional principal y prevalente el agua, la bio-
diversidad y el medio ambiente. Además, divide los lineamientos en seis capítulos 
principales (Presidencia de la República, 2019):

1.	 Amenazas: En este punto se identifican las principales amenazas contra 
el Estado y su estabilidad, y se muestran formas de fortalecerse contra 
dichas amenazas. Así mismo, se analizan las economías ilegales.

2.	 Seguridad para la legalidad, el emprendimiento y la equidad: Este es el 
nombre que lleva la política en general, y muestra los pilares, en tanto la 
necesidad de un cambio en políticas de seguridad y defensa.

3.	 Ejes de la transformación estratégica: Se dividen en cinco ejes: a) agua, 
biodiversidad y medio ambiente; b) seguridad cooperativa; c) disrupción 
del delito; d) del control militar al control institucional del territorio, y e) in-
novación, ciencia y tecnología.

4.	 Principios de la política: Que, en general, plantean tres escenarios en los 
territorios como fases secuenciales y se dividen en cuatro campos de ac-
ción: 1) disuasión y diplomacia para la defensa y seguridad; 2) control ins-
titucional del territorio; 3) desarticular el crimen organizado y garantizar la 
seguridad ciudadana, y 4) institucionalidad para la defensa y seguridad.

5.	 Propósito de política: Que explica las “condiciones de seguridad y con-
vivencia que preserven y potencialicen los intereses nacionales, la inde-
pendencia, soberanía e integridad del Estado” (Presidencia de la República, 
2019).
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6.	 Objetivos estratégicos y líneas de política: Que, a modo de resumen, ha-
blan de garantizar, apoyar, innovar, consolidar, preservar, proteger y garan-
tizar los derechos de la población, del medio ambiente y del Estado en 
general.

Una vez entendido lo anterior, y para concluir este apartado, podemos determi-
nar que la política de seguridad y defensa en Colombia ha tomado un nuevo giro, 
que ya no solo se encarga de velar por lo intereses de seguridad física del Estado 
guerreando contra grupos al margen de la ley —que, debido tanto al proceso de paz 
como a la eficiencia de las FF. MM., han sido menguados—, sino que ahora tam-
bién se enfoca en temas más integrales, como el medio ambiente y la protección 
civil en áreas donde a) el Estado no hacía presencia o b) en ciudades donde antes, 
debido al conflicto, se tenían otras prioridades más altas de seguridad. 

Es de esa manera como podemos comprender que el cambio de políticas res-
ponde a las diferentes alteraciones que ha sufrido la seguridad nacional en térmi-
nos de la existencia de grupos al margen de la ley y la aparición de nuevos retos y 
amenazas tanto nacional como multinacionalmente hablando.

Es entonces apenas coherente mencionar la importancia de la transnaciona-
lidad y de la cooperación internacional para hacer frente a algunas problemáticas, 
y recalcar la buena labor llevada a cabo por el Ejército de Colombia (EJC), lo cual 
ha llevado a que tengamos una nación más en paz, lo cual ha permitido, incluso, 
abrir la agenda a temas que también son de importancia, pero no respondían a la 
misma urgencia inminente propia de la guerra.

Seguridad y defensa en Argentina
En lo referente a la formación de la política de seguridad y defensa, se plantea que

El retorno a la democracia propició el contexto para que se replanteara el Sis-
tema de Defensa Nacional según las premisas de supremacía de la autoridad 
civil y delimitación de funciones respecto del actuar de las Fuerzas Armadas, 
pues se buscaba evitar que estas interviniesen en la esfera política. (Griffiths, 
2017)

En cuanto a los lineamientos en la política internacional de defensa, Argentina 
tiene como objetivo principal, según Griffiths (2017), alcanzar las capacidades ade-
cuadas para la legítima defensa, además de aportar a la cooperación regional y 
mundial, a partir de los lineamientos de la confianza mutua, la transparencia y el 
respeto por el derecho internacional.
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De igual manera, la política de defensa argentina, en el ámbito internacional, se 
halla estructurada a partir de un modelo defensivo autónomo-cooperativo, el cual 
tiene como propósito

Alcanzar la seguridad por medio del consentimiento, institucionalizado, entre 
los actores internacionales involucrados en el sistema, en lugar de que entre 
ellos se utilice la amenaza o uso de la fuerza coercitiva para subsanar sus di-
ferencias. Supone que los objetivos de seguridad de los socios han sido iden-
tificados como comunes y compatibles, pudiéndose establecer relaciones de 
cooperación entre ellos para alcanzarlos. (Hernández, 2000)

No obstante, las capacidades operativas del instrumento militar se han visto 
reducidas, debido al poco presupuesto invertido en materia de defensa, debido, se-
gún plantea el Ministerio de Defensa de la República Argentina (2009), a una serie 
de complejos factores en los que se ven involucrados tanto cambios estructurales 
en los contextos regional y mundial como la incidencia de condicionamientos polí-
ticos internos: por ejemplo, la inflación y las extremas diferencias políticas presen-
tes en el país. Sin embargo, es interés del Estado argentino hacer una reforma y 
elaborar un plan de modernización, con lo que se pretende mejorar la administra-
ción de los recursos y rediseñar las capacidades militares.

En lo que respecta a los lineamientos en materia de seguridad, el componente 
más interno de la seguridad en Argentina, encontramos que se busca promover 
la fuerza de seguridad del país, a partir de una política federal de Estado. De esa 
forma, se tiene como desafío “multiplicar el abordaje de la seguridad a partir de 
diagnósticos ajustados a los escenarios y realidades regionales, provinciales y lo-
cales” (Mattar & Cuervo, 2017).

Relación entre seguridad y defensa en Colombia y Argentina
Una presentados los lineamientos de las políticas de seguridad y defensa tanto en 
Colombia como en Argentina, pasaremos a analizar cuál es la relación entre am-
bas políticas. Para empezar, vemos claramente que, tanto para el caso colombiano 
como para el argentino, se está presentando una reestructuración de las respecti-
vas políticas de seguridad y defensa, de tal forma que puedan enfrentar esos nue-
vos retos y problemáticas que han ido surgiendo en el escenario internacional. Así, 
encontramos un punto de convergencia entre las políticas de seguridad y defensa 
de estos dos países.
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De igual forma, según el análisis realizado, también se pudo determinar que 
para el momento actual ambos países están dirigiendo los lineamientos de sus 
políticas hacia nuevos temas de interés social, como la lucha contra el crimen or-
ganizado, las redes criminales y la protección de la sociedad civil, entre otros. Otro 
factor que tienen en común estas políticas es que ambos países se han planteado 
la modernización y el mejoramiento de las FF. AA., tanto de seguridad como de 
defensa.

Así mismo, se considera que Colombia y Argentina tienen diversas formas 
para que sus políticas pueden interactuar. Esto es posible a partir de los puntos en 
común ya mencionados, pues en ellos pueden encontrarse temas en los que traba-
jar de manera conjunta y apoyarse. Este podría ser, por ejemplo, el caso de la lucha 
contra el crimen organizado, un factor que va mucho más allá de las fronteras de 
un solo Estado y que, por tanto, necesita mucha cooperación entre los países de 
una región.

Ahora bien, encontramos una diferencia sustancial entre los lineamientos de 
seguridad y defensa de ambos países, y es el gasto y la inversión que se le dispo-
nen en cada país. Para el caso de Argentina, se mencionó que se ha presentado 
una disminución en el presupuesto de defensa, debido a la situación política del 
país. Sin embargo, para el caso colombiano, con el nuevo gobierno de Iván Duque 
en el poder, se ha planteado la necesidad de aumentar el gasto en los temas mili-
tares y de seguridad. Otro aspecto de diferenciación entre las políticas de ambos 
países es el hecho de que para Colombia el medio ambiente y la biodiversidad 
representan un tema de seguridad importante para el país, mientras que, para el 
caso argentino no lo es.

Fortalecimiento de la política de seguridad colombiana: 
desde los lineamientos de seguridad argentinos
Las políticas y los lineamientos de seguridad de un país tienen como finalidad ase-
gurar la protección e integridad de la nación, ya sea con fines territoriales o respec-
to a su población civil. De igual forma, buscan garantizar el cumplimiento de los 
intereses nacionales de un país, así como un buen posicionamiento de este en el 
sistema internacional.

Tanto para el caso de Colombia como para el de Argentina, dos países ubica-
dos en Suramérica, estas políticas de seguridad muchas veces son determinadas 
por el gobierno de turno, por lo que estas no son políticas de Estado. Así mismo, se 
debe tener en cuenta que ambos países comparten otra similitud en cuanto a los 
temas en torno a los cuales se rigen sus respectivas políticas de seguridad: tanto 
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para el caso colombiano como para el argentino, dichos temas se centran en la 
lucha contra el narcotráfico, el crimen transnacional organizado y la protección de 
la sociedad civil, entre otros (Moreno, 2011).

El presente capítulo tiene como finalidad hacer un análisis sobre qué elementos 
podrían fortalecer la política de seguridad colombiana, a partir de los lineamientos 
de seguridad argentinos. Para lograr dicho objetivo, en primer lugar se presentará 
la política de seguridad argentina. Posteriormente expondremos la actual política 
de seguridad de Colombia. Por último se identificará cómo el caso argentino per-
mitiría fortalecer la seguridad en Colombia.

Lineamientos de seguridad de la República Argentina
Para llevar a cabo nuestro análisis y dar respuesta a la cuestión planteada, prime-
ramente expondremos cuáles son los lineamientos en torno a la seguridad que 
maneja la República Argentina.

Para empezar, según Miranda (2015), la política de seguridad de Argentina se 
direcciona en distintos ejes y niveles. Así, tiene como reto “multiplicar el abordaje 
de la seguridad a partir de diagnósticos ajustados a los escenarios y realidades 
regionales, provinciales y locales” (Frederic, 2020). En cuanto a su componente 
más interno, se plantea que se busca, a partir de una política federal del Estado, 
promover la fuerza de seguridad del país.

Así mismo, se plantea dentro de su política de seguridad que se deben hacer 
un trabajo y una investigación profundos en torno al tema de las redes criminales, 
su organización, su composición y sus modos de actuar, por cuanto dichas redes 
son de los principales retos que enfrenta el país. Todo ello, con el fin de generar 
estrategias adecuadas para darle solución a esa problemática y garantizar el bien-
estar de la población. A este respecto, se propone

Articular saberes y recursos federales, provinciales y locales, concentrados 
cada vez más en la prevención social y comunitaria, asumiendo la importancia 
de un fuerte esquema de inteligencia criminal, de abordaje del delito complejo, 
de promoción de la seguridad como un derecho que se debe garantizar en 
todo el territorio nacional. (Evans, 2014)

Se identifican, a su vez, ciertas problemáticas principales que se quiere abordar 
en la política de seguridad: el narcotráfico, el tráfico ilegal de armas, el contrabando 
y la trata de personas. Para ello, se propone la creación de estrategias comunes 
entre todas las provincias del Estado argentino, de tal forma que tales estrategias 
permitan el trabajo en conjunto entre los distintos centros de seguridad; esto, debi-
do a que son problemáticas comunes y específicas de todo el territorio argentino.
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También se debe tener en cuenta que esta política tiene ciertas particulari-
dades, que podrían ser de vital interés. Una de ellas es la política internacional de 
defensa, donde, según Corredor (2011), Argentina tiene como objetivo fundamen-
tal obtener las capacidades adecuadas para garantizar su legítima defensa, de tal 
forma que esta pueda contribuir, principalmente, a la cooperación regional —pero 
también, mundial— con diversos países del sistema internacional; todo eso, a partir 
de cuestiones como la confianza mutua, la transparencia y el respeto por el dere-
cho internacional.

De acuerdo con lo anterior, la política de seguridad argentina —sobre todo, a 
escala internacional— está construida a partir de un modelo defensivo autóno-
mo-cooperativo, el cual se entiende como el alcance de

La seguridad por medio del consentimiento, institucionalizado, entre los acto-
res internacionales involucrados en el sistema, en lugar de que entre ellos se 
utilice la amenaza o uso de la fuerza coercitiva para subsanar sus diferencias. 
Supone que los objetivos de seguridad de los socios han sido identificados 
como comunes y compatibles, pudiéndose establecer relaciones de coopera-
ción entre ellos para alcanzarlos. (Hardy, 2015)

En cuanto a las políticas de defensa, Argentina tiene como objetivo principal 
“alcanzar las capacidades adecuadas para la legítima defensa, además de aportar 
a la cooperación regional y mundial, a partir de los lineamientos de la confianza 
mutua, transparencia y respeto por el Derecho Internacional” (Briones, 2014).

Adicionalmente, cabe mencionar que Argentina busca, en los tratados sobre la 
materia, que todos sus aliados tengan intereses comunes y compatibles haciendo 
que su política en esto sea defensiva autónoma-cooperativa, sin buscar enfrentar-
se con otros Estados, sino trabajar conjuntamente con ellos.

En tanto a la parte interna de seguridad de Argentina, se busca promover la 
fuerza de seguridad del país, a partir de una política federal de Estado. “Multiplicar 
el abordaje de la seguridad a partir de diagnósticos ajustados a los escenarios y 
realidades regionales, provinciales y locales” (Evans, 2014).

Política de seguridad de Colombia
Ahora bien, en lo que respecta a la política de seguridad que implementa Colombia, 
así como sus lineamientos, en primer lugar debe tenerse en cuenta que esta es la 
política que se maneja en el gobierno de Iván Duque, actual presidente de Colombia, 
durante el periodo de su mandato (2018-2022). Esta política de seguridad es deno-
minada “Política de Defensa y Seguridad para la Legalidad, el Emprendimiento y la 
Equidad” (Borda & Tickner, 2020).



36

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

De esta forma, los mencionados lineamientos se proponen funcionar como 
una hoja de ruta que permita dar respuesta a las amenazas y los desafíos que 
enfrenta el país en materia de seguridad; todo esto, “desde un enfoque multidimen-
sional y con el fin de fortalecer la legitimidad estatal” (Ávila, 2020).

Así mismo, es importante tomar en cuenta que esta política de seguridad, 
creada en conjunto con varias instituciones del Estado, tiene como propósito

Generar las condiciones de seguridad y convivencia que preserven y poten-
cialicen los intereses nacionales, la independencia, soberanía e integridad del 
Estado, al tiempo que restablezcan y fortalezcan la Legalidad, promuevan el 
Emprendimiento, el desarrollo económico y sirvan para construir una sociedad 
con Equidad y reconocimiento pleno de los derechos humanos. (Ávila, 2020)

Para abordar, entonces, los principios en torno a los cuales gira la política de 
seguridad en Colombia durante el periodo de Duque, cabe mencionar la hoja de 
ruta inicial de dicho gobierno para justificar los pilares que veremos más adelante. 
Dentro de esta hoja de ruta se postulaba que se reconocen tres factores, los cuales 
se muestran en la figura 5.

Figura 5. Factores de la hoja de ruta.

Fuente: Aghón et al. (2001).
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Es de esa manera como la nueva política de seguridad para este gobierno es 
guiada por cuatro principios, los cuales giran en torno a ciertos campos de acción:

1.	 Disuasión y diplomacia para la defensa y seguridad.
2.	 Control institucional del territorio.
3.	 Desarticular el crimen organizado y garantizar la seguridad ciudadana.
4.	 Institucionalidad para la defensa y seguridad.
Así, podemos vislumbrar cuáles son los principales ejes que maneja el Estado 

colombiano en cuanto a sus lineamientos de seguridad y defensa. Se hace claro, 
entonces, que su interés se centra en el fortalecimiento del aparato defensivo y de 
seguridad, entendidos como las FF. MM. y las fuerzas policiales, para la lucha con-
tra el crimen organizado y el narcotráfico; además, buscan garantizar la soberanía, 
la independencia y la integridad territorial (Ardila, 2014).

Así mismo, pretenden asegurar el bienestar de la sociedad civil y su protección. 
Adicionalmente, todo ello lo hacen reconociendo la necesidad de modernización, 
ya que las amenazas y las tecnologías de diferentes políticas de seguridad han 
quedado obsoletas.

Se requiere una nueva visión de seguridad que amplíe el objetivo de confron-
tar a esos grupos armados y las economías ilícitas y de paso a adoptar una 
política de carácter multidimensional que atienda los intereses nacionales, 
consolide el Estado de derecho, fortalezca la legitimidad democrática de las 
instituciones, garantice el respeto de los derechos humanos y se convierta en 
el motor de la transformación estructural de los territorios afectados por la 
criminalidad y la violencia. (Bahamón, 2006)

Es importante mencionar también que esta nueva política de seguridad que 
implementa Colombia tiene cierta particularidad: el hecho de que, por primera vez, 
se catalogan como interés nacional que requiere protección el agua, la biodiversi-
dad y el medio ambiente. El asunto de la seguridad del medio ambiente se convier-
te en un tema de interés para Colombia, debido a “intereses foráneos y a la acción 
de predatoria del narcotráfico, la extracción ilícita de minerales y la deforestación” 
(Frederic, 2020).

Otra particularidad de la política de seguridad colombiana tiene que ver con 
el reto que se pretende superar: pasar de un control militar de los territorios a un 
control institucional. Según la Presidencia de la República (2019), a tal efecto es 
necesario contar con el respaldo de la ciudadanía, llevar a cabo acciones unifica-
das y coordinadas.
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Para finalizar, entonces, es clave postular los seis lineamientos que ha postu-
lado la presidencia colombiana para cumplir lo estipulado: 1) amenazas; 2) seguri-
dad para la legalidad, el emprendimiento y la equidad; 3) ejes de la transformación 
estratégica; 4) principios de la política; 5) propósito de política, “condiciones de 
seguridad y convivencia que preserven y potencialicen los intereses nacionales, 
la independencia, soberanía e integridad del Estado”, y 6) objetivos estratégicos y 
líneas de política (Presidencia de la República, 2019).

Conclusión
Cabe resaltar la importancia de los lineamientos en materia de seguridad y de-
fensa de Argentina. En ellos se encontró que, en lo que respecta a las Fuerzas de 
Defensa, estas experimentan ahora mismo un proceso de reforma y reestructura-
ción, para mejorar sus propias capacidades militares y su accionar; todo ello, con 
el fin de garantizar la seguridad a escala nacional con respecto al sistema interna-
cional. Además, pretenden, con esta reforma, garantizar la protección y el logro de 
los objetivos y los principios de interés nacional.

De igual forma, en lo que respecta a la defensa de Argentina, esta ha experi-
mentado un declive en la cantidad de presupuesto invertido, por diversos factores 
tanto externos como internos. Ni la inflación por la que pasa el país ni la polariza-
ción política han permitido la correcta implementación de la reforma ni el aumento 
del presupuesto.

En cuanto a las políticas de seguridad, en el ámbito interno del país se encontró 
que mediante dichas políticas se quiere implementar un plan de política federal, 
así generar estrategias de seguridad comunitarias para todo el país. Esto último 
debe ser entendido a partir del hecho de que Argentina se encuentra dividida en 
24 provincias, cada una de las cuales cuenta con su propia fuerza policial. Entre 
los principales retos que enfrenta la seguridad en el país están la lucha contra el 
narcotráfico y el contrabando y, especialmente, la lucha contra las distintas redes 
criminales que existen en diversas zonas del territorio, y sobre las cuales el Estado 
argentino tiene poco conocimiento.

Es importante tomar en cuenta que los lineamientos tanto de seguridad como 
de defensa son moldeados a partir de sucesos históricos importantes de la nación, 
como la guerra de las Malvinas y la dictadura cívico-militar.

De esta manera, y en cuanto a las políticas de seguridad y defensa en Colombia, 
cabe mencionar, primero, que estas responden a políticas de gobierno, y no de 



Tendencias evolutivas de las políticas
de seguridad y defensa en Argentina

39

Estado. No obstante, debido a la globalización, los cambios constantes a escala 
nacional e internacional, los éxitos y los fracasos de políticas pasadas y los cam-
bios sustanciales en la realidad, dichas políticas han tenido que modificarse y cam-
biar a lo largo de los años.

En el momento actual, esas políticas ya no se enfocan tanto en pelear contra 
grupos insurgentes y la seguridad física del Estado, sino que se enfocan en temas 
de interés social, como el medio ambiente, la sociedad civil, etc. Esto no solo nos 
permite comprobar que las políticas anteriores sirvieron para lograr su objetivo de 
derrocar fuerzas insurgentes, y ello nos permite vislumbrar un nuevo renacer de 
estas políticas, que ahora, en búsqueda de solucionar problemas de crimen orga-
nizado y medio ambiente, entre otros, necesitan cooperar internacionalmente con 
otros Estados. Lo anterior, al hallarse frente a problemáticas que ya son demasia-
do grandes para ser resueltas por un único Estado.

Para el caso argentino, sucede lo mismo en cuanto a la propuesta de reestruc-
turación de las políticas de seguridad y defensa; sin embargo, Argentina se centra 
más en la lucha contra las redes criminales y el crimen organizado. Así mismo, sus 
políticas se centran en garantizar la seguridad del territorio y la nación, así como 
la de cada uno de sus ciudadanos. Además, pretenden aportar a la seguridad re-
gional y a la cooperación con el demás países latinoamericanos, de tal forma que 
puedan afrontar los retos que se presentan hoy en día; especialmente, debido a la 
globalización.

De igual forma, se plantea que existen tanto similitudes como diferencias entre 
las políticas de seguridad y defensa de Colombia y Argentina. Entre las similitudes, 
se pudo encontrar que ambos países pretenden una reestructuración y una mo-
dernización de sus FF. AA.; a su vez, comparten temas en común, como la lucha 
contra el crimen organizado y la protección de la sociedad civil. Aun así, vemos 
diferencias, como el gasto de inversión en seguridad y defensa en cada país, y el 
tema medioambiental.

De esta forma, se considera que, a pesar de estos puntos de convergencia y 
divergencia entre ambas políticas de seguridad y defensa, tanto Colombia como 
Argentina tienen mucho que aprender de la otra; además, tienen muchos aspectos 
en los que pueden trabajar de manera conjunta, para solucionar esos problemas 
que enfrentan.

Se debe mencionar que ni en Argentina ni en Colombia se tienen políticas de 
Estado, sino de gobierno, lo cual hace que los lineamientos en cuanto a política de 
seguridad sean de difícil alcance a futuro, y reconociendo que ambos países tienen 
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lineamientos similares, por ejemplo, en temas como la lucha contra el crimen or-
ganizado y las redes criminales, así como la protección de la sociedad civil y la 
modernización y el mejoramiento de las FF. AA.

Tomando en cuenta lo anterior, el mecanismo que podría crearse para nutrir 
el debate sobre la política de seguridad colombiana, con base en los lineamientos 
de seguridad de la República de Argentina, sería un mecanismo de cooperación, 
donde ambos países puedan compartir experiencias (buenas y malas), con deter-
minadas formas de accionar en temas comunes. Esto podría generar un pilotaje 
de herramientas de defensa, el cual ayudaría a que se arreglen y mejoren de ma-
nera conjunta, para, en un futuro, hacer que ambos países se enfrenten mejor a 
determinada temática.

Así mismo, algunos aspectos en los que la Política de Seguridad Argentina, 
puede aportar a la política de Colombia serían:

1.	 Cooperación regional: Argentina, desde la creación de cualquier tratado 
que busque aportar a las políticas de seguridad y defensa, ha generado 
una red de intereses y objetivos comunes. Esto le permite atacar conjun-
tamente todos los temas que son problemáticos para su país, como el 
crimen organizado y el narcotráfico. Esto, de entrada, deja ver cómo quiere 
cooperar, internacionalmente, pero también, y sobre todo, regionalmente, 
contra estas problemáticas reconociendo que son problemas transnacio-
nales. Colombia, entonces, podría descentralizar la necesidad de respues-
ta frente a las problemáticas internas y trabajar más desde la cooperación 
sur-sur.

2.	 Creación de estrategias comunes entre las distintas provincias para 
abordar problemas comunes y específicos: En este punto, Argentina tam-
bién reconoce que los problemas son de índole nacional; es decir, aunque 
una zona del país sea la mayormente afectada por una problemática, se 
crean acciones conjuntas para abordarla. Esto permite que todos los es-
fuerzos se concentren en un punto y facilita la eliminación —o al menos, la 
disminución— de una problemática específica.
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Introducción
Hasta las décadas de 2000-2010, Brasil desarrolló un proceso de consolidación en 
términos estratégicos como potencia influyente, no solo para la región latinoame-
ricana, sino también, con perspectiva de injerencia global (Magnani & Altieri, 2020). 
Bajo el gobierno del PT y, sobre todo, durante el período presidencial de Luiz Inácio 
Lula da Silva, el país se enrumbó, amparado en una economía floreciente y una 
estabilidad política, hacia su consolidación como potencia emergente y jugador 
global. Esto le significó adquirir un importante papel y el reconocimiento interna-
cional como uno de los actores más relevantes a futuro en la generación de un 
cambio dentro de la distribución del poder global, al ser incluido por la Goldman 
Sachs Investment Research Division en el grupo de países conocidos como BRICS 
—Brasil, Rusia, India, China, Sudáfrica— (Magnani & Altieri, 2020, p. 113). 

En el contexto latinoamericano, Brasil, gobernado por el PT, capitalizó su poder 
para convertirse en líder regional y pivote estimulador de procesos de integración y 
desarrollo conjuntos. Ejemplo de ello es el interés del gobierno de Lula da Silva en 
consolidar una Suramérica estable trazando objetivos que incluían la ampliación 
de la cobertura de instituciones de integración regional como el Mercado Común 
del Sur (Mercosur) y, en el seno de este, en materia de defensa y seguridad, la 
institucionalización de formas multilaterales de lucha conjunta contra amenazas 
regionales como el narcotráfico y el terrorismo (Flemes, 2012, p. 38). Un caso con-
creto sobre eso último es la propuesta, en 2008, por parte del gobierno de Lula da 
Silva, de crear tanto el Consejo Suramericano de Defensa —una alianza regional de 
defensa similar a la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN)— como 
las Fuerzas Armadas Suramericanas (Flemes, 2012, p. 39). Dicho consejo funcio-
nó durante ese gobierno del PT hasta sufrir una parálisis, en 2018, bajo el gobierno 
de Michel Temer (Magnani & Altieri, 2020, p. 114).
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Estos movimientos estratégicos perfilaron a Brasil como líder regional o, mejor, 
como una activa potencia regional de Suramérica (Flemes, 2009), caracterizada 
por la agregación de poder en el subcontinente de forma cooperativa, tratando así 
de consolidar una plataforma regional de poder y proyectar a Brasil como actor de-
terminante en la agenda diplomática global, jalonando procesos de interés regional 
(Flemes, 2012, pp. 36-38). Siguiendo los planteamientos de Keohane (1969) y de 
Cox (1996), Brasil, liderado por el PT, puede ser tipificado como una “nueva poten-
cia intermedia emergente” (Flemes, 2012, p. 29); valga decir, como un Estado que, 
si bien no tiene el nivel de una gran potencia, sí cuenta con unos líderes que recono-
cen el potencial impacto que el Estado puede alcanzar en el sistema internacional, 
y lo capitaliza, esencialmente, de forma multilateral: esto es, mediante la consoli-
dación de un consenso entre un grupo de Estados, grupo en el cual se desempeña 
como líder en torno a un determinado tema (Flemes, 2012, p. 29; Keohane, 1969, p. 
298). En su búsqueda de consenso, la potencia intermedia vela por la estabilidad 
y el orden, a través de lo cual juega un rol complejo en el proceso de organización 
internacional (Cox, 1996, p. 245; Flemes, 2012, p. 29).

Por otro lado, el Brasil de la década 2000-2010 puede definirse como una po-
tencia regional, toda vez que, “[…] (a) forma parte de una región geográfica delimi-
tada, (b) está dispuesta a asumir liderazgo, (c) demuestra la cantidad necesaria 
de capacidades materiales e ideales para proyectar poder regional, y (d) es muy 
influyente en los asuntos regionales” (Flemes, 2012, p. 33). Sin querer ahondar en el 
debate académico acerca de qué tipo de potencia constituye Brasil, lo cierto es que 
la definición de Flemes resalta que ese Brasil de la década de 2000 a 2010 tenía 
el claro interés en perfilarse como líder regional y pivote de desarrollo del conjunto 
de países suramericanos (Magnani & Altieri, 2020, pp. 110–116), y se preocupaba, 
igualmente, en términos estratégicos de seguridad y defensa, por la consolidación 
de una región estable e integrada, con sus propias instituciones regionales y capaz 
de hacer frente a sus propios problemas sin la ayuda o la influencia directa de ter-
ceros extrarregionales (Magnani & Altieri, 2020, pp. 110–114). 

Este interés brasilero en apalancar el fortalecimiento y la integración de la re-
gión abanderando la cooperación y con el objetivo de mantener la estabilidad su-
ramericana registró un punto de inflexión en 2016, durante el gobierno Temer, en 
el marco del cual el país tomó la decisión de replantear su estrategia optando por 
una postura más centrada en el desarrollo de capacidades domésticas con las que 
hacer frente a las amenazas externas, así como por un acercamiento estratégico a 
Estados Unidos, y ya no tanto a sus vecinos regionales (Magnani & Altieri, 2020, pp. 
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104, 117–118). El viraje en la estrategia se profundizó, según la hipótesis plantea-
da en este documento, bajo el gobierno de Jair Bolsonaro, quien planteó una hoja 
de ruta estratégica de seguridad y defensa marcadamente basada en resaltar las 
amenazas externas y en fortalecer las capacidades domésticas. 

En este contexto, el presente documento tiene como objetivo evidenciar tal 
viraje en la estrategia de seguridad y defensa desde el análisis de los principales 
documentos estratégicos de política pública en la materia elaborados por el citado 
gobierno; valga decir, el Libro Blanco de Defensa, la Estrategia, y la Política Nacional 
de Defensa de Brasil. El análisis será llevado a cabo en virtud de un modelo elabo-
rado por los autores y fundamentado en el concepto gran estrategia (Balzacq et 
al., 2019). La primera parte del documento abordará el concepto de gran estrategia 
y, a partir de este, presentará los ejes base del modelo de análisis planteado, los 
cuales serán desarrollados conforme se vaya avanzando en el análisis del caso. En 
la segunda parte se aplicará el modelo a los tres documentos de política pública 
mencionados: el Libro Blanco de Defensa, la Estrategia y la Política Nacional de 
Defensa de Brasil, para resaltar los elementos que caracterizan la actual percep-
ción del gobierno en materia de seguridad y defensa. En la tercera parte, y a mane-
ra de conclusión, se presentarán las principales tendencias e impactos que el giro 
de Brasil puede significar para la región latinoamericana.

Gran estrategia: marcos interpretativos para un 
modelo de análisis
Como se ha dicho, el objetivo del presente documento es analizar, a partir de la 
política púbica brasilera sobre seguridad y defensa, el giro (respecto del enfoque 
adelantado por el gobierno del PT) que la estrategia del actual gobierno supone en 
esta materia. Con tal fin, se presentará un modelo que se enmarca dentro del deba-
te en torno al concepto de gran estrategia (en inglés, Grand Strategies) (Balzacq et 
al., 2019). Este concepto hace referencia a un campo de estudios que se ocupa de 
la arquitectura intelectual, si se quiere, del principio organizacional o el programa 
conceptual que rige y da forma y estructura a la política exterior de un Estado uti-
lizando los recursos disponibles de forma tal que se logren los objetivos trazados 
por el Estado en materia de seguridad y se maximicen sus intereses (Balzacq et 
al., 2019, pp. 6-8; Brands, 2014, p. 3; Brooks & Wohlforth, 2018, p. 75; Lobell et al., 
2012, p. 2012). 
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Este campo de investigación no necesariamente se limita al plano militar, sino 
que puede extenderse a los planos económico, tecnológico, diplomático o legal 
(Balzacq et al., 2019, p. 6). Lo que caracteriza a esta perspectiva analítica es que, 
independientemente del área de política exterior que se busque estudiar, serán la 
seguridad (preservación de la soberanía, de la integridad territorial y de la posición 
de poder) y el enfrentamiento de las amenazas los elementos angulares en la con-
figuración de las tácticas y la formulación de instrumentos que componen la gran 
estrategia (Balzacq et al., 2019, p. 7; Posen, 2015, p. 1). Así mismo, este campo de 
investigación tiene un enfoque de análisis que concibe la gran estrategia como un 
concepto empírico, teniendo por esto la virtud de poner el énfasis en el proceso 
político a través del cual los Estados articulan y consolidan una estrategia para 
alcanzar la seguridad y maximizar sus intereses (Balzacq et al., 2019, p. 9). 

Desde esta perspectiva, algunos de sus exponentes (Balzacq et al., 2019) su-
gieren que el proceso político sea analizado desde una perspectiva centrada en 
las vías, los medios y los fines (Meiser, 2016) que sigue y con los que cuenta el 
Estado en cuestión para elaborar una estrategia en materia de seguridad y defensa 
(Balzacq et al., 2019, p. 9). Balzacq et al. (2019) argumentan que, a fin de controlar 
su extensión empírica, un programa analítico sobre la gran estrategia debería res-
tringirse a cuatro de sus atributos. El primero es la memoria histórica o colectiva de 
la nación, que constituyen las bases de la gran estrategia. El segundo es la relación 
entre la gran estrategia y la priorización de los objetivos de largo plazo —esto es, la 
priorización, dentro de los objetivos, de determinados medios, vías y fines. El terce-
ro es la forma como, dentro de la gran estrategia, se ajusta el logro de objetivos a 
los limitados recursos de los que dispone el Estado para servir a dichos objetivos. 
El cuarto es la identificación del marco intelectual dentro del que se desarrolla la 
estrategia, enfocándose en la agencia (y su proceso), y no solo en la estructura 
(Balzacq et al., 2019, pp. 9-10).

La gran estrategia de Brasil en materia de seguridad y 
defensa: interludio para el desarrollo de un modelo analítico
Siguiendo, por un lado, los antedichos planteamientos y la idea de proponer un 
programa de análisis de la gran estrategia delimitado por los cuatro atributos pre-
sentados y, por otro lado, a fin de no desbordar sus capacidades de interpretación, 
se plantea aquí una propuesta de operacionalización del programa mediante un 
modelo para el análisis de la actual gran estrategia de Brasil. Tal modelo contempla 
cinco ejes desde los que se practicará la mencionada revisión de los principales 
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documentos de política pública generados por el gobierno brasilero en materia de 
seguridad y defensa. Todo ello, con el objetivo de dilucidar los principales com-
ponentes de la gran estrategia brasilera y evidenciar que, en efecto (así nuestra 
hipótesis), ha habido un viraje esencial en la estrategia de seguridad y defensa del 
país con respecto a la existente en la década de 2000-2010 bajo el gobierno del PT.

Los ejes propuestos que componen el modelo, cuyos presupuestos teóri-
co-conceptuales irán presentándose a medida que se desenvuelva el análisis, giran 
en torno a las amenazas percibidas por Brasil y la forma como se plantea hacer-
les frente para garantizar su seguridad. Se analizará, entonces, qué percibe Brasil 
como amenazas, cuáles de sus intereses se ven afectados por las amenazas per-
cibidas, qué capacidades busca desarrollar el Estado para hacer frente a ellas, de 
qué manera se busca dar trámite o manejo a dichas amenazas y qué recursos 
utiliza con tal fin. Respecto al tema de los recursos empleados para lograr los obje-
tivos de seguridad y defensa, que es un atributo central desde la perspectiva plan-
teada líneas arriba (Balzacq et al., 2019, pp. 9-10), el modelo que proponemos se 
limita aquí al recurso que supone la política pública de seguridad y defensa (el Libro 
Blanco, la Estrategia y la Política de Seguridad y Defensa) y cómo en este recurso 
pueden encontrarse articuladas las propuestas del actual gobierno brasilero para 
gestionar sus amenazas. Propuestas que, en conjunto (englobando los otros cua-
tro ejes), componen el núcleo de su gran estrategia.

Tabla 1. Ejes de análisis

Ejes de análisis

Amenazas 
percibidas

Establecimiento 
de prioridades

Desarrollo de 
capacidades

Manejo de 
las amenazas 

percibidas

Recursos 
utilizados

riesgos, peligros o 
imágenes del enemi-
go: interna-externa; 
patentes-latentes; 
antrópicas-naturales; 
domésticas-externas

Intereses: econó-
micos, de consoli-
dación geopo-
lítica, de tipo 
estratégico-militar

capacidades 
persuasivas 
(blandas), coer-
citivas (duras) o 
articuladas (blan-
das y duras)

unilateral, 
bilateral, 
multilateral

de política 
pública, econó-
micos, técnicos, 
humanos

Fuente: elaboración propia.

A partir del primer eje, el de las amenazas percibidas, el modelo abordará 
los riesgos, los peligros o las imágenes del enemigo que el gobierno plasma en 
la política pública. Es decir, la imagen, o el referente, que crea de las amenazas 
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patentes (manifiestas) o latentes (subyacentes; a veces, imperceptibles); antrópi-
cas (intencionales y generadas por el hombre) o naturales (riesgo de desastres); 
urdidas por actores estales, no estatales o en estado de hibridez; simbióticas (con 
mayor o menor grado de asociación); transversales (con mayor o menor grado 
de cobertura contra el sistema), domésticas o externas que enfrenta el Estado. 
Como se ha dicho, dichos elementos (así como los que componen los otros ejes 
del modelo) serán desarrollados conforme avance el análisis. El segundo eje, el del 
establecimiento de prioridades, se enfoca en el análisis de los elementos en que 
la política pública pone el énfasis, a fin de sopesar los intereses más significati-
vos para el gobierno, ya sean económicos, de consolidación geopolítica o de tipo 
estratégico-militar. 

El tercer eje, enfocado en el desarrollo de capacidades, indagará sobre las 
herramientas o los instrumentos que busca emplear el gobierno, a través de la 
política pública, para hacer frente a las amenazas percibidas. Aquí se tendrá en 
cuenta si la política pública contempla capacidades persuasivas (blandas), coer-
citivas (duras) o articuladas (blandas y duras, combinadas de manera funcional). 
El cuarto elemento, el del manejo de las amenazas percibidas, analizará si las prio-
ridades establecidas y las capacidades desarrolladas para hacerles frente tienen 
en su aplicación práctica un enfoque unilateral, bilateral o multilateral. El quinto eje 
contemplado en el modelo versa sobre los recursos utilizados para llevar a cabo 
la gran estrategia. Como se ha dicho, en este eje la aplicación del modelo se limita 
al recurso de la política pública, pues los tres documentos que serán analizados 
constituyen la principal herramienta y la hoja de ruta del Gobierno nacional para 
direccionar los esfuerzos materiales e intelectuales a fin de lograr los objetivos 
trazados frente a las amenazas percibidas, y que se constituyen así en el principal 
recurso de la gran estrategia. 

Como podrá apreciarse en cada fase del análisis, el viraje de Brasil parte de 
una comprensión dinámica, ecléctica y versátil de la noción de amenaza, integran-
do el interés nacional con la percepción del riesgo de manera lo suficientemente 
pragmática como para no restringirse a una corriente ideológica, a compromisos 
adquiridos con actores foráneos o a interpretaciones historicistas sobre las pre-
suntas características de un cierto momento al que se deba dar respuesta coyun-
tural (Bustamante, 2020). En efecto, esa noción de amenaza obedece, particular-
mente, a un esquema oscilatorio que va desde los factores no intencionales hasta 
aquellos que tienen clara naturaleza intencional, y cubren, por tanto, las conductas 
estatales y no estatales, convencionales e irregulares, simétricas o asimétricas 
(Vandepeer, 2011; Treverton et al., 2012).
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Los cinco ejes que estructuran el modelo analítico propuesto permiten una 
operacionalización de los atributos relevantes para el análisis propuesto (Balzacq 
et al., 2019, pp. 9-10), toda vez que, en primera instancia, el modelo toma como 
referencia el devenir de la política pública (su ensamblaje, desde la percepción de 
amenazas por parte de los tomadores de decisiones), siempre sobre la base del 
cambio de gobierno y de una gestión política fundamentada en la memoria colec-
tiva que tiene agencia en la construcción de la percepción sobre tales amenazas. 
Por ende, el establecimiento de prioridades es el resultado de lo que es percibido 
—en el marco de esa memoria colectiva que impera en el interior del gobierno— 
como amenaza, así que, a partir de dichas percepciones, el Estado desarrolla, apa-
lancado en su política pública, unas capacidades para hacerles frente o darles trá-
mite. Todo ello, involucrando unos recursos que, para el caso particular estudiado, 
son los que contiene esa política pública, entendida como el marco dentro del cual 
se erige el andamiaje de la gran estrategia.

La gran estrategia de Brasil en materia de seguridad y 
defensa: componentes analíticos de una política pública
La puesta en práctica del modelo previamente presentado tomará como base 
de análisis la actual política pública vigente en el Brasil sobre seguridad y defen-
sa. Como se ha dicho, a esta la componen tres documentos medulares: el Libro 
Blanco de Defensa Nacional (Governo Federal Brasil, 2020a), la Política Nacional 
de Defensa y la Estrategia Nacional de Defensa (Governo Federal Brasil, 2020b)1. 
El primero de ellos traza las líneas estratégicas generales que persigue el Estado 
en materia de seguridad y defensa. El segundo es el documento de más alto nivel 
en cuanto a planificación de acciones orientadas a la defensa del país y que se 
enfoca, principalmente, en las amenazas externas (Governo Federal Brasil, 2020a, 
p. 34). El tercero sirve a la política como herramienta de orientación para las di-
ferentes entidades del Estado sobre las medidas que deben ser implementadas 
a fin de cumplir los lineamientos y lograr los objetivos consignados tanto en el 
Libro Blanco como en la Política Nacional de Defensa, respectivamente (Governo 
Federal Brasil, 2020a, p. 35). Es, entonces, como dice el Libro Blanco, “[…] el vínculo 
entre la posición del país en materia de defensa y las acciones necesarias para 
dotar efectivamente al Estado de la capacidad de atender sus intereses” (Governo 
Federal Brasil, 2020a, p. 35). 

1	 Es importante tomar en cuenta que todas las citas textuales que aparecen en este documento han sido tra-
ducciones libres de los autores, toda vez que la política pública no se encuentra disponible en español
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En resumen, los tres documentos configuran las bases orientadoras de la ten-
dencia de Brasil en materia de defensa y establecen las acciones que debe se-
guir la estructura del Estado para poner en práctica la correspondiente estrategia 
(Governo Federal Brasil, 2020a, p. 35). Ahora bien, los tres documentos fueron asi-
milados con base en las categorías planteadas en el modelo analítico para extraer 
de ellos los principales argumentos respecto a la manera como el gobierno asume 
las amenazas, cómo establece sus prioridades para hacerles frente y qué capaci-
dades desarrolla con tal fin. De ese modo, puede decirse que la política es vista, 
en sí misma, como el recurso utilizado por el gobierno para estructurar su gran 
estrategia. En tal sentido, y como ya se ha apuntado, la noción de recursos se 
basa en y se ve delimitada por la revisión de la política pública, razón por la cual se 
prescindirá de un apartado relativo al eje de los recursos pormenorizados, ya que la 
política pública es, en este caso, el eje transversal a los otros cuatro que componen 
el modelo.

a.	 Amenazas percibidas
	 La actual política pública brasilera sobre seguridad y defensa está fun-

damentada sobre un argumento de amenazas latentes para las cuales 
el país debe prepararse. Así, por ejemplo, la Política Nacional de Defensa 
exhibe cuán frecuente ha sido en la historia brasilera que la población, en 
tanto ha gozado de largos períodos libres de conflictos externos, no haya 
desarrollado una aprehensión colectiva sobre la posible incidencia de las 
amenazas, lo que ha atenuado su capacidad de prepararse para hacerles 
frente (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 12). Haciendo énfasis en el tema 
de las amenazas actuales, el Libro Blanco resalta el panorama de las ame-
nazas potenciales y las manifiestas que enfrenta Brasil, las cuales no solo 
están ligadas a posibles crisis o tensiones interestatales, sino que derivan 
de conflictos irregulares coyunturales, de reducida intensidad, o de inten-
sidad modulada, como el problema global del tráfico de armas y drogas, 
la piratería, la protección de la biodiversidad, las posibles tensiones por la 
escasez de recursos no renovables, los ciberataques, el terrorismo o los 
delitos transnacionales (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 14; OTAN, 2020; 
Brantly & Smeets, 2020; Griffioen & Doerr, 2020). 

	 El argumento de la política está volcado a resaltar las amenazas inminen-
tes para el país, fruto de la actual configuración internacional, caracteriza-
da por tensiones e inestabilidades originadas en las asimetrías de poder, 
cuestión que ha sido el motor del “[…] surgimiento de grupos insurgentes 
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y organizaciones terroristas o criminales que tienden a incrementar la 
guerra irregular y la posibilidad de utilizar artefactos nucleares, biológicos, 
químicos, radiológicos o explosivos” (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 16; 
Zielinski, 2021). Para el caso específico de sus fronteras, haciendo alusión 
al Atlántico sur, el mencionado argumento anota el crecimiento de los de-
litos transnacionales en la zona, así como la sobrepesca, los delitos am-
bientales y la presencia de países que, aun sin formar parte de la región, 
tienen intereses en ella (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 17). Con todo 
ello, deja de manifiesto que un fracaso o una demora en la solución de 
los conflictos puede llevar a que estos escalen a una situación de crisis 
internacional, y eso afectaría directamente la soberanía nacional o a la in-
tegridad de la nación (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 40).

	 Toda esta línea argumental, basada en resaltar el riesgo y la amenaza que 
representa la inminencia de un posible ataque al país (en las diferentes 
dimensiones), va encaminada a demostrar la importancia de que el país 
esté debidamente capacitado y preparado para defender y hacer valer sus 
intereses nacionales (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 17). Dicho de otro 
modo, se trata de una orientación político-estratégica destinada a desta-
car la importancia de mantener a las FF. AA. debidamente dotadas y en 
permanente disposición para ser empleadas cuando se las requiera para 
preservar la soberanía y el mantenimiento de la integridad territorial, y para 
garantizar la no injerencia externa en el territorio nacional o en los asuntos 
propios (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 14, 27, 33). En consonancia, 
buscando también “[…] garantizar condiciones para que el país no corra el 
riesgo de sufrir agresiones externas, ni esté expuesto a presiones políticas 
o imposiciones económicas indeseables y pueda dedicarse libremente 
a su propio desarrollo y progreso” (Governo Federal Brasil, 2020a p. 33; 
Roque, 2020).

	 En concreto, con respecto a este último punto, el del aseguramiento y la 
defensa del país en pro del libre desarrollo y progreso, la política pública 
plantea, igualmente, amenazas que suponen impactos en términos eco-
nómicos (Moraes, et al., 2020). Así, por ejemplo, la Política Nacional de 
Defensa expresa cómo, gracias a que el país ha ido ganando una proyec-
ción económica internacional, este hecho puede acarrear incompatibilidad 
de intereses con diversos actores, y ello hace fundamental que Brasil pres-
te atención creciente a sus diversas opciones defensivas (Governo Federal 
Brasil, 2020b, p. 7).
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b.	 Establecimiento de prioridades
	 Para hacerles frente a las amenazas percibidas, la política pública plantea 

el aseguramiento de las fronteras —principalmente, la del Atlántico sur y 
el Amazonas—, con la finalidad de evitar el menoscabo de la soberanía 
nacional. En términos prácticos, dentro del sector defensa esto represen-
ta un fortalecimiento de las FF. MM. en tres sectores principales: nuclear, 
cibernético y espacial (Pires, 2020). Por tal razón, en el presente aparta-
do se tratarán aquellos elementos a partir de los cuales se establecen las 
prioridades dentro de la política pública de seguridad y defensa, a fin de 
que luego, en el siguiente apartado, se haga hincapié en el desarrollo de 
capacidades en los citados sectores nuclear, cibernético y espacial.

	 En lo que atañe al aseguramiento de fronteras, la política pública plantea 
que, si bien es importante pensar en la seguridad de Brasil en el ámbito 
global, la Política Nacional de Defensa tiene como área de interés priorita-
rio el entorno próximo del país; esto es, Suramérica, los países de la costa 
de África occidental, la Antártida y el Atlántico sur (Governo Federal Brasil, 
2020b, p. 11). Esta última región, también denominada Amazonía Azul —
pues las aguas jurisdiccionales, sumadas a la plataforma continental bra-
silera en la zona, comprenden un área equivalente a la de la Amazonía 
brasilera— (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 14), constituye uno de los 
intereses prioritarios del Estado, habida cuenta de su importancia estraté-
gica y económica. Importancia económica cifrada por el “[…] alto potencial 
de recursos vivos y no vivos, así como [por albergar] las mayores reser-
vas de petróleo y gas natural” (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 28); todos 
ellos, elementos vitales para el desarrollo y el posicionamiento del país en 
el comercio internacional. 

	 De ahí que uno de los principales objetivos de la política pública sea ase-
gurar la relación entre territorio (integridad territorial y soberanía) y cultura 
(identidad cultural e intereses nacionales) por diferentes vías. Una de ellas, 
mediante el fomento de la paz y la seguridad del Atlántico sur, construyen-
do un entorno cooperativo a través de iniciativas multilaterales como la 
Zona de Paz y Cooperación del Atlántico Sur (ZOPACAS) (Governo Federal 
Brasil, 2020a, p. 17). Otra, en la que la política pública deposita el mayor in-
terés, la intensificación de las medidas de vigilancia, seguimiento y control 
de las actividades en la zona; principalmente, del tráfico marítimo (Governo 
Federal Brasil, 2020a, p. 30), a través del fortalecimiento de la capacidad 
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naval (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 137–139). Es de esta forma, y 
dado el interés geoestratégico de la zona para Brasil, como el Libro Blanco 
de Defensa Nacional establece como prioridad de la Marina; “[…] la protec-
ción de los recursos naturales existentes en las aguas, fondos marinos y 
subsuelo bajo jurisdicción brasileña […]” (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 
137). Incluso, hace explícito que los intereses brasileros en la zona no se 
limitan a sus aguas jurisdiccionales, sino que se proyectan allende los lími-
tes de sus Zona Económica Exclusiva y Plataforma Continental (Governo 
Federal Brasil, 2020a, p. 137).

	 Otra prioridad la constituyen las zonas norte —que equivale al 45 % del te-
rritorio nacional— (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 30) y centro-oeste; en 
particular, la región amazónica, caracterizada por retos como la baja pre-
sencia del Estado (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 138), una baja den-
sidad demográfica, una extensa franja fronteriza (Governo Federal Brasil, 
2020a, p. 30) y unas deficiencias infraestructurales puestas en evidencia 
por las dificultades de movilidad (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 14). En 
concordancia con ello, se resalta la existencia de unos recursos de alto va-
lor estratégico, como minerales, biodiversidad y su potencial hidroenergéti-
co (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 14), con lo cual es apenas lógico que 
la política pública de seguridad y defensa plantee como objetivo el fortaleci-
miento de la presencia militar en la cuenca del Amazonas (Governo Federal 
Brasil, 2020a, p. 143), para mejorar así la acción efectiva del Estado en la 
zona y, de ese modo, defenderla e integrarla con otras regiones del país 
catalizando el desarrollo nacional (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 14).

c.		 Desarrollo de capacidades
	 Habiendo ilustrado ya las prioridades establecidas en la actual política 

pública de seguridad y defensa, este apartado se destina al análisis de 
la manera como el Estado plantea hacerles frente a dichas prioridades 
estratégicas mediante el desarrollo de capacidades (Montgomery, 2019). 
Como ya se adelantó, son tres los sectores estratégicos destacados por 
la política pública para el desarrollo de sus capacidades: el nuclear, el es-
pacial y el cibernético. En ese sentido, la política plantea que las FF. MM. 
serán las que encabecen dicho incremento selectivo de capacidades, y 
que la Armada tendrá a su cargo coordinar el sector estratégico nuclear; 
el Ejército, el sector cibernético, y la Fuerza Aérea, el espacial (Governo 
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Federal Brasil, 2020a, p. 46); todo ello, con miras a perfeccionar la forma-
ción científico-tecnológica y preparar los recursos humanos en estos sec-
tores (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 46). 

	 Es importante tomar en cuenta que el fortalecimiento nuclear, cibernéti-
co y espacial es un objetivo heredado de la política de seguridad y defen-
sa planteada por el gobierno de Lula da Silva en el Libro Blanco de 2012. 
Para ese entonces, Brasil, amparado en la proyección que empezaba a 
tener en la escena internacional, estableció como objetivo primordial la 
reestructuración de su propia industria de defensa en torno a los sectores 
indicados. Empero —y esto es fundamental resaltarlo aquí—, no desde una 
perspectiva centrada en la defensa del país y el blindaje de sus fronteras 
ante posibles amenazas externas, sino incluyendo, explícitamente y como 
tema cardinal de la política, el pleno respeto de los países vecinos y la 
integración regional (Magnani & Altieri, 2020, p. 116). Como se verá más 
adelante, si bien el establecimiento de prioridades en esos tres sectores 
estratégicos supone una continuidad en la política pública planteada du-
rante el gobierno de Lula, el enfoque del actual gobierno supone un quiebre 
en las prioridades de defensa, centradas, de modo bien marcado, en el 
aseguramiento del país, y no tanto en la articulación regional. 

	 En cuanto al sector estratégico nuclear, la política pública evidencia un 
énfasis muy marcado en el desarrollo articulado de capacidades tanto 
disuasivas como coercitivas haciendo hincapié en el fortalecimiento de 
sus crecientes fortalezas investigativas. De hecho, podría decirse que el 
leitmotiv de la política pública de seguridad y defensa es, en sí mismo, un 
discurso que afirma y hace público el potencial nuclear que tiene el país, 
resaltando, por ejemplo, que no solo se encuentra dentro de los principales 
Estados en el dominio de la tecnología nuclear, sino que tiene suficientes 
depósitos de uranio para suplir sus propias necesidades (Governo Federal 
Brasil, 2020a, p. 46), por lo cual no es de extrañar que una de sus princi-
pales pretensiones sea la “[…] consolidación y autonomía tecnológica de 
la industria nuclear como segmento de vanguardia, imprescindible para 
el desarrollo”, buscando así fortalecer la independencia nacional en este 
campo (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 19, 46). No obstante, y aun 
cuando deja de manifiesto su poder nuclear y su interés en no renunciar 
al avance constante en tecnología nuclear, destaca que el énfasis domés-
tico en el desarrollo del sector se concentra en su aplicación en áreas no 
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bélicas, como la médica, la industrial, la de producción de combustibles y 
la generación de energía (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 46), y ratifica la 
adhesión de Brasil al Tratado de no Proliferación de Armas Nucleares, así 
como su compromiso activo en la causa por la no proliferación de armas 
atómicas (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 58). 

	 Simultáneamente, la política subraya que el país posee armamento de alto 
nivel tecnológico y misiles de largo alcance, que reflejan sus posibilidades 
de respuesta en caso de agresión convencional, y matiza luego que la uti-
lización de tal capacidad bélica solo está pensada como recurso de última 
instancia (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 19); todo lo anterior, a fin de 
apuntalar el concepto de disuasión como columna vertebral sustentada 
en la mencionada posesión de capacidades coercitivas. De hecho, la di-
suasión, como concepto estratégico esencial, le permite a Brasil manejar 
un abanico sumamente amplio de posibilidades de comprensión, manejo 
y evaluación permanente de las amenazas, su naturaleza, sus tejidos de 
conectividad, sus mecanismos de actuación, su impacto y su perdurabili-
dad (Schwarz, 2005; Mazarr, 2018). En la praxis estratégica, eso significa 
que el país ha incorporado los elementos esenciales que dotan de impor-
tancia a la disuasión comprehensiva en los tiempos que corren; a saber: 
a) la percepción clara que tengan los actores involucrados sobre la capaci-
dad para usar la fuerza; b) la percepción nítida de que, si fuese necesario, 
la fuerza será usada, y c) la reputación comprobada y comprobable; o sea, 
la imagen percibida de las habilidades para ejecutar de modo efectivo las 
decisiones (Codner, 2009, p. 20).

	 El segundo y tercer sectores estratégicos priorizados en la política pública 
no tienen, desde nuestro punto de vista, un despliegue argumental tan am-
plio como el nuclear. Sobre el sector espacial se despliega un argumento 
basado, principalmente, en la defensa de la región amazónica a través del 
desarrollo de la infraestructura necesaria para poner en operación varios 
sistemas de gestión, monitoreo y control tanto de la frontera como del 
espacio aéreo (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 47-50). En detalle, la in-
fraestructura que se plantea desarrollar consiste, por ejemplo, en el lan-
zamiento de satélites y microsatélites, la puesta en funcionamiento de un 
satélite geoestacionario de defensa y comunicaciones y, en general, la im-
plementación de toda una cadena de capacidades instaladas, necesaria 
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para el ya bien experimentado seguimiento satelital (Governo Federal 
Brasil, 2020a, pp. 47-49). 

	 En lo que se refiere al sector cibernético, se plantea el fortalecimiento de 
las áreas operativa, científica y tecnológica, con miras a potenciar las ca-
pacidades de protección del ciberespacio (Governo Federal Brasil, 2020a, 
pp. 46, 47) trabajando en áreas de formación y capacitación de personal, 
inteligencia, aseguramiento de la propia información (ciberseguridad) en 
todas las instancias del Estado, investigación científica y mejoramiento de 
la infraestructura de comunicaciones entre las unidades. Ello, con la meta 
de alcanzar una interoperabilidad y una acción integrada y coordinada 
(Governo Federal Brasil, 2020a, p. 47, 2020b, p. 60). Por tal razón, se mani-
fiesta la necesidad de garantizar la coordinación entre el sector defensa, 
los sectores público y privado y la comunidad académica, así como las 
alianzas estratégicas y los intercambios con las FF. MM. de otros países 
(Governo Federal Brasil, 2020b, p. 60). De esta manera, no es casual que 
el Libro Blanco resalte que la ley brasilera asigna a las FF. MM. “[…] debe-
res subsidiarios para cooperar con el desarrollo nacional, la defensa civil y 
otros fines específicos […]”, por ejemplo, promoviendo la investigación y el 
desarrollo de tecnología (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 41). 

	 Dicha promoción de la investigación y del desarrollo tecnológico se afin-
ca en la Base Industrial de Defensa (BID), un conjunto de organizaciones 
estatales y privadas, civiles y militares; es decir, todo un aparato de alta 
complejidad encargado de investigar, desarrollar y modernizar procesos 
y productos de defensa (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 133) contan-
do, para ello, con una participación relevante en el PIB de Brasil (Governo 
Federal Brasil, 2020a, p. 41), lo que durante tres décadas ha representado 
un segmento económico de importancia que aporta a la balanza comer-
cial y a la “[…] apertura de mercados para productos innovadores y de alta 
calidad” (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 134). 

	 Así mismo, al desplegar el argumento del desarrollo de capacidades en el 
sector estratégico espacial, cabe destacar que el desarrollo de tecnologías 
para el sector defensa puede ser transferido a otras áreas con aplicación 
comercial, lo cual redunda en alto valor agregado y en el desarrollo eco-
nómico del país; se contribuye de esa forma a la expansión del rol estra-
tégico de Brasil “[…] en la geopolítica de las naciones de mayor influencia 
internacional” (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 47). Con base en estas 
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pretensiones es como se entiende el desarrollo de tecnología militar aso-
ciada al Programa de Sistemas Espaciales Estratégicos (PESE): una inicia-
tiva esencialmente enfocada en la defensa nacional, pero que puede ser 
utilizada en aplicaciones civiles, con lo cual se argumenta que el desarro-
llo militar aporta importantes beneficios al sistema social, “[…] incluso en 
tiempos de paz” (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 48). Como puede apre-
ciarse, la política pública actual en la materia recalca incisivamente cómo 
el desarrollo y la transformación de la defensa a través de una industria 
de defensa competitiva y consolidada no solo impactan positivamente las 
capacidades de las FF. MM., sino que generan un “[…] abanico de opor-
tunidades para el desarrollo económico y social” (Governo Federal Brasil, 
2020a, pp. 132, 140) fomentando, por ejemplo, la generación de empleos 
calificados en el sector y estimulando las cadenas productivas en otros 
sectores industriales (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 133, 143). Esto, 
poniendo siempre de presente que la producción de los centros de inves-
tigación aplicada de las FF. MM. ha sido “[…] fundamental para los logros 
científicos y tecnológicos que han tenido lugar en Brasil” (Governo Federal 
Brasil, 2020a, p. 135; Silva, 2020).

	 Recapitulando lo dicho hasta ahora en este apartado, una revisión de la 
forma como la actual política pública de seguridad y defensa del Brasil 
plantea su desarrollo de capacidades para hacer frente a las amenazas 
patentes y latentes pone de manifiesto un interés máximo en desarrollar 
el campo nuclear del país y, por esta vía, fortalecer sus mecanismos de 
defensa y el aseguramiento de fronteras (autoayuda), incluso por encima 
de establecer alianzas estratégicas y mecanismos cooperativos con sus 
vecinos. Adicionalmente, se hace notoria la intención de mejorar la capa-
cidad militar instalada, pero, sobre todo, la de convertir al sector defensa 
en un pivote fundamental de la economía, el cual, más allá de asegurarle 
autosuficiencia e independencia en términos de producción de armamen-
to y sistemas de defensa, le permitirá generar logros científicos y avances 
tecnológicos que pueden impactar positivamente otros sectores de la in-
dustria brasilera, y jalonar así el desarrollo económico general del país. Un 
argumento que se orienta a resaltar la importancia estratégica integral que 
le otorga el actual gobierno al sector defensa, al cual ve como una pieza 
fundamental, no solo en términos militares de seguridad y defensa, sino 
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como motor de desarrollo. Motor este que, como se ha dicho, tiene, apa-
rentemente, su núcleo en el sector estratégico nuclear.

 
d.		 Manejo de las amenazas percibidas
	 Como se ha podido ver hasta aquí, tal como se encuentra planteada la 

actual política pública de seguridad y defensa del Brasil, puede interpre-
tarse que hay una clara tendencia más hacia el manejo de las amenazas 
mediante el fortalecimiento estratégico que garantice unas capacidades 
y la autonomía en la toma de decisiones que hacia un fortalecimiento de 
alianzas regionales y globales. No se está diciendo con ello que la política 
pública no plantee este segundo escenario, pero, aun cuando lo mencione, 
no se le da la misma importancia ni se le hace el mismo énfasis que al for-
talecimiento interno y autónomo de capacidades en seguridad y defensa. 
Respecto al desarrollo de capacidades, la política pública del actual gobier-
no brasilero está volcada al desarrollo de tecnología militar, con énfasis en 
el área nuclear, que le permitan mantenerse dentro del restringido conjun-
to de países que dominan y están equipados con una tecnología comple-
ja (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 46, 141), siendo consciente de su 
ya mencionada autosuficiencia energética, en cuanto al uranio se refiere 
(Governo Federal Brasil, 2020a, p. 46). El país —así puede interpretarse a 
partir de su actual política pública en la materia— se entiende a sí mismo 
como un actor altamente influyente en el contexto internacional, que debe 
enfocarse en desarrollar en su fuero interno todo su potencial tecnológico 
en el área de seguridad y defensa. Una condición que va en otra línea del 
interés de otros momentos históricos (bajo el gobierno del PT), donde el 
énfasis estaba en convertirse en líder regional y pivote estimulador de pro-
cesos de integración y desarrollo regional latinoamericano.

	 Brasil, bajo su actual gobierno, se enfoca en lograr una adecuada integra-
ción de todo su sector defensa mejorando las comunicaciones (sector 
estratégico cibernético), adquiriendo la capacidad instalada de monitoreo 
del territorio nacional con énfasis en sus fronteras, elevando su nivel y sus 
capacidades tecnológico-científicas para alcanzar el pleno aprovecha-
miento de su potencial nuclear (Governo Federal Brasil, 2020b, p. 13) y 
resaltando la existencia de amenazas externas a las cuales debe hacerse 
frente (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 34). En otras palabras, el proceso 
de desarrollo del sector defensa está volcado hacia dentro, incrementando 
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sus fortalezas propias (sin una explícita pretensión integracionista de la 
región latinoamericana), con el fin de aumentar su prestigio propio e indi-
vidual y sus alcances como actor influyente en el sistema internacional. Si 
bien Brasil no descarta explícitamente la posibilidad de establecer alianzas 
estratégicas con otros países al momento de hacer frente a sus amenazas 
percibidas, el foco de interés está centrado en fortalecerse internamente y 
prepararse en lo militar explotando sus capacidades tangibles y en desa-
rrollo para garantizar su condición de actor preponderante en el sistema 
internacional.

	 En este orden de ideas, se da un cambio en el paradigma reinante entre el 
período de gobierno del PT, durante el cual, como se dijo en la introducción 
de este documento, la gran estrategia del país giraba en torno al fortaleci-
miento de las alianzas regionales para configurarse en actor subregional 
importante con aspiraciones globales. Por supuesto, hay que ser cons-
cientes —como también ya se apuntó— de que el contenido de la política 
pública en seguridad y defensa no es prueba suficiente para demostrar 
este cambio de paradigma en la conducta cotidiana del aparato estraté-
gico brasilero. No obstante, permite percibir una tendencia del interés del 
actual gobierno en el fortalecimiento interno y el trabajo autónomo en el 
manejo de sus amenazas y el desarrollo de capacidades.

	 A pesar de este tendencial viraje, sería un error negar la participación cal-
culada de Brasil en el entorno subregional, pues la propia política consagra, 
a la luz del actual escenario multipolar del poder a escala global, la impor-
tancia de promover la cooperación, así como la de fortalecer los intercam-
bios multilaterales para conocer las amenazas, hacerles seguimiento y en-
frentarlas (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 15-16 y 139; Chagas, 2020). 
En cualquier caso, si algo está claro es que el Estado se traza, como parte 
de sus bastante amplios Objetivos Nacionales de Defensa, “contribuir a la 
estabilidad regional, la paz y la seguridad internacionales”, así como “incre-
mentar la proyección de Brasil en el concierto de naciones y su inserción 
en los procesos internacionales de toma de decisiones” (Governo Federal 
Brasil, 2020a, p. 35), pero, eso sí, con la mira puesta en estrechar aquellas 
relaciones con los países de mayor capacidad tecnológica para mejorar 
ostensiblemente sus propias capacidades estratégicas (Governo Federal 
Brasil, 2020b, p. 12). Por todo eso sea, quizás, por lo que el argumento que 
mejor destaca la forma como Brasil concibe, dentro de su actual política 
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pública, la forma de hacer frente a sus propias amenazas se encuentra en 
el Libro Blanco de Defensa Nacional:

Dotado de una defensa eficaz, principalmente con una adecuada capacidad 
de disuasión, Brasil podrá inhibir posibles agresiones a su territorio y su pobla-
ción y defender sus intereses. Al mismo tiempo, la creciente cooperación con 
las naciones sudamericanas en temas de defensa ayudará a evitar posibles 
tensiones o crisis entre los estados de la región y contribuirá al mantenimien-
to de un entorno pacífico en el estratégico entorno brasileño. A través de la 
disuasión y la cooperación, Brasil fortalecerá así el estrecho vínculo entre su 
política de defensa y su política exterior. (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 37)

Conclusiones: tendencias y perspectivas de 
una política altamente selectiva

La disuasión debe ser la primera postura estratégica a considerar para la 
defensa de los intereses nacionales […] Esta Estrategia significa desarrollar, 
mejorar y consolidar los factores que le dan al país las condiciones para des-
alentar cualquier acción hostil contra su soberanía, sus intereses, anhelos y 
aspiraciones. (Governo Federal Brasil, 2020b, pp. 33 y 63).

El análisis de la actual política pública de seguridad y defensa de Brasil pone 
en evidencia el interés del país en fortalecer y desarrollar sus capacidades concen-
trando los esfuerzos en el sector estratégico nuclear. Se trata de una estrategia que 
en nada se asemeja al aislacionismo, pero que sí se aproxima mucho al fortaleci-
miento de los mecanismos de autoayuda en el marco de la cual quiere hacerse del 
sector defensa la piedra angular y pivote fundamental para el desarrollo económi-
co del país. 

Los principales argumentos a los que apela la política pública para el fortale-
cimiento interno son la percepción de amenazas múltiples —de toda naturaleza; o 
sea, híbridas, simultáneas y cardinales— y la presencia generalizada de amenazas 
potenciales y manifiestas que enfrenta el país, y que se derivan de la coyuntura 
global actual, caracterizada por problemas que afectan al globo y al hemisferio 
tanto en la dimensión intencional —tráfico de drogas, piratería, migraciones, con-
flictos por recursos ambientales, terrorismo o delitos transnacionales— como en 
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la no intencional —desastres o pandemias— (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 14; 
Nurhasanah et al., 2020). 

Esta forma de plantear las amenazas constituye un argumento tejido en torno 
a los peligros a los que se halla expuesto el país en el vecindario regional y es en 
este contexto donde surge la importancia de fortalecerse y prepararse para even-
tuales ataques que puedan afectar la integridad de la nación frente a su identidad, 
sus valores, su territorio y su convivencia (Governo Federal Brasil, 2020a, p. 40, 
2020b, p. 17). 

Desde esa perspectiva, el interés no está enfocado en la agregación de poder 
en el subcontinente suramericano, de forma cooperativa, para consolidar una es-
trategia de defensa conjunta jalonada por Brasil, como fue el caso de la estrategia 
seguida por el Brasil del PT (Flemes, 2012, pp. 36 y 38). 

Aunque el actual gobierno de Brasil no desconoce la relevancia de establecer 
aproximaciones específicas con sus vecinos, hacerlo no es un elemento prioritario 
y destacable dentro de la actual política pública de seguridad y defensa. La gran 
estrategia gira, más bien, en torno al fortalecimiento interno de las propias capa-
cidades; esto es, a la adecuada articulación y la adecuada integración del sector 
defensa en términos de comunicaciones, monitoreo del territorio y sus fronteras 
—especialmente, la amazónica— y al pleno aprovechamiento de sus potenciales 
disuasivos, empezando por el nuclear. Todo esto, resaltando en el argumento de 
cómo el fortalecimiento del sector nuclear juega un importante rol en apuntalar el 
desarrollo socioeconómico del país (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 144, 146, 
2020b, p. 13).

Por otra parte, las alianzas son planteadas actualmente como una herramienta 
que puede utilizar el país a su favor para hacer frente a las mencionadas amenazas 
potenciales y manifiestas (Gonçalves & Teixeira, 2020). En tal sentido, la política 
reconoce la importancia de promover la cooperación en pro de su propia defensa 
y seguridad, ante el escenario internacional vigente, caracterizado por la multipola-
ridad del poder (Governo Federal Brasil, 2020a, pp. 15-16 y 139). 

De esta forma, Brasil busca contribuir, desde su posición de poder y el fortaleci-
miento en sus capacidades de defensa, a la estabilidad de la región y la seguridad 
internacional. En la práctica, eso significa que se trata de una visión enfocada en 
“incrementar la proyección de Brasil en el concierto de naciones y su inserción 
en los procesos internacionales de toma de decisiones” (Governo Federal Brasil, 
2020a, p. 35), así como en fortalecer sus relaciones con los países de mayor ca-
pacidad tecnológica, a fin de incrementar sus intercambios y sus comunicaciones 
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selectivas, de las que derive el máximo beneficio posible (Governo Federal Brasil, 
2020b, p. 12). 

Es una visión más centrada en el interés particular del país, en contraposición a 
la que otrora planteaba el gobierno liderado por el PT, la cual apuntaba a la horizon-
talidad mediadora y a la institucionalización de formas multilaterales de acción co-
lectiva contra amenazas regionales como el narcotráfico o el terrorismo (Flemes, 
2012, p. 38). 

Dentro de la actual política, dichos elementos de agregación de poder e institu-
cionalización de mecanismos multilaterales para hacer frente a las amenazas no 
cuentan con un protagonismo —sin que con esto se quiera decir que no están con-
templados—. Por el contrario, priman los argumentos que resaltan las amenazas 
internas y, por ende, a favor del desarrollo de las capacidades disuasivas internas 
para inhibir todo tipo de eventuales agresiones.
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Resumen: El presente capítulo, producto de investigación, presenta la más reciente política 
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diense, tanto en lo doméstico como en ultramar, y relacionarlo con las dinámicas Trump y 
Biden en esta materia. Así, se concluye la alta predictibilidad que logró dicha política.
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Introducción
La política de seguridad y defensa canadiense es un tema complejo por la mul-
tiplicidad de actores, roles y compromisos adquiridos a lo largo del tiempo. El 
presente capítulo describe la política en seguridad y defensa canadiense (Strong, 
secure, engaged Canada’s Defence Policy [Política de Seguridad y Defensa de 
Canadá: Fuerte, segura, comprometida]), relacionando los elementos que lleva-
ron al Gobierno canadiense a construirla e implementarla. Lo anterior, partiendo 
de los imperativos: constitucionales; de la Commonwealth; de la OTAN; del North 
American Aerospace Defense Command (NORAD), y de la ONU. 

Para lo anterior, se describirá el rol de Canadá dentro de la OTAN, la ONU, el 
NORAD y la Commonwealth en cuanto a los determinantes en seguridad que cada 
uno conlleva para el Estado norteamericano. Esto, prestando especial atención a 
los efectos que suscitaron la relación político-militar a propósito de los gobiernos 
Trump y Biden en el escenario internacional.

Forma de gobierno de Canadá
Con el fin de abordar la política en seguridad y defensa del Estado canadiense 
se describirán primero algunas generalidades de este, algunos básicos adminis-
trativos y jurisdiccionales que permitirán entender su funcionamiento. Para ello, 
hay que empezar por tres elementos fundamentales de la distribución del poder. 
Canadá es un país soberano, ubicado en Norteamérica. Además, forma parte del 
Commonwealth, por lo que responde a la corona británica; es decir, su forma de 
gobierno es una monarquía. Tiene, así mismo, un sistema de gobierno parlamen-
tario, con organización federalista (Government of Canada, 2016; Hydrant, s. f.; 
Parliamentary Institutions-The Canadian System of Government, s. f.).
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Lo anterior encuentra sustento fundacional y jurídico en la Constitución de 
Canadá, la cual está conformada por (Government of Canada, 2016; Reid, 2008):

•	 Constitution Act, 1867: En principio conocida como British North America 
Act, 1867(Acta —o ley— de la Norteamérica Británica), creó Canadá como 
una colonia británica autónoma. Bajo esta acta, se autorizó al Parlamento 
de Reino Unido a establecer un tribunal de apelación para la administra-
ción de las leyes canadienses. Así, se establecen los tribunales federales, 
el Tribunal Fiscal y el Tribunal Supremo de Canadá.

•	 Constitution Act, 1982: Previo a esta acta —o ley—, los grandes cambios a 
la Constitución solo podía hacerlos el Parlamento de Reino Unido. En 1982 
la Constitución fue patriada del Reino Unido; es decir, se promulgó la Carta 
Magna junto con los respectivos procedimientos que permiten enmendar 
la Constitución en Canadá.

Ahora bien, el componente monárquico de la forma de gobierno canadiense 
trae consigo dos significaciones. Por un lado, la reina es la lideresa social de todo 
el Commonwealth, y esto conlleva una responsabilidad social. Por otro lado, la co-
rona concentra el poder ejecutivo tanto para Canadá como para el resto de países 
miembros del Commonwealth (Parliamentary Institutions-The Canadian System 
of Government, s. f.). 

Sin embargo, dado que Canadá es una sociedad democrática, el poder eje-
cutivo se ejerce por convención constitucional; es decir, mediante el Consejo de 
Ministros, que gozan de la confianza de la Cámara de los Comunes (Government 
of Canada, 2016). En consecuencia, el primer ministro y otros ministros forman 
el Gabinete, responsable ante el Parlamento de los asuntos gubernamentales 
(Parliamentary Institutions-The Canadian System of Government, s. f.).

Sector defensa de Canadá
Dentro de la estructura organizacional del Departamento de Defensa Nacional 
(DDN) y de las Fuerzas Armadas Canadienses (FAC), el gobernador general funge 
como comandante en jefe de Canadá. Ahora bien, el DDN está encabezado por 
el ministro de Defensa Nacional, un ministro del Gabinete Federal, apoyado por el 
ministro asociado de Defensa Nacional. Por otro lado, las FAC son encabezadas 
por el jefe del Estado Mayor de la Defensa (National Defence, 2013).
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Antecedentes que configuraron la actual 
política de seguridad y defensa de Canadá
A continuación, se mencionará algunos de los antecedentes políticos, domésticos 
e internacionales que permiten entender la construcción de la actual política de 
defensa canadiense. Si bien Canadá tiene una reputación global en cuánto a la 
diplomacia y un diestro despliegue de su soft power, sería ingenuo omitir la reputa-
ción que ha construido también a partir de su hard power (“Budget woes will slow 
Canada’s hard power build-up”, 2017; Potter, 2009; Jervis et al., 2021).

Para muchos, la política doméstica canadiense, al igual que su diplomacia y 
la forma como asegura sus intereses en ultramar puede resultar contradictorio; 
incluso, problemático (Potter, 2009; Kunertova, 2017). Sin embargo, es cierto que 
para llegar al punto actual de las políticas en seguridad y defensa, Canadá ha ex-
perimentado algunos desaciertos en su historia política reciente (Burtch, 2012).

Ejemplo de lo anterior, en el ámbito doméstico, fue la política de responsa-
bilidad civil en un contexto posterior a la Segunda Guerra Mundial. Entre 1948 y 
1963 la Defensa Civil canadiense intentó preparar a la ciudadanía para afrontar la 
amenaza atómica durante este periodo, por medio de distintos ejercicios de simu-
lación, propaganda y planes de contención, con lo que se esperaba que la pobla-
ción civil organizara en sus comunidades unidades de respuesta atómica (Burtch, 
2012). Lo anterior se traduce en escuadrones locales con conocimientos básicos 
en primeros auxilios y respuesta a incendios, estrategia heredada de Gran Bretaña 
y Alemania durante los bombardeos de la Segunda Guerra Mundial (Burtch, 2012; 
Fergusson, 2010).

En dicho contexto, Canadá enfrentó, al igual que gran parte del mundo desa-
rrollado, la amenaza nuclear desarrollando políticas de seguridad de respuesta a 
dichas amenazas (Fergusson, 2010; Whitby, 2020). Sin embargo, a diferencia de 
Estados Unidos, o de otras naciones europeas, los esfuerzos y las estrategias ca-
nadienses por preparar a su población civil para responder de manera eficiente a 
un ataque nuclear resultaron inútiles; incluso, llegaron a ser fuente de burlas gene-
ralizadas dentro del público (Burtch, 2012; Lindsey & Wiseman, 2019). 

Con el suceso de la crisis de los misiles de Cuba, en octubre de 1962, se tor-
nó imperativo desarrollar estrategias que, ante un ataque nuclear, garantizaran, 
por un lado, una respuesta gubernamental efectiva; por otro, un comportamiento 
civil que no entorpeciera dicha respuesta (McKercher, 2011; Burtch, 2012; Daigle 
Hau, 2014). Si bien Canadá participó en la Segunda Guerra Mundial y en distintos 
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conflictos y guerras enmarcados en la Guerra Fría, en estas últimas, al igual que las 
grandes potencias occidentales, mantuvo tales acciones por fuera de sus propias 
fronteras nacionales, razón por la cual su población no estaba habituada a dinámi-
cas domésticas diferenciadas en contextos bélicos (Lindsey & Wiseman, 2019).

Por tal motivo, a fin de lograr una participación menos pasiva de la sociedad, 
de cara a la amenaza nuclear, pero también más cercana a los intereses naciona-
les en ultramar, se generaron cambios tanto de política pública como en materia de 
seguridad nacional (Daigle Hau, 2014; Fergusson, 2010). En cuanto a la dimensión 
doméstica, se esculpió una diplomacia más pragmática, menos distante del poder 
que el Estado, a fin de garantizar el bienestar y la seguridad de sus nacionales 
(Potter, 2009; Frei, 2019). 

Por otro lado, a pesar del contexto de extrema polarización global, a finales 
de la década de 1950 e inicios de la de 1960, Canadá y Cuba venían estrechando 
relaciones comerciales, lo que con la crisis de los misiles significó una postura 
más alineada por parte de Canadá y, como bien es sabido, aislada por parte de 
Cuba (Daigle Hau, 2014). En consecuencia, se reforzó el plan de defensa balístico 
canadiense, que nació durante la Segunda Guerra Mundial, se materializó con la 
creación del NORAD y se vio reforzado por la crisis mencionada, ante la amenaza 
conjunta que enfrentaban la Commonwealth y los objetivos y los compromisos 
de la OTAN (Hydrant, s. f.; Kunertova, 2017; NATO, s. f.; North American Aerospace 
Defense Command [NORAD], s. f.). 

En cuanto a las organizaciones mencionadas, todas se constituyeron formal-
mente tras el fin de la Segunda Guerra Mundial: la Commonwealth ancló sus raíces 
desde 1930, momento en que la corona británica decidió reconocer la autonomía 
administrativa y política de algunas de sus jurisdicciones en ultramar; mientras, 
la OTAN y NORAD nacieron con el objetivo de garantizar la supremacía, la seguri-
dad y la estabilidad de Occidente (Karafantis, 2017; Kaplan, 2007; Potter, 2007; The 
Honourable John McKay- Member of Parliament-Members of Parliament-House of 
Commons of Canada, s. f.; Walby & Anais, 2012). 

La OTAN es, sin duda alguna, la organización enfocada en la cooperación polí-
tico-militar más poderosa y capaz de Occidente. El presupuesto de la OTAN regis-
trado para agosto de 2021 supera los 2,5 billones de euros (NATO, 2021). Si bien 
durante la Guerra Fría la principal amenaza para los países miembro de la OTAN 
y del NORAD (Estados Unidos y Canadá) era la Unión Soviética, la disolución de la 
segunda no implicó que la amenaza desapareciera.



Seguridad y defensa 
en Canadá

77

En cabeza de dicha amenaza se encontraría Rusia, seguida del resto de países 
con capacidad nuclear que se mostraban hostiles ante la hegemonía occidental 
(Jackson, 2018; Leuprecht et al., 2019). Hoy en día, a Rusia se la sigue describien-
do como la mayor amenaza a Occidente, y así ha sido desde la caída del Muro 
de Berlín; sin embargo, la creciente capacidad militar china y su rápido desarrollo 
armamentista en los últimos años también son motivo de alarma (Wilkie, 2021). 
Por parte de Canadá, la amenaza rusa sigue siendo motivo de preocupación. Tanto 
en su política de defensa actual como en sus compromisos con la OTAN, encontra-
mos elementos alarmantes respecto a las hostilidades rusas para con Occidente 
(Department of National Defence, 2017; Sussman, 2017). Lo anterior será desarro-
llado más adelante.

Volviendo a las capacidades chinas, si bien cierto que estas han sido presenta-
das como una amenaza en la sombra para Occidente, también es necesario men-
cionar (Blaxland, 2017; Swaine, s. f.; “The China Threat Is Being Overhyped”, 2021; 
Wilkie, 2021) que: a) la toma, la retoma o la ocupación de China continental sobre 
los territorios que conformaban la China precolonizada se han dado respetando 
acuerdos con Portugal y Reino Unido (cabeza de la Commonwealth); b) el aumento 
en las capacidades militares chinas guarda relación con la creciente influencia y 
los intereses económicos del titán asiático, pues su propia protección es necesa-
ria; c) existe una codependencia económica entre China y Occidente, y d) el mejora-
miento en capacidades y tecnologías militares por parte de China no ha significado 
un expansionismo territorial que pueda poner en peligro a Occidente.

Política de defensa de Canadá: fuerte, segura y 
comprometida
La política de defensa de Canadá, fuerte, segura y comprometida (en inglés, SSE, 
por las iniciales de Strong, Safe and Engaged), es un estatuto que presenta una 
nueva visión y un nuevo enfoque de la defensa del Gobierno de Canadá. Esta fue 
desarrollada con una visión a largo plazo y con características de adaptabilidad, 
para responder a un mundo en constante cambio. Tanto las dinámicas geopolíti-
cas como las económicas se transforman a un ritmo alarmante. En distintos luga-
res pueden evidenciarse dinámicas populistas, proteccionistas e, incluso, autorita-
rias en ascenso. Y las amenazas a la estabilidad no solo son las ya mencionadas, 
pues, además, las crisis migratorias, los cambios competitivos en el sector de la 
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energía y el rápido deterioro del medio ambiente son dignos de tener en cuenta 
(Department of National Defence, 2017; Brodie, 2018).

Como lo indica Harjit S. Sajjan, ministro de Canadá, el objetivo más importante 
de la política es proveer entrenamiento y equipo a los hombres y las mujeres que 
hacen parte de las FAC, así como promover su cuidado y el de sus familias, pues 
son ellos quienes hacen posible la defensa de la nación (Department of National 
Defence, 2017). La necesidad y la importancia de este enfoque centrado en la reali-
dad —humana, por así decirlo— de las fuerzas, más allá de ser tomados en cuenta 
como simples “activos”, radica en que el bienestar integral de las FAC implicará la 
misma integralidad en el desarrollo de todas las tareas, y así garantizará la máxima 
eficacia y la máxima eficiencia (Mikolas et al., 2021).

Debido a que es prioritario asegurar la preparación y el equipamiento de los 
hombres y las mujeres que hacen parte de las FF. AA. y satisfacer las necesidades 
de defensa dentro y fuera del país, esta ha sido la política de defensa de Canadá 
costeada con mayor rigurosidad en la historia de la nación. El fundamento de la 
financiación a largo plazo de esta política es proveer el entrenamiento y los insu-
mos necesarios para alcanzar el éxito en las operaciones militares gestionadas por 
Canadá, desde la asistencia humanitaria hasta el auxilio en eventos de desastres, 
así como en el mantenimiento de la paz y del combate. Por lo anterior, el Gobierno 
de Canadá incrementó su gasto anual en defensa para el año en el que se publicó 
la política, de 18,9 billones de dólares en 2016-2017 a 32,7 billones para 2026-2027 
(Department of National Defence, 2017). 

La política de defensa canadiense SSE se divide en diferentes apartados: per-
sonas y familias con fuerte respaldo, diversas y resilientes; inversiones a largo pla-
zo para promover las capacidades de las FAC y la facultad para respaldar la paz 
y la seguridad; ajuste de la financiación de la defensa; contexto global; SSE —arti-
culando una nueva visión para la defensa—; un nuevo enfoque canadiense para 
la defensa: anticiparse, adaptarse, actuar; compromiso de defensa global. Estas 
secciones serán descritas a continuación.

Personas y familias con fuerte respaldo, 
diversas y resilientes
Como ya se ha mencionado, el centro de la política de defensa de Canadá son las 
personas que conforman las FAC, con el objetivo de asegurar que tengan todo el 
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cuidado, los servicios y el respaldo que requieran para realizar su trabajo. El Equipo 
de Defensa de Canadá está conformado por los miembros de las FAC y por los 
civiles de la defensa del Departamento Nacional de Defensa, como se muestra en 
la figura 1. Las FAC ejecutan operaciones militares en el país y en el extranjero, con 
el objetivo de defender los intereses de Canadá; de forma paralela, los civiles de 
la defensa ejercen funciones críticas de inteligencia, adquisición y mantenimiento 
de equipos, desarrollo de políticas relacionadas con defensa, soporte de comuni-
caciones, servicios de infraestructura, finanzas, recursos humanos, tecnología de 
la información y la investigación, y desarrollo científico (Department of National 
Defence, 2017).

Para cubrir todo el espectro de operaciones militares planeado en la política, 
las FAC requieren aumentar su capacidad de colaboradores en 3.500 personas 
(para un total de 71.500) y en 1.500 miembros de la Fuerza de Reserva (para un 
total de 30.000). Por su parte, el Departamento de Defensa requerirá aumentar los 
miembros civiles de la defensa en 1.150, para respaldar las operaciones militares 
en funciones de inteligencia y de adquisiciones (Department of National Defence, 
2017).

El reclutamiento de las FAC tiene un sistema que involucra y atrae personas bri-
llantes y capacitadas para las actividades por desempeñar en la defensa del país. 
Para la convocatoria de personas compatibles con las expectativas planteadas, se 
comunican los beneficios únicos de unirse al servicio militar y, tras la recepción de 
las aplicaciones, se selecciona a los candidatos más aptos, que cuenten con las 
habilidades necesarias. Las FAC ofrecen más de 100 opciones de carrera profesio-
nal exclusivas para quien preste el servicio militar suministrando diferentes oportu-
nidades para el crecimiento y el desarrollo personal y profesional, razón por la cual 
miles de personas optan por aplicar para pertenecer a este equipo (Department of 
National Defence, 2017).

Un aspecto transversal dentro del proceso de reclutamiento de las personas 
que conforman las FAC es reflejar la diversidad del país que se defenderá: Canadá. 
Es fundamental que las personas que hagan parte de las tropas representen a la 
nación. Las FAC tienen un compromiso de igualdad de género, por lo que cada 
vez se está atrayendo y reclutando más mujeres que ocupen diferentes rangos, y 
promoviendo la ocupación de puestos que impliquen gran liderazgo. La idea es que 
incremente la proporción de mujeres en el ejercicio militar en un punto porcentual 
cada año, para pasar del 15 % de 2017 al 25 % para 2026. Sumado a esto, en la 
educación profesional militar se aprecian significativos progresos feministas, que 
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van más allá del mero aumento porcentual de mujeres dentro de las FAC (Brown, 
2020; Department of National Defence, 2017).

Dentro de la diversidad que se pretende tener en las filas de las FAC, uno de 
los objetivos del reclutamiento es atraer canadienses de ascendencia indígena, a 
través de la socialización de programas únicos para la población aborigen. Estos 
programas brindan la oportunidad de aprender sobre la carrera militar, y aunque 
decidan o no aplicar a las Fuerzas Armadas, se darán oportunidades para apren-
der habilidades y conocimientos relacionados con la militancia (Department of 
National Defence, 2017). Este interés trae consigo una carga de responsabilidad 
histórica con el pasado colonialista extractivista, tanto de la corona británica como 
de la misma Canadá. Por esta, razón desde el siglo XX se han aplicado dinámicas 
decoloniales, a partir de procesos colectivos de reparación mediante justicia res-
taurativa en políticas públicas, acuerdos de autogobierno y, para el caso abordado 
en el presente escrito, elementos inclusivos dentro de políticas de gobierno o polí-
ticas de Estado (Alcantara & Davidson, 2015; Leblanc, 2021).

De lo anterior, es necesario aclarar que el énfasis en la inclusión y la diversifica-
ción dentro de las FAC y, en general, dentro de toda la estructura del sector defensa 
en Canadá es el resultado de un proceso de fuertes debates sobre el deber ser de 
la sociedad civil canadiense (Canada, 2017; Kieley, 2021; Beaman & Beyer, 2008; 
Reid, 2008). Dichos debates tuvieron su punto más crítico en la segunda mitad del 
siglo XX e inicios del siglo en curso. 

Dentro de este enfoque de diversidad, las personas reclutadas en las FAC de-
berán implementar el software integrado Gender-Based Analysis Plus (GBA+) en 
todas las actividades de defensa que se desarrollen; esta es una herramienta analí-
tica que busca evaluar el impacto potencial de las políticas, los programas, los ser-
vicios y otras iniciativas sobre grupos diversos de personas, tomando en cuenta el 
género y otros factores de identidad, como se observa en la figura 1 (Taber, 2015).

Figura 1. Factores de identidad del GBA+.

Fuente: Department of National Defence (2017).
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Por otro lado, una vez se recluta a las personas, se procede a entrenarlas a 
través de una formación moderna que les dé todas las habilidades y potencie sus 
fortalezas para ser exitosas en el ejercicio militar. La formación militar la realizan 
instituciones prestigiosas en el medio, como el Royal Military College of Canada, 
el renewed Collège Militaire Royal en St.-Jean y el Canadian Forces College 
(Department of National Defence, 2017). 

Las personas reclutadas en las FAC y aquellas pertenecientes a la Fuerza de 
Reserva serán recompensadas no solo con un salario justo, sino que también se 
les dará un espectro de beneficios, de reconocimiento, de cuidado y de respaldo 
a sus carreras militares. Uno de los beneficios para quienes son asignados a ope-
raciones militares internacionales es que no deberán pagar impuestos federales 
sobre la renta de su salario hasta el rango de teniente coronel (Lieutenant-Colonel); 
esto es adicional a los beneficios otorgados por pertenecer a las , y se hace por el 
riesgo que representan las operaciones en el extranjero (Department of National 
Defence, 2017; Bélanger & Lagacé-Roy, 2016).

Otro aspecto fundamental para las FAC es que los miembros militares del 
Equipo de Defensa y sus familias estén bien respaldados en el momento en que 
ingresan al servicio militar, a través de sus carreras y en su transición fuera del ejer-
cicio militar (incluyendo a los veteranos que quieran volver al servicio o necesiten 
soporte y asistencia posteriores a este). Dicho respaldo se plantea debido a que, 
más allá de construir una organización de defensa fuerte y capacitada, las FAC 
tienen la obligación moral y el compromiso de cuidar de quienes aceptaron la res-
ponsabilidad incondicional de estar al servicio de su país (Department of National 
Defence, 2017; Mikolas et al., 2021). 

Por lo anterior, se ha creado una estrategia llamada Salud Total y Bienestar, 
que tiene en cuenta el bienestar psicológico en el trabajo, el entorno de trabajo 
físico y la salud de la persona, incluyendo aspectos físicos, mentales, espirituales 
y familiares. Para el desarrollo de la estrategia se ha hecho una inversión de 198,2 
millones de dólares. La estrategia busca trascender el modelo tradicional de aten-
ción en salud, para incluir la promoción, la prevención, el tratamiento y el respaldo, 
y ampliar el rango de servicios de salud y bienestar. Dicha estrategia cuenta con 
tres iniciativas clave: apoyo de la salud y resiliencia; promover una cultura de com-
portamiento saludable, y brindar respaldo a las familias militares (Department of 
National Defence, 2017; Mior et al., 2019). 

El enfoque de salud mental es un aspecto muy importante dentro de la po-
lítica de defensa, pues, comparativamente con la población canadiense general, 
el personal militar presenta mayores tasas de depresión y trastorno de estrés 
postraumático, así como de otras condiciones que dificultan el desarrollo de sus 
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actividades de la vida diaria. Tales condiciones son reconocidas como lesiones por 
estrés operacional (en inglés, OSI, por las iniciales de Operational Stress Injuries). 
Por tal motivo, el apoyo efectivo de las FAC contribuirá a que las personas sean 
más resilientes y puedan afrontar todos los retos de salud mental que implica su 
carrera (Born & Zamorski, 2019; Department of National Defence, 2017).

Inversiones a largo plazo para promover las 
capacidades de las Fuerzas Armadas de 
Canadá y la facultad para respaldar la paz y la 
seguridad
La política de defensa de Canadá presenta un plan de inversión a largo plazo, con 
el objetivo de modernizar, renovar y restaurar la institución proveyendo a los inte-
grantes de las FAC las herramientas que necesitan para realizar con éxito sus ope-
raciones militares y volver a casa de forma segura. Se requieren militares ágiles, 
altamente entrenados, adecuadamente equipados, profesionales y capaces, por lo 
cual la política plantea inversiones que permitan asegurar un personal con dichas 
características (Department of National Defence, 2017; Reid, 2008; Wilkie, 2021). 

Como ya se mencionó, los integrantes de las FAC crecerán en 3.500, para un 
total de 71.500, lo cual permitirá la expansión de cobertura en áreas importan-
tes como la inteligencia, la focalización, el ciberespacio, el apoyo a la salud y el 
bienestar del personal militar, entre otras. Estas inversiones permitirán a las FAC 
mantener una ventaja operativa sobre las amenazas contra la nación, contribuirán 
mantener las redes con aliados del país y ayudarán a que los militares operen y 
controlen todo el espectro vislumbrado del conflicto. La política de defensa SSE 
plantea inversiones tanto para la Marina Real Canadiense como para el Ejército 
Canadiense, la Real Fuerza Aérea Canadiense y el Comando de las Fuerzas de 
Operaciones Especiales de Canadá (Department of National Defence, 2017).

La inversión suministrada a la Marina Real Canadiense permitió la adquisición 
de quince barcos de combate de superficie canadienses, necesarios para reem-
plazar sus fragatas existentes y los destructores retirados, por lo cual esta se con-
vierte en una de las adquisiciones más grandes en la historia de la construcción 
naval canadiense (Department of National Defence, 2017). La modernización de 
las capacidades marítimas canadienses cumple también con la función de revitali-
zar su política exterior, ya que en la actualidad esta nación, así como los miembros 
de la ONU, la Commonwealth, el NORAD y la OTAN lo relacionan estrechamente 
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con el desarrollo de la diplomacia y la cooperación interestatal (Blaxland, 2017; 
Granatstein, 2018; Tracy, 2012).

En cuanto al Ejército Canadiense, la inversión estará destinada a ampliar la 
capacidad de sus fuerzas ligeras, lo cual permitirá que sean más ágiles y eficaces 
en escenarios complejos, como operaciones de paz. De igual forma, se llevará a 
cabo la recapitalización de parte de sus capacidades de combate terrestre y de 
sus flotas de vehículos antiguas que requieran modernización de sus sistemas de 
comando y control (“Budget woes will slow Canada’s hard power build-up”, 2017; 
Department of National Defence, 2017; Potter, 2009; Fergusson, 2010).

Dentro del plan de inversión a largo plazo, la Real Fuerza Aérea Canadiense 
adquirirá 88 aviones de combate avanzados para reforzar la soberanía de Canadá 
y cumplir con los compromisos del NORAD y la OTAN; de forma paralela, se planea 
recapitalizar algunas flotas de aviones. Por otro lado, el Comando de las Fuerzas 
de Operaciones Especiales expandirá su capacidad operativa e invertirá en mejorar 
las capacidades de las Fuerzas de Operaciones Especiales, en aras de promover 
su agilidad y sus destrezas, para que puedan proveer sus habilidades únicas tanto 
en el país como en operaciones en el extranjero (Department of National Defence, 
2017; Leuprecht et al., 2019; NATO, 2021; North American Aerospace Defense 
Command (NORAD), s. f.). 

Respecto a las capacidades de Canadá en el espacio y el ciberespacio, la na-
ción modernizará su capacidad espacial y tomará medidas para proteger estos 
activos críticos contra amenazas sofisticadas, mientras continúa promoviendo el 
uso pacífico del espacio ultraterrestre. De igual forma, asumirá una postura más 
asertiva en el dominio cibernético reforzando su defensa y llevando a cabo opera-
ciones cibernéticas activas contra adversarios potenciales en el contexto de mi-
siones militares autorizadas por el gobierno. Las operaciones cibernéticas estarán 
sujetas a todas las leyes nacionales aplicables, las leyes internacionales y los con-
troles y los contrapesos probados, como reglas de participación, selección de obje-
tivos y evaluaciones de daños colaterales (Department of National Defence, 2017).

Por otro lado, respecto a los sistemas controlados a distancia, dado el valor úni-
co y diferencial de estos sistemas, las FAC también invertirán en una amplia gama 
de nuevas capacidades para la Real Marina Canadiense, el Ejército Canadiense y 
la Real Fuerza Aérea Canadiense. Esto incluirá sistemas aéreos piloteados a dis-
tancia. Principalmente, las capacidades centrales de la Real Marina Canadiense, 
el Ejército Canadiense y la Real Fuerza Aérea Canadiense dispondrán de una base 
sólida y completamente moderna, con un plan de renovación de adquisiciones res-
paldado por una financiación estable, coherente y transparente. Esto mantendrá 
seguro a Canadá y garantizará que los marineros, los soldados, los aviadores y 
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todos los hombres y las mujeres estén debidamente cuidados y apoyados, tanto a 
lo largo de su tiempo de servicio como en la transición a la vida en retiro o después 
de estar de servicio (Department of National Defence, 2017).

Ajuste de la financiación de la defensa
Todas las estrategias y las nuevas iniciativas establecidas en la política de defensa 
tienen un modelo de financiación a largo plazo, el cual asegura que podrán cubrirse 
todos los recursos para la implementación. Por lo anterior, como ya se mencionó, 
el gobierno tuvo que incrementar su gasto anual en defensa para el año en el que 
se publicó la política, de 18,9 billones de dólares en 2016-2017 a 32,7 billones para 
2026-2027 en base devengada, lo que representa un aumento de más del 70 %. El 
financiamiento total disponible para el gasto en defensa en los 20 años siguientes 
al desarrollo de la política se planteó en 497,0 billones de dólares en base devenga-
da, o 553 billones en efectivo (Department of National Defence, 2017; Kaplan, 2007; 
Leuprecht et al., 2019; Wilkie, 2021; Zandee et al., 2020).

En la política, el compromiso de financiación se estructura en dos componen-
tes individuales: inversiones de capital y financiación operativa. A su vez, estos dos 
se subdividen en diferentes categorías, como se muestra en la tabla 1.

Tabla 1. Componentes del compromiso de financiación de la política de defensa 
de Canadá

Componente Subcategoría Definición

Inversiones de capital Adquisición Costos relacionados con la adquisición de bienes de 
capital. Los activos de capital incluyen equipos, infraes-
tructura y equipos relacionados con la gestión de la in-
formación o la tecnología de la información.

Financiación operativa Operatividad y 
sostenimiento

Los costos incluyen: personal (civiles regulares, de 
reserva y de defensa); operativos, incluidos los cos-
tos operativos y de mantenimiento de los activos de 
capital, tanto los que se encuentran actualmente en 
servicio como las adquisiciones futuras (capacitación, 
operaciones nacionales y desplegadas, y otras activi-
dades), e infraestructura (incluidos el mantenimiento, 
los servicios públicos y el pago en lugar de impuestos).

Personal 
adicional

El aumento de sueldo y de costos operativos en la po-
lítica se atribuye al crecimiento planificado de 3.500 
militares de la Fuerza Regular, 1.500 de la Fuerza de 
Reserva y 1.150 civiles de defensa.
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Nuevas 
iniciativas

Se han incluido cuatro iniciativas específicas en esta 
política: la expansión del Programa de Compromiso 
de Defensa; la iniciativa Innovación para la Excelencia 
y la Seguridad de la Defensa (IDEaS); reservas: mejores 
funciones, capacidad y beneficios, y la Estrategia Total 
de Salud y Bienestar.

Fuente: adaptado de Department of National Defence (2017).

Para asegurar el manejo efectivo del presupuesto de defensa, históricamen-
te la Defensa Nacional ha separado el presupuesto en dos. Para el primer presu-
puesto, la Defensa Nacional recibía fondos a través del proceso de Estimaciones 
Parlamentarias, como todos los departamentos federales; este podía verse afec-
tado en función de las decisiones presupuestarias anuales, el nivel y la cantidad 
de misiones militares internacionales y los cambios en los costos y el momento 
de las adquisiciones de equipos. Dicho financiamiento se estipulaba para pagar 
los costos operativos anuales (salarios, administración, costos de construcción), la 
compra de algunos equipos de capital e infraestructura, y los costos de operación 
y mantenimiento de estos equipos (“Budget woes will slow Canada’s hard power 
build-up”, 2017; National Defence, 2013; Department of National Defence, 2017; 
Kieley, 2021; Kunertova, 2017). 

En cuanto al segundo presupuesto, se lo estableció para el periodo 2005-2006 
usando la base de contabilidad de acumulación (o devengo), un método de con-
tabilidad estándar aceptado para la gestión de los activos de capital. Esta nueva 
fuente de fondos iba destinada a ser la fuente de fondos predecible a largo pla-
zo que se utilizaría para la adquisición, la operación y el mantenimiento de equi-
pos nuevos importantes, así como para la expansión de la fuerza (Department of 
National Defence, 2017). 

Según esta distribución antigua del presupuesto, algunos costos operativos 
se cubrían con el presupuesto de caja, mientras que otros se obtenían del presu-
puesto devengado. Esto introdujo una complejidad significativa en la planificación 
de grandes proyectos de equipos, que fue un desafío fundamental de las grandes 
adquisiciones históricamente, pues, aunque se financiaba la compra de nuevos 
equipos, como aviones y barcos, los costos del ciclo de vida, incluidos los cos-
tos operativos, no se planificaban adecuadamente en la adquisición de equipos 
(Department of National Defence, 2017; Potter, 2009). 

La nueva estrategia de financiación gestiona el presupuesto de defensa a fin de 
garantizar que el equipo de Defensa tenga la flexibilidad necesaria para gestionar de 
forma eficaz las inversiones clave en capacidad de defensa, y así asegurarle a la na-
ción una visión completa de las inversiones de capital a 20 años bajo un presupuesto 
de defensa único y consolidado (Department of National Defence, 2017). 
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Por otro lado, se debe resaltar que esta política tiene inversiones importantes 
por parte del Gobierno de Canadá. Esto es coherente con la tendencia que tiene 
la OTAN a revertir la disminución de los gastos para cumplir con lo acordado en 
el Compromiso de Inversión en Defensa (Department of National Defence, 2017). 

Como parte de la revisión de la política de defensa, se hizo un estudio para garan-
tizar que las metodologías utilizadas por Canadá para informar a la OTAN el gasto 
de defensa, como porcentaje del PIB, fueran consistentes con los criterios de elegi-
bilidad establecidos por la OTAN y con los que actualmente se utilizan y se informan 
por los Aliados (Department of National Defence, 2017; NATO, s. f.; Wilkie, 2021). 

El estudio mostró que Canadá había estado subestimando sus propios gastos 
de defensa, lo cual se relacionó, principalmente, con la exclusión del gasto en el 
que han incurrido otros departamentos gubernamentales. Por lo anterior, los infor-
mes futuros incluirán ahora los gastos de defensa de otros departamentos guber-
namentales, tales como: pagos realizados directamente a los veteranos; operacio-
nes humanitarias y de mantenimiento de la paz; apoyo directo de tecnología de la 
información a la defensa; costos de personal de defensa financiados centralmente, 
y apoyo directo del programa a la defensa (Department of National Defence, 2017).

Contexto global
Canadá se ha caracterizado a lo largo de su historia por brindar apoyo y estabilidad 
y por contribuir a la paz y prosperidad mundial, aspecto que la nación quiere seguir 
manteniendo. Para ello, la nación debe adaptarse a los cambios que actualmente 
se están presentando en el mundo, como el extremismo violento que afecta la 
sociedad civil y desestabiliza países, la migración y la pobreza, la transformación 
rápida, y el crecimiento de las redes sociales y la tecnología inteligente, que, si bien 
ha traído múltiples beneficios a la vida cotidiana, ha fomentado simultáneamente 
nuevas vulnerabilidades que deben ser controladas. Por último, el cambio climá-
tico es una amenaza inminente de la cual estamos viendo consecuencias hace 
décadas y cada vez más; este atenta contra la vida y los medios de subsisten-
cia de millones de personas en el mundo (Department of National Defence, 2017; 
Andress & Winterfeld, 2014; Porche, 2020). 

Por lo anterior, Canadá está comprometido para, de forma urgente, innovar 
y fomentar la acción colectiva y así, a través de alianzas con socios de ideas afi-
nes en el mundo, evitando a toda costa permanecer pasivo frente a las amenazas 
que se presenten. Canadá está comprometido a ser una nación que lidera estra-
tegias para mitigar las problemáticas mencionadas, y para esto requiere personal 
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altamente entrenado, profesional y militarmente bien equipado, y así cumplir con 
los retos que se puedan presentar (Department of National Defence, 2017). 

Para esta sección, resulta fundamental resaltar la coherencia programática de 
la política de seguridad canadiense. Si bien dicha política se dio a conocer y entró 
en vigor en 2017, los elementos que la componen han mostrado un acertado an-
ticipamiento al contexto, que para hoy (2021) configura la geopolítica mundial. En 
cuanto a los compromisos con la OTAN, puede identificarse un evidente esfuerzo 
de Canadá por el cumplimiento de estos; algunos de los más relevantes se descri-
ben a continuación: se ha puesto cuidado a la excesiva politización de Trump en 
lo referente a la OTAN; la nación se ha anticipado al aumento de la inestabilidad en 
Afganistán y Oriente Medio; se ha previsto la continuidad de las hostilidades rusas 
con ambiciones expansionistas en Europa oriental; se ha estado al tanto de la con-
tinuidad del aumento en las capacidades militares de China, Corea del Norte, Rusia 
y Bielorrusia, entre otros; se han identificado las crisis migratorias derivadas de 
inestabilidades políticas en ultramar; se han delimitado diferentes ciberamenazas 
(Blaxland, 2017; Marvel, 2010; Sussman, 2017; Wilkie, 2021, 2021).

Fuerte, segura y comprometida. Articulando 
una nueva visión para la defensa
Al portar el uniforme, los miembros de las FAC asumen la enorme responsabilidad 
de proteger a su nación. Gracias a su esfuerzo diario, a Canadá se lo sigue con-
siderando uno de los países más seguros del mundo (Burney & Hampson, 2020; 
Reid, 2008). Sin embargo, el panorama internacional está cambiando bajo diversas 
presiones y el entorno de seguridad actual presenta gran variedad de amenazas, 
muchas de las cuales trascienden las fronteras nacionales. Debido al riesgo propio 
de las amenazas del extranjero sobre Canadá, la defensa de la nación y los inte-
reses canadienses no solo exigen una defensa nacional sólida y adecuadamente 
articulada, sino que también requieren una estructuración de las fuerzas en el ex-
tranjero. Por lo anterior, es necesario que la política de defensa de Canadá tenga 
una nueva visión estratégica para la defensa: SSE. Esta es una visión en la que 
Canadá (Department of National Defence, 2017): a) es fuerte en casa, asegurando 
que su soberanía sobre el territorio nacional sea adecuadamente defendida por 
las FAC, siempre listas para ayudar en tiempos de desastres naturales, otras emer-
gencias y búsqueda y rescate; b) está seguro en Norteamérica permaneciendo 
activo en una asociación de defensa renovada en NORAD y con Estados Unidos, 
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y c) se encuentra comprometido con la estabilidad mundial. Para todo esto, las 
FAC hacen contribuciones de Canadá a un mundo más pacífico, incluso a través 
de operaciones de apoyo y mantenimiento de la paz. Como país del Grupo de los 
Siete (G7) y miembro fundador de la OTAN, Canadá tiene un gran interés en la esta-
bilidad global y en el comercio abierto, y seguirá haciendo su parte en el escenario 
internacional para proteger los intereses de la nación y apoyar a sus aliados. El 
compromiso de Canadá con la estabilidad mundial también se rige por los valores 
de inclusión, compasión, gobernanza responsable y respeto por la diversidad y los 
derechos humanos (DD. HH.).

Como bien lo platea la política de seguridad de defensa canadiense, es nece-
sario que el país logre coherencia entre la reputación adquirida, las dinámicas y las 
apreciaciones de su política doméstica y la manera como proyecta y defiende sus 
intereses en el extranjero, tal como lo exponen Jervis et al. (2021). Por tal motivo, 
Canadá articula sus intereses, su diplomacia y sus políticas domésticas y extraje-
ras configurándolas como políticas de Estado, más que de gobierno. Un ejemplo 
contradictorio —y más conocido para el público general— es la reciente transición 
en el poder entre republicanos y demócratas en la Casa Blanca. Las variaciones en 
materia de la proyección de seguridad y defensa de grandes poderes como lo son 
Estados Unidos o Canadá pueden traer serias afectaciones a la geopolítica global; 
mucho más, si se toma en cuenta la multiplicidad de actores que participan en 
organizaciones como la OTAN, la Commonwealth o, los Cinco Ojos (conformados 
por Estados Unidos, Reino Unido, Australia, Nueva Zelanda y Canadá) (Leuprecht 
et al., 2019; Pijović, 2021; Scott Costen Contributor, 2021). 

Los compromisos que se establecen dentro de esas organizaciones, la reputa-
ción y la confianza en la mutua cooperación, con base en los objetivos y los intere-
ses comunes, respaldados por las capacidades de cada actor, son el sustento para 
la estabilidad que brindan dichas organizaciones. Faltar a ello genera fuertes ines-
tabilidades que traen consecuencias de diversa índole: económicas, migratorias, 
diplomáticas, militares y humanitarias, entre otras (Jervis et al., 2021; Karafantis, 
2017; Leuprecht et al., 2019; Pijović, 2021; Scott Costen Contributor, 2021).

Un nuevo enfoque canadiense para la defensa: 
anticipar, adaptar, actuar
Para implementar su nueva visión y poder afrontar todos los retos planteados, 
Canadá debe adoptar un nuevo enfoque de defensa, que le permita anticiparse 
a los nuevos desafíos, adaptarse a las circunstancias cambiantes y actuar con 
capacidad ejemplar y profesionalismo mientras se contribuye a respaldar la paz 
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y la seguridad en el mundo. Por eso, el nuevo enfoque canadiense para la defen-
sa se basa en tres conceptos: anticipar, adaptar y actuar (Department of National 
Defence, 2017).

Anticipar
Este concepto tiene por objetivo anticipar y comprender mejor las amenazas po-
tenciales que acechan a Canadá y a los intereses canadienses, con el fin de mejo-
rar la capacidad del país para identificar, prevenir o prepararse y responder a una 
amplia gama de contingencias, como se muestra en la figura 2. 

Figura 2. Anticipar: concepto del nuevo enfoque de defensa canadiense.

Fuente: Department of National Defence (2017).

Anticipar las amenazas y los desafíos emergentes es crucial para la seguridad 
de Canadá, por lo que el equipo de Defensa mejorará su capacidad para brindar 
información oportuna a los tomadores de decisiones, lo cual permite al gobierno 
identificar y comprender los eventos y las crisis que surgen, responder de mane-
ra adecuada a estos y minimizar los efectos negativos destructivos de un con-
flicto prolongado. Con el fin de anticipar mejor las amenazas, los desafíos y las 
oportunidades, el equipo de Defensa llevó a cabo una serie de pasos concretos, 
para así apuntando a los siguientes objetivos (Department of National Defence, 
2017; Jackson, 2018; Scott Costen Contributor, 2021): a) priorizar las inversiones 
en capacidades conjuntas de inteligencia, vigilancia y reconocimiento —la OTAN, 
de manera similar, considera que la inteligencia, la vigilancia y el reconocimiento 
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conjuntos son esenciales para las operaciones y es una tarea permanente de las 
FF. MM. aliadas, pues brindan información y servicios de inteligencia a los tomado-
res de decisiones clave ayudándoles a actuar de acuerdo con decisiones bien infor-
madas, oportunas y precisas—; b) mejorar su recopilación de inteligencia, análisis 
y capacidades de fusión, y c) apoyar y aprovechar la experiencia de la comunidad 
académica de defensa y seguridad de Canadá.

Adaptar
Este concepto, dentro del nuevo enfoque de defensa canadiense, buscó adaptar 
de manera proactiva a los desafíos emergentes aprovechando las nuevas tecnolo-
gías, fomentando una fuerza laboral resiliente y aprovechando la innovación, el co-
nocimiento y las nuevas formas de hacer negocios. Adaptarse al rápido ritmo del 
cambio en el entorno de seguridad fluido que actualmente sucede es fundamen-
tal para lograr el éxito operativo (National Defence, 2013; Department of National 
Defence, 2017; Pijović, 2021; Wilkie, 2021). 

El nuevo enfoque de defensa de Canadá adoptó nuevas tecnologías y métodos 
y transformó la forma como se gestiona y se emplea a las FF. AA. asegurando que 
siempre se implementen ideas innovadoras que contribuyan a la regular transfor-
mación de las estrategias de defensa, alineado ello a un contexto en interminable 
cambio, como se muestra en la figura 4 (Carvin & Tishler, 2020; Department of 
National Defence, 2017; Lababidi, 2020; Pijović, 2021).

Figura 3. Adaptar: concepto del nuevo enfoque de defensa canadiense.

Fuente: Department of National Defence (2017).
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Actuar 
En este último concepto del último enfoque canadiense de la defensa se propuso 
que la actuación de la nación se diera con capacidad militar decisiva en todo el 
espectro de operaciones para defender el país, proteger los intereses y los valores 
canadienses y contribuir a la estabilidad global. Actuar de manera decisiva con 
una capacidad militar eficaz es el objetivo final del último enfoque de defensa de 
Canadá. El Gobierno de Canadá realizó una inversión a largo plazo en las FAC, el 
mayor compromiso de financiación y modernización de capital que se ha visto en 
décadas (Department of National Defence, 2017; Marvel, 2010). 

Las FAC se presentan preparadas para renovar el fuerte compromiso de 
Canadá con NORAD y la OTAN, actuando en múltiples escenarios simultáneamen-
te y, de forma paralela, reforzando la metodología de ayuda en casos de desas-
tre, estructurando los métodos de búsqueda y rescate, las contribuciones a las 
operaciones de mantenimiento y respaldo de la paz y la creación de capacidades 
de defensa de los países aliados, como se muestra en la figura 5 (Department of 
National Defence, 2017; Karafantis, 2017; Sussman, 2017).

Figura 4. Actuar: concepto del nuevo enfoque de defensa canadiense.

Fuente: Department of National Defence (2017).

La política de defensa canadiense, SSE, cumple con el compromiso del Gobierno 
de Canadá con defender al país, trabajar con Estados Unidos en la defensa com-
partida de Norteamérica y ser un actor internacional confiable y comprometido. 
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Esta nueva visión y este nuevo enfoque contribuirán a la mejora del empleo, del 
apoyo y la atención de las FAC y asegurará resultados más efectivos para todos los 
canadienses (Department of National Defence, 2017).

Compromiso de defensa global
Como se ha mencionado a lo largo de este capítulo, Canadá tiene el compromi-
so de contribuir con liderazgo a la estabilidad mundial. Para abordar los desafíos 
de seguridad que aparecerán en la lucha de la defensa nacional e internacional, 
se requiere que las FAC operen de forma regular y paralela con los ejércitos alia-
dos. De hecho, Canadá no suele actuar de forma individual, sino como parte de 
alianzas o coaliciones; típicamente, como parte de NORAD o bajo mandato de las 
Naciones Unidas o de la OTAN (Boucher, 2011; Department of National Defence, 
2017; Karafantis, 2017; NATO, s. f., 2021; Sussman, 2017). 

Las relaciones cooperativas de defensa apoyan el avance y la promoción de 
prioridades de los gobiernos aliados, como la seguridad nacional, el comercio, los 
objetivos de política exterior y la asistencia internacional. Por ejemplo, Canadá y 
Estados Unidos comparten una relación de defensa única forjada por una geo-
grafía compartida, valores e intereses comunes, profundas conexiones históri-
cas y economías altamente integradas (Blaxland, 2017; Karafantis, 2017; North 
American Aerospace Defense Command (NORAD), s. f.; Pijović, 2021).

Canadá tiene un compromiso fuerte con NORAD, OTAN y con el grupo Cinco 
Ojos. Mantener una relación profunda y significativa con los aliados internaciona-
les permite que el equipo de Defensa canadiense (Department of National Defence, 
2017): a) cree mayor conciencia sobre la situación de seguridad y defensa a través 
de la cooperación de inteligencia; b) mejore la interoperabilidad y la eficacia operati-
va; c) extienda la movilidad y el alcance a través de la logística diversos arreglos di-
plomáticos; d) contribuya a reforzar la capacidad de defensa de los países Aliados; 
e) promueva la cooperación en temas de seguridad y defensa y en oportunidades 
de exportación para la industria canadiense, y f) instaure una relación sinérgica de 
aprendizaje en temas de defensa entre los países aliados y Canadá.
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Conclusiones
La más reciente política en seguridad canadiense implementa elementos innova-
dores como la búsqueda inclusividad étnica y de género. Esto se da como resul-
tado de diversos debates que se iniciaron desde el siglo XX, y evolucionaron en 
el ámbito civil doméstico, hasta un punto de madurez actual, donde se aprecian 
características de inclusión que van más allá de un mero porcentaje o “cuota de 
género” o “cuota étnica” en el sector defensa o las FF. MM., pues, además, imple-
menta un modelo que, desde la formación profesional de los futuros miembros del 
sector defensa, propenderá por la normalización, el respeto y la celebración de la 
multiplicidad de identidades.

Si bien puede que muchas políticas alrededor del mundo se presenten con una 
intencionalidad predictiva y de preparación para cambios o contextos cambiantes, 
prueba de que la política en seguridad canadiense se construyó de manera minu-
ciosa para estar ungida con estas cualidades, son: la decisión de retirar las tropas 
estadounidenses de Afganistán tras negociaciones entre los gobiernos Trump y 
Biden; la renovación de compromisos de Canadá con la OTAN y la búsqueda de 
asumir nuevos liderazgos tanto en esta organización como en la Commonwealth 
y los Cinco Ojos.

En los dos ejemplos mencionados se evidencia una muy buena lectura del cli-
ma político estadounidense, pues para el 2017, año en que se lanzó la política SSE, 
ya se había tomado la decisión de asumir nuevos liderazgos en las organizaciones 
multilaterales, enfocados en la defensa militar de intereses compartidos. Cabe re-
saltar que para el lanzamiento de una política de esta naturaleza se requiere un 
extenso trabajo previo, lo cual agrega mérito a la adaptabilidad conseguida.
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Capítulo 4

Resumen: El objetivo de este capítulo es hacer un análisis del caso de Chile, país en el que 
hubo un proceso de transición de una dictadura militar a una democracia participativa y re-
presentativa, donde también fue involucrado el sector defensa, con la creación de los libros 
blancos de defensa de Chile. Se busca indagar su proceso histórico sobre la construcción 
colectiva de un libro de defensa que involucró democráticamente todos los sectores de la 
sociedad, como medio de pacificación, y la conformación de una institucionalidad que pro-
yectó a Chile sobre los grandes escenarios políticos, sociales, económicos y militares, para 
establecer la importancia de este proceso histórico, que ha sido ejemplar en Latinoamérica. 
Para lograr el objetivo trazado se requiere, entonces, abordar, como primera medida, la defi-
nición crítica conceptual sobre las siguientes variables: 1) seguridad colectiva, 2) seguridad, 
3) seguridad nacional, 4) defensa, 5) poder nacional, 6) seguridad humana y 7) acciones 
cívico-militares. Este análisis conceptual nos dará luces para determinar la importancia de 
salvaguardar la soberanía y los intereses nacionales de una nación. Como resultado final, 
se pretende concluir si este caso chileno puede ser evocado por Colombia como punto de 
partida para la creación de su propio libro blanco de defensa, sin dejar de lado el conflicto 
y sus amenazas cambiantes, así como comprobar si es prioritario sugerir, dentro de la alta 
estrategia, elevar a un nivel superior este libro, sobre la base de una ley de seguridad y de-
fensa nacional.

Palabras clave: Defensa, libro blanco, seguridad colectiva, seguridad humana, seguridad 
nacional.
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Introducción
Con el ocaso de la Guerra Fría y el restablecimiento de un nuevo orden global, se 
puso fin a una confrontación ideológica librada entre el liberalismo versus el co-
munismo, donde los Estados nación se alinearon bajo las premisas de un mundo 
bipolar, y en que las dinámicas políticas, sociales y económicas giraban en torno a 
dichos ejercicios de poder establecidos.   

La Segunda Guerra Mundial abrió el camino para una nueva concepción del 
mundo con la evolución de un organismo o una comunidad internacional que ha-
bía sido considerada fallida en la Primera Guerra Mundial, pues no pudo lograr el 
objetivo de evitar una segunda guerra de grandes magnitudes. Aquella Sociedad 
de Naciones fue reemplazada —o en el mejor de los casos, fue reformada— con el 
nacimiento de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), cuyo objetivo prin-
cipal se estableció con el fin de superar las diferencias ideológicas, los conflictos 
entre Estados y las diferentes divergencias en el plano internacional, bajo el manto 
de la diplomacia y el diálogo. 

Así, la ONU fue establecida como el organismo internacional centralizado en el 
que la mayoría de los Estados empiezan a operar por medio de dicha asociación; se 
estableció, entonces, una normatividad fundamentada sobre reglas y procedimien-
tos que regulan y controlan la arena política internacional. Como consecuencia, 
cambiaron algunos paradigmas tradicionales en el interior de los Estados, dentro 
de un marco político a merced de normativas externas que condicionan o regulan a 
cada Estado nación reguladas por un marco jurídico internacional (Lüttecke, 2002). 

Como resultado de lo anterior, se desarrollaron conflictos no convencionales 
en diferentes partes del mundo; es decir, la forma tradicional y convencional de la 
guerra de Estados versus Estados cambió a una confrontación irregular de forma 
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interna. Dentro de tal dinámica aparecieron los objetivos de incesante reivindica-
ción política, económica y social dentro de algunos Estados que para ese momen-
to seguían siendo colonias de una potencia industrializada, o en su efecto, como 
resultado de la confrontación político-ideológica en la que el mundo se encontró 
dividido en dos grandes bloques. Fue así como nació la Guerra Fría, sobre diferen-
tes escenarios de conflicto desde una concepción internacional, pero con efectos 
internos en cada Estado nación (Van Creveld, 1991).

Al unísono con lo anterior, bajo las nuevas amenazas como producto de estas 
confrontaciones internas y de la reivindicación política de grupos armados al mar-
gen de la ley contra el Estado legal —reconocido ante la ONU—, se optó por abordar 
y poner en práctica el concepto seguridad nacional por parte de Estados Unidos 
—también los Estados latinoamericanos definieron por primera vez su propio con-
cepto de seguridad, de forma consistente y sólida, a partir de la construcción de 
esta definición— a fin de contener el avance comunista, y que, en apoyo a estos 
grupos ilegales por parte de la Unión Soviética (URSS), buscaban empoderarse en 
sitios estratégico de interés geopolítico. 

El objeto del presente capítulo es hacer una apreciación general de la impor-
tancia de la seguridad y defensa de Chile, y de cómo ella se establece en la defini-
ción de los intereses nacionales, tomando en cuenta la estructura de su sistema 
de seguridad y defensa, junto con sus diferentes políticas, instituciones y doctrinas.

Con tal fin, y luego de unos breves antecedentes, donde se analiza la relación 
de Chile con la seguridad en Latinoamérica, el capítulo se dividirá en cuatro compo-
nentes. En el primero se requiere abordar conceptos relacionados con seguridad 
colectiva, seguridad nacional, seguridad, defensa, poder nacional, seguridad hu-
mana y acciones cívico-militares. En la segunda parte se analizará el impacto de la 
Doctrina de Seguridad Nacional en Chile, desde la Guerra Fría, hasta la transición. 
La tercera parte del capítulo ahonda en las características y la evolución de los 
libros blancos de defensa en Chile, desde el camino a la transición democrática 
hasta el libro vigente. 

Por último, en el cuarto componente se procederá a determinar si en el proce-
so de la gran estrategia y toma de decisiones para Chile, en cuanto a seguridad y 
defensa nacional, se hace necesaria la actualización de un libro blanco que respon-
da a las amenazas contemporáneas que debe enfrentar el Estado chileno. 
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Antecedentes. Chile en el concierto 
latinoamericano de la seguridad
Los conflictos no convencionales no se hicieron esperar a lo largo y ancho de 
América Latina. La Revolución cubana inspiró a grupos guerrilleros con ideologías 
marxistas-leninistas, e incluso, otras manifestaciones ideológicas, desde la línea 
maoísta. Dichas coyunturas empezaron a ejercer un papel importante dentro de la 
sociedad, al llevarse a cabo una guerra popular prolongada bajo la reivindicación 
de derechos sociales, laborales y sindicales, pero entendida y comprendida bajo el 
manto de una alianza latino-soviética.

Una de las dictaduras más emblemáticas en Suramérica fue la de Chile, con 
apoyo irrestricto de Estados Unidos e, incluso, de Gran Bretaña. El general Augusto 
Pinochet asumió la seguridad nacional direccionada por Occidente como eje fun-
damental de su propia política de seguridad y defensa. Contener el avance comu-
nista en territorio chileno fue su consigna permanente.

Fue solo hasta el plebiscito de 1989 cuando la dictadura militar terminó cedien-
do su poder para darle paso a la democracia, tomando en cuenta que, a la par con 
los fenómenos globales tanto en lo político como económico, el fin de la Guerra 
Fría estaba dando paso al triunfo del liberalismo sobre el comunismo. También se 
lo puede entender como que el triunfo de la política de seguridad nacional e inter-
nacional sobre el fallido Pacto de Varsovia marcó unas nuevas dinámicas y nuevas 
estrategias militares y diplomáticas.

Mientras Chile se abría paso a la democracia, el mundo veía cómo, de for-
ma avasalladora, se iniciaba el fenómeno conocido como globalización, a lo que 
Francis Fukuyama planteó llamándolo “El final de la historia” (Fukuyama, 1992). Ya 
los conflictos no se determinarían de forma individual, sino que la estabilidad y el 
desarrollo estarían basados en la cooperación (Lüttecke, 2002).

La globalización, la democratización, el triunfo del liberalismo y la seguridad 
nacional e internacional fueron acontecimientos que se dieron de forma rápida y 
exponencial una vez finalizada la Guerra Fría. Todos ellos son temas que se esta-
blecen sobre las nuevas agendas de vital importancia para la supervivencia mis-
ma de los Estados nación. Se propuso, entonces, una adaptación al nuevo orden 
mundial desde lo político, lo económico y lo militar, para contener ahora las nuevas 
amenazas asimétricas, establecidas bajo escenarios de conflicto desde el terro-
rismo transnacional, el narcoterrorismo, el bioterrorismo, el narcotráfico, el crimen 
organizado, etc. (Lüttecke, 2002, p. 1). 
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Complementando lo anterior, Perazzo establece que dentro de los conflictos 
contemporáneos posteriores a la Guerra Fría se enmarcan nuevas amenazas, así:

Dentro de ellas podemos incluir el terrorismo, el fundamentalismo religioso de 
diferente signo, los llamados “señores de la guerra” y las diferentes manifes-
taciones del crimen transnacional organizado, tales como las organizaciones 
de lavado de dinero, los traficantes de armas, de drogas, de personas y de 
órganos. (Perazzo, 2008, p. 15)

Bajo estos nuevos retos que atentan contra la seguridad, Chile se ve obligado 
a incursionar en un proceso democratizador de grandes dimensiones, con el obje-
tivo de adaptarse rápidamente para afrontar estos desafíos globales. 

Sobre los cimientos de una dictadura militar en la que se defendió el liberalis-
mo, y que se sostuvo sobre el concepto estadounidense de seguridad nacional, el 
curso de la historia condujo a Chile a la transición de un autoritarismo a la demo-
cracia, establecida desde lo político, pero también, muy importante, desde la de-
mocratización de su propia seguridad y defensa. Fue así como la premisa de crear 
un libro blanco de seguridad y defensa, adquirió fuerza, como medio indispensable 
para democratizar las estrategias y los procesos establecidos desde el Ministerio 
de Defensa. 

El caso chileno ha sido ejemplo en toda Latinoamérica para poner de manifies-
to la importancia de democratizar el sector defensa, con la consigna de que todos 
los sectores de la sociedad participen en la creación de su propia seguridad; esto, 
encaminado sobre la salvaguarda de los intereses nacionales y la prevalencia mis-
ma de la supervivencia del Estado nación. Ahora bien, la creación del libro blanco 
de seguridad nacional se presenta como antesala de un proceso de adaptación 
cívico-militar, en el que se buscó devolverles la credibilidad a las Fuerzas Militares 
(FF. MM.) y a la Fuerza Pública con respecto a su propia población.

Marco conceptual de la seguridad
Abordar una definición exacta sobre la seguridad es complejo, ya que este concep-
to se puede percibir desde diferentes escenarios, que adquieren relevancia debido 
a su implicación directa. Durante y a partir del final de la Guerra Fría aparecieron 
conceptos evolutivos sobre la seguridad, como: “Seguridad Nacional, Seguridad 
Común, Seguridad Colectiva, Seguridad Compartida, Seguridad Humana o 
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Seguridad Cooperativa donde interfieren acontecimientos históricos que hacen 
complejo definir una sola concepción de la seguridad” (Sheehan, 2005). 

Helga Haftendorn afirma que “no hay un único concepto de seguridad; segu-
ridad nacional, seguridad internacional y seguridad global se refieren a diferentes 
aspectos y tienen su origen en contextos históricos o filosóficos” (Sheehan, 2005). 
Para Bárcena, la seguridad debe ser entendida como “estar libre de preocupacio-
nes, sentirse a salvo de cualquier daño que pueda ser infligido por otros” (Bárcena, 
2000, p. 12).

El Ministerio de Defensa de España, en la Dirección General de Relaciones 
Institucionales y en el Instituto Español de Estudios Estratégicos, presenta en su 
documento marco, publicado en 2011, diferentes definiciones del concepto de se-
guridad; desde el Estado es concebida como actor internacional protagónico y en 
el que se debe abordar bajo su propia necesidad y direccionamiento: 

[…] el Estado ha constituido el objeto referente de la seguridad, asume la res-
ponsabilidad de proteger a sus ciudadanos y demanda su lealtad. Así, la segu-
ridad de los ciudadanos de un país está garantizada cuando la propia seguri-
dad del Estado también lo está. (Laborie, 2011, pp. 1-2)

Griffiths (2008) plantea: 

[…] la seguridad es una condición que permite lograr el normal funcionamiento 
de las actividades de un Estado respecto de sus principales misiones, dentro 
de las cuales se encuentra el desarrollo nacional y el bienestar de la persona 
humana, para asegurar el logro del bien común nacional. (Griffiths, 2008, p. 157) 

Lo anterior deriva, entonces, en el término seguridad nacional, pero, comple-
mentariamente a dicho término, se estableció la seguridad y defensa nacional, y 
para su respectivo análisis es necesario definir por separado ambos conceptos. 
Según Kennan (1948), se define como “la capacidad continuada de un país para 
proseguir el desarrollo de su vida interna sin interferencia seria, o amenaza de inter-
ferencia de potencias extranjeras” (Enseñat & Berea, 2009, p. 340).

En su libro Apuntes de estrategia sobre seguridad y defensa nacional, el coro-
nel (R) Manuel José Santos Pico expone lo siguiente: 

La seguridad nacional se entiende como una situación en la cual los ciu-
dadanos pueden desarrollar sus condiciones socioeconómicas y políticas 
sin riesgos o amenazas a sus actividades normales. Todo estado tiene la 
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responsabilidad de crear y mantener una situación de seguridad nacional para 
ofrecer a sus asociados en grado relativo de garantías para la consecución de 
niveles aceptables de convivencia pacífica y Seguridad Ciudadana, que asegu-
ren en todo tiempo y lugar, en los ámbitos interno y externo: La independencia 
la soberanía la autonomía la integridad territorial y la vigencia de un orden jus-
to, basado en la promoción de la prosperidad y el desarrollo general. (Santos, 
2004, p. 29) 

Huntington se refiere a este concepto así: 

[Es] un aspecto de la política de seguridad nacional. El foco principal de las 
relaciones civil-militar es la relación del cuadro de oficiales con el Estado. Aquí 
es donde llega al máximo el conflicto entre las presiones funcionales y socia-
les […]. Las relaciones sociales y económicas entre los militares y el resto de 
la sociedad reflejan normalmente las relaciones políticas entre el cuadro de 
oficiales y el Estado. (Huntington, 1964, p. 16)

Para Rico (2018), debe haber un frente común entre el ente militar y el sector 
civil, lo cual lleva a concluir que todas las acciones en este aspecto han de ser una 
estrategia mancomunada como una sola acción conjunta: 

Las relaciones civiles-militares contemporáneas se enfrentan al reto que la 
población las comprenda como una sola sociedad, en el cual ambos sectores, 
el militar y el civil, son un solo pueblo. El eje es: una sola sociedad y no una 
sociedad civil y otra sociedad militar. (Rico, 2018, p. 199)

El coronel Santos define la defensa nacional como 

La integración y acción coordinada del poder nacional para perseguir, enfren-
tar y contrarrestar todo acto de amenaza o agresión de carácter interno o ex-
terno que comprometa esos valores que conforman la nacionalidad, cómo 
son: La soberanía independencia de la nación, su integridad territorial y el or-
den constitucional. La defensa nacional implica una constante actividad para 
prevenir y resistir los riesgos de un posible adversario, sus ataques agresiones 
que afectan la seguridad nacional. (Santos, 2004, p. 31)

El poder nacional proviene del Estado, respecto a lo cual Monroy indica que 

[…] el poder nacional es potestad del Estado, es la nación políticamente orga-
nizada, entendiendo este como sujeto de derecho internacional, integrado en 
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sus cuatro elementos: la población, el territorio, la organización política en su 
triple vertiente de gobierno, ordenamiento jurídico, poder político, y soberanía. 
(Monroy, 1998, p. 175)

Ante la anarquía internacional, Laborie (2011) refiere la supervivencia del 
Estado a través de “la soberanía nacional y equilibrio de poder, entendido como la 
distribución del mismo entre los distintos Estados, se encuentran inequívocamen-
te unidos a lo que se entiende por seguridad. Se trata de proteger, desde una pers-
pectiva interna, los intereses nacionales”. Por tal motivo, se plantea una defensa 
colectiva, o también seguridad colectiva, para establecer alianzas de cooperación 
que conlleven la protección del Estado y la confrontación de las amenazas exter-
nas que terminan afectando la institucionalidad.

Para Ballesteros, 

[…] la seguridad colectiva es el fruto de una decisión conjunta de determinados 
países y en la que se adquiere el compromiso de condicionar las respectivas 
políticas de seguridad a las de los demás, equilibrando solidariamente las di-
ferencias de intereses, atenuando incertidumbres y desalentando comporta-
mientos agresivos. (Ballesteros, 2004, p. 53) 

Este concepto procede de la Sociedad de Naciones y ha evolucionado a través 
de las décadas, donde se da el génesis, entendido desde el mismo bien público, a 
lo que Lüttecke plantea: 

[…] la seguridad de un Estado concreto pasó a constituir un aspecto consi-
derado como bien público debido a que su supervivencia y seguridad ya no 
quedarían necesariamente bajo la responsabilidad exclusiva del propio Estado 
afectado. Se comenzaba a actuar bajo una conciencia colectiva. (Lüttecke, 
2002, p. 3)

Ante la seguridad colectiva, se formula la seguridad cooperativa. Se construye 
la confianza entre los Estados y la historia permite incluir también los actores no 
estatales bajo la seguridad percibida con el bien público; es decir, existen nuevos 
mecanismos con el fin de evitar los conflictos como el diálogo y la negociación. La 
inclusión de la seguridad desde el involucramiento de diferentes sectores y actores 
de la sociedad, donde la exclusividad ya no es solo del Estado, hace de la seguridad 
cooperativa unos nuevos retos y escenarios. 

Laborie refiere al respecto: 
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La Seguridad Cooperativa fomenta la inclusión de actores no estatales, or-
ganizaciones internacionales, así como de Estados con ideología distinta, a 
través de foros no oficiales, y desarrolla el principio fundamental según el cual 
cualquier solución estable sólo puede obtenerse si se conciertan las acciones 
y efectos procedentes del ámbito diplomático, informativo, militar, económico, 
político o civil. (Laborie, 2011, p. 3) 

La seguridad humana es un concepto mucho más profundo y vinculante: no 
solo se refiere al Estado como organización política, sino que eleva la seguridad a 
la prevención y la defensa de los seres humanos. Cubides y Cita (2014) hablan de 
la seguridad humana como 

[…] la atención y concentración directamente en la protección de la población 
contra todo tipo de amenazas. Es decir, todas aquellas acciones que afecten 
a los diferentes individuos de una sociedad y que vender en la integridad de 
los mismos bajo las siguientes dinámicas: Abusos a los Derechos Humanos, 
la degradación del medio ambiente, el terrorismo internacional o nacional, la 
delincuencia nacional organizada. (Cubides & Cita, 2014, p. 6) 

La seguridad humana aborda las amenazas no militares y se remonta por so-
bre la seguridad de los seres humanos o los colectivos sociales; es decir, según 
Taylor Owen, se comprende este tipo de seguridad como “la protección de todos 
los individuos, de las amenazas ambientales, económicas, alimentarias, medicas, 
personales y políticas” (Owen, 2004, p. 383). A su vez, este concepto se inserta 
en la seguridad internacional como una nueva alternativa de pensamiento en el 
marco de la seguridad, y ambos cohabitan con una concepción individuo-céntrica 
(Ramirez, 2010, pp. 103-117).

Se concibe, entonces, que estas definiciones conceptuales sobre la seguridad 
han evolucionado en sí mismas, de acuerdo con la evidencia histórica, dentro del 
sistema internacional como seguridad hemisférica1. Se presentó así una visión 
más humana de la seguridad, y dio como resultado una relación entre la población 
y la ciudadanía con sus fuerzas castrenses o militares, con la conclusión de que las 
acciones militares deben ser integrales a través de las relaciones cívico-militares.

1	 Concepto que involucra la percepción de la “seguridad multidimensional” aprobada en Barbados el 4 de junio 
de 2002, bajo el título de “declaración de Bridgetown”. Define seguridad hemisférica a los acuerdos entre los 
países del hemisferio americano para afrontar las diferentes amenazas, peligros, problemas y riesgos que 
afectan a los estados de la región.
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En conjunto, estas definiciones conceptuales giran en torno a una seguridad 
multidimensional, en el marco de una seguridad hemisférica, el proceso histórico 
que gira en torno a la Guerra Fría en el continente latinoamericano y se presenta 
bajo un panorama de apoyo por parte de Estados Unidos, bajo la sombra de la 
Doctrina de Seguridad Nacional, (DSN), que se presentó para contener el avance 
soviético en la región. La presencia de esta doctrina marcó un nuevo rumbo en 
cuestión de seguridad y defensa, llevó al final de estas dictaduras y consolidó su 
propio proyecto liberal y democrático una vez caído el Muro de Berlín, en 1989.

Uno de los gobiernos militares más emblemáticas en el sur del continente 
americano fue el de Chile (11 de septiembre de 1973-11 de marzo de 1990). Se 
desarrolló una contienda ideológica y militar para la consolidación del proyecto 
neoliberal instaurado por Estados Unidos y Gran Bretaña. Augusto Pinochet desa-
rrolló diferentes estrategias para contener el avance comunista y consolidar este 
proyecto a través de la DSN. Con el plebiscito de 1989 se dio fin a dos décadas de 
dictadura militar, para dar paso a la elección presidencial y democrática de 1990.

A partir de ese momento, la historia de Chile dio un giro de 180°, para estable-
cer una nueva política de defensa que es, según muchos autores, un ejemplo para 
seguir en la región. En este nuevo instructivo se consolidaron todos los conceptos 
ya aludidos, al asumirse la evolución conceptual de la seguridad escrita sobre los 
libros blancos de seguridad y defensa chilenos. 

La sombra de la Doctrina de Seguridad 
Nacional en Chile
El concepto de DSN lo asumió Estados Unidos para desplegar toda una estrategia 
política y militar de ámbitos globales; especialmente, en países del llamado Tercer 
Mundo. Leal se refiere a dicho concepto a partir de su propio empleo, en el que se 
designa la defensa militar y la seguridad interna frente a las amenazas de revolu-
ción, la inestabilidad del capitalismo y la capacidad destructora de los armamentos 
nucleares (Raskin, 1979, pp. 31-34).

Uno de los objetivos de la DSN es asumir la concepción militar dentro de la 
institucionalidad del Estado para tener el control absoluto que ayude a detener el 
avance comunista de la URSS, la punta de lanza fue “la estrategia de contención”, 
ante lo cual George Kennan, como jefe de la misión diplomática en Moscú se in-
clinó por una forma de freno ideológico y de constante vigilancia a los objetivos 
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expansionistas rusos en la región2. Kennan hizo una descripción de la política so-
viética como “una corriente fluida que se mueve constantemente, dondequiera que 
se le permita moverse, hacia un objetivo determinado. Su principal preocupación 
es la de asegurarse llenar cada veta y escondrijo disponibles en la grieta del poder 
mundial” (Kennan, 1947, p. 575). Al respecto, el presidente Harry Truman ejecu-
tó dicha estrategia en zonas geográficas donde la institucionalidad estatal no era 
fuerte, buscando así el control dentro de su propia área de influencia.

En Chile, la DSN ayudó a sostener el golpe de 1973, que, según sus gestores, 
sirvió para evitar la revolución que intentaba adelantar el presidente socialista 
Salvador Allende. Ya en el poder, los militares chilenos ajustaron a su modo la doc-
trina heredada de sus vecinos (Arriagada, 1998)3. Durante esta dictadura se plan-
tearon los siguientes objetivos: “detener política y militarmente la marea socialista; 
terminar definitivamente con la UP (Unidad Popular) y hacer desaparecer todos los 
símbolos que pudieran recordarla” (Guillaudat et al., 1998). 

En uno de sus planteamientos ante este concepto de seguridad nacional, 
Kennedy refiere que se invirtieron cuantiosas sumas de dinero para invertir en de-
fensa y tecnología:

Se llegó así, en pleno desarrollo de la Guerra Fría, a un punto culminante del 
frenesí de la seguridad, particularmente entre los EE.UU. y la URSS, con la in-
versión de elevadísimas sumas de dinero para gastos en proyectos de defen-
sa, desarrollo tecnológico y una exacerbada carrera armamentista, lo que hizo 
temer a los observadores un importante efecto negativo sobre la competitivi-
dad a largo plazo. (1993, p. 193)

En nombre de la seguridad nacional4 y en pleno furor de Guerra Fría, se conside-
ró y se puso en práctica el concepto de seguridad y el de defensa estableciéndose 

2	 La estrategia de contención “[…] pretendía lograr una modificación de la conducta soviética por medio de una 
combinación de disuasiones y recompensas”. George Kennan, quien elaboró el concepto de contención luego 
de la Segunda Guerra Mundial, lo resumió así: “contención prolongada, paciente pero firme y vigilante de las 
tendencias expansivas rusas”. John Lewis Gaddis, “Introducción: La evolución de la contención”, en Terry L. 
Deibel y John Lewis Gaddis, La Contención. Concepto y política, Buenos Aires, Grupo Editor Latinoamericano, 
1992, pp. 9 y 17.

3	 Genaro Arriagada, Por la razón o la fuerza. Chile bajo Pinochet, Santiago, Editorial Suramericana Chilena, 1998, 
capítulos 2 y 3.

4	 El concepto de seguridad nacional para Estados Unidos surge de la preocupación del gobierno por suministrar 
a su población seguridad militar y bienestar social, y por asegurar la integridad del ente político; pero al desa-
rrollarse dentro de una era nuclear como la que se presentó en la Guerra Fría, la seguridad se definió en térmi-
nos de disuasión y sobre las amenazas que potencias externas representaban para la soberanía y la integridad 
territorial. La construcción de un enemigo externo y la defensa militar son las principales características de la 
Estrategia de Seguridad Nacional de Estados Unidos
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fines y medios; para ambos conceptos, Lüttecke determinó que “la relación vincu-
lante entre seguridad y defensa se manifiesta al indicar que la seguridad constituye 
una meta a alcanzar y, la defensa, uno de los medios para ello” (Lüttecke, 2002, 
p. 2). Al haber una relación intrínseca entre la seguridad nacional y la seguridad 
y defensa, germinaron importantes alianzas estratégicas lideradas por las princi-
pales y ya mencionadas potencias en contienda. Se exhibió a la Organización del 
Tratado del Atlántico Norte (OTAN) como limitación al bloque soviético y el Pacto 
de Varsovia, para hacer frente a todas las acciones que realice o ejecute Occidente. 

Leal Buitrago expone en tal sentido: 

La seguridad nacional se consolidó como categoría política durante la Guerra 
Fría, especialmente en las zonas de influencia de Estados Unidos. Después 
de la Segunda Guerra Mundial, este país rescató el uso político que la palabra 
seguridad ha tenido desde la antigüedad, para elaborar el concepto de “Estado 
de seguridad nacional. (Leal, 2003)

Fueron 45 años de esta dinámica, a lo largo de los cuales se presentaron dife-
rentes escenarios adversos, pero, en últimas, sin que ninguno de los bloques invo-
lucrados realizara acciones militares contundentes más allá de la carrera espacial 
y de la guerra económica. La bipolaridad del mundo marcaba el juego político, so-
cial, económico y militar sobre la base de dos frentes qué buscaban imponer su 
ideología ante el mundo. 

Durante este periodo histórico, Latinoamérica —y en especial, Chile— no fue 
ajena a este fenómeno global. Los distintos gobiernos de derecha se alinearon 
bajo la política liberal implementada por Estados Unidos, y grupos violentos irre-
gulares se alzaron en armas, financiados y patrocinados por la URSS —como es el 
caso de Cuba—, para extender el brazo soviético sobre el continente americano. La 
reacción por parte de Estados Unidos no se hizo esperar, y es así como el coloso 
del norte apoyó a gobiernos militares, de forma directa e indirecta, con el objetivo 
de contener el avance comunista.

De la transición militar a la democracia chilena
El evento histórico que puso fin al gobierno militar en Chile fue el plebiscito de 
1989, cuando el pueblo chileno dio por terminado el mando de Pinochet, para 
abrirle camino a la democracia desde el aspecto político y, por ende, a la transfor-
mación de la doctrina militar. Diferentes fuerzas políticas de centroizquierda fue-
ron fundamentales en este ejercicio democrático, pues tenían un fuerte poder de 
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influencia dentro de la sociedad y fueron determinantes para que dicho proceso 
democratizador se pudiera consolidar. A pesar de que esta facción política con-
siguió el triunfo en el plebiscito, el poder militar siguió teniendo influencia hasta 
finales de la década de 1990 e inició un proceso de transición lento en el ámbito de 
la política de defensa, sus instrumentos, su legislación y su horizonte estratégico 
(Gutiérrez, 2007).

Gutiérrez (2007) establece tres aspectos importantes que marcaron la paula-
tina transición de las Fuerzas Armadas (FF. AA.) en el proceso democratizador de 
Chile, para posteriormente darse la consolidación de su PDS: “la transición pacta-
da a la democracia, la presencia del dictador y la fuerte presencia de la derecha” 
(Gutiérrez, 2007, pp. 1-5).

El primer aspecto que marcó la paulatina transición de las FF.AA., refiere a las 
fuerzas políticas representadas en partidos por la democracia, y que exigieron la 
transición política de un autoritarismo a un sistema de participación ciudadana. 
De esta manera, el modelo neoliberal pretende modernizarse, y las FF. MM., ser 
actores fundamentales de dicho proceso histórico. El segundo aspecto establece 
que, tras el revés del plebiscito, en 1989, el derrotado Augusto Pinochet mantuvo la 
comandancia de la institución militar, a la que involucró también en la contingencia 
política. Su presencia fue clave dentro de la derecha chilena, y seguir manejando 
los hilos de las FF. AA. le permitió consolidar al Ejército en el proceso de transición. 
Cómo último aspecto, cabe resaltar que la derecha política mantuvo una fuerte 
presencia en el plano político instaurando, como lo plantea Gutiérrez (2007), un ba-
luarte de la defensa del modelo económico y político cimentado en la llamada obra 
del gobierno militar, lo que ha permitido, justamente, el contrapeso necesario para 
una transición pactada y disciplinada. Paulatinamente, la derecha fue convirtiendo 
su presencia política desde una opción burocrática en una sociológica (Gutiérrez, 
2007, p. 4).

No se deben desestimar los esfuerzos que se hicieron entre la concertación 
política para impulsar la transición en el ámbito militar, a fin de consolidar una polí-
tica de defensa moderna en Chile. La realización de los libros de defensa nacional 
jugó un papel fundamental: este objetivo fue llevado a cabo como un proceso pro-
gresivo democratizador dentro de las FF. MM., ya que los temas pertinentes a la 
defensa y seguridad ya no fueron de estudio exclusivo de los militares, sino que se 
pudo ampliar su rango de interés dentro de la población civil. Por una parte, el pro-
ceso de normalización de sus tradicionalmente conflictivas relaciones vecinales y, 
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por otra, la construcción de relaciones civiles militares ajustadas a los estándares 
democráticos (González, 2017, p. 31).

Como señalan García y Montes (2008)5, los procesos de intercambio y debate 
entre las jerarquías militares y los responsables políticos de la defensa —además 
de académicos y otros actores civiles— durante la elaboración de los dos primeros 
libros de defensa de Chile jugaron un papel significativo en la modernización de-
mocrática del sector (García, 2008, p. 82).

Una de las razones centrales por las que se presentó la realización del primer 
libro blanco de defensa chileno, y que motivo dicha realización, fue el temor que se 
gestaba dentro de la población civil debido a los años de dictadura; ese escozor de 
todo el ámbito militar invitaba a la reflexión académica y a tener la voluntad política 
de reorientar este aspecto bajo la construcción ciudadana de su propia seguridad 
en torno a la mayor cantidad posible de instituciones civiles, toda vez que se invi-
taba a dejar de lado el miedo a sus FF. MM., y entendiéndose que la seguridad es 
asunto de toda la sociedad chilena y que de esta depende la supervivencia misma 
del Estado.

Libros blancos de defensa de Chile
Con el paso a la democracia en Chile, a partir de 1990, la sociedad chilena entabló 
una percepción diferente sobre los temas de defensa y seguridad, y así se hizo 
evidente que son temas exclusivos del contexto militar, y que, de una u otra ma-
nera, afecta a todos, de forma individual o colectiva; se interpretaron, entonces, 
unas consecuencias que inquietan a los sectores tanto públicos como privados 
(Gutiérrez, 2007, p. 5). 

Para consolidar una política de defensa en Chile, el gobierno recurrió a la in-
terpretación sociológica de un desentendimiento y un poco afecto de la sociedad 
para con sus instituciones castrenses; por tal motivo, se inició un proceso de de-
mocratización de la defensa6, buscando, en términos generales, involucrar a toda 
la sociedad civil en la creación de su propia política de defensa, de modo que dicha 
sociedad civil pueda afrontar las amenazas internas y externas que se le presen-
ten. La solución más apremiante fue la creación de los libros blancos de defensa.

5	 Conviene recordar que Gonzalo García Pino, uno de los autores del artículo citado, fue asesor del Ministro de 
Defensa (1994-1997), Subsecretario de Marina (2005-2006) y Subsecretario de Guerra (2006-2010) de Chile.

6	 Termino al que hace referencia a involucrar todos los sectores sociales en la creación de su propia seguridad 
y defensa. No es un tema netamente militar, sino de la sociedad en general.
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Primer Libro Blanco de defensa Nacional
La creación del Primer Libro de Defensa Nacional de Chile (LDN) ocurrió en 1997; 
como tal, fue un instrumento político que sirvió de herramienta para afianzar la 
transición de diversas posturas civiles con la doctrina militar. Acercarse al conoci-
miento en temas de defensa por parte de la población civil generó una sensibiliza-
ción importante, que ayudó a derrumbar las barreras que habían sido construidas 
desde la dictadura con los sectores sociales. De esa manera, la vinculación de 
civiles en temas militares proporcionó una aproximación que permitió el fortaleci-
miento de las relaciones cívico-militares. Molina se refiere a este proceso democra-
tizador de la defensa así: 

[…] en una primera etapa de ajuste, suceden determinados hechos de tensión 
político-militar, sin embargo, el escenario nacional mejora paulatinamente, 
como consecuencia de determinadas prácticas, decisiones seguras o actos 
de reconciliación que en definitiva conducirán a un régimen de plena relación 
entre las autoridades políticas y los mandos militares. (Molina, 2008, p. 193) 

Se abre paso de la dictadura a la democracia. Cristian Faundes explica este 
proceso transicional así: 

[…] los procesos de elaboración de los libros de la defensa conforman una 
instancia de aproximación entre civiles y militares y su resultado refleja la cre-
ciente inmersión de los civiles en un sector que históricamente en Chile ha 
sido ocupado por militares; el propósito de este grupo emergente en el sector 
ha sido la democratización de la defensa, que se manifiesta, especialmente, 
en el desarrollo de una serie de políticas y su profundización. (Faundes, 2016, 
p. 188)

Con la creación de estos libros se abre paso una evolución conceptual de la 
seguridad: esta se moderniza y se adapta a los nuevos escenarios del siglo XXI, 
que para Chile representaron sus diversas amenazas, y se establecen estrategias 
nacionales e internacionales para afrontar los nuevos desafíos.

En 1995, previamente a la creación del primer LDN, “el Gobierno formuló la 
primera agenda de política pública de defensa en la historia de la democracia en 
Chile, y públicamente reivindicó el derecho de los civiles electos para establecer la 
política de defensa y militar” (Flisfisch, 2012, p. 89). El objetivo como tal era gene-
rar la “necesidad de que los regímenes democráticos sean capaces de desarrollar 
una gobernabilidad adecuada sobre las fuerzas armadas, la defensa y lo que hoy 
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se denomina el sector de seguridad en general” (p. 10). De esta manera, como lo 
explica Faundes (2016), los libros blancos de la defensa constituyen elementos 
centrales del proceso de democratización del sector.

Por las razones ya mencionadas, el primer Libro Blanco de Defensa en América 
del Sur fue publicado en 1997 por la administración del presidente chileno Eduardo 
Frei (González, 2017, p. 24) intentando normalizar las relaciones con Argentina en 
la región (Runza, 2004), y porque las inversiones militares chilenas habían genera-
do una notable preocupación en países de la región7.

González (2017) destaca la importancia del poderío militar chileno en auge y 
la preocupación de países como Argentina, Bolivia y Perú, que para ese entonces 
tenían serias discusiones limítrofes: 

Dotado de las FFAA más modernas de Sudamérica y con un nivel de inversión 
en equipamiento militar que contrasta con la realidad general de la región, Chi-
le ha ido parsimoniosamente resolviendo los conflictos limítrofes con sus tres 
países vecinos desde fines de los años 70 cuando llegó al borde de la guerra 
con Argentina. Actualmente, ya solucionados los contenciosos más graves 
con Buenos Aires y luego del fallo de la Corte de Justicia de La Haya que 
laudó la controversia sobre límites marítimos con Perú en 2014, resta resolver 
la más compleja cuestión del reclamo boliviano de salida al mar. (González, 
2017, p. 31) 

El Libro de Defensa de Chile de 1997 apareció en el marco general de una ma-
yor apertura del sector defensa en el conjunto de la región, no solo fronteras afuera, 
sino en su relación con la sociedad civil de cada país (González, 2017, p. 24). Esta 
primera experiencia traía consigo el poder establecer una “comunidad” de defensa 
en el país (Barrachina, 2008, pp. 30-31).

La Comisión de Seguridad Hemisférica de OEA (CSH) suscitó los libros blan-
cos de defensa como una medida de transparencia dirigida principalmente a ge-
nerar confianza mutua entre países de la región (González, 2017, p. 24). Con esto 
se incrementaba el apoyo irrestricto entre los países para, de forma conjunta, ha-
cerles frente a las nuevas amenazas que para finales del siglo XX se estaban incre-
mentando en la región. 

El primer LDN tiene un enfoque “nacional” de la seguridad como concepto 
(Faundes, 2016, p. 197): 

7	 En 1995 la Fuerza Aérea de Chile inició gestiones para adquirir aviones de combate de última generación.
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[…] se entiende por seguridad la condición que logra un país cuando sus intere-
ses nacionales están a resguardo de interferencias importantes, producto de 
acciones que se han tomado en el ámbito del Desarrollo Nacional, entendido 
en un sentido amplio, y en el ámbito de la Defensa Nacional. (Chile, 1997)

Cabe tener en cuenta que el concepto de seguridad humana8 no hace parte de 
este primer documento, pero en él sí se incluyen términos de seguridad nacional, 
se omite lo de seguridad multidimensional e, incluso, se aborda la seguridad a se-
cas (Faundes, 2016, p. 197).

En este LDN se vislumbra la ecuación de la seguridad sobre la defensa y el 
desarrollo, los cuales son dos dinamizadores de la seguridad y defensa; por ende, 
la seguridad se orienta a neutralizar riesgos y amenazas externas contra el interés 
nacional y el desarrollo aporta recursos económicos y los componentes de esta-
bilidad y orden interno, necesarios para la seguridad (Faundes, 2016, p. 198). La 
seguridad se encuentra en un nivel superior de lo político, mientras que la defensa 
hace lo propio en el nivel político-estratégico (Chile, 1997, p. 74).

Figura 1. La ecuación de la seguridad.

Fuente: Chile (1997, p. 74).

Este primer LDN define la defensa como “una actividad integral del Estado, 
puesto que consiste en la preparación y eventual empleo de todas las potenciali-
dades nacionales para neutralizar amenazas y contribuir a resolver conflictos” (p. 
82). Su alcance, por ende, no es exclusivo de las FF. AA. Chilenas, y la defensa no 
es un tema que involucre solo al orden militar: “la defensa no es un problema exclu-
sivo de las Fuerzas Armadas, ni siquiera de los Campos de Acción de la defensa y 
Diplomático combinados, sino que es una responsabilidad de toda la ciudadanía” 
(p. 75).

La separación entre seguridad y defensa se pronuncia, a la vez que se iden-
tifica a las amenazas como aquellas que “atentan en forma directa contra la 

8	 El concepto seguridad humana queda plasmado en el Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD, en 1994.
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supervivencia del Estado, su identidad, o el proyecto nacional” (p. 75). Se destaca, 
además, que “los riesgos, peligros o amenazas que se asocian a la delincuencia, al 
narcotráfico u otros que afecten al orden interior, constituyen materia de Seguridad 
Interior” (p. 75). En sus definiciones sobre amenazas, el LDN las establece como 
“acciones reales o percibidas provocadas, consciente o inconscientemente, por un 
eventual adversario, a quien se le supone con cierto fundamento la intención y la 
capacidad para afectar negativamente intereses propios” (p. 213).

El texto recalca seis principios generales enmarcados dentro de la política de 
defensa; entre ellos, “emplear el Poder Nacional y, en particular, su potencial béli-
co, si fuera necesario, para su defensa y el resguardo de los intereses nacionales, 
frente a amenazas externas” (p. 88). Especifica también que “en la estructuración 
de la defensa nacional lo primero es identificar cuáles son las posibles amenazas 
contra las que queremos protegernos y, en seguida, definir los medios con los que 
se materializará tal protección o defensa” (p. 77). 

En este libro no se excluyen a las FF. AA. para contrarrestar el avance del nar-
cotráfico (Chile, 1997, p. 90), y se establecen actividades como patrullaje y, a la 
vez, vigilancia que involucran a la Dirección General de Territorio Marítimo y a la 
Dirección General de Aeronáutica Civil, que hacen parte del el Consejo Nacional 
para el Control de Estupefacientes (Conace) (Faundes, 2016, p. 200).

Segundo Libro Blanco de defensa Nacional. La política de 
defensa chilena tras el 11 de septiembre del 2001
En consecuencia con los acontecimientos ocurridos el 11 de septiembre de 2001 
en la ciudad de Nueva York (11-S), los conceptos de seguridad y defensa asumen 
una nueva terminología en torno al terrorismo, como resultado de una modalidad 
de guerra asimétrica. 

El libro blanco de defensa chileno elaborado en 2002 define la defensa nacio-
nal como “el conjunto de medios materiales, humanos y morales que una Nación 
puede oponer a las amenazas de un adversario, en contra de sus objetivos nacio-
nales, principalmente para asegurar su soberanía e integridad territorial” (p. 87); por 
lo tanto, el mismo LDN define, de acuerdo con Faundes (2016), lo siguiente: 

[…] en general, el propósito de la función de defensa es proteger a la población, 
preservar el territorio nacional y resguardar la capacidad del Estado para el 
ejercicio de su soberanía frente a amenazas externas contra estos elementos 
fundamentales del país, así como apoyar el logro de los objetivos nacionales 
en el ámbito internacional. (p. 23)
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Revindica, por otra parte, “apoyar la gestión de la política exterior de Chile, fun-
dada en la búsqueda de un orden mundial jurídicamente normado y, por consi-
guiente, en el compromiso de todos los Estados, incluido el nuestro, con las obliga-
ciones emanadas del derecho internacional (p. 75).

El LDN número 2 da continuidad al concepto de seguridad del primer libro en-
tendiéndola como “una condición que se desea establecer para que se realicen los 
fines del Estado y de la nación, particularmente los del desarrollo social y económi-
co” (Chile, 2002, p. 24). De la misma forma, la seguridad de la nación como tal es 
“un producto del conjunto de actividades que el Estado realiza para avanzar hacia 
el logro de sus objetivos y resguardar los intereses nacionales en relación con ries-
gos, amenazas o interferencias importantes” (p. 24).

En este segundo volumen se incorpora el concepto de seguridad humana: 

[…] reside en modificar la preocupación de la seguridad al complementar el 
concepto tradicional focalizado en el Estado con un enfoque centrado en las 
personas, de manera de minimizar los efectos negativos que surgen en un 
contexto de crecientes inseguridades y tensiones. (p. 25)

Sin embargo, este concepto no se incluye de manera directa como política 
interna.

El LDN de 2002 persigue nueve objetivos claros (Gutiérrez, 2007): 
•	 Conservar la independencia y la soberanía del país.
•	 Mantener la integridad del territorio nacional.
•	 Concurrir a la creación de seguridad externa, fundamental para el bien de 

la nación.
•	 Apoyar la proyección internacional de Chile.
•	 Contribuir al mantenimiento y la promoción de la paz y seguridad interna-

cional, de acuerdo con el interés nacional.
•	 Contribuir al desarrollo nacional y contribuir al logro equilibrado y armóni-

co de las distintas capacidades del país.
•	 En el plano del orden institucional, contribuir a la preservación de la ins-

titucionalidad de Chile como república democrática, y a la del Estado de 
derecho. (Gutiérrez, 2007, pp. 10-11).

Se evidencia, entonces, que el LDN número 2 fue publicado para 2002, como 
réplica a dos hechos trascendentales: el primer libro tenía un objetivo de durabi-
lidad de cinco años; por tal motivo, ameritaba una actualización inmediata y, en 
razón de eso mismo, de los acontecimientos internacionales en torno al terrorismo 
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y de las nuevas amenazas, la política de defensa debía buscar la mejor forma de 
responder a ello. Bajo dicha premisa, los atentados el 11-S marcaron un delinea-
miento nuevo de la estrategia; a su vez, este volumen asumió su iniciativa como 
una política pública, tal como lo probó Michelle Bachelet, quien para ese momento 
fungía como ministra de Defensa, en una época en la que se incorporó una di-
mensión más programática de la defensa, “un Libro con los rasgos propios de una 
política pública” (Zalaquett, 2000, p. 10). 

Este libro asimila la defensa al “conjunto de medios materiales, humanos y mo-
rales que una Nación puede oponer a las amenazas de un adversario, en contra de 
sus objetivos nacionales, principalmente para asegurar su soberanía e integridad 
territorial” (p. 87). Por tal motivo, define la defensa textualmente así:

[…] en general, el propósito de la función de defensa es proteger a la población, 
preservar el territorio nacional y resguardar la capacidad del Estado para el 
ejercicio de su soberanía frente a amenazas externas contra estos elementos 
fundamentales del país, así como apoyar el logro de los objetivos nacionales 
en el ámbito internacional. (p. 23) 

También plantea, al igual que el primer LDN, que las FF. AA. “existen para la de-
fensa de la patria, son esenciales para la seguridad nacional y garantizan el orden 
institucional de la República” (p. 148).

Como eje, este volumen se apropia de la cooperación internacional —sin dejar 
de lado la disuasión— estableciendo una política de defensa delineada por organis-
mos internacionales, que buscan incrementar y materializar actividades como la 
participación en operaciones de paz, intercambios militares y ejercicios combina-
dos multinacionales (Faundes, 2016, p. 203), en el entendido de que la seguridad 
internacional afecta la propia seguridad nacional (p. 84).

Tercer Libro Blanco de Defensa Nacional
El Libro de defensa Nacional de 2010 retoma el concepto de seguridad: 

[…] la seguridad de la nación chilena debe entenderse como una condición que 
varía según las acciones que el Estado realice para hacer avanzar el país hacia 
los objetivos pretendidos y resguardar los intereses nacionales con la menor 
interferencia de riesgos, amenazas, problemas u otros obstáculos importan-
tes. (Chile, 2010, p. 108)
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A pesar de que el libro de 2002 incorporó el concepto de seguridad humana, 
este nuevo LDN específicamente establece la adopción de la seguridad humana 
como principio que guía el diseño y la ejecución de su política exterior (p. 90).

En este libro establece que no solo es competencia del sector defensa —y en su 
defecto, del Ministerio de Defensa Nacional— asumir la seguridad humana como 
algo exclusivo de dicha dependencia: por el contrario, hace unas especificaciones 
interesantes al referir que este concepto tiene un sentido mucho más amplio, en el 
que se involucran temas de desarrollo dentro de una nación —y no solo el exclusi-
vo de la defensa— como objetivos nacionales, en el intento de disminuir la brecha 
tecnológica, reducir el impacto de la violencia criminal o enfrentar la propagación 
de pandemias (p. 90). En tales escenarios, las FF. MM. son el instrumento funda-
mental utilizado tomando en cuenta sus atributos y sus capacidades. 

De forma casi similar a la de los dos anteriores libros, este volumen estable-
ce que el concepto defensa es “la relación con la acción y efecto de conservar la 
posesión de un bien o de mantener un grado suficiente de libertad de acción para 
alcanzar tal bien” (p. 107). En cuanto a la defensa, estipula que esta es

[…] el conjunto de medios materiales, humanos y morales que una nación pue-
de oponer a las amenazas de un adversario en contra de sus intereses, prin-
cipalmente su soberanía e integridad territorial. Su propósito es alcanzar una 
condición de seguridad externa tal que el país pueda lograr sus objetivos libres 
de interferencias exteriores. (p. 107) 

También determina, de forma concreta, que la función defensa existe para dar 
seguridad externa al país (p. 109). 

Este tercer libro —en cotejo con el segundo— equipara la seguridad y defensa a 
funciones exclusivas del Estado; por ende, la defensa contribuye de forma directa 
a la seguridad de la nación “tanto por medio de su preparación para el empleo le-
gítimo de la fuerza, su contribución a la disuasión y la participación de sus medios 
en misiones de cooperación internacional” (p. 128).

En el tercer LDN, ni la defensa ni la seguridad son exclusivas de las FF. AA., sino 
que se vincula al Estado como objeto referente: 

[…] sin embargo, cabe precisar que, al igual que en los dos volúmenes anterio-
res, el texto explicita claramente que en su función de proveer seguridad el Es-
tado se encuentra limitado y condicionado por la exigencia de procurar el bien 
común de la nación y de servir a la persona humana. (Faundes, 2016, p. 206) 
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Por eso, la política exterior debe darse a través de la diplomacia y los canales 
del diálogo y la cooperación. El Estado debe materializar de forma combinada sus 
funciones para el logro de los objetivos nacionales (Faundes, 2016, p. 207). 

Esta tercera edición define la amenaza así: 

[…] la amenaza puede concebirse como una acción realizada o un hecho pro-
vocado por un eventual adversario, que es percibida como una promesa de 
dañar intereses propios, porque a ese adversario se le supone, con cierto fun-
damento, la intención y la capacidad para hacerlo. (p. 82) 

Además, bajo esta definición y el concepto basado en las amenazas, el docu-
mento establece que

[…] deberían reservarse para aludir de manera precisa a fenómenos cuyas ca-
racterísticas reflejan mejor los rasgos de lo que constituye una amenaza pro-
piamente tal, entre otras, la existencia de un actor internacional que manifiesta 
voluntad de causar daño a intereses nacionales y que tiene la capacidad para 
materializarlo. (p. 130) 

Esta esta premisa emplaza las nuevas amenazas, las amenazas emergentes 
y las amenazas no convencionales como problemas a la seguridad de los Estados 
(p. 130).

Ante el concepto de seguridad humana, este es asimilado bajo la política exte-
rior, y no sobre una política interna. Faundes explica que 

[…] destacan las limitaciones propias del sector defensa para aplicar el con-
cepto en la política nacional, debido a que la seguridad humana como con-
cepto amplio que abarca elementos, como la salud, la economía, entre otros, 
sobrepasa el espectro de acción de la defensa. Por tanto, en los LDN, la segu-
ridad humana queda suscrita al ámbito de la política exterior, concretamente 
en el marco del conflicto internacional y el derecho internacional humanitario. 
(Faundes, 2016, p. 208)

Comparación entre los tres libros de Defensa Nacional
En la tabla 1 se hace un comparativo entre los tres LDN de Chile elaborados entre 
1997 y 2010, en los términos en que los presenta Faundes (2016).



122

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

Tabla 1. Cuadro comparativo entre los tres libros de Defensa Nacional

LDN 1 (1997) LDN 2 (2002) LDN 3 (2010)

Seguridad Seguridad = defensa 
+ desarrollo

Seguridad como una
condición deseable
para el desarrollo

Seguridad como una
condición deseable
para el desarrollo

Defensa y desarrollo 
como elementos
constitutivos de la
seguridad

La seguridad se 
obtiene mediante 
funciones estatales 
bien definidas

La seguridad se 
obtiene mediante 
funciones estatales 
bien definidas

LDN 1 (1997) LDN 2 (2002) LDN 3 (2010)

Defensa Actividad integral del
Estado en constante
preparación para 
neutralizar amenazas 
externas

Conjunto de medios 
para oponer a las 
amenazas de un 
adversario

Conjunto de medios 
para oponer a las 
amenazas de un 
adversario

Las FF. AA. son 
garantes del orden 
institucional

Las FF. AA. Son 
garantes del orden 
institucional

Las FF. AA. contribu-
yen a la preservación 
de la institucionalidad

Basa el dispositivo de
defensa en el empleo
disuasivo de sus FF. 
AA. en particular, y 
su poder nacional, en 
general

Contribución a la 
seguridad con disua-
sión y cooperación 
internacional

Contribución a la 
seguridad con prepa-
ración para el empleo 
legítimo de la fuerza, 
la disuasión y la coo-
peración internacional

Objeto referente Estado Estado Estado

Sectores 
de la 
seguridad

Sectores 
militar, 
político, 
económico, 
societal y 
ambiental

Amenazas Las amenazas 
como eje en la 
estructuración
de la defensa 
nacional

Las amenazas no cu-
bren todo el espectro 
de situaciones que
debe enfrentar una
defensa moderna

Las amenazas y los 
compromisos
internacionales son 
elementos de un “es-
cenario” de planifica-
ción de defensa

Incorpora amenazas
no convencionales

Incorpora amenazas
no convencionales

Descarta amenazas
no convencionales
(las asume como
“problemas de 
seguridad” que 
eventualmente se 
podrían transformar 
en amenazas)
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LDN 1 (1997) LDN 2 (2002) LDN 3 (2010)

Incorpora acciones
percibidas y 
provocadas
inconscientemente;
concibe la posibilidad
de amenazas esta-
bles: hipótesis de 
conflicto

Incorpora acciones
percibidas y
provocadas
inconscientemente;
concibe la posibilidad
de amenazas esta-
bles: hipótesis de
conflicto

Solo acepta concebir
amenazas a partir de
actos específicos;
se pone fin a la hipó-
tesis de conflicto

Fuente: Faundes (2016).

Como se puede apreciar en la tabla 1, hay una evolución en los diferentes con-
ceptos de seguridad y defensa en relación con el objeto referente y sus determina-
dos sectores de seguridad en relación con las amenazas. 

Cabe resaltar que, pese a la construcción de estos tres libros registrados hasta 
2010, Chile carece de una estrategia de seguridad determinante y, por ende, de una 
política nacional de seguridad, lo que hace más compleja la implementación de las 
directrices dadas por estos libros. En definitiva, dichos textos carecen de poder o 
fuerza vinculantes: 

El concepto de fuerza vinculante es tal vez uno de los que los juristas mencio-
namos con mayor frecuencia, pero uno de los más evanescentes, de los más 
difíciles de definir. La dificultad radica en las implicaciones filosóficas que le 
son relativas y en sus conexiones con otros conceptos fundamentales para el 
derecho, tales como la obligación jurídica, deber jurídico o validez jurídica. […] 
Nosotros caracterizamos a la fuerza vinculante como una propiedad de las 
normas jurídicas, que consiste en atribuir a su destinatario el deber de obede-
cer o seguir lo prescrito por ellas, so pena de hacerse merecedor de una san-
ción. Este deber de obediencia que se atribuye al destinatario, es correlativo a 
un derecho subjetivo, que radica en cabeza de otro individuo (titular), quien a 
su vez tiene la competencia para exigir judicialmente del destinatario el cum-
plimiento de su deber y de solicitar que se imponga una sanción en caso de 
que el deber no se cumpla. (Bernal, 2008, p. 39) 

Al tono de lo anterior, la doctrina no es ley; por tal motivo, no es vinculante. 

Estrategia nacional chilena: el camino hacia un 
nuevo libro blanco de defensa
Con los análisis previos de los LDN creados desde 1998 hasta 2010 se pueden 
establecer conceptos específicos en torno a la seguridad, estableciendo que debe 
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ir ligada con la cooperación internacional, alrededor de los procesos de globali-
zación y surgimiento de nuevos actores internacionales. Así mismo, aunque el 
Estado es el objeto referente, la seguridad y defensa chilena no es objeto exclusivo 
de seguridad. 

Para la conducción de esta gran estrategia nacional, la Constitución Política 
(CP) de Chile plantea en su artículo 24 que el presidente de la República, el Gobierno 
y la administración del Estado tienen la autoridad para conservar el orden público 
en el interior y la seguridad externa de la república. El presidente de la República 
cuenta con el Consejo de Seguridad Nacional (Cosena) como órgano asesor y es-
pecializado en materias afines, según los artículos 95 y 96 de la CP. El Cosena es 
un organismo del ámbito político; pero al formar parte de dicha entidad los coman-
dantes en jefe, la defensa nacional amplía su carácter político-estratégico hacia lo 
político, en el ámbito de la seguridad nacional (Gutiérrez, 2007, p. 7).

La Comisión de Defensa del Senado y la Comisión de Defensa de la Cámara 
de Diputado tienen la función de informar al Congreso todo lo relacionado con la 
seguridad nacional. De la misma forma, el artículo 32 de la CP establece la estruc-
tura orgánica de la defensa nacional en cabeza del presidente, atribuciones espe-
ciales para disponer de las fuerzas de tierra, mar y aire, organizadas y distribuidas 
de acuerdo con las necesidades de la seguridad nacional (Gutiérrez, 2007, p. 7) El 
Consejo Superior de Seguridad Nacional (Consusena), creado por el DFL N.º 81 de 
1960, como ente asesor en materias ligadas a la seguridad nacional y al manteni-
miento de la integridad territorial está conformado por: el presidente de la República; 
los ministros del Interior, Relaciones Exteriores, Hacienda y Economía; los coman-
dantes en jefe del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea; el jefe del Estado Mayor de 
la Defensa Nacional, y el director de Fronteras y Límites (Gutiérrez, 2007, p. 7).

El ministro de Defensa Nacional (DN) conduce y administra —en apoyo del pre-
sidente de la República— todo lo referente a la seguridad nacional y, a su vez, tiene 
bajo su responsabilidad los subsecretarios de Guerra, de Marina y de Aviación, de 
la Dirección General de Movilización Nacional (DGMN), de la Academia Nacional 
de Estudios Políticos Estratégicos (ANEPE) y del Consejo Superior de la Defensa 
Nacional (Consudena). Este ministerio dispone de la asesoría de la Junta de 
Comandantes en Jefe (JCCJ).

Las FF. AA. chilenas dependen del ministerio encargado de la DN y están inte-
gradas sólo por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Estas instituciones cas-
trenses son vitales para la seguridad nacional y, a su vez, son el instrumento legal 
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para garantizar el orden y la institucionalidad. La conducción y coordinación estra-
tégica militar esta direccionada desde presidencia en apoyo de la JCCJ.

Proyecciones del libro blanco de defensa de 2021
En el panorama anterior, el nuevo texto actualiza lo planteado en el último libro, 
escrito en 2017. En este nuevo texto se exponen cuatro temas de forma general 
en torno al concepto de defensa: principios de defensa; entorno para la defensa; 
estrategia de la defensa, y conducción de la defensa, avances y desafíos. 

El primero alude a que el presidente de la República tiene por objetivo la con-
servación de la seguridad externa de la nación y el control del orden público inter-
no establecido en la ley y la Constitución. Para lograr este objetivo cuenta con el 
sector defensa y sus FF. AA. La estrategia se establece bajo sus fines (objetivos 
de defensa y áreas de misión); los medios para la consecución de los fines (capa-
cidades estratégicas) y el modo (concepto estratégico de empleo de la defensa) 
(Aránguiz, 2021).

Figura 2. Proyecciones del libro blanco de defensa de 2021.

Fuente: Infodefensa.Com

En la figura 3 se plantean los lineamientos sobre el concepto estratégico de 
empleo de la defensa, tanto interno como externo.



126

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

Figura 3. Lineamientos sobre el concepto estratégico de empleo de la defensa.

Fuente: Infodefensa.Com

En la figura 4 se pueden ver las capacidades estratégicas como objetivos esta-
blecidos en torno a la conducción de política de la defensa.

Figura 4. Capacidades estratégicas como objetivos establecidos en torno a la 
conducción de política de la defensa.

Fuente: Infodefensa.Com
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Conclusión
La historia acompañada de sus acontecimientos trascendentales, como la 
Segunda Guerra Mundial y las implicaciones de la Guerra Fría en Suramérica, deja-
ron eventos que marcaron el hilo político, social y económico de una región rezaga-
da, pero con unas afectaciones fuertemente marcadas que afectaron la seguridad 
y defensa de cada Estado nación. Chile no fue ajeno a estos sucesos, y su eviden-
cia histórica lo demuestra. 

La dictadura del general Augusto Pinochet configuró los esquemas de seguri-
dad y defensa en torno a la idea liberal sobre seguridad nacional; a su vez, planteó 
la apropiación de salvaguardar los intereses nacionales como medida de conten-
ción de los avances del comunismo.

La globalización y el fin de la Guerra Fría cambiaron los escenarios de un mun-
do bipolar bajo los preceptos de una evolución conceptual de la seguridad, por lo 
que se configuraron nuevas amenazas de índole asimétrica. Chile no se sustrajo a 
dicho proceso, y con el fin de la Guerra Fría se dio por terminada la dictadura militar, 
con lo cual se abrió camino paso un proceso democratizador tanto en lo político 
como en lo que se refiere a la estrategia de seguridad y defensa nacional; por tal 
motivo, la propuesta del primer libro blanco se trazó el objetivo de establecer de-
rroteros y lineamientos conceptuales y estratégicos sobre seguridad y defensa y la 
necesidad de involucrar todos los sectores de la sociedad chilena. 

Este proceso democratizador dio como resultado la realización de los LDN, 
que terminaron jugando un papel clave a la hora de establecer derroteros de uni-
ficación nacional, porque unió al país ante un establecimiento que para ese mo-
mento no contaba con el apoyo popular, con altos porcentajes de desaprobación 
después de 17 años de dictadura. Los temas pertinentes a la defensa y seguridad 
ya no fueron objeto de estudio exclusivo de los militares, pues se amplió su rango 
de interés dentro de la población civil.

Los libros analizados en el presente capítulo en cuanto a la evolución del con-
cepto de seguridad se mueven sobre cuatro ejes fundamentales, que Faundes 
(2016) sintetiza de la siguiente manera: 

•	 El proceso de reformas institucionales que tienen el objeto de establecer la 
gobernabilidad democrática del sector defensa.

•	 El crecimiento de Chile, que se traduce en un nuevo posicionamiento estra-
tégico del país en el escenario internacional, y en virtud de lo cual adquie-
re relevancia un sentido de responsabilidad, de cooperar en materias de 
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seguridad internacional, según lo descrito en LDN 3, de observador a actor 
(pp. 134-140).

•	 Los cambios en el escenario estratégico mundial que tienen incidencia en 
nuevas percepciones y definiciones de los conceptos seguridad, defensa y 
amenazas.

•	 Una serie de cambios en el entorno vecinal, que se traducen en un énfasis 
en las medidas de confianza mutua y una nueva forma de percibir las ame-
nazas; particularmente, en torno a eliminar las hipótesis de conflicto. 

Todos los LDN manejan conceptos evolutivos de la seguridad donde los con-
ceptos de seguridad colectiva, seguridad nacional, defensa, poder nacional, se-
guridad humana y acciones cívico-militares tienen un constante dinamismo. Las 
aplicaciones conceptuales en los libros blancos son ajustadas a las realidades de 
amenazas tanto internas como externas. Se destaca la separación conceptual en-
tre defensa y seguridad, al asumirse a la primera como de carácter externo, y a la 
segunda, sobre el interés nacional interno; al unísono de la defensa, se involucran 
la cooperación internacional y la política exterior, como factores intervinientes en la 
política de defensa (Faundes, 2016, p. 215).

Chile ha sido ejemplo en la región por anticiparse a la creación de los libros 
blancos de seguridad nacional; sin embargo, no se tiene clara la estrategia de se-
guridad plenamente definida, y su política de seguridad nacional no es explicita; por 
lo tanto, los libros blancos de seguridad de defensa nacional se convierten en un 
referente principal a la hora de estudiar esos temas. Estos libros blancos carecen 
de poder vinculante como tal, y ello hace que el sistema chileno sea especial y 
específico, a pesar de que carezca de un norte normativo y definido con precisión.

Los libros blancos están situados en el sector defensa; sin embargo, con la evo-
lución de los libros blancos chilenos se hace notorio que este concepto se adapta a 
la seguridad bajo sus nuevas dinámicas cambiantes y evolutivas, de acuerdo con 
las nuevas amenazas regionales y nacionales. Sin embargo, las pautas y el direc-
cionamiento estratégico desde el nivel superior carecen de directrices claras para 
la formulación de estas políticas y, a su vez, el establecimiento de límites; por esta 
razón, se requiere implementar y desarrollar una política nacional de seguridad, o 
estrategia de seguridad. 

El proceso de inclusión en la creación de estos libros reforzando las relaciones 
cívico-militares son un importante ejemplo para Colombia. La transición de una 
dictadura militar a la democracia es fundamental para tener en cuenta en este tipo 
de ejercicios académicos. Se deben resaltar los esfuerzos que se hicieron desde el 
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aspecto político para impulsar la transición desde el ámbito militar a la consolida-
ción de una política de defensa moderna en Chile. 

Colombia, a diferencia de Chile, no posee un libro blanco de seguridad nacio-
nal, lo que demuestra un déficit en sus políticas de seguridad y defensa. Lo que sí 
se puede evidenciar es una política pública en función de abordar dicha área, pero 
carece de una política de Estado en torno a dicho sector, si tenemos en cuenta que 
el país ha sufrido un conflicto armado por más de 60 años, con diferentes mati-
ces y escenarios, en el que el narcotráfico cumple una función determinante como 
combustible bélico. 

Si emulamos para Colombia la creación del primer libro blanco creado en Chile, 
podríamos rescatar que tal proceso democratizador le hace falta a un país que 
afronta unas amenazas constantes a su seguridad, y en el que se requiere diseñar 
un modelo de seguridad y defensa en torno a la seguridad colectiva y la seguridad 
humana, en el que se pueda incluir a todos los sectores de la sociedad; de esta 
manera se reforzaría todo lo referente a las acciones cívico-militares que ya se han 
venido trabajando en los últimos años. 

A pesar de haber tenido varias políticas de seguridad y defensa —encaminadas 
a afrontar el conflicto armado—, Colombia, con los relevos generacionales y electo-
rales de cada gobierno en periodos de cuatro años, no tiene claro cuál es su política 
de seguridad de forma general, lo que dificulta visualizar el modelo de un proyecto 
de Estado nación a futuro en torno a su propia seguridad. Se requiere, entonces, 
que Colombia inicie tal proceso democratizador de la seguridad, a fin de integrar 
a toda la sociedad colombiana bajo un interés nacional general y determinar la 
proyección del Estado las próximas décadas. Ahora bien, más importante aún es 
que, entendiendo las deficiencias de los libros blancos chilenos en cuanto a la in-
capacidad para clarificar la estrategia de seguridad nacional plenamente definida, 
se requiere que Colombia pueda generar una ley de seguridad y defensa en la que 
pueda proyectar la nación a futuro y, de inmediato, se puedan abordar de forma 
explícita todas las amenazas a su seguridad, esta vez, de forma integral y unificada 
por parte de todo el Estado colombiano.
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Capítulo 5

Resumen: La seguridad y defensa de Costa Rica es un caso sumamente particular, y no solo 
en el contexto latinoamericano, sino, además, en el mundial, y es que está enmarcada en 
dos acciones particulares: la neutralidad antes los conflictos internaciones y la desmilitari-
zación. Por ello, es labor del presente capítulo abordar las características propias de la se-
guridad y defensa costarricense, tanto desde un criterio histórico como de un componente 
geográfico, pues si bien en los tiempos recientes no han existido amenazas considerables 
para el país, las relaciones del crimen organizado en Latinoamérica, los flujos migratorios, el 
terrorismo desde diferentes aristas, las amenazas hibridas y las recientes crisis económicas 
a escala mundial configuran aspectos para tener en cuenta en la estructura de una política 
de seguridad y defensa.
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Introducción
La realidad social, política y económica de cada Estado influye de manera determi-
nante en las lógicas de manejo y las diferentes acciones que se toman ante cual-
quier acto de violencia, amenazas o riesgos a fin de tener un escenario de relativa 
paz y seguridad. Para ello existe una política denominada política de seguridad y 
defensa (PSD). En algunos países dicha política se denomina estrategia de segu-
ridad nacional o libros blancos de defensa. Una PSD se refiere a un conjunto de 
lineamientos estratégicos para conducir al Estado a un ámbito de control y aten-
ción interno y externo sobre posibles riesgos y amenazas, que, a su vez, pueden 
ser de dos clases: a) percibidos o subjetivos y b) reales u objetivos. De esta manera 
se coordinan líneas de acción entre el gobierno y las FF. AA. para lograr los fines 
específicos y minimizar las amenazas que atentan contra la seguridad y defensa 
del Estado.    

Se debe recordar que una PSD es una política pública de gobierno, mas no de 
Estado (la mayoría de las políticas de Estado son los libros blancos de defensa), 
que se estructura, se implementa y se ejecuta bajo la norma constitucional y las 
leyes. De esta manera, la PSD integra los intereses nacionales y está constitucio-
nalmente encaminada a proteger a sus ciudadanos. 

No obstante, como lo establece Bartolomé (2020), en las últimas décadas 
Latinoamérica ha presentado una alineación con la agenda de seguridad interna-
cional, y ha visto que el territorio es una muestra de desorden e inestabilidad global, 
lo cual evidencia un momento de incertidumbre de la que los Estados no pueden 
alejarse. Así, los gobiernos latinoamericanos, indistintamente de su puesta ideoló-
gica, han interpretado su propia seguridad bajo las dinámicas de las amenazas no 
convencionales, pues los conflictos internos que vive la región se vinculan directa-
mente a amenazas trasnacionales que suman potenciadores del riesgo como la 
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inestabilidad social y política y la estrategia de algunos grupos armados ilegales 
de llevar a la población civil a la desconfianza y la desacreditación de la estructura 
estatal, para así debilitar institucionalmente a las FF. MM. Tal situación obliga a 
observar de manera teórica los conceptos seguridad y violencia, para asentarlos 
en la realidad latinoamericana y costarricense, pues diferentes situaciones de in-
seguridad dificultan el ejercicio de la soberanía, al socavar, per se, los intereses 
nacionales y desplegar una ola violenta.

Así pues, la guerra está sujeta a una continua observación de su evolución, tal 
como lo afirma Bouthoul: “el estudio objetivo y científico de la guerra es un fenóme-
no social susceptible de observación” (1984, p. 60). Por ello, sería erróneo creer que 
la seguridad y defensa de un Estado —y mucho más, tratándose de uno america-
no— solo se establece bajo premisas constructivistas y de relaciones básicas del 
poder del realismo clásico de las relaciones internacionales, pues, precisamente, 
como lo plantea Ayoob (1998), las inminencias respecto a la seguridad de dichos 
Estados son en esencia internas, y bien pueden verse permeadas por la hibrida-
ción, término que designa la guerra o conflicto que combina una guerra estatal con 
el fanatismo de guerra irregular; es decir, la capacidad de actores no estatales con 
modos de combate clásicos e irregulares, mejor equipados armamentísticamente 
y más poderosos, para logar efectos de control territorial.

Así este capítulo se enfocará en el estudio del caso de Costa Rica, país cen-
troamericano que incluye entre sus principales características de seguridad y de-
fensa el hecho de no tener FF. MM., pero sí una policía civil, lo cual, claramente, no 
significa que ostente o aplique una neutralidad en el ámbito externo; existe, sí, una 
postura de no intervención en momentos de guerra interestatal o de conflictos 
internos en la región, pero la neutralidad única y exclusivamente se aplicó en la 
década de 1940, bajo el escenario de la Segunda Guerra Mundial. Que no tenga FF. 
MM. no determina una neutralidad: el país, simplemente, respeta el principio de no 
injerencia, consagrado en el derecho internacional y establecido en la Carta de las 
Naciones Unidas (ONU); por ende, lo que establece Costa Rica para su PSD son 
unas amenazas de carácter ciudadano. Ello, además, plantea diversos desafíos y 
riesgos para controlar un orden social; es decir, su seguridad, principalmente, es la 
seguridad ciudadana (Sampo & Alda, 2019).

Sin embargo, Costa Rica es consciente de su propia posición geográfica, así 
como de las relaciones de crimen organizado en Latinoamérica, de los flujos mi-
gratorios, del terrorismo desde diferentes aristas, de las amenazas híbridas, como 
se mencionaba líneas arriba, y principalmente, de la competencia por el Caribe y 
el Pacífico, zona geopolítica que viene a estar sujeta a relaciones de poder entre 
potencias del sistema internacional como China y Estados Unidos, y que genera 
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tensión con los países vecinos, incluida Colombia, por el espacio limítrofe de la isla 
de Malpelo, ubicada en el Pacífico, pero con proyección a la Antártida; esta última, 
a su vez, espacio vital para recursos estratégicos.

De esta manera, Costa Rica viene implementado un enfoque sistémico de se-
guridad ciudadana de carácter preventivo, acompañado no solo del Estado, sino de 
organismos internacionales: para el caso, el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID, 2019) ofreció cooperación para el fortalecimiento de la policía costarricense, 
la prevención de la violencia y los delitos que aquejan a la población civil. Y aunque 
pueda parecer que la seguridad de Costa Rica está sujeta a un carácter civil, su 
policía enfrenta lo que se denominaría amenazas transversales. De esta manera 
se enfatiza el objetivo de modernizar la policía en el programa estatal denominado 
Plan Social de Bicentenario (2019-2022) (Moreira, 2015).

Tomando en cuenta lo expuesto, este trabajo se divide en cuatro apartados, 
con los cuales se busca, primero, examinar las concepciones de seguridad y violen-
cia desde un punto de vista teórico y, segundo, analizar dicha concepción desde lo 
empírico. En este orden de ideas, el apartado inicial hablará del aspecto histórico de 
la PSD de Costa Rica. El siguiente apartado abordará el marco teórico del realismo 
subalterno, donde se darán los elementos necesarios para analizar la seguridad, 
aclarando que no pretende desarrollar de forma exhaustiva el tema en esta sección. 
En tercer lugar se analizará la violencia, desde una perspectiva teórica y con énfa-
sis en la realidad latinoamericana y la prevención de esa misma violencia, lo cual 
permitirá analizar la seguridad ciudadana y la política de seguridad costarricenses; 
de igual modo, se analizará la Estrategia de Seguridad Ciudadana como política pú-
blica de seguridad, pero también, buscando dar el atisbo necesario para analizar la 
defensa en un Estado que se ha caracterizado por su estabilidad social, sin necesi-
dad de un estamento militar, pero que no escapa de la criminalidad ni de amenazas 
internas, sujetas al crimen organizado, que, según Bartolomé (2019), también se 
muestra proclive a la hibridación permeada con el narcotráfico, y al ser Costa Rica 
puente de rutas de carteles y bandas de tráfico de drogas, armas y personas. Por 
último, se buscará establecer la realidad de seguridad y defensa costarricense. 

Neutralidad y desmilitarización: el caso de 
Costa Rica
Con el objetivo de describir la PSD de Costa Rica, inicialmente se abordará el proce-
so histórico por el cual se llegó a la desmilitarización del país, y es que para 1940, 
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ante la elección del presidente Rafael Calderón Guardia, Costa Rica adelantó un 
proceso de modificaciones sustanciales en su modelo político-económico, pues 
se inició una serie de transformaciones sociales guiadas por la Iglesia católica, y 
que, junto a la reforma constitucional de 1942, generaron un rompimiento con el 
modelo oligárquico tradicional, aspectos que siguieron en marcha en el siguiente 
mandato, del presidente Teodoro Picado. Dicha ruptura del statu quo llevó a la lla-
mada Revolución de 1948, la cual fue una guerra civil que perduró durante 44 días y 
cuyo detonante fue la invalidación de las elecciones presidenciales llevadas a cabo 
en febrero por parte del Congreso, y las cuales proclamaban como presidente elec-
to a Otilio Ulate Blanco, quien vencía así al Partido Republicano, que tenía como 
líder a Rafael Ángel Calderón Guardia. Dicha anulación tuvo como fundamento la 
quema de un porcentaje del material electoral, en un evento cuyo origen nunca se 
determinó.

Como resultado del conflicto se dio el Pacto Ulate-Figueres, conformado por 
clases medias, y que permitió la creación de una Junta Fundadora de la Segunda 
República, la cual actuaria de facto con plenitud de los poderes ejecutivo y legis-
lativo, y regiría de facto y con plenos poderes ejecutivos y legislativos. Tal proceso 
sentó las bases sociales para cambios sustanciales, para consolidar la democra-
cia del país y para aprobar la Constitución de 1949 (Pareja, 2011).

A partir de lo anterior, el comportamiento electoral del país ha sido conven-
cional y ha estado enmarcado por una alta participación del Partido de Liberación 
Nacional, de Figueres, sin desmeritar el papel de la oposición, la cual, tras los dos 
periodos de Figueres, ha logrado tener una participación considerable en el poder.

Dicha tranquilidad interna llevó a que en 1983, por medio de una proclama 
presidencial del presidente Luis Alberto Monge, y a que, mediante aprobación de 
proyecto de ley, en 1986 se declarase a Costa Rica como un país neutral de forma 
permanente, proactiva y desarmada frente a conflictos entre estados o entre sec-
tores de un mismo estado, y a aceptar así “el compromiso de no iniciar ninguna 
guerra no hacer uso de la fuerza, no participar en una guerra entre terceros Estados 
y defender efectivamente la neutralidad e independencia con todos los recursos 
materiales, jurídicos, políticos y morales posibles” (Pareja, 2011, p. 6).

Este acto nos lleva a distinguir la PSD de Costa Rica de la de cualquier país des-
de sus orígenes, pues, como se pudo observar, la neutralidad de esta nace como 
un acto unilateral, y no como el caso de Suiza, el cual surge de la aprobación con-
junta y simultánea de diversos Estados. Otro aspecto distintivo de la PSD radica 
en que, de nuevo, al contrario de Suiza —país que basa el respeto a su neutralidad 
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en unas poderosas FF. AA. con fundamento en milicias y en la concepción de sus 
habitantes en caso de conflicto—, Costa Rica asumió en 1949 la decisión de des-
militarizarse, según lo establecido en el artículo 12 de la Constitución:

Se proscribe el Ejército como institución permanente. Para la vigilancia y con-
servación del orden público habrá las fuerzas de policía necesarias. Solo para 
la defensa continental o para la defensa nacional podrán organizarse fuerzas 
militares; unas y otras estarán subordinadas al poder civil; no podrán delibe-
rar, ni hacer manifestaciones o declaraciones en forma individual o colectiva. 
(Constitución de Costa Rica, 1949)

Seguridad y realismo subalterno: un breve 
análisis para Costa Rica 
Aunque este capítulo no pretende hacer un análisis a fondo sobre el realismo sub-
alterno, esta teoría se hace necesaria para encontrar elementos de análisis que 
ayudarán a un mejor estudio del caso costarricense. Como ya se indicó, según 
Ayoob (1998), el realismo subalterno se fundamentaría en afirmar que las inmi-
nencias a la seguridad de Estados subdesarrollados suceden internamente; esto, 
debido a la falta de construcción de Estado, a problemas de desarrollo económico, 
a la debilidad institucional, a litigios limítrofes y a la falta de cohesión social.

Sumando a lo anterior, la inserción internacional del Estado se incluye den-
tro de las variables de seguridad que, según el realismo subalterno, expone dicho 
Estado, y que interfieren con la visión de seguridad que el Estado encuentra exter-
namente. Durante el siglo XX, Costa Rica se vio inmersa en una guerra civil y jun-
to a acontecimientos políticos y sociales que debilitaron el estamento militar y lo 
separaron de una condición institucional permanente. Al abolir el Ejército Nacional 
para 1948, Costa Rica percibió que su seguridad seria garantizada por un cuerpo 
de policía civil y que este sería suficiente para lo que la sociedad necesitaba. Hoy, 
dicha idea es vigente, y el mencionado cuerpo se constituye en una fuerza pública 
permanente que vela por el orden constitucional, la liberad y los derechos de los 
costarricenses. La seguridad de este país tendrá un carácter de seguridad ciuda-
dana; así, la estrategia transversal es una relación y una participación continuas de 
la comunidad, los territorios y la policía. 
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Pero retomando a Ayoob, la inserción como proceso vinculante, al formar parte 
del sistema internacional, implicaría unos estándares de organización interna y una 
conducta en el ámbito exterior. “Esto se puede identificar una dimensión formal/
jurídica correspondiente a los marcos jurídicos y organizacionales y la percepción/
acción en la cual el sistema pasa a ser una realidad objetiva a través de las accio-
nes concretas de los actores” (García, 2017). La construcción de Estado establece 
que las élites políticas fomenten unos lineamientos a fin de fortalecer la identidad 
de la población con el Estado o la estructura de este. Para ello, como bien lo afirma-
ba Tilly (1992), el Estado está para hacer la guerra, controlar el enemigo dentro de 
su ámbito interno y extraer recursos económicos para los dos aspectos anteriores, 
además de la consolidación de la autonomía frente al personal civil con el mono-
polio del uso de la fuerza; en palabras de M. Weber, se hace necesario lo nombrado 
anteriormente para lograr una estatalidad; de esa manera, el Estado debía no solo 
lograr dicho fin último, sino lograr esa conexión entre lo local y lo internacional. 

Costa Rica y, en general, Latinoamérica han tenido Estados débiles, y aunque 
podría afirmarse que ha sido por falta de conflictos interestatales, el asunto es 
complejo de abordar. Pero, como bien lo exalta Centeno (2014), los Estados latinoa-
mericanos han tenido un pobre poder centralizado que les permita emprender una 
consolidación estatal y transformar las lógicas geopolíticas heredadas del Imperio 
español; por eso, lo que se desarrolló fueron luchas internas, entre regiones y ciu-
dades que buscaban hacerse a un control político. Esa característica perduró y se 
consolidó en el siglo XX, cuando, en la lógica de enfrentamiento conocido como la 
Guerra Fría, los movimientos revolucionarios tomaron una causa para incentivar 
a una población marginada y débil por unas élites que solo buscaban ese domi-
nio, sin características propias de una mejor inserción internacional. A lo anterior, 
Centeno le deduce cinco diferentes formas de conflicto para Latinoamérica: las 
batallas ideológicas, las guerras caudillistas, las rebeliones regionales, las guerras 
por raza/etnia y las revoluciones (Centeno, 2014, pp. 103-107).

Así también, Ayoob (1998) propone cinco variables de análisis de la seguridad 
para los países subdesarrollados, y que se pueden relacionar con la estructura po-
lítico-social de Costa Rica. En primer lugar está la falta de cohesión interna: Costa 
Rica ha sido un Estado con disparidades económicas y sociales, con un alto por-
centaje de desigualdad y necesidades insatisfechas de la población —principal-
mente, en las zonas rurales, pero también, con incidencia en lo urbano—; 

La pobreza y la desigualdad en que viven estas personas no tienen un rostro 
estrictamente urbano o rural. Si bien es cierto que las mayores incidencias de 
personas pobres por NBI se concentran en zonas rurales, si lo vemos en térmi-
nos absolutos las zonas urbanas dominan. (Trejos & Sánchez, 2015)
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Y parece poco probable que dicha situación tienda a revertirse en el corto pla-
zo, pues en 2020 Costa Rica tuvo una reducción de su crecimiento económico; y si 
bien un alto porcentaje de países en la región y en el mundo entero —por no decir 
que todos— enfrentaron periodos de decrecimiento por las restricciones que dejó 
la pandemia, hay cuatro aspectos que, independientemente de la pandemia del 
Covid-19, este país ha tenido a lo largo de las últimas décadas. El primero de ellos 
es una situación fiscal preocupante y una desigualdad persistente, aspectos que 
afectan negativamente la inclusión, el crecimiento, la sostenibilidad y el desarrollo 
(Banco Mundial, 2020).

El segundo aspecto, según Ayoob (1998), está en la falta de legitimidad insti-
tucional incondicional con respecto a las fronteras y a las instituciones del Estado. 
Respecto a ello, la legitimidad costarricense se ha cimentado en la construcción de 
paz, pues, de esa manera política y social, los costarricenses se identifican como 
ciudadanos de diálogo y negociación, tanto en lo interno como en lo externo. Y si 
bien Costa Rica ha tenido una fortaleza institucional después de la guerra civil de 
1948, cuando permitió que las élites políticas plantearan una paz como ausencia 
del conflicto —es decir, ausencia de violencia física, avance de la dinámica social, 
violencia estructural entendida como aquella donde la estructura es corroída por 
la corrupción, la injusticia social, la impunidad, la desigualdad económica, la falta 
de oportunidades, el desempleo, la pobreza, etc.—, se han venido permeando la 
estabilidad y la legitimidad de las instituciones.

En tercer lugar está el aspecto enfocado en el desarrollo incompleto y de-
pendiente en términos económicos y sociales (Ayoob, 1998): como el resto de 
Latinoamérica, los costarricenses ha dependido de sus materias primas como fac-
tor de exportación y desarrollo; no obstante, ha utilizado el tema del turismo verde 
y el posicionamiento de marca verde, debido a la dinámica internacional sobre el 
cuidado y la preservación medioambiental, pero eso no quiere decir que su desa-
rrollo y su comercio exterior no estén enfocados en una dependencia económica, 
que ha llevado a ambas cosas a ser el principal factor de su ingreso PIB; así lo 
considera el Banco Mundial (2020): “las exportaciones de Costa Rica son materias 
primas y tienen un valor de US$ 3,272 millones, y una proporción de 29.08% del 
ingreso para el país”.

Lo anterior, lleva al cuarto punto de la variable de análisis de seguridad, y que, 
según Ayoob (1998), es la marginalización internacional; principalmente, en asun-
tos de seguridad internacional y asuntos económicos. Costa Rica no escapa de la 
lógica de la seguridad internacional, no solo en lo referido a las amenazas que el 
mundo globalizado contiene y que hacen parte de la globalización económica y la 
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globalización desviada; este último término, como aquella usada por “empresa-
rios” de negocios ilegales que obtienen rentabilidad por la logística y las platafor-
mas online de venta para sus negocios como el tráfico de armas, de vida silvestre, 
de personas y otros, que generan un impacto económico positivo —en un primer 
momento—, pero obviamente ilegal y dañoso para la estabilidad y la legitimidad 
del Estado. Por eso, construir, desde lo interno, la preocupación costarricense por 
solventar tales situaciones se hace apremiante, debido a la posición geográfica del 
país, que lo convierte en un pivote de los mercados ilícitos globales. 

Por último, Ayoob (1998) considera la seguridad del Estado subdesarrollado 
en el grado de vulnerabilidad frente actores externos. Y aquí se pueden observar 
de Costa Rica dos aspectos: a) que la inseguridad interna se ve refleja en una de-
lincuencia común organizada por fronteras no protegidas —en este caso, desde 
Panamá y Nicaragua, y desde sus costas en el mar Caribe y en el océano Pacífico—, 
lo cual fomenta la consolidación de un crimen organizado trasnacional y vuelve al 
país vulnerable y, a su vez, dependiente de políticas de seguridad y defensa de 
la región —especialmente, de organismos internacionales como la OEA— frente a 
estas problemáticas; y b) por otra parte, los Estados subdesarrollados defienden 
con ahínco el derecho internacional, y eso significa que, atados al imperio de la ley 
interna y externa, esperan tener un margen de maniobrabilidad frente actores po-
tencia del sistema internacional, donde la cooperación se hace más que necesaria, 
y pretenden, a su vez, obtener un grado de poder frente a los demás Estados, a la 
vez que defensa tanto interna como externa de la soberanía.

Por todo lo anterior, podemos identificar que Costa Rica está inmersa en la 
lógica de violencia regional descrita; a pesar de las condiciones pacíficas entre 
Estados, y su postura de neutralidad y respeto del derecho internacional, la descen-
tralización latinoamericana y la debilidad de los procesos democráticos hicieron 
visible una violencia política y social que durante mucho tiempo fue ignorada por 
una seguridad estatal analizada por factores y amenazas externas, y no por los 
procesos de construcción del Estado, como principal factor interno de seguridad. 

La violencia como factor objeto de análisis de 
la seguridad en Costa Rica
La violencia siempre ha sido un factor objeto de análisis para la relación y la in-
teracción entre individuos, que tiene diferentes aristas y tomando en cuenta que 
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diversas disciplinas observan la violencia como una característica propia dentro 
de la sociedad. Así pues, desde la historia la violencia ha sido la base de las civili-
zaciones. Desde la sociología, es el aspecto inherente de sus bases teóricas. En la 
psicología, el comportamiento humano, desde su gestación hasta las lógicas de 
su interacción con otros individuos, es visto desde la violencia, pero también resul-
ta interesante poner aquí un especial énfasis en el psicoanálisis, pues representa 
uno de sus aspectos más sobresalientes de la psicología: desde allí se observan 
las distintas y muy variantes manifestaciones de violencia en el día a día de los 
habitantes, que afectan sus cuerpos, y el entramado social —dónde emerge la rela-
ción entre individuos, cómo irrumpe, por qué se manifiesta, hasta con unas carac-
terísticas propias de crueldad, en ciertos grupos sociales—. Todo eso es lo que las 
ciencias sociales buscan explicar. 

Partiendo desde esta básica premisa, encontramos lo que Freud (1969) in-
tentaba exponer: en todo psiquismo, el ser humano siempre intenta satisfacer su 
más básico impulso como el canibalismo, el incesto o el simple gusto de matar, y 
expresa que esos impulsos primitivos del ser humano persisten en el inconscien-
te; nunca desaparecen, y solo se materializan de acuerdo con unas condiciones 
propicias para ello. 

De lo anterior puede determinarse que la violencia es inseparable de las con-
diciones humanas y podría ser una explicación a los comportamientos violentos 
que tiene la región latinoamericana, junto con diversos factores que atenúan las 
condiciones y se desarrollan diversas formas de crueldad dentro de sociedades 
que convulsionan no solo por factores económicos y sociales, sino en un ámbito 
cultural que la misma violencia construye. 

Brevemente, desde la versión freudiana del tótem y el tabú, se indica que la 
forma de regular la violencia intrínseca al individuo es a través de una forma igual-
mente violenta, por medio de la ley, como la concibe el derecho a regular y prohibir 
ciertos actos comportamentales del ser o, también, como esa forma del derecho 
primitivo, que se impone de la misma manera violenta, pues, al existir el reproche 
por conductas agresivas y crueles, según afirma Freud (1969), la imposición no 
viene de esa realidad, sino de la culpa: esa culpa que impulsa a la obediencia por un 
motivo moral; es decir, la violencia en las sociedades se establece a través de dicha 
forma, y es la violencia la que impone con fuerza la ley. A pesar de lo anterior, así es 
la única manera posible de que la humanidad encuentre una convivencia pacífica; 
o sea, acoge el derecho el empleo de la violencia en la justicia e igualdad ante la ley, 
pero solo esa ley o norma es segura, siempre y cuando se mantenga el reproche 
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social, pues en caso de lo contrario Freud insistía en afirmar que se volvería a los 
actos despiadados y de satisfacción del impulso del individuo. De ahí la esencia 
del derecho penal. 

Ahora bien, la violencia tiene otras connotaciones donde no es visible una 
violencia física, como hasta ahora se venía exponiendo. De esta manera, Galtung 
(1985) nos presenta la violencia estructural y cultural, y Bourdieu (2012), la violen-
cia simbólica y la violencia moral. Esta tipología de la violencia permite tener un 
campo subjetivo desde el cual la percepción de lo que parece violencia es interpre-
tado de manera hermenéutica, desde la posición del Otro, lo cual no quiere decir 
que la violencia no se pueda analizar desde dichas categorías, pero el presente 
escrito no pretende ser exhaustivo con esas consideraciones teóricas.

Dicho lo anterior, la violencia, en los términos generales que se evidencian en la 
región latinoamericana, y que afectan de igual manera a Costa Rica, se encuadra 
en la violencia física evidente en las cifras dadas desde lo estatal y desde otras 
instituciones internacionales, como Insight Crime (2020), en su informe anual de 
violencia medida por la tasa de homicidios en Latinoamérica, y que sostiene sobre 
Costa Rica que dicho país

[…] ha mantenido más o menos estable desde 2016, y lo hizo de nuevo en 
2020., una tasa de homicidios de 11,2 por cada 100.000 habitantes. Los ho-
micidios en 2020 estuvieron muy concentrados. La capital, San José, tuvo la 
mayor cantidad de homicidios, con 52, seguida de Limón, con 51. (s. p.)

A su vez, las cifras oficiales dadas por el Ministerio de Seguridad Pública (MSP) 
indicaron que la tasa de homicidios estuvo, para 2019, en 11,1 por 100.000 habi-
tantes; también agrega el MSP que “en los últimos años se había registrado un 
incremento de 20 a 80 casos anuales de homicidios, sin lograr disminución alguna 
en los mismos” (MSP, 2019). Lo anterior permite afirmar que, si bien el país tiene 
una baja tasa de homicidios, comparada con la del resto de la región, su incre-
mento es de casi el 44 %, según el PNUD (2020); por ende, las formas de violencia 
pueden estarse originando en algunos factores como el crimen organizado, el cual 
ha permeado la base de la sociedad costarricense y desgastado las estrategias de 
seguridad en el país, y ha logrado incrementar la violencia estructural.

Cabe recordar que la violencia estructural, se establece en la estructura políti-
co- social, principalmente por fuerzas o dinámicas que permiten una dominación 
de ciertos individuos a través de una estructura establecida de allí su nombre es-
tructural, los estudios de investigación para la paz, indican que esta violencia no es 
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visible, se entreteje en todo el conjunto vital de la sociedad y por ende, afirma que 
“deja marcas no sólo en el cuerpo humano, sino también en la mente y en el espí-
ritu” (Galtung, 1985). De ahí pueden originarse diferentes aspectos por analizar de 
esta violencia dentro de un país, lo cual podría ir desde el simple adoctrinamiento 
por una secta religiosa o un partido político hasta generar una percepción de la 
ciudadanía sesgada para los intereses particulares de una élite; sin embargo, en 
Costa Rica la violencia manifiesta y entendida desde la oficialidad es una violencia 
física y relacionada con fuerzas ilegales, como el crimen organizado, pero que tam-
bién, indudablemente, puede poseer elementos de la violencia estructural. 

Seguridad humana: un concepto transversal 
de la política de seguridad costarricense 
Costa Rica generó un plan nacional denominado Plan Bicentenario de Inversión 
2019-2022. Mediante dicho documento, el Estado pretende generar un crecimiento 
económico, dentro de la lógica ambiental global de desarrollo sostenible; es decir, 
un equilibrio entre los procesos productivos y la conservación del medio ambiente, 
apuntando a disminuir la pobreza y desigualdad, acorde ello a los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS). Este plan se desarticula en siete áreas misionales. 
Una de ellas es la seguridad humana, un concepto de la década de 1990, que no 
hace nada diferente de reformular la concepción de seguridad vista a partir del 
Estado, pues antes de la Guerra Fría y durante del siglo XX la seguridad estaba 
enfocada en las amenazas contra el Estado que agredieran su integridad territorial, 
su soberanía, sus principios o sus intereses. Pero la ONU, en una década llena de 
conflictos internos, de tipologías diferentes sobre violencia, insertó la seguridad 
humana como un concepto en el cual Estados y actores no estatales debían im-
plementar dentro de sus políticas internas esa nueva concepción, que, según David 
(2008), significa una seguridad elástica, etérea y que puede tener diversas conside-
raciones desde el tema alimentario, la supervivencia de comunidades, el hambre o 
la pobreza, o todo aquello que aqueje al individuo.

De esta manera, se identifican amenazas omnipresentes (por ejemplo, el cam-
bio climático) y amenazas de carácter interno y externo; se crea con ello la multidi-
mensionalidad de la seguridad para abarcar los diferentes factores que la afectan, 
y así tenemos seguridad ambiental, seguridad política, seguridad democrática, se-
guridad alimentaria, seguridad sanitaria, seguridad económica, seguridad energé-
tica… todas las cuales son dimensiones que van a recaer en los individuos. 
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Siguiendo lo anterior, Costa Rica, en su diversidad ambiental, sostiene que uno 
de los pilares regionales debe recaer en el medio ambiente; de esta manera preten-
de garantizar la seguridad ambiental, entendida como la preservación, el cuidado y 
la ejecución del desarrollo sostenible, conforme a la incorporación de los ODS en la 
agenda pública de Costa Rica, en los periodos presidenciales constitucionales de 
Solís Rivera (2014-2018 y 2018-2022) y de Álvaro Quesada, quien inició la inclusión 
de estos objetivos. El medio ambiente se convierte en una de sus prioridades, a 
tal punto que en la actualidad este país es referente en diversas prácticas de edu-
cación, cuidado y turismo ambiental apuntando a la seguridad humana, pues el 
calentamiento global genera una amenaza directa a la población.

Pero, por su parte, el Plan Bicentenario se enfoca en programas de prevención 
del delito, desde la seguridad ciudadana. Ello es entendible tomando en cuenta 
que el país estructura su política de seguridad en la multiplicidad de factores de 
violencia. Estos planes de prevención, según el MSP, se han enfocado en la mo-
dernización de la Fuerza Pública, pues la percepción que maneja el Estado es un 
incremento de la violencia y la criminalidad, sin perder de vista que el crimen no es 
de origen costarricense, sino producto de una divulgación general, donde se culpa 
a la migración de nicaragüenses, colombianos y dominicanos, principalmente. 

En este país, la seguridad ciudadana recae en la percepción de la población 
frente a la política migratoria, el tráfico y el consumo de drogas, la violencia intra-
familiar, la corrupción como amenaza transversal, y ya mencionada. Y la falta de 
un marco moral en la sociedad, a su vez, vincula el tema de la pobreza, debido al 
logro de los ODS, pero sin ser ello lo más relevante. Todo lo planteado permite vi-
sualizar que, para Costa Rica, la securitización (discurso político) de la agenda es 
conducente a la violencia y al crimen organizado. Así, el actual presidente Quesada, 
desde su candidatura, afirmó, en 2018: “generar un equipo especial para el crimen 
organizado pues no basta con la Fuerza Pública, además de promover una ley 
de confiscación de capitales que no puedan evidenciar su procedencia”. Esto ha 
generado diversas críticas en el país, ya que lo propuesto por Quesada no es sufi-
ciente para disminuir los homicidios ni la violencia en general producto del tráfico 
de drogas.

En los últimos dos años, el análisis y el discurso de la institucionalidad cos-
tarricenses se ha enfocado en grupos criminales nacionales, que no solo se han 
desarrollado desde el tráfico de drogas, sino también, desde los reductos que ge-
nera la globalización desviada. Así, el crimen organizado costarricense se involucra 
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también en el tráfico sexual, el tráfico de órganos, la minería y la tala ilegales y ope-
raciones de lavado de dinero altamente sofisticadas (Insight Crime, 2019).

Por otro lado, la transnacionalización del delito y de las redes ilegales quedó en 
evidencia cuando la Fuerza Pública costarricense desmantelo una banda nacional 
que operaba de manera conjunta con el Cártel de Sinaloa, de México. En la revista 
Diálogo (2020) indicó:

Se relaciona con un grupo criminal asentado en nuestro país, que tenía re-
lación directa con el Cártel de Sinaloa, y que estaba utilizando nuestro terri-
torio para exportar clorhidrato de cocaína hacia México, dijo en conferencia 
de prensa el 10 de septiembre de 2020, el director general del Organismo de 
Investigación Judicial (OIJ) de Costa Rica Walter Espinoza.

Y no es solo el crimen organizado de México: según Insight Crime (2020), la ma-
fia italiana, grupos criminales colombianos como las disidencias de las FARC-EP 
y carteles de otros países centroamericanos, como los de Honduras y Nicaragua, 
usan a Costa Rica como escondite y centro de operaciones ilegales, y convierten 
a dicho país en un foco de inicio y de paso de la droga y armas que se comercian 
en la región. Así, dicho crimen se relaciona con la violencia que en el periodo 2018-
2020 ha venido aumentando, vista la marcada relación entre violencia y crimen. 

Por último, esto incide en la seguridad humana de manera directa y distorsiona 
el mismo concepto en dos puntos: la seguridad humana debe ser interinstitucional 
en cuanto a su garantía y su promoción, pero en este país sigue estando sujeta al 
campo exclusivamente militar y policial. En segundo lugar, aunque se oriente a la 
prevención del delito para su promoción y para la reducción de amenazas como 
pandemias, cambio climático, inestabilidad económica, degradación ambiental, 
innovación tecnológica de energías renovables, etc., la seguridad humana se ve 
inmersa en la lógica de la seguridad nacional.

Seguridad ciudadana en Latinoamérica: Costa 
Rica
Latinoamérica ha centrado sus esfuerzos —en términos de política pública, del sis-
tema judicial, de sus programas de gobierno y de la lucha contra el crimen orga-
nizado— en combatir todo tipo de delitos y la misma violencia invirtiendo muchos 
recursos materiales y capital humano en criminalidad y violencia.
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Latinoamérica es heterogénea en cuanto a sus FF. MM., pues están directa-
mente comprometidas con la lucha contra el crimen organizado y narcotráfico, 
como una intervención directa o indirecta en ciertas actuaciones que se desarro-
llan para combatir estos flagelos; sin embargo, algunos países del subcontinente 
empiezan a tener en cuenta cuatro elementos para estructurar su política de se-
guridad: 1) la realidad internacional; 2) los medios con los que cuenta el país; 3) 
la doctrina, y 4) el marco jurídico. Este último punto se convierte en el pilar de los 
Estados de derecho que buscan alinear la seguridad y el derecho en el respeto de 
los tratados internacionales de los Derechos Humanos (DD. HH.).

La seguridad ciudadana en la región ha tenido un avance en cuanto a la re-
estructuración y las reformas a la institucionalidad de seguridad; sobre todo, en 
la policía y, especialmente, en contexto de alta violencia por la criminalidad. Sin 
embargo, una reforma policial efectiva sostenible ha sido imposible en la región, 
debido a los cambios oscilantes de liderazgo político, pero cabe resaltar que dichas 
reformas han estado encaminadas a la doctrina con una clara alineación del orden 
legal, y ello ha tenido efectos en temas de seguridad nacional a la hora de ejecutar 
megaoperativos que permitan reducir las amenazas internas y, a su vez, mantener 
el acato de los DD. HH.

Ahora bien, dentro de las dinámicas de violencia en Latinoamérica, según 
Fruhling (2009), el enfoque de la seguridad ciudadana se ha centrado en el delito 
urbano en cuanto a que en esa área pueden converger elementos que generan un 
clima de violencia mayor que el que Latinoamérica vivió en la denominada guerra 
de guerrillas, que se gestó principalmente lejos de los centros urbanos. Esto, debi-
do al exorbitante desarrollo poblacional y a las demandas político-sociales de las 
grandes urbes, y que propició la violencia como una herramienta para múltiples 
propósitos.

Sin embargo, la fragilidad estatal es el factor que se expuso al inicio de este ca-
pítulo y que lleva a la sustitución del Estado por estructuras alternativas de poder, 
como el narcotráfico, que trae consigo dos aspectos. Uno de ellos es la suplanta-
ción del aparato estatal en cuanto a resolver las problemáticas de la sociedad. El 
otro es la violencia. 

Existe una teoría de Braga y Sherman (2003) denominada Hot Spots (en es-
pañol, puntos calientes) de criminalidad, según la cual hay puntos en la ciudad 
donde se cometen ciertos tipos de delitos, pero, sobre todo, que dichos puntos 
son sostenibles, perduran a través del tiempo. Pero, ¿por qué se sostienen a pesar 
del cambio generacional de la población? Es esta pregunta la que las policías en 
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Latinoamérica han tratado de solucionar con diferentes estrategias, empezando 
con una política de prevención, y luego, una de intervención policial más directa, 
en cuanto a la georreferenciación de los delitos y el crimen en la ciudad. Por ende, 
se crearon políticas como, en el caso colombiano, el llamado Plan Nacional de 
Vigilancia por Cuadrantes, donde las intervenciones de la policía se realizaba en 
focos de mayor delito; sin embargo, la principal política que se viene desarrollando 
en muchos países es la prevención para resolver la sostenibilidad del delito en ba-
rrios o favelas.

Por otro lado, se persiste en los estudios de seguridad ciudadana en puntos 
de la región donde la fragilidad y la debilidad estatales permiten una expansión del 
delito. Esto se ha convertido en uno de los desafíos para la seguridad regional y, 
principalmente, para Costa Rica. Más adelante se hará referencia a la estrategia 
de seguridad de dicho país, y se analizará la manera como los últimos gobiernos 
costarricenses han procedido para contrarrestar ciertos delitos y amenazas. 

Ahora bien, la debilidad estatal va acompañada de un ineficaz y corrupto siste-
ma de justicia penal, por lo cual se evidencian muchos casos violentos en la región 
y, principalmente, en naciones como Honduras, Guatemala y actualmente Costa 
Rica, donde la fragilidad estatal se caracteriza por la aceptación y el respeto casi 
nulos por la legalidad y el cumplimiento del ordenamiento jurídico, pues la pobla-
ción percibe que otros no cumplen las normas o que el Estado es incapaz o parsi-
monioso al aplicarlas. Eso fue lo que Durkheim denomino anomia, que en la socio-
logía se establece como una conducta colectiva en la cual la sociedad no cumple 
con un ordenamiento legítimo establecido y convierte unas normas internas de 
ciertos grupos de poder en las reglas por asumir; estos grupos son pequeñas élites 
políticas o, en el peor de los casos, grupos criminales donde la población no solo 
obedece esas reglamentaciones y esos comportamientos, sino que se identifica 
con sus líderes, y se gesta, entonces, una especie de paraestado.

Lo anterior permite analizar que la seguridad costarricense tiene dos aspectos 
muy dignos de tenerse en cuenta: 1) Costa Rica ha tenido una política pública de 
seguridad ciudadana enfocada en un elemento básico de la seguridad: homicidios, 
hurtos, percepción ciudadana en términos de seguridad y aumento de la presencia 
policial; pero lo interesante en este aspecto es que dicha seguridad hace parte del 
gran aporte de la seguridad nacional del país; y 2) la estrategia de seguridad y de-
fensa está encaminada, principalmente, a tres amenazas que prueban la fragilidad 
del Estado: los homicidios dolosos, el narcotráfico y los delitos contra la propiedad 
(Plan Nacional de Desarrollo 2019-2022); dicha estrategia, además, complementa 
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la seguridad con Plan Estratégico del Ministerio de Seguridad 2019-2023, donde 
solo se enfatiza en combatir el narcotráfico. Si bien el plan ordena que se establez-
ca un programa nuevo, llamado Sembremos Seguridad —el cual buscar priorizar y 
focalizar delitos—, también complementa con riesgos sociales y de prevención con 
la participación ciudadana; curiosamente, el mencionado programa está basado y 
asesorado con la Policía Nacional de Colombia (MSP, 2021).

Como ya se mencionó, la seguridad ciudadana de Latinoamérica está ligada a 
la seguridad humana, y en las Orientaciones Políticas del Ministerio de Seguridad 
Publica 2020 de Costa Rica, se estipula su parecer sobre ella cuando se afirma que 
su objetivo principal es 

[…] mejorar la seguridad ciudadana, recuperar la paz y promover la convivencia 
y la inclusión, se ha implementado diversas estrategias policiales e institucio-
nales que se orientan a eso: a mejorar la calidad de vida de las personas que 
habitan en este país. (MSP, 2021) 

La calidad de vida es el pilar del concepto de seguridad humana. Se refiere 
a cualquier aspecto que degrade dicha calidad; por eso, el hambre, la pobreza, el 
medio ambiente y los delitos que atenten contra la integridad del individuo (hurtos, 
homicidios, extorsión, consumo de psicotrópicos) son amenazas a la seguridad. 
A continuación, se hará un análisis de la estrategia Orientación de la Seguridad 
Publica de Costa Rica, para complementar estos elementos teóricos y de análisis. 

Estrategia de Seguridad en Costa Rica 
A lo largo de este capítulo se insistió en que Costa Rica, al carecer de unas FF. MM. 
se enfoca en la construcción de una seguridad publica donde la estructuración de 
su PSD se enfrenta, principalmente, a las amenazas internas que representen ma-
yores riesgos a la convivencia ciudadana y su cultura de paz entre el pueblo costa-
rricense y los demás países de la región; a su vez, en el orden externo los riesgos 
y amenazas son aquellas que se perciben a partir del sistema internacional y de 
la dinámica regional. El MSP establece unas orientaciones y políticas públicas que 
estructuran lo que, para el país, se asemeja a una seguridad y defensa nacional. La 
tabla 1 expone las características de las amenazas internas y externas de Costa 
Rica.
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Tabla 1. Características de las amenazas internas y externas de Costa Rica

Amenazas internas Amenazas externas

Crimen organizado Crimen Organizado Trasnacional

Hurtos, homicidios, contravenciones Narcotráfico

Pobreza extrema, enfermedades crónicas Delitos en el ciberespacio

Violencia física y violencia estructural Zonas fragmentadas o regiones estratégicas 
que generen conflictos limítrofes (marítimos, 
principalmente)

Corrupción y fragilidad de las capacidades 
interinstitucionales e institucionales

Extorsión por grupos criminales no 
costarricenses

Proliferación de armas (pequeñas y de largo 
alcance)

Inestabilidad política de los países vecinos (por 
ejemplo, Nicaragua)

Vulneración de los DD. HH. (seguridad humana) Fenómeno migratorio y su incremento de la 
violencia y la discriminación

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Seguridad Pública de Costa Rica (2020).

La tabla 1 deja entrever un aspecto importante, y es que la teoría de Ayoob 
queda reflejada en la estructuración de la PSD de Costa Rica, por el énfasis de las 
amenazas en el carácter interno, y no solo por ser un país subdesarrollado, sino 
porque el carácter fundamental de las FF. MM. de un Estado se halla inmerso en la 
soberanía exterior; por ello, puede deducirse que la seguridad costarricense tiene 
un componente interno que basa su propio análisis de seguridad en la subjetividad; 
es decir, las percepciones de la población con respecto de las condiciones de se-
guridad propias del país. Eso es lo que los estudios de seguridad (David, 2008) de-
nominan amenazas subjetivas, que pueden componerse de sentimientos, miedos, 
mitos o hasta fake news que toman como verdad un determinado hecho, pero que, 
a través de decisiones y modificaciones de comportamiento, pueden traducirse en 
situaciones reales. Ante dicha subjetividad nace el componente cibernético, donde 
los comentarios y la opinión pública en las redes sociales entrevén aquello a lo cual 
los ciudadanos le temen: ser víctimas de delitos e inseguridad.

En la seguridad ciudadana en Costa Rica, ante la certeza del deber de proteger 
a los ciudadanos y la preocupación por los diferentes gobiernos, desde Chinchilla 
hasta el presidente actual, ha estado presente la conceptualización de la segu-
ridad en el individuo, en honrar los DD. HH. y en las estrategias para cuidar las 
violaciones contra la propiedad y el homicidio. Pero, como bien lo decía Bartolomé 
(2019), la política de seguridad debe tener un componente en pro de minimizar las 
amenazas transversales. La corrupción está en las orientaciones de la política del 
Ministerio de Seguridad cuando este expone las reformas de policía que se han 
presentado en Latinoamérica; así, se busca 
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Fortalecer el funcionamiento del régimen disciplinario interno civil e indepen-
diente de los cuerpos de policía, lo que afortunadamente le otorga cierto nivel 
de independencia. Se mejorará su funcionamiento buscando sobre todo ace-
lerar los casos relacionados con la corrupción en servicio de la policía. (Obser-
vaciones de Seguridad Publica, 2020, p. 64) 

Es decir, la corrupción en esta entidad se convierte en la principal actuación del 
gobierno, pero no en otras instituciones del Estado.

Sin embargo, las políticas de seguridad en Costa Rica de la última década le 
apuestan, en gran medida, a la prevención: no solo se trata de la corrupción interna, 
que sirve como discurso político de contención para la oposición en el Congreso, 
sino que la prevención es la mayor característica de la defensa y seguridad definida 
por el país desde 1949, cuando se reformó la Constitución Política, en el sentido de 
que el país evita hacer realidad el artículo 12 de la Constitución: “Sólo por convenio 
continental o para la defensa nacional podrán organizarse fuerzas militares”, pues 
dicha acción es percibida como un límite del poder estatal. 

Así, Costa Rica se observa a sí misma y se construye ideológicamente en el 
ámbito externo como país que garantiza y promociona los DD. HH., a tal punto 
que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) tiene su sede en San 
José de Costa Rica, además de la percepción de una cultura de paz entre sus ciu-
dadanos que, subjetivamente para la nación, constituye el desarrollo humano y 
económico que el Estado ha tenido en las últimas décadas. Para responder a dicha 
intersubjetividad de la seguridad, los últimos gobiernos costarricenses le apues-
tan a la prevención como la principal estrategia de seguridad ciudadana, como se 
muestra en la tabla 2.

Tabla 2. Políticas de seguridad de Costa Rica

Políticas de Seguridad Objetivos

Política de Estado en materia de Seguridad 
Ciudadana y Paz Social (POLSEPAZ) 2011-2021

1) Prevención; 2) atención y protección 3) repara-
ción y reintegración

Plan Nacional de Prevención de la Violencia y 
Promoción de la Paz Social 2011-2014

1) Protección especial a la niñez, la juventud y 
la familia; 2) la sociedad civil como aliada en la 
prevención de la violencia; 3) comunicación para 
la paz; 4) abordaje de la problemática armas de 
fuego; 5) resolución pacífica de conflictos; 6) ob-
servatorio de la violencia; 7) fortalecimiento de 
las capacidades de los gobiernos locales y de las 
comunidades en prevención de la violencia y pro-
moción de la paz social
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El Plan Nacional de Desarrollo 2015-2018 “Alberto 
Cañas Escalante”

1) impulsar el crecimiento económico y el em-
pleo de calidad; 2) combatir la pobreza y reducir 
la desigualdad; 3) es un gobierno abierto, trans-
parente y que lucha contra la corrupción

Plan Nacional de Desarrollo y de Inversión 
Pública del Bicentenario 2019-2022
Programa “Sembremos Seguridad”

1) Priorizar delitos y riesgos sociales; 2) identifi-
car las estructuras criminales; 3) narcotráfico y 
crimen organizado; 4) articulación de capacida-
des interinstitucionales e institucionales

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Seguridad Publica de Costa Rica (2021).

En la tabla 2 se evidencian dos puntos que han sido centrales en este capítulo. 
El primero de ellos es que Política de Estado de Seguridad (Polsepaz) se compone 
de dos características: una objetiva, que es la seguridad ciudadana, y otra subjeti-
va, que es una percepción de seguridad entre la población. En esa construcción de 
política pública, los actores relevantes a la hora de materializarla fueron los medios 
de difusión, que presionaron por tener una “mano dura” con la criminalidad; tam-
bién, por otro lado, la población se encargó de manifestar la demanda de seguridad 
en temas de violencia de género y violencia de bandas organizadas, que para la 
época eran exclusivamente extranjeras, sin ninguna costarricense, y despreciando 
de esta manera la prevención como la única manera de solventar la situación de 
inseguridad. 

No obstante, esto no quiso decir que las políticas posteriores de seguridad no 
tomaran en cuenta la prevención en su esencia básica —es decir, programas de 
optimización de la labor policial con participación ciudadana—, sino que la com-
binaron con gestión policial inteligente: por ejemplo, la presidenta Laura Chinchilla 
inició la relación entre inteligencia y prevención como la mejor forma de seguridad 
nacional (Villalobos, 2014).

Ahora bien, se recalca que el crimen organizado y el narcotráfico son las ame-
nazas primordiales en la agenda de seguridad costarricense; pero, ¿qué sucede 
en el ámbito externo? Pues bien, Costa Rica tiene unos intereses geoestratégicos 
en el sistema internacional que van a incidir en la seguridad del país: 1) los lími-
tes marítimos que comparte con Nicaragua, Panamá, Ecuador y Colombia, y 2) 
su esfuerzo continuo por revestir la garantía de los DD. HH., el respeto al derecho 
internacional y la reducción de las amenazas transnacionales que impacten la se-
guridad humana. 

En el primer punto, según Esquivel (2015), los intereses geopolíticos de los paí-
ses generan una latencia en la conflictividad interestatal (Cohen, 2009), no en sen-
tido bélico, pero sí en choques diplomáticos y sanciones internacionales. Ante ello, 
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Costa Rica hizo un anuncio que enfatizó su aspiración sobre el océano Pacífico, no 
solo en cuanto a solventar los límites con los países mencionados, sino que preten-
día una proyección hacia la Antártida. Esto último solo es posible en su ambición 
con la isla de Malpelo y la isla del Coco, así como en ampliar la zona económica ex-
clusiva adelante de la ubicación de la isla del Coco, según se muestra en la figura 1.

Figura 1. Ubicación geográfica de Costa Rica.

Fuente: Michel Montoya, de la Fundación Amigos Isla del Coco (2009).

El Pacífico es una zona que cobra importancia geoeconómica para las rela-
ciones económicas internacionales. La pretensión costarricense incluye disponer 
de una área marítima once veces su tamaño terrestre, además de controlar rutas 
comerciales que incluirían a Costa Rica no solo como punto de referencia en el 
comercio internacional, sino en los diferentes recursos escasos que se convierten 
en la Política de Defensa Nacional. Cabe recordar que en 2014 Costa Rica querelló 
a Nicaragua ante la Corte Internacional de Justicia y ganó 25.330 km2 en el Océano 
Pacífico (La Nación, 2018).

Lo anterior demuestra que la política y los planes de desarrollo de incluir el 
medio ambiente, la defensa de los intereses a través de la resolución pacífica de 
controversias, la inmersión de este país en las relaciones transpacíficas y la inte-
gración económica en la región ponen los intereses geopolíticos en una proyección 
de poder marítimo; lamentablemente, Colombia queda rezagada en ese aspecto.
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Por último, la seguridad costarricense encuentra en las dinámicas internacio-
nales de la globalización uno de sus mayores riesgos, por cuanto no se trata solo 
de la manifestación del crimen organizado, del narcotráfico, sino, además, de las 
utilidades que este tipo de economía criminal obtiene, como ya se mencionó, de la 
globalización desviada: los dividendos que se transfieren a diferentes grupos cri-
minales, como los que alcanzan a perpetrar las finanzas públicas para sus propios 
intereses económicos, la hibridación de la guerra en la separación de lo legal y lo 
ilegal, el descontento social en la región y la inestabilidad política latente y presente 
en la región latinoamericana, todo lo cual ubica a Costa Rica como un país que se 
vio forzado a reformar su policía en cuanto a la doctrina y sus funciones específi-
cas en operativos, y las cuales para la década de 1950 no imaginaba determinar en 
un mundo en el que las tecnologías, el consumo y el deterioro ambiental son parte 
de la seguridad nacional. 

Conclusiones 
La seguridad pública costarricense avanza de acuerdo con tres factores: corrup-
ción, amenazas trasnacionales y fragilidad estatal, los cuales alimentan amenazas 
que no presentaba este país décadas atrás, como el crimen organizado y el nar-
cotráfico; sin embargo, ello demuestra la hipótesis del realismo subalterno, en la 
cual los países subdesarrollados se preocupan por las amenazas internas debido 
a su ineficiente construcción estatal y sus litigios limítrofes, como también, por los 
múltiples factores sociales que ahondan la problemática de la seguridad nacional.

La prevención, que se convirtió en el baluarte costarricense para solventar la 
crisis de seguridad ciudadana y regional, ha dado avances acompañados de inte-
ligencia policial, cooperación internacional y cooperación técnica en la implemen-
tación de estrategias de vigilancia por cuadrantes, tal como se hizo con la Policía 
Nacional de Colombia.

El crimen organizado costarricense, apoyado por otros grupos armados e ile-
gales de la región, ha sido el mayor desafío para el país en los últimos cinco años. 
De acuerdo con ello, el actual presidente Quesada estableció, para la seguridad, la 
inteligencia estratégica, con una política de orientaciones de política de seguridad 
enfocada en la prevención, pero, sobre todo, en los hot spots, o puntos calientes, en 
la búsqueda de programas locales que permitan la resolución de factores sociales 
que llevan a la criminalidad y violencia, de forma continua y sostenible. Por otro 
lado, las amenazas trasversales se construyen socialmente, y es donde el Estado 
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y la relación entre policía y comunidad se convierten en el instrumento para re-
solverlo; de ahí que Costa Rica implemente una política pública donde el común 
denominador son la prevención y la participación ciudadanas.

La seguridad para Costa Rica, en el ámbito internacional, pretende seguir 
teniendo la percepción y la construcción de la idea de que es un Estado respe-
tuoso del derecho internacional; de ahí que resolviera sus límites marítimos con 
Colombia, Panamá y Ecuador, de manera diplomática, al contrario de lo que suce-
dió con Nicaragua: en todo caso, a través de un litigio internacional logró ganar una 
zona marítima importante tanto en el Pacífico como en el Caribe. Eso demuestra 
que los intereses geopolíticos costarricenses se hallan presentes en la estructura-
ción de una política de seguridad y defensa del Estado y, a pesar de que carezca 
de unas FF. MM., impone a la región latinoamericana que no por ello los intereses 
nacionales pueden verse subordinados a otros países. 

Por último, Costa Rica reformó su policía en un aspecto doctrinario y opera-
cional, no tanto por aspectos internos, sino por la misma dinámica regional, pero 
guardando los principios constitucionales y, obviamente, los internacionales, a 
todo lo cual le ha inyectado lógicas estratégicas, capacidades y funciones espe-
cíficas operacionales muy cercanas a una defensa nacional, con militarización de 
actuaciones en los desafíos más importantes para la seguridad del país, pero, eso 
sí, siempre pensadas en la seguridad ciudadana, en el individuo y de allí, para el 
resto del país.
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Introducción
El presente capítulo busca, de manera clara, exponer hasta dónde llegan y cómo 
se establecen las políticas públicas de la República Socialista de Cuba, tomando 
en cuenta, desde todo punto de vista, su sistema de gobierno y cómo, de alguna 
manera, afecta a sus ciudadanos y a los países del hemisferio, y sin perder de vista 
que desde hace más de 60 años su sistema político es un régimen socialista.   

Esto nos ayudará a entender cómo se centran y se describen dentro de los 
campos del poder. Cabe destacar que desde su incursión en el socialismo, la isla 
ha tenido una injerencia de su mayor promotor: la extinta URSS, que, dentro del 
mundo bipolar de la Guerra Fría, marcó un hito en la historia de la seguridad y 
defensa, dentro de una nación que en principio era democrática, y que luego de la 
Revolución cubana cambió todo su sistema político y de pensamiento dentro de 
estas políticas públicas en materia de defensa.

Así mismo, es evidente que la obra de la Revolución cubana es un arraigo fun-
damental encarnado en la mente del pueblo cubano, toda vez que sus desarrollos 
en ciencia y tecnología —específicamente, en biotecnología y en la seguridad inter-
na y externa de la nación— son dimensiones preponderantes dentro de la defensa 
de la revolución. La protección de sus intereses nacionales hace parte de las po-
líticas públicas, que se podrán apreciar y entender en la manera como el Partido 
Comunista Cubano ha influido dentro del pensamiento ideológico de cada ciuda-
dano: la alfabetización doctrinal y el adiestramiento del pueblo se incluyen dentro 
de esas políticas de Estado para mantener la revolución y, en caso de una amenaza 
o un riesgo latentes, se empleará a los ciudadanos, como lo enfatizaba el difunto 
Fidel Castro, en una “guerra del pueblo”.
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Definiendo el concepto de políticas públicas
Para entender el sentido del presente capítulo es necesario comprender el concep-
to de políticas públicas, pues si bien es cierto que el tema es digno de la atención 
de cada Estado, lo podemos interiorizar de tal manera que hay estándares de dicho 
tema a escala mundial y, por ello, se debe entender cómo se define el mencionado 
concepto, para, posteriormente, describir cómo lo concibe el Gobierno cubano a 
través de su partido comunista.

Las políticas públicas son un factor común de la política y de las decisiones 
del gobierno y de la oposición. Así, la política puede ser analizada como la 
búsqueda de establecer o de bloquear políticas públicas sobre determina-
dos temas, o de influir en ellas. A su vez, parte fundamental del quehacer del 
gobierno se refiere al diseño, gestión y evaluación de las políticas públicas. 
(Lahera, 2004, p. 6)

En este sentido, el Gobierno cubano basa sus políticas públicas sin oposición 
al Partido Comunista; así mismo, la estructura de sus políticas públicas tiene un 
enfoque multidimensional, si se entiende que, en el caso particular de la seguridad 
y defensa, las políticas públicas se hallan incrustadas en todos los organismos del 
Estado cubano.

Aparte de tener diferentes políticas públicas en todos los sectores de la institu-
cionalidad, al haber un solo partido político, que es el Partido Comunista Cubano, 
este influye en la realidad social de la esfera pública cubana, y en esta se vinculan 
muchas soluciones amplias y secuenciales, la participación en temas específicos, 
los esfuerzos compartidos —como la defensa y seguridad de la nación—, al incluir 
a todo el pueblo cubano y volverlo partidario en la educación cubana, impartido 
en todas sus intuiciones de educación superior e influyendo en el pensamiento de 
manera doctrinal en las personas.

Por otra parte, en el nuevo escenario que vive la nación cubana, es importante 
destacar algunos hechos históricos desde la Revolución cubana, en 1959, toman-
do en cuenta que Estados Unidos pasó de ser su más importante socio comercial 
a ser su principal enemigo. Cuba generó un descontento al nacionalizar las empre-
sas privadas de origen estadounidense y, como consecuencia de ello, el país del 
norte respondió con un embargo económico. 

Tal situación condujo a cuba a pactar con la URSS, y ello provocó el desem-
barco de Bahía Cochinos, así como la crisis de los misiles y toda una serie de 
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situaciones de interés nacional en cuanto a amenazas a la seguridad nacional y la 
defensa, principalmente, de la revolución. Por ello, Cuba ha temido una invasión por 
parte del vecino del norte, y por eso ha generado dentro de sus políticas públicas 
el eje fundamental de la defensa y seguridad de la nación, en cabeza del Partido 
Comunista Cubano.

Otro aparte ineludible a la definición de las políticas públicas se centra en el 
contexto de la estrategia descrito en varios factores, tales como: 

1.	 Pérdida sostenida de ingresos en divisas por un período relativamente pro-
longado, como consecuencia de:
•	 el no arribo de turistas internacionales y
•	 la indisponibilidad de otros ingresos por exportaciones, debido a la caí-

da de la demanda de productos tradicionales cubanos en los mercados 
internacionales.

2.	 Gastos adicionales y no previstos para:
•	 asegurar la actividad del sistema de Salud Pública, incluido los centros 

de aislamiento y urgencias de insumos y materiales médicos, entre 
otras;

•	 garantizar a la población los recursos indispensables para la alimenta-
ción, la higiene y demás necesidades básicas; y

•	 proteger a trabajadoras y trabajadores estatales y no estatales, incluido 
los interruptos, manteniendo prestaciones y beneficios a jubilados, pen-
sionados y asistenciados.

3.	 Incremento del déficit del Presupuesto del Estado como consecuencia de 
los gastos adicionales y no previstos.

4.	 Agudización del bloqueo económico, comercial y financiero del Gobierno 
de EE. UU. en plena pandemia, con el incremento de la persecución para 
impedir la llegada de combustibles a la Isla, el otorgamiento de créditos, y 
la exportación de bienes y servicios, además de una afiebrada campaña 
de descrédito contra la colaboración médica internacional cubana. (juven-
tudrebelde, 2020)

Al analizar cada una de estas líneas del contexto de la estrategia, no cabe duda 
de que para el Partido Comunista Cubano es de vital importancia generar políticas 
públicas dentro de su sociedad y dentro de las instituciones del Estado cubano, 
con el argumento de que tanto su seguridad alimentaria como la económica, la 
agraria, la de salud pública, la tecnológica y la educativa se ven amenazadas por 
el embargo de Estados Unidos, y poniendo como principios fundamentales de la 
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supervivencia del Estado la planificación centralizada, los beneficios y la repercu-
sión de estos en la sociedad, el desarrollo social, la infraestructura de la nación, los 
organismos con poderes públicos que responden a las necesidades del Estado, y 
que es importante desarrollar políticas que vayan encaminadas a la defensa del 
Estado cubano como un todo (León, 2014, p. 2).

Cómo se constituye la seguridad y defensa de 
Cuba
En principio, la seguridad y defensa de Cuba se matiza dentro de Ley de Defensa 
Nacional, descrita como la Ley 75, o Ley de la Defensa Nacional, constituida en 
un documento de 27 páginas y 16 capítulos, y dividida en varias secciones por 
cada capítulo y con disposiciones especiales, transitorias y finales, la cual data de 
diciembre de 1994 (Ministerio de Planificación y Medio Ambiente, 1994).

Esta ley regula y describe en su artículo primero que 

[…] la declaración de las situaciones excepcionales, sus efectos y su termi-
nación; la organización y funciones de los Consejos de Defensa, como órga-
nos de dirección del país durante las situaciones excepcionales; las fuerzas 
que participan en la defensa empleando los medios de lucha armada; los ele-
mentos fundamentales del servicio militar que deben prestar los cubanos; las 
cuestiones esenciales de los grados militares; y los principios generales de la 
preparación del país para la defensa. (Asamblea Nacional del Poder Popular, 
1994, p. 2)

Se sobreentiende que esa doctrina militar, de alguna u otra forma, es sucedi-
da y engendrada por las enseñanzas que dejó la era soviética, con énfasis en la 
dirección del Partido Comunista como el eje conductor de la política de defensa 
del país en todos los aspectos de la seguridad nacional y de las instituciones que 
la conforman.

Por otra parte, cabe resaltar que, en su artículo tercero, la mencionada ley tiene 
cuatro apartes muy dicientes no solo para la seguridad y defensa de Cuba, sino 
también, para muchos países, como lo hace Estados Unidos en una orientación 
estratégica de la seguridad nacional, y donde se toman en cuenta aspectos como 
el panorama de la seguridad nacional y las prioridades de la seguridad nacional 
(Díaz, 2021). 
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Dicho artículo describe que 

[…] la Doctrina Militar Cubana, como el conjunto de ideas y concepciones cien-
tíficamente argumentadas, adoptadas por el Estado sobre la esencia, los ob-
jetivos, el carácter, las particularidades y las consecuencias de la guerra; la 
preparación del país para realizarla exitosamente y con ello tratar de evitarla; 
y los métodos para su realización y conducción, con el fin de enfrentar una 
agresión militar. Esta doctrina tiene como fundamento la concepción de la 
Guerra de Todo el Pueblo. (Asamblea Nacional del Poder Popular, 1994, p. 2)

Tomando en cuenta lo anterior, puede analizarse que, en principio, la defensa 
nacional como política pública está inmersa dentro de la sociedad cubana, dado el 
control político del Partido Comunista sobre el pueblo cubano; así mismo, es impe-
rativo para este último defender en principio el Partido Comunista y la supremacía 
de este; en cuanto al territorio, también es imprescindible el control sobre este y la 
defensa estratégica, con todos los medios disponibles del poderío militar y de las 
milicias de origen civil. Considerando que la lucha es de todo el pueblo, las zonas 
de defensa territorial también son parte de la integralidad de lucha del partido, pues 
dichas zonas son una manera de controlar la estructura territorial y el sistema de-
fensivo para la defensa de la nación. Todo esto, con el fin de defender y alimentar 
el nacionalismo cubano, promover una distribución favorable de los recursos del 
Estado y dirigir y mantener un sistema sólido dentro del Partido Comunista como 
único director de la defensa de la nación (Díaz, 2021).

Por otra parte, es bueno destacar que la seguridad y defensa cubana se en-
cuentra encarnada como un objetivo de disciplina, tal como lo describe el Instituto 
Superior de Tecnologías y Ciencias Aplicadas (InSTEC) en sus objetivos educativos:

1.	 Defender la Patria con la convicción de que ello constituye el más grande 
honor y deber supremo de cada cubano, apoyándose en sus motivaciones, 
preparación profesional y convicciones patrióticas e internacionalistas.

2.	 Asumir la Seguridad y Defensa Nacional, mostrando la convicción de sal-
vaguardar nuestra integridad como nación, su identidad nacional, sobera-
nía e independencia verdadera ante la política de nuestros enemigos en 
especial de los gobiernos hegemónicos de los Estados Unidos. (Instituto 
Superior de Tecnologías y Ciencias Aplicadas [InSTEC] , s.f.)

Como se hace notorio, es prácticamente una doctrina y una disciplina que las 
instituciones educativas cubanas tengan como asignatura obligatoria el ideal de 
asumir la defensa y seguridad nacional dentro de su currículo académico y como 
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parte de una política pública, no solo del gobierno, sino del único partido político 
existente en la isla.

Así mismo, el conocimiento se enfoca en las raíces mismas de la historia y la 
política exterior que han tenido tanto Estados Unidos como el Gobierno cubano 
hacia una posible agresión por parte del titán del norte, situación surgida tras la 
Revolución cubana, y que ha sido heredada de la era soviética al finalizar la Guerra 
Fría. Por ello, se adoctrina dentro de las instituciones, como una forma de política 
pública en la defensa y seguridad nacional, para evitar una eventual invasión esta-
dounidense o un posible ataque, manteniendo los ideales de proteger la revolución, 
el territorio y al Partido Comunista (InSTEC, s.f.).

Tras los ataques terroristas del 11-S, para los cubanos fue claro que la inten-
ción de Estados Unidos fue utilizar dicho evento como pretexto para anexionarse 
la isla, atacarla y acabar con su sistema político, por lo que para el sistema polí-
tico cubano se hizo imprescindible inculcar dentro de las mentes del pueblo que 
Estados Unidos tiene la firme intención de invadir su país y acabar con el sistema 
político cubano. Tal situación es aprovechada por el miedo y el terror que inculcan 
en la población y se utilizan para mostrar que las políticas de defensa y seguridad 
son viables para la defensa de la isla.

Vale la pena resaltar que la concepción estratégica de la defensa se fundamen-
ta en la doctrina, tomando en cuenta las amenazas y los riesgos que afectan los 
intereses de la nación cubana. Por ello, es claro determinar que en el concepto de 
seguridad y defensa para la nación cubana se describe que

La República de Cuba basa su política para la defensa nacional en su aspira-
ción de paz digna, verdadera y válida para todos los Estados, asentada en el 
respeto a la independencia, soberanía y autodeterminación de los pueblos, así 
como en su compromiso de cumplir los demás principios proclamados en la 
Carta de las Naciones Unidas y en otros tratados internacionales de los cuales 
sea parte. La doctrina militar cubana es el conjunto de ideas y concepciones 
científicamente argumentadas, adoptadas por el Estado sobre la esencia, los 
objetivos, el carácter, las particularidades y las consecuencias de la guerra; 
la preparación del país para realizarla exitosamente y con ello tratar de evi-
tarla; y los métodos para su realización y conducción, con el fi n de enfrentar 
una agresión militar. Esta doctrina tiene como fundamento la concepción de 
la Guerra de Todo el Pueblo. Concepción estratégica defensiva del país, que 
resume la experiencia histórica acumulada por la nación; se basa en el des-
pliegue del sistema defensivo territorial como sustento de su poderío militar, 
y en el empleo más variado de todas las fuerzas y recursos de la sociedad y 
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el Estado. (Ley de Defensa Nacional, N.º 75-21/12/1994, Preámbulo y Art. 3) 
(Resdal, 2014)

Esto quiere decir que la concepción y la definición de cada Estado en cuanto 
a la seguridad y defensa nacional es importante dependiendo de cada uno de sus 
intereses; por ello, las políticas públicas en esta materia son importantes para la 
supervivencia de cada Estado. Así mismo, para cada Estado las amenazas y ries-
gos de la seguridad nacional son diferentes, pero siempre van de la mano con sus 
intereses nacionales, y para el caso de Cuba, de una u otra forma, con los intereses 
políticos del Partido Comunista configurado en una dictadura como régimen auto-
ritario con un único partido.

Por otra parte, la situación del embargo económico, ha obligado al Partido 
Comunista a innovar y desarrollar nuevas políticas para garantizar la supervivencia 
del Estado: por ejemplo, la seguridad alimentaria como tal, además de garantizar 
las necesidades básicas para el sostenimiento de la población civil. Uno de los pun-
tos más críticos de las políticas de defensa en Cuba tal vez ha sido la crisis de los 
misiles, que, como lo afirman en uno de los cuatro factores clave de las relaciones 
entre la isla de cuba y los Estados Unidos, fue

[…] durante la Guerra Fría, cuando a cambio de la ayuda y protección soviética, 
La Habana se ofreció a Moscú como una cabeza de playa desde la cual misi-
les nucleares podían amenazar objetivos clave del sur del EE.UU., incluyendo 
la desembocadura del río Misisipi, las principales instalaciones petroleras, así 
como importantes puertos del país. (Bermúdez, 2021)

Como ya se mencionó, esto desencadenó muchas de las situaciones que hoy 
en día sufre Cuba 60 años después de dicha crisis, lo que ha llevado a la isla del 
Caribe a adoptar medidas en relación con sus políticas públicas de seguridad y 
defensa.

La seguridad nacional y sus principales 
dimensiones
Para entender y dimensionar las políticas públicas de la seguridad y defensa nacio-
nal en Cuba, hay que tener claro cuáles son los ejes y las principales dimensiones 
que se visualizan en la seguridad nacional de dicho país.
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Las palabras del difunto Fidel Castro, que materializó en ideales políticos y 
enfatizan distintas formas de adoctrinamiento político, y vale la pena resaltarlas 
como equivalentes a la seguridad del pueblo.

Estas ideas son las siguientes: 
1.	 ‘Nuestros objetivos y nuestros sueños: crear la sociedad más fraternal y 

humana que pueda concebirse, donde todas las fuerzas y todos los recur-
sos sean puestos al servicio del hombre’.

2.	 ‘Tenemos que asegurar la supervivencia de nuestra Revolución contra 
cualquier desvío, contra cualquier peligro, externo o interno, hoy, mañana y 
siempre’.

3.	 ‘Lo primero que haré siempre cuando vea en peligro la Revolución será 
llamar al pueblo’.

4.	 ‘Las ideas pueden más que las armas por poderosas y sofisticadas que 
estas sean’.

5.	 ‘Mientras exista el imperialismo, el Partido, el Estado y el pueblo les presta-
rán a los servicios de la defensa la máxima atención. La guardia revolucio-
naria no se descuidará jamás. La historia enseña con demasiada elocuen-
cia que los que olvidan este principio no sobreviven al error’. (González, s. 
f., p. 5)

Es evidente que la formación revolucionaria y la indudable herencia de la extin-
ta URSS se ven reflejadas en los anteriores apartes, pues ello deja entrever que la 
doctrina del fundamento teórico de la seguridad nacional en Cuba hace parte de 
la misma revolución y de sus anales desde el nacimiento de la revolución, ligados 
íntimamente al nacimiento del Partido Comunista Cubano.

Ahora bien, vale la pena mencionar las dimensiones de la seguridad nacional 
cubana:

1.	 Seguridad polito-moral: Descrita como la capacidad humana para mo-
vilizarse, el poder dirigente del Partido Comunista, el potencial del poder 
del pueblo como fundamento político y que intuye la ideología de la re-
volución. Indiscutiblemente, está por encima la organización política del 
pueblo como sociedad y la unidad nacional.

Los principios morales básicos en los cuales se sustenta son: la unidad del 
pueblo, la fidelidad al Partido, al Socialismo y a la Revolución Cubana, la entre-
ga total a la construcción de una nueva sociedad, fe en la victoria; y la defensa 
de valores morales tales como: patriotismo, internacionalismo, honestidad, 
dignidad, modestia, desinterés, altruismo, solidaridad y heroísmo, los que 
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afianzan la capacidad de resistencia, elevan la disposición a la lucha contra 
el agresor y por alcanzar una sociedad socialista mejor (González, s. f., p. 10)

	 Es importante destacar que dichos principios morales son parte del adoc-
trinamiento de la revolución; todo, en principio, es en defensa y por la pro-
tección de la obra de la revolución, y por ello ese factor preponderante de 
estos principios morales forma en primera línea la constitución del pen-
samiento moral de todo ciudadano cubano, el de defender a la revolución 
como obra fundamental del legado del difunto Fidel Castro, para emerger 
en un nuevo estado, una nueva nación.

2.	 Seguridad económico-social: Seguridad que, con la situación del embar-
go económico por parte de Estados Unidos, tiene un valor preponderante 
dentro de la seguridad y defensa nacional de Cuba. Esta es definida como 
garantizar el sostenimiento y desarrollo para alcanzar la seguridad nacio-
nal, con la expresión “Sin economía no hay socialismo”, según lo manifes-
tado por Castro. El objeto fundamental de esta dimensión es la autosos-
tenibilidad y no depender de nadie; mucho más, cuando las principales 
exportaciones del país se basan en su capital humano: la medicina a través 
de médicos y, también, de las diferentes disciplinas deportivas, que siem-
pre se están exportando a la región y, especialmente, en Latinoamérica. 

	 Por ello, el Partido Comunista Cubano ha declarado elemento de la seguri-
dad nacional el patrimonio y la producción de despensas como necesidad 
para la sociedad, y se ha enfocado en la producción agrícola y en nuevas 
medidas para desarrollar la economía alimentaria impulsando las formas 
de gestión no estatal, adentrándose en una combinación de empresas es-
tatales con el sector privado, para así impulsar dicha economía y siendo 
considerada factor importante de la seguridad nacional (Vicent, 2021).

	 También se ha planificado recientemente la estrategia de desarrollo eco-
nómico a causa del Covid-19 y del arrecio del embargo económico contra 
Cuba por parte de Estados Unidos; factores clave como la pérdida de in-
greso en divisa y el incremento del déficit presupuestario son elementos 
que han trascendido en el último año, y por ello se ha trazado un plan para 
2030, con la participación de todos los actores de la economía, las fortale-
zas del apoyo del pueblo cubano a la revolución, la innovación en procesos 
productivos y la gestión eficiente y racional de los recursos (Ministerio de 
Planificación y Medio Ambiente, 2021).
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3.	 Seguridad militar: Se constituye en la principal dimensión, tomando en 
cuenta que por medio de ella se constituirá la defensa contra cualquier 
agresión y amenaza hacia la isla. El ser humano, como componente fun-
damental en defensa de la revolución, será y es el principal elemento den-
tro de esta dimensión, al ser el poderío militar y todas sus capacidades el 
principal elemento para que, de forma coordinada, se brinden las oportuni-
dades de este componente para enfrentar una guerra. 

	 Para Cuba, su principal enemigo es, indudablemente, el vecino del norte, al 
que la isla le endilga sus amenazas tanto militares como económicas, to-
mando en cuenta el embargo económico, la guerra política que se desata 
entra las dos naciones y las acusaciones ante organismos internacionales 
de lado y lado; por ello, conciben que, dentro de las políticas de defensa y 
seguridad, la seguridad militar es un factor preponderante para llevar una 
“guerra de todo el pueblo” a una guerra de desgaste contra el invasor neoli-
beral, como consideran a Estados Unidos, adicional a una guerra de resis-
tencia prolongada, con la intención de evitar una rendición en breve tiempo 
ante el armamento moderno estadounidense (Denis Beltrán & Córdovas 
Urgellés, 2012, p. 8).

	 Por ello, para la nación cubana es imprescindible mantener el adiestra-
miento de las tácticas y disciplinas estratégicas militares de la contrarre-
volución, a fin de proteger al Estado cubano de cualquier acecho o ame-
naza que quiera acabar con la obra de la revolución, y para proteger a la 
población a la que, finalmente, se considera defensora de dicha revolución.

4.	 Seguridad interior: Definida como una dimensión soslayable de la segu-
ridad y defensa nacional de Cuba, es un actor importante en defensa de 
la revolución: el pueblo revolucionario como apoyo a la hora de prevenir 
y descubrir acciones contrarrevolucionarias, delictivas y antisociales que 
intenten subvertir el orden político del régimen comunista, que atenten 
para destruir la economía, el bienestar individual y colectivo es importante 
para no admitir la imposición de un régimen capitalista y evitar la pérdida 
de la obra social de la revolución. Todas las instituciones del Estado, las 
organizaciones políticas y de masas, se enfocan en descubrir, prevenir y 
enfrentar cualquier plan que trate de dañar el orden interior y la tranquilidad 
de los ciudadanos. 

	 Cabe destacar que en la última década Cuba ha protestado ante el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas por la liberación de Luis Posada 
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Carriles, quien es, para Cuba, un terrorista; sin embargo, se discute por el 
doble racero con el que Estados Unidos mantiene en prisión a cinco ciu-
dadanos cubanos considerados espías, y que llegaron a territorio estadou-
nidense con el fin de descubrir e indagar sobre los grupos anticastristas 
que pretendían atentar contra la Revolución cubana en la isla y volver a la 
democracia. También se destaca el uso del espacio radioeléctrico, donde 
diferentes emisoras de radio y televisión, con sede en el estado de Florida, 
invaden el espacio electromagnético para transmitir diferentes narrativas 
y contranarrativas contra el régimen cubano, a fin de causar la “emigración 
ilegal” incumpliendo el orden constitucional de la revolución y del Partido 
Comunista Cubano (Palacios Barrera & Díaz Ibáñez, 2008, p. 6).

	 Por ello, la seguridad interior forma parte imprescindible de la política pú-
blica de la protección de la soberanía, la seguridad y defensa nacional del 
Estado cubano.

5.	 Seguridad exterior: Definida como una condición necesaria y vital para 
garantizar la correspondencia con los demás países del hemisferio y con 
la comunicación de la política exterior. Derechos como la autodetermi-
nación, la soberanía, la integración y la interacción con otros países del 
mundo son fundamentales, en su calidad de políticas fundamentales den-
tro del derecho internacional, tomando en cuenta las amenazas que se 
perciben sobre la nación cubana. Los objetivos e intereses nacionales se 
configuran dentro de la defensa de la identidad nacional de la revolución, 
que, de acuerdo con el derecho internacional, deben respetarse. También 
es importante destacar que para la nación cubana es clave trabajar en la 
composición de su economía y la integración con las naciones que con-
forman la Alianza Bolivariana para los Pueblos de nuestra América (ALBA), 
enfatizando desde la exportación de Cuba a los demás países de la región 
en la educación y la salud.

	 La política exterior cubana se halla en constante cambio desde el naci-
miento mismo de la revolución. Las relaciones diplomáticas con los prin-
cipales centros del sistema internacional han hecho que la isla haya ob-
tenido resultados funcionales en economía, la participación en diferentes 
organismos regionales e internacionales, el incremento de las relaciones 
diplomáticas con la comunidad europea y el hecho trascendental de me-
jorar las relaciones diplomáticas con Estados Unidos; sin embargo, con 
la llegada del último mandato del presidente Trump dichas relaciones se 
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volvieron a enfriar, con un alto nivel de incertidumbre; ahora mismo, con 
la nueva administración, aún no parece posible normalizarlas en el corto 
plazo (Romero, 2017, p. 92).

6.	 Seguridad jurídica: Es la condición necesaria de la seguridad nacional que 
garantiza los intereses del pueblo y el Estado; todo ello, con el fin de pro-
teger, salvaguardar y garantizar la obra de la Revolución cubana. El tema 
jurídico se interrelaciona con el orden interno y externo, tomando en cuen-
ta la legalidad y la acción de los órganos de seguridad del Estado, toda vez 
que los riesgos y amenazas contra el Estado son constantes, lo cual debe 
ser plenamente identificado como enfoque jurídico para la seguridad de la 
nación y la prevalencia de la revolución. “A ello contribuye también el cabal 
cumplimiento de las obligaciones adquiridas como Estado Parte en diver-
sos instrumentos jurídicos internacionales, incluidos aquellos en materia 
de desarme, paz y seguridad internacional” (González, s.f., p. 17).

7.	 Seguridad científico-tecnológica: Se entiende que este tipo de dimen-
sión es un punto importante para desarrollar dentro de la capacitación del 
recurso humano como parte fundamental de esta seguridad; así mismo, 
para garantizar los desarrollos y avances tecnológicos de la nación cu-
bana. También es fundamental para esta dimensión identificar áreas de 
investigación científica que ayuden a mantener la vigilancia tecnológica y 
sostener la capacidad de reacción en la defensa y seguridad de la nación 
cubana. Es importante resaltar que Cuba no es fuerte en todo, pero sus 
avances tecnológicos en diferentes áreas, como la medicina, son de vital 
importancia para su salud publica. También es importante que se garan-
tice la seguridad del secreto de Estado, como los avances o los proyectos 
de innovación tecnológica, que constituyen, de una u otra forma, el patri-
monio de la revolución, además de prevenir ataques de armas nucleares, 
biológicas o químicas y a las redes informáticas.

	 Cuba ha avanzado principalmente en el campo de la biotecnología; de he-
cho, es un referente en la región latinoamericana, con la creación de dife-
rentes vacunas: contra la hepatitis B, contra la rabia y contra el meningoco-
co, entre otras, lo cual le da un estatus en esta dimensión de la seguridad 
científica, pues la revolución busca proteger sus principales activos, como 
el desarrollo de la biotecnología en las ciencias médicas, además de tener 
sus propias patentes en este campo. Adicionalmente a ello, se ha tecnifi-
cado en este aspecto en relación con el desarrollo de la agricultura de la 
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caña de azúcar, por cuanto Cuba es uno de los principales productores 
mundiales (Anuario Estadístico, 2008).

	 Por otra parte, dentro de este desarrollo como oportunidad transversal en-
tre la ciencia y tecnología, el adelanto financiero y social, y encontrando 
como ganador el capital humano y las divisas para la nación, el Partido 
Comunista ha incrementado esta política pública de desarrollar la bio-
tecnología como motor de desarrollo económico del Estado cubano, así 
como el de innovar en oportunidades de exploración en el campo farma-
cológico como herramienta importante en la introducción en este campo 
como un activo estratégico de la nación.

	 El Ministerio de Ciencia y Tecnología es uno de los principales organis-
mos estatales que han impulsado la innovación con el desarrollo de las 
empresas del Estado, para fomentar el desarrollo en el campo de biopre-
parados, como parte de la industria biotecnológica cubana, toda vez que 
eso constituye un eje fundamental dentro de la cadena productiva y del 
articulado entre tecnología, mercado y capital. Así mismo, la variación de 
cadenas de valor que se desarrollan en el Centro de Ingeniería Genética y 
Biotecnología ha obtenido resultados a escala productiva; también, en la 
de biofármacos, donde empresas como BioCen responden plenamente al 
control de calidad y al desarrollo de distintos fármacos para uso nacional 
y de exportación, lo cual convierte a la empresa estatal en un desarrollador 
de innovación y de valor agregado a la ciencia y tecnología de la revolución; 
también incrementa el valor estratégico de la nación, donde el desarrollo 
de la dimensión científico-tecnológica es un activo importante para la se-
guridad y defensa (Rodríguez & Rodríguez, 2020).

8.	 Seguridad de la información: Con la expansión de internet y las amena-
zas y riesgos contra la seguridad nacional, además de tener al principal 
opositor del régimen cubano a 200 km de sus propias fronteras, es muy 
importante para Cuba mantener y preservar la divulgación de la verdad de 
la revolución protegiéndola de las agresiones que hay por parte de países 
extranjeros. La confidencialidad es una de las políticas principales del ré-
gimen cubano, toda vez que debe ser manejada bajo estrictos protocolos 
en tiempo, modo y lugar, en específico, por personas autorizadas y man-
teniendo el control sobre qué información va a ser utilizada y sobre el fin 
último de esta. La autenticidad, la disponibilidad y la trazabilidad son fun-
damentales en el manejo y seguridad de la información, como principios 
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rectores de disponibilidad de la información para mantener seguro tan-
to al régimen como a lo que se discute en el Partido Comunista Cubano 
(Osmany et al., 2017, p. 43).

	 Los datos sobre la información personal también son relevantes dentro de 
la política pública en la dimensión de la seguridad de la información, que 
van de la mano con la legislación cubana.

	 Datos especialmente protegidos: Enunciar como categorías aquellas que 
revelan: 1) el origen racial o étnico, 2) las posiciones filosóficas o morales, 
3) la militancia o las preferencias político-ideológicas, 4) la afiliación sin-
dical, 5) el credo religioso, 6) la vida sexual, 7) el estado de salud (Bello, 
Fernández, & Arcos, 2017, p. 223).

	 Lo anterior evidencia que para el régimen cubano es especialmente funda-
mental controlar a la población y mantener al máximo el nivel de informa-
ción personal de los ciudadanos, como medida coercitiva y, también, de 
seguridad y defensa interior con el control y seguridad de la información.

	 El otro aspecto por destacar es la seguridad informática, que va de la mano 
con la seguridad de la información. Esto lleva a las medidas tecnológicas 
y de innovación de redes informáticas que salvaguarden el tráfico de da-
tos que transitan en las redes de información. El estricto control sobre las 
redes sociales, la limitación de internet en la isla, es parte del control del 
régimen cubano y del Partido Comunista Cubano sobre los ciudadanos, 
que se encuentran a merced del control del Estado como parte de una 
política pública en seguridad y defensa nacional. 

	 Lo anterior, previendo ataques o agresiones como el espionaje, así como 
obstaculizar el empleo de las redes informáticas, previendo delitos como 
el desarrollo de una simulación de redes de los propios sistemas informá-
ticos por otras naciones que podrían inculpar a Cuba. Dichas variantes y 
los delitos económicos o algo muy importante se denomina la subversión 
interna.

	 De hecho, dentro de la legislación cubana existe el Decreto-Ley N.º 199 
del 25 de noviembre de 1999, que regula la seguridad y protección de la 
información oficial. Así mismo, la Resolución N.º 201 de 10 de julio de 
2020. “Lineamientos Generales para la conservación de las fuentes docu-
mentales de la República de Cuba”. Ambas dictan normas sobre el uso de 
internet y sobre el control de los datos y documentos que, sin duda, Cuba, 
como toda nación, necesita proteger (Yarine, 2020).



Políticas públicas de la seguridad 
y defensa de Cuba

175

9.	 Seguridad ambiental: La degradación de los suelos, el cambio climático, 
la cobertura forestal afectada por diferentes factores, la contaminación y 
afectación de las fuentes hídricas y la diversidad biológica afectada por el 
calentamiento global son factores fundamentales dentro de esta dimen-
sión de la seguridad ambiental. Muchas de las pérdidas en mención son 
producidas por el hombre, y por ello parte de su política es educar y pre-
servar la vida de la población, pues dichas pérdidas también afectan la 
economía y los recursos vinculados al desarrollo social.

	 En cuanto a esta dimensión, la nación cubana procura prestar especial 
atención a la protección del medio ambiente, toda vez que dentro de la 
Revolución cubana de 1959 se consagra en el artículo 27 de la Constitución 
que

El Estado protege el medio ambiente y los recursos naturales del país. Reco-
noce su estrecha vinculación con el desarrollo económico y social sostenible 
para hacer más racional la vida humana y asegurar la supervivencia, el bien-
estar y la seguridad de las generaciones actuales y futuras. Corresponde a 
los órganos competentes aplicar esta política. Es deber de los ciudadanos 
contribuir al a protección del agua, la atmósfera, la conservación del suelo, la 
flora, la fauna y todo el rico potencial de la naturaleza. (Asamblea Nacional del 
Poder Popular, 1997, p. 1)

	 En cuanto a las políticas públicas fiscales en relación con el medio ambien-
te, el régimen cubano es cuidadoso de los instrumentos y las políticas de 
gestión ambiental, tomando en cuenta que es importante para la vida de 
los ciudadanos, que se hace necesaria la educación en el medio ambiente 
con el fin de proteger, recursos hídricos, recursos naturales y recursos fo-
restales que, en buena medida, hacen parte del desarrollo económico de 
la nación (Ministerio de Finanzas y Precios de Cuba, s.f., p. 5).

10.	 Seguridad ante desastres: En esta dimensión es importante resaltar 
que, por ser un territorio insular, la isla se encuentra dentro de la región 
expuesta a las temporadas de huracanes, inundaciones y vulnerabilidad a 
terremotos producidos en las Antillas, como el de la vecina Haití, en enero 
de 2010. Por eso, se debe entender que la isla sufre estas afectaciones 
meteorológicas, geológicas e hidrometeorológicas, que ocasionan desas-
tres y convierten en daño las estructuras básicas, afectan y amenazan el 
normal desarrollo de la sociedad ocasionando pérdidas humanas, daños 
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a la infraestructura y afectaciones a la economía de la nación, al sustento 
de los habitantes y a sus necesidades básicas.

	 Por lo anterior, dentro de las políticas en atención a esta situación se en-
cuentra el sistema de defensa civil, como principal componente estraté-
gico de la seguridad nacional, que se encarga de organizar y planificar en 
todo el territorio insular materializando, en conjunto con organismos es-
tatales en acciones políticas, económicas, militares, sociales y jurídicas, 
todas las acciones tendientes a evitar en principio los desastres y reducir 
su afectación a la población y las infraestructuras de la nación, así como 
los efectos producidos por una guerra. Esta se constituye en el principal re-
curso del Estado para atender a la sociedad ante la necesidad de proteger 
los bienes la infraestructura económica del país en función de proteger a 
las personas y de los peligros derivados del cambio climático (Rivera, s.f., 
p. 65).

	 El Estado Mayor Nacional de la Defensa Civil de Cuba es el organismo 
encargado de representar a la nación a todos los efectos de ayuda inter-
nacional, de recibir y administrar todo lo concerniente a los apoyos que 
reciban de otras naciones en cuanto a la atención de desastres. También 
se encarga de las normas y los convenios de carácter internacional que 
infieran en la protección civil, así como de las acciones de las políticas de 
Estado para esta dimensión.

Amenazas, riesgos y desafíos que enfrenta la 
seguridad nacional desde la enseñanza en la 
educación superior
La seguridad nacional de Cuba es un dilema de origen clasista, pues todo ello se 
fundamenta en el origen de la Revolución cubana en la orientación de clases de 
mayorías y en las teorías filosóficas de pilares fundamentales, como el marxis-
mo-leninismo y el pensamiento estratégico de la Revolución cubana, como eje fun-
damental de sus exponentes y sus ídolos, que corresponden a José Martí y Fidel 
Castro (Denis Beltrán & Córdovas Urgellés, 2012, p. 5).

También es importante entender y aclarar que la defensa nacional y la segu-
ridad de Cuba son, como ya se ha descrito, una lucha de todo el pueblo. En ese 
sentido, todas las instituciones educativas lo configuran dentro de sus asignaturas 
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de educación superior y lo mantienen como forma de adoctrinamiento e ideología 
que mantenga la Revolución cubana viva, incrustada dentro de la mente de cada 
ciudadano cubano.

Entendiendo lo anterior, entramos a verificar y analizar cuáles son esas ame-
nazas, riesgos y desafíos que enfrenta la seguridad nacional cubana, para esgrimir 
desde allí sus políticas públicas como base de fundamento, y el porqué de sus polí-
ticas en todos los campos de acción del Estado; especialmente, el de la educación.

[…] creo que el vigor de nuestra revolución y el futuro de nuestra revolución, 
dependerán del grado en que las nuevas generaciones sean capaces de pro-
fundizar en una conciencia verdaderamente revolucionaria. (Pérez, 2009, p. 2).

Dichas palabras fueron pronunciadas por el difunto Fidel Castro en el discurso 
del V Congreso de la Unión de Jóvenes Comunistas de Cuba, donde se deja ver 
que, a la postre de los años venideros, la revolución debe perdurar en la conciencia, 
en el ser de cada ciudadano cubano, como parte integral y fundamental de su su-
pervivencia; tan es así, que en cada discurso acentuado por Castro era imprescin-
dible incluir palabras de defensa de la revolución como una obra máxima del poder 
nacional y del Estado, por mantener al Partido Comunista como el máximo rector 
de la prosperidad cubana.

La doctrina de seguridad nacional tuvo sus bases durante la Guerra Fría. El tér-
mino se acuñó y adquirió más relevancia durante la lucha anticomunista por parte 
de Estados Unidos y los países que conformaban la esfera del bloque occidental; 
sobre todo, los del Tercer Mundo y los países latinoamericanos, situación que llevó 
a generar y encasillar la doctrina de seguridad nacional en los estudios militares 
(Buitrago, 2003, p. 83).

Para el caso cubano, esa misma doctrina se acuña, pero tomando en cuen-
ta el imperialismo por parte de Estados Unidos como la principal amenaza a su 
seguridad nacional. La nación cubana siempre ha materializado su patriotismo y 
su arrojo a la dignidad de la revolución como preparación en tiempos de paz, a fin 
de mantenerse entrenada para cualquier agresión y responder a los principios de 
la guerra de todo el pueblo; por ello, el compromiso de todos los estudiantes en 
defensa de la patria dentro de las instituciones educativas superiores (Pérez, 2009, 
p. 11).

Ahora bien, hay que entender desde dónde es el origen de las amenazas y 
riesgos que Cuba tiene. Todo empezó desde el 1 de enero de 1959, no bien cayó 
el régimen dictatorial del entonces presidente Fulgencio Batista, a manos de la 
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incursión insurgente de la Revolución cubana, en cabeza de Fidel Castro. Desde 
ese momento se empezó a nacionalizar las compañías extranjeras que en se en-
contraban en la isla, y que, en su mayoría, eran de origen estadounidense. Fue allí 
donde se originó el embargo económico por parte de la potencia norteamericana; 
lo que, entre otras cosas, para Cuba, es un bloqueo económico.

El entonces presidente Dwight Eisenhower fue quien estableció, en el mismo 
año de iniciada la Revolución cubana, el embargo económico contra la isla de 
Cuba, y solo permitió las exportaciones de medicinas y alimentos hacia la isla. 
Posteriormente, en el gobierno de John F. Kennedy, se ampliaron las condiciones 
con más restricción hacia la isla, producto de la crisis de los misiles y de su alinea-
ción política con la URSS, potencia que hasta 1990 subsidiaba y mantenía a la isla 
caribeña en muchos aspectos, especialmente con el adoctrinamiento y el entrena-
miento militar, que mitificaban la obra de la revolución (Padinger, 2021).

Por otra parte, la Ley Helms-Burton tuvo como finalidad principal limitar las 
operaciones económicas y comerciales de la comunidad internacional con Cuba, 
lo cual, obviamente, para el gobierno del Partido Comunista y para el pueblo cuba-
no, es una obvia intromisión destacable como bloqueo económico y que, de una 
u otra forma, se convierte una amenaza a la seguridad nacional y un indudable 
riesgo para la economía de la isla y la seguridad alimentaria para sus pobladores.

Dicha ley se titula “Ley para la libertad y la solidaridad democrática cubanas”, y 
dentro de sus apartes menciona, por ejemplo, el fortalecimiento de las sanciones 
hacia el gobierno de Fidel Castro, la ayuda hacia la constitución de isla de Cuba 
como nación libre e independiente, la protección de los derechos de propiedad 
de los ciudadanos de Estados Unidos y, por último, la exclusión de determinados 
extranjeros que se hayan prestado para traficar o confiscar bienes de Estados 
Unidos, entre otras (Cámara de Representantes, 1996, p. 508).

Al hacer un análisis más a fondo de esta ley, y como lo hacen los centros edu-
cativos cubanos, se puede evidenciar que para los cubanos y para el régimen del 
Partido Comunista la mencionada ley es una gran amenaza y una agresión contra 
la revolución. Por otro lado, desde la política exterior de los Estados Unidos se trata, 
ni más ni menos, que de ahogar económicamente al régimen cubano y ponerlo en 
contra del pueblo; sin embargo, el coloso del norte siempre ha hecho énfasis en 
la libertad del pueblo cubano, en garantizar los derechos civiles y en darle oportu-
nidades al pueblo cubano de unos valores democráticos que no se tienen bajo el 
régimen del Partido Comunista Cubano.
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Por otra parte, profundizar en la Ley de la libertad, como se la conoce en 
Estados Unidos, significa una afrenta y un latente conflicto con Cuba, tomando en 
cuenta que, históricamente, tanto Estados Unidos como el régimen cubano atizan 
y presionan de parte y parte cada una de sus posturas desde el punto de vista 
diplomático y con sanciones más duras cada vez por parte de la administración y 
política estadounidense. Por ello, durante los 60 años del régimen cubano se han 
presentado cambios en las sanciones, estas se endurecen y en algunos casos se 
aflojan, como ocurrió durante el periodo del presidente Barak Obama, quien trató 
de llevar las relaciones a una regularización. Tras dicho gobierno, en el del presiden-
te Donald Trump dichas relaciones se endurecieron nuevamente, por cuanto se le 
impusieron al Gobierno cubano nuevas medidas y sanciones dentro del embargo 
económico. 

Tal vez, dentro del sesgo político del régimen cubano no habrá cambios en 
lo diplomático ni dentro de su política exterior hacia Estados Unidos, excepto los 
que dentro de su sistema político socialista se han venido efectuando en el plano 
social, con la población civil, al flexibilizarse medidas como las relativas al uso de 
internet, el envío de divisas y medicamentos a la isla y menos control en cuanto a 
los artículos de primera necesidad para su población (García, 2010, p. 659).

La otra gran amenaza y riesgo que ha evidenciado el régimen cubano fueron 
las protestas de la sociedad civil, en las que, desde su interior, las masas alzaron 
la voz y salieron a las calles para reclamar más libertad y mejores condiciones de 
salud y de derechos civiles que ayuden a paliar la represión de un pueblo hundi-
do en la pobreza y la necesidad, expresando el lema “Patria y Vida”, contrario al 
lema de su escudo nacional “Patria o Muerte”. Dicho clamor pone en peligro al 
régimen, y al partido socialista de la isla, en jaque, pues es la propia sociedad civil 
es la que amenaza al régimen dictatorial con hacer cambios para su población; 
por ello, los medios de comunicación que trasmitieron en los informativos inter-
nacionales mostraron cómo los líderes de las manifestaciones fueron forzados 
desde sus mismas casas y, extrañamente, alrededor de seis altos mandos de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias han sido reportado como “muertos”, por causas 
aún desconocidas y, seguramente, relacionadas con las protestas de la sociedad 
civil, y que, en algún momento, expresaron su voz de descontento por la represión 
contra la sociedad civil (Roy, 1997, p. 504).

Es por ello por lo que dentro de las instituciones de educación superior, prin-
cipalmente, se imparten dentro de las asignaturas de las diferentes carreras o las 
profesiones la defensa y seguridad de la nación, como importante política pública 
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de adiestramiento y adoctrinamiento para cambiar y lavar el cerebro de los nue-
vos profesionales cubanos en defensa de la Revolución cubana y protección del 
Partido Comunista Cubano.

Conclusiones
Desde todo punto de vista, cabe resaltar que las políticas públicas dentro de la 
seguridad y defensa de Cuba están incluidas desde que cada ciudadano cubano 
nace en la isla, y su principal objetivo es la salvaguardia de la obra de la revolución. 
Cada ciudadano crece con esta idea, donde se le inculca que su principal opresor o 
el culpable de la situación social de su país es el embargo económico de Estados 
Unidos.

Otro punto por resaltar es la manera de adoctrinamiento dentro de la educa-
ción cubana, donde la asignatura para la defensa nacional es parte integral de los 
programas académicos y los contenidos programáticos para inculcar, reprimir y 
esclavizar al pueblo cubano a fin de que su sentido académico de preparación sea 
en defensa de la revolución y del Partido Comunista Cubano, y destacando que la 
revolución es lo único que sostiene a la nación.

Retomando las palabras del Dr. Luis Almagro, secretario general de la OEA, las 
protestas realizadas durante julio de 2021 son hechas por esclavos de una dictadu-
ra que, si recuperan el derecho a su soberanía representarán una amenaza latente 
para el Partido Comunista y su régimen. La dictadura es el ejemplo más perfeto de 
la alegoría de la miseria y de las violaciones de los DD. HH. Dentro del continente no 
se deben albergar dictaduras ni soportarse crímenes de lesa humanidad; tampoco 
se pueden albergar condiciones sociales insostenibles para un pueblo, y el fin de 
la dictadura involucra que el proceso de la revolución, que introdujo un sistema fra-
casado, debe dar paso a nuevas oportunidades, para que los ciudadanos puedan 
disfrutar sus derechos, debe dejar paso a que la gente pueda ser libre sin control 
total de la vida privada y pública, por parte de un Estado totalitario y corrupto. La 
dictadura cubana ha arruinado lo que significa acceso a la equidad y a derechos, 
ha malogrado su sistema productivo y financiero, la conducción de la economía. 

La única forma de diluir sus carencias sociales es impulsando a su gente al 
exilio, pues se trata de un sistema incapaz de dar trabajo merecedor y honesto 
a sus ciudadanos, incapaz de abrir su juventud a iniciativas, incapaz de generar 
un sistema productivo competitivo e incapaz de lograr soluciones para las más 
simples cuestiones financieras, como el funcionamiento de una taza de cambio 



Políticas públicas de la seguridad 
y defensa de Cuba

181

real. La Revolución cubana ha subsistido sobre una base de parasitismo: primero, 
de la extinta URSS, y ahora, de Venezuela. Es un parasitismo extremo que, aun 
después de haber fracasado la Revolución bolivariana, la siguen succionando para 
su beneficio, para vivir de lo que sacan de otros, aun de la manera más sórdida, por 
brindar los servicios más infames como reprimir, hacer inteligencia interna repre-
sora y torturar.

Es indispensable de que la dictadura se desplome, porque es la única forma de 
acabar con la impunidad y la corrupción, con las infracciones a los DD. HH., a las 
transgresiones de lesa humanidad en la isla. Es la forma de visibilizar sus mentiras 
y la fachada que trata de mostrar al mundo, como la farsa de sus elecciones o 
como el ilegitimo referéndum constitucional sin garantías de derechos políticos y 
civiles, cuyos resultados serán ilegítimos.
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Capítulo 7

Resumen: La estrategia y los intereses nacionales se encuentran relacionados por el contex-
to nacional e internacional del momento. En el caso de la seguridad y defensa nacional en 
un Estado, el Gobierno nacional influye en la generación de estrategias, normativas, políticas 
y leyes, lo cual muestra la importancia de adecuar, de manera racional y participativa, los 
cursos de acción para la defensa en función de los intereses nacionales y las necesidades 
del contexto. En el caso del Estado ecuatoriano, existe un alineamiento estratégico en su 
política de gobierno acondicionado a los intereses nacionales y la proyección del poder en 
el sistema internacional. Ecuador, al igual que otros países de la región, acondiciona los pro-
cesos institucionales en función de la perspectiva estratégica del gobierno de turno y, sobre 
todo, en función del respeto del mandato constitucional, donde se encuentran plasmados 
los intereses esenciales. El objetivo del presente capítulo de reflexión consiste en identificar 
la proyección de la Estrategia de Seguridad y Defensa de la República de Ecuador, lo cual 
evidencia como resultado la importancia de la orientación de la estrategia nacional funda-
mentada en los intereses nacionales.
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Introducción
Para Colombia, el Estado ecuatoriano sigue siendo uno de los Estados amigos, 
con los que han sostenido relaciones de afianzamiento de los lazos de hermandad 
regional; de hecho, ambos países comparten una historia propia, que impulsa más 
la necesidad de la cooperación bilateral en materia de desarrollo económico y so-
cial (Paz, 2008); más aún, al evidenciarse las dinámicas cambiantes y volátiles de 
la región, dados los problemas propios de la globalización, que terminan afectando 
de manera particular no solo a los dos Estados, sino también, a toda una región.    

En el caso específico de la seguridad y defensa nacional, existen factores de 
inestabilidad (amenazas) que afectan los intereses nacionales de ambos Estados, 
como es el caso de la migración ilegal a gran escala dada en la región (González, 
2015) y la inseguridad de las fronteras, propiciada por los grupos armados organi-
zados (GAO) y los grupos armados organizados residuales (GAOR); estos últimos 
son un punto de referencia histórica en las agendas de gobierno, dados los proble-
mas derivados del crimen organizado en Colombia. De igual forma, existen otros 
factores de naturaleza social y económica que pueden llegar a afectar el desarrollo 
social y cultural de las poblaciones que habitan las fronteras, pero que, sobre todo, 
logran impactar, desde la seguridad, a otras esferas. 

Es importante reconocer que todos los Estados se comportan como actores 
racionales, que defienden los intereses esenciales y transitorios ante amenazas 
adecuando las directrices, las políticas y los lineamientos a las condiciones del 
contexto; esto hace parte del planeamiento estratégico. En dicho proceso conjunto 
e interinstitucional, y donde participan diferentes sectores, cabe resaltar la impor-
tancia del papel que juega el Gobierno nacional, debido a su función como conduc-
tor de la política nacional y acondicionador de las estrategias, los medios y los mo-
dos. Por ello, el plan de gobierno es concebido como un instrumento que cristaliza 
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los objetivos para lograr por parte del dirigente político de turno durante su periodo 
en ejercicio. Se trata de una proyección enmarcada en el tiempo que establece las 
capacidades, los indicadores, los instrumentos, los medios y los métodos que se 
pretende emplear (Boja, 2018).

Es así como el gobierno, las estrategias y la materialización de las políticas 
públicas son el resultado de un proceso de análisis articulado que involucra de 
manera transversal los campos de acción que son competencia del Estado en sus 
diferentes niveles de gobierno (local, regional y nacional) (Tejera, 2004), lo cual se-
ñala a la seguridad y defensa como un bien público que, en el plano internacional, 
conviene también defender ante amenazas coyunturales que afectan el interés de 
una región (Haro, 2012).

En el caso de Latinoamérica, existen definiciones conceptuales sobre la segu-
ridad y defensa y, en gran medida, esta depende de las condiciones del sistema 
político, de las instituciones y del contexto social que el conductor político pueda 
orientar desde las políticas públicas (Belandria, 2016). En el plano internacional, la 
articulación de los intereses de los Estados también juega un papel importante en 
la región, debido a que, desde el enfoque de seguridad cooperativa, los intereses 
también son importantes.

Tomando en cuenta la importancia del Estado ecuatoriano y su relación con 
Colombia, es importante responder a: ¿Cómo se encuentra orientada la actual po-
lítica de defensa y seguridad del Estado de Ecuador teniendo la configuración de 
los intereses nacionales y transitorios? Esto, a causa de que resulta importante 
comprender y reflexionar sobre la forma como se encuentra orientado el sistema 
de seguridad y defensa de otros Estados y, desde una perspectiva de acercamien-
to cooperativo, para proyectar estrategias bilaterales de cooperación.

El presente documento está distribuido de la siguiente manera: 1) aproxima-
ción a los conceptos de interés nacional y la importancia de la planeación estraté-
gica; 2) aproximación a los intereses nacionales y a la articulación estratégica de 
Ecuador, y 3) descripción de la arquitectura de la defensa y seguridad desde los 
niveles nacional y general.

Metodología
La presente investigación es de carácter cualitativo, debido a que en ella se aplican 
herramientas y técnicas no cuantitativas de análisis de información. Principalmente, 
el documento se fundamenta en la realización de un análisis descriptivo orientado 
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a los modelos de seguridad y defensa, por lo cual se encuentra organizado en los 
diferentes niveles estratégicos: nacional y general. La presente investigación se 
compone de un marco conceptual orientado desde la perspectiva de la seguridad 
multidimensional centralizada en la seguridad y defensa. De igual manera, el mar-
co conceptual se encuentra estructurado en conceptos clave, como estratégica, 
interés nacional y transitorio y políticas públicas.

Para la aplicación de instrumentos de recopilación de la información se hicie-
ron tres entrevistas. Una de ellas estaba orientada a un perfil académico especia-
lista en la seguridad y defensa de Ecuador. Otra fue orientada a un perfil profesional 
que se encuentra articulado al sector defensa de Ecuador. Una más, por último, se 
orientó a un perfil militar uniformado. Estos perfiles tienen como objetivo brindar, 
en un sentido práctico, la comprensión de la arquitectura institucional del Estado 
ecuatoriano.

Por otra parte, el criterio orientador del análisis son los documentos de primera 
fuente, tales como: informes de gobierno e instituciones, políticas de defensa y 
seguridad, artículos y libros académicos. Todas estas fuentes se organizaron en 
matrices de análisis orientados al siguiente criterio: tiempo (últimos diez años) y 
delimitadas al espacio-territorio (Estado de Ecuador-objeto de investigación).

Aproximaciones conceptuales
Los intereses nacionales son los que motivan a un Estado para actuar frente a su 
entorno nacional e internacional. Dichos intereses pueden categorizarse de dife-
rentes maneras; sin embargo, los más importantes son: 1) los intereses vitales, re-
lacionados con la supervivencia del Estado (territorio, población y gobierno), y que 
son Velandia esenciales, inmutables y permanentes y se encuentran consagrados 
en la Constitución Política, y 2) los intereses transitorios, los cuales son entendidos 
como lineamientos y objetivos establecidos por el Gobierno nacional, y entre los 
que se estructuran las estrategias y los lineamientos que deben seguir los dife-
rentes sectores conforme al cambio de del régimen de gobierno, que depende, en 
gran medida, de la perspectiva del contexto del entorno, las amenazas, los riesgos 
y los peligros (Stoessinger, 1994). Desde estas dos perspectivas se orienta la cons-
trucción de políticas públicas que, en un sentido teórico, deben ir direccionadas a 
la defensa de los intereses nacionales en su conjunto. Para esta última, el rol del 
gobernante y su articulación con las diferentes instancias del Estado y las ramas 
del poder público son fundamentos esenciales del ejercicio de gobierno.
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La definición de los intereses hace parte fundamental del direccionamiento de 
un Estado: a partir de dichos intereses se plasman las motivaciones esenciales de 
una sociedad. De igual manera, desde un plano de gobernanza, también se orienta 
la proyección del poder y autoridad en los territorios y en el plano internacional. 
Como lo señala Herrero (2010), los intereses también permiten la proyección de 
las alianzas en el sistema internacional y, como aspecto importante, se encuentran 
también alineadas por aspectos culturales, religiosos y las tradiciones que respon-
den a la razón de Estado (Herrero, 2010). Según Maquiavelo (1987), la razón de 
Estado responde a la vida política que tiende a mantener la paz interior y exterior, 
una condición que se halla en continuo movimiento, el cual, en el caso de un gober-
nante, se deberá mantener en equilibrio. Para atender a dichas consideraciones de 
defensa del interés, es importante reconocer la autoridad que faculta a las perso-
nas para resolver disputas que guardan relación con la voluntad privada y donde el 
interés colectivo (razón de Estado) debe primar.

En tal sentido, puede identificarse la importancia del gobernante como direc-
cionador de la política nacional y la proyección de los intereses de Estado a escala 
internacional, un rol importante que faculta a las autoridades para el ejercicio de 
su mandato constitucional y, desde un plano participativo, debe ser garante de la 
unidad nacional y es entendida como la integración de todas las instancias del go-
bierno para la conducción del Estado (Medina, 1974). Es aquí donde el conductor 
político y su equipo deben trabajar desde un pensamiento estratégico en razón de 
que deben resolver disputas internas, pero también, diseñar políticas públicas que 
acaban siendo la manifestación de las estrategias por alcanzar durante su periodo 
de gobierno (Paniagua, 2006). En este punto se identifica la articulación de la estra-
tegia con las funciones de conducción del Estado. 

En el escenario internacional, que, entre otras cosas resulta sobremanera com-
plejo, se destaca el escenario regional latinoamericano, que tan fuertemente ha 
influenciado el devenir histórico de la seguridad y defensa en el ámbito hemisférico 
(Wallerstein, 2016), toda vez que en los últimos 20 años se evidencia una transición 
de gobiernos con diferentes perspectivas político-ideológicas, nuevas perspectivas 
terminan impactando en la forma y en la orientación con las cuales se construi-
rán las políticas públicas, y evidentemente, cambia la orientación del trayecto para 
alcanzar los intereses nacionales. Como resultado, el enfoque estratégico es un 
componente decisivo en las relaciones internacionales y que debe ser un rasgo 
inseparable del gobernante, pues la estrategia debe, por naturaleza, acoplarse a los 
intereses del Estado y a las capacidades materiales e idealistas con que se cuenta, 
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además de lograr el respaldo de la población (Kingman & Goetschel, 2009). Es así 
como la orientación y el pensamiento estratégicos tienden a definir los medios y 
modos de un actor, con el objetivo de lograr, de manera eficiente y efectiva, los ob-
jetivos —o sea, los fines en nombre de los cuales se actúa— (Sánchez, 2014); todos 
ellos, enmarcados en intereses económicos, políticos o militares.

Para Montoya y Montoya (2005) existen perspectivas para pensar el cumpli-
miento de las estrategias; dependiendo de la escuela, algunas de ellas pueden con-
centrarse en la planeación y posicionamiento del actor. Otras se ajustan al factor 
cognitivo para entender el contexto. También hay enfoques tradicionales, donde 
la necesidad se centra en adaptar la formulación, tomando en cuenta el factor de 
aprendizaje, debido a que se enfatiza en la necesidad de innovar en el proceso de 
planeamiento. Adicionalmente, existen escuelas críticas donde se hace énfasis en 
componentes como el poder y la cultura organizacional (Jiménez & Franchi, 2020). 
Pese a estas diferentes perspectivas, se evidencian en todas ellas aspectos inhe-
rentes al planeamiento estratégico, tales como la identificación de los problemas 
y el enfoque para la comprensión de estos, el reconocimiento de las alternativas 
condicionadas a los procesos y, consecuentemente, los criterios de organización.

En tal sentido, a las estrategias, pese a tener diferentes definiciones y concep-
ciones, se las entiende como un proceso de articulación del que se desprende un 
ejercicio deliberado y cognitivo, donde hay una intencionalidad determinada por 
el poder decisional. De igual manera, las estrategias hacen parte de la organiza-
ción social, territorial e institucional de los agentes (Montoya & Montoya, 2005). 
Retomando a Maquiavelo (1987), en la construcción de un gobierno es importante 
lograr el apoyo de las diversas facciones que, a futuro, en caso de no tenerlas en 
cuenta en medio del ejercicio de gobierno, pueden generar oposición. Por tanto, el 
equilibrio para mantener la unidad nacional desde el gobierno, en términos genera-
les y relacionados con el pensamiento estratégico, resulta un juego de equilibrio y 
resolución de disputas.

De acuerdo con Minerva (2002), el proceso de planeamiento estratégico puede 
entenderse como un juego, debido a que comprende el proceso de aprendizaje, que 
resulta ser didáctico e interrelacional con diferentes actores que tienden a defender 
sus propios intereses. Como resultado, en el marco del planeamiento estratégico 
tienden a evidenciarse los intereses individuales que confluyen en una disputa de 
poder entre actores afectos y rivales. Se trata de un proceso de construcción per-
manente en el que converge el ejercicio de defensa en posición del interés. 
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Al respecto, Sanabria et al. (2008) resaltan la lógica racional y relacional en sen-
tido deliberativo del pensamiento estratégico, debido a que gracias a ella se puede 
evidenciar la lógica con que el individuo actúa en un contexto organizacional. En 
este también se resaltan el proceso participativo y el uso de poder para la creación 
de coaliciones que tienden a defender, con un sentido común, las metas y políticas 
de una organización. Es así como el concepto de poder en una estrategia encierra 
un sentido organizacional que se ve instrumentalizado en la formulación e imple-
mentación de cursos de acción.

Es importante señalar que todos los Estados son muy diferentes uno de otro y, 
por tanto, sus intereses particulares se acondicionan a elementos determinantes 
y, en gran medida, relacionados con las capacidades económicas, las condiciones 
del territorio, el contexto de seguridad interior y exterior, las amenazas a la segu-
ridad, y los peligros o riesgos que puede representar la ejecución de la estrategia, 
entre otros aspectos (Sánchez, 2014). En ese sentido, las estrategias determinan 
el planeamiento y direccionamiento del Estado, reconociendo que las políticas pú-
blicas, las normas, los decretos y las leyes son el reflejo de los intereses nacionales 
(Escrigas, 2018). Igualmente, en las mismas estrategias pueden identificarse los 
lineamientos y cursos de acción para el establecimiento de las relaciones entre 
Estados amigos y antagónicos, además de evidenciarse la proyección del poder 
en el sistema internacional (Gutiérrez et al., 2007).

Para Sanabria et al. (2008), citando a Hannan y Freeman (1977), se evidencia 
que

[…] las organizaciones afrontan procesos de inercia estructural; esto es, una 
serie de procesos que generan limitaciones en la habilidad de adaptarse de 
las organizaciones. Entre más fuertes las presiones inerciales ejercidas por 
estos procesos, menor flexibilidad adaptativa poseen las organizaciones a los 
cambios en la configuración del entorno. (p. 21)

Como cabe identificar, el papel que juega el gobierno para la proyección de 
las estrategias en defensa de los intereses —nacionales o transitorios— depende, 
en gran medida, del pensamiento estratégico y de su rol como mediador. Por ello, 
desde el contexto regional, se evidencia la necesidad de recomponer la ruptura en 
la orientación del Estado propiciada por diferencias en los cambios de gobiernos 
que han impactado en la construcción y orientación de sus políticas de defensa y 
seguridad, como en los casos particulares de Argentina, Brasil y Venezuela: todos 
ellos, Estados que en algún momento durante los últimos diez años han pasado 
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por grandes cambios y por la reorientación de estrategias como producto de la 
gestión de gobernantes altamente ideologizados (Álvarez et al., 2018).

En tal sentido, es importante identificar los intereses nacionales y, precisamen-
te, la forma como es orientada la política de los Estados de la región; más pre-
cisamente, de los Estados vecinos de Colombia, como Ecuador, pues en ello se 
identifica el rol por desempeñar en el plano internacional (Esquivel, 2015). 

Orientación de la defensa y seguridad en el 
Estado de Ecuador 
Partimos de la idea de que todo Estado tiene una perspectiva conceptual distinta 
en relación con los dos conceptos principales: la defensa y la seguridad. La primera 
se entiende como un deber irremplazable y permanente que sostiene el Estado 
para garantizar la integridad territorial (Ministerio de Defensa Nacional del Ecuador, 
2014a). Se trata de un ejercicio y deber esencial, en el que es importante la parti-
cipación de los ciudadanos y la sociedad en general para la conducción de la de-
mocracia buscando preservar los derechos, libertades y garantías. La segunda es 
entendida desde un enfoque integral para las comunidades, las naciones, los co-
lectivos y los pueblos (Ministerio de Defensa Nacional del Ecuador, 2014b), donde 
participa el sector público, así como el sector privado, para la gestión y prevención 
de los riesgos y amenazas contra la convivencia y la seguridad de sus habitantes y 
del Estado (Red de Seguridad y Defensa de América Latina, 2012).

Desde una primera instancia, Ecuador mantiene una visión integral de lo que 
significan la defensa y la seguridad reconociendo que la labor no solo descarga del 
sector defensa y seguridad, sino que integra a todos los actores que hacen parte 
del Estado y responsabiliza, a manera de deber, a dichos actores. Adicionalmente, 
integra a los distintos poderes y estamentos del sector político y militar enmar-
cados en el sistema democrático para la contención de amenazas y riesgos que 
pueden atentar contra la seguridad o la gobernabilidad o llegar, incluso, a vulnerar 
algún interés del Estado.

Sin duda alguna, el pilar del sistema de defensa y seguridad descansa en las 
Fuerzas Armadas (FF. AA.), pues su rol es fundamental para garantizar la soberanía 
nacional y la integridad territorial. Para ello se tiene una perspectiva adaptativa del 
contexto nacional e internacional, pues se reconoce la importancia de trazar las 
políticas de defensa de Ecuador en torno a los cambios y posicionamientos que 
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debe tener el gobierno frente a la comprensión de las amenazas y riesgos. Por 
ejemplo, desde 2014 se precisa bien en la Agenda política de la defensa 2014-2017 
la dinámica de la complejidad de las nuevas amenazas, debido al posicionamiento 
de nuevos actores en el sistema internacional y la comprensión cambiante de las 
dinámicas en otras regiones; particularmente, en el Medio Oriente y en Asia.

Adicionalmente, en el plano regional, la agenda política desde 2014 se orientó 
a generar un esquema multilateral de fortalecimiento de las relaciones internacio-
nales: se trata de la contención de amenazas específicas como el contrabando 
de drogas y el terrorismo. Asimismo, se entiende la importancia de la integración 
regional contra factores que pueden llegar a desestabilizarla. Para ello se buscó 
la construcción de un espacio político y la coordinación para el posicionamiento 
de la negociación en la escena internacional (Ministerio de Defensa Nacional del 
Ecuador, 2014a).

Para Andrade (2002), una de las prioridades de Ecuador en su agenda de go-
bierno es la existencia de un conflicto interno de origen colombiano, que ha des-
estabilizado de manera violenta la frontera en este último país. Por lo tanto, ha 
existido la necesidad de proteger la seguridad humana de los ecuatorianos que 
se desplazan a territorio colombiano. Adicionalmente, señala la importancia de no 
excluir los territorios de frontera, debido a que debe existir una integración de las 
necesidades de la población sobre el territorio que implica dar una mirada integral 
(cultural y económica) a las comunidades de colonos, campesinos e indígenas que 
han sido afectados por aspectos de la guerra y del crimen en las fronteras.

Orientación de la estrategia nacional del 
Ecuador
En el Plan Nacional de Desarrollo de Ecuador, dirigido por el Gobierno nacional, 
encabezado por el Consejo Nacional de Planificación (CNP) —un equivalente del 
Departamento de Planeación Nacional de Colombia (DPN)—, se estructura una se-
rie de ejes de acción relacionados con los derechos, la economía y la sociedad. 
Este documento estratégico nacional tiene como objetivo institucional promover 
programas y proyectos públicos coordinados entre las instituciones del Estado 
central y los gobiernos autónomos (Constitución Política de la República del 
Ecuador, 2008).
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Para el caso del Plan Nacional de Política Exterior (2020), resulta importante 
establecer la comprensión de la dinámica del territorio fronterizo, que, entre otros 
aspectos, sigue marcado por el narcotráfico, la corrupción, el terrorismo y el lavado 
de activos. Gran parte de estas actividades económicas son catalizadas por el im-
pacto internacional del conflicto colombiano. Por esto, se precisa la necesidad de 
crear una política bilateral que involucre otros aspectos a manera de obligaciones 
conjuntas para la contención de las crecientes amenazas.

La estrategia nacional en ese sentido es una política donde se establece la 
concepción amplia del concepto de seguridad y, de igual manera, se establecen los 
conceptos y líneas de acción definidas en el planeamiento. Se trata de una serie 
de lineamientos para afrontar las amenazas y los desafíos internos y externos que 
pueden llegar a afectar los derechos y libertades de los ciudadanos, además de 
romper la unidad nacional o, en dado caso, afectar la integridad territorial. 

La estrategia nacional del Gobierno ecuatoriano se materializa en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2017-2021. Con respecto a la seguridad y defensa, dicho 
plan establece una estrategia territorial nacional caracterizada por mantener una 
estructura dinámica y proactiva para la gestión del espacio físico; parte, además, 
de la necesidad de reconocer tendencias y darles seguimiento a las actividades 
políticas requeridas y enmarcadas en los intereses sociales y ambientales del te-
rritorio. El objetivo va direccionado a “orientar las intervenciones hacia una mejor 
calidad de la población” (Consejo Nacional de Planificación, 2017, p. 6). De igual 
manera, mantiene un enfoque multidimensional de las amenazas que afectan a 
las comunidades. Entre los aspectos más destacados se encuentra la región del 
Norte, donde se evidencia un paso fronterizo con Colombia (Consejo Nacional de 
Planificación, 2017, p. 20).

Entre los ejes de acción se encuentra hacer un plan de trabajo para lograr una 
zona de integración fronteriza que, para la relación que guarda con Colombia, se 
relaciona con cinco aspectos: “1. Equidad, cohesión social y cultural; 2. Seguridad 
integral y movilidad humana; 3. Complementariedad productiva y comercial; 4. 
Conectividad e infraestructura; 5. Sostenibilidad Ambiental” (Consejo Nacional de 
Planificación, 2017, p. 20). En este punto también se destacan las dinámicas co-
munes entre Colombia y Perú para la implementación de los acuerdos de paz entre 
el gobierno colombiano y las FARC-EP, identificando la importancia de la estabili-
zación del territorio se menciona: “[…] el compromiso de Ecuador por la vinculación 
intrínseca entre paz y desarrollo. El proceso de paz ha contado con el decidido 
apoyo de Ecuador” (p. 105).
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Se debe señalar que existe una mirada de transversalidad en la política na-
cional, que se concreta en dos objetivos acordes al sector defensa: “objetivo 7: 
Incentivar una sociedad participativa, con un Estado cercano al servicio de la ciu-
dadanía y objetivo 8: garantizar la soberanía y la paz, y posicionar estratégicamente 
el país en la región y en el mundo” (Consejo Nacional de Planificación, 2017, p. 6). 
Este es un objetivo que se enmarca explícitamente no solo en la generación de res-
ponsabilidades a las FF. AA. ecuatorianas, sino, como ya se mencionó, en una mira-
da de la integralidad que responde a la corresponsabilidad de las instituciones del 
gobierno para un desarrollo sostenible (Consejo Nacional de Planificación, 2017).

Orientación de la estrategia operativa del 
Ecuador
El Plan Estratégico Institucional de Defensa 2017-2021 coincide con las dinámi-
cas cambiantes y complejas del mundo globalizado, donde existe una necesidad 
de replantear las estrategias conjuntas y técnicas desde una perspectiva multi-
dimensional, para el mantenimiento de la paz y de la seguridad. Encabezada por 
el Ministerio Defensa Nacional del Ecuador y en coordinación con el Comando 
Conjunto, se establece un análisis prospectivo para desarrollar planes y acciones 
en función de neutralizar las nuevas amenazas y las tradicionales, pues todas las 
acciones contra unas y otras deben estar encaminadas al bien del interés nacional 
y a minimizar los riesgos que atentan contra la seguridad nacional. 

Para el caso de la vigencia 2017-2021, se resalta la idea de fortalecimiento de 
áreas estratégicas, entendidas estas como sectores que ameritan decisión y con-
trol exclusivos por parte del Estado, donde debe haber una planificación y acciones 
coordinadas tomando en cuenta los principios de efectividad, liderazgo y transpa-
rencia. En estos aspectos se plasma la importancia de la gestión de la defensa 
enmarcada en el desarrollo, el planeamiento y la economía de la defensa. 

Resulta importante también resaltar la importancia que juega la Ley de 
Seguridad Pública y del Estado, por cuanto establece las relaciones entre la defen-
sa de la soberanía del Estado y la integridad territorial, responsabilidades que, al ser 
competencia de las FF. AA., también deben tener acompañamiento de organismos 
del gobierno y del sector público; por lo tanto, se establece un ejercicio de respon-
sabilidades y competencias (Asamblea Nacional del Ecuador, 2008). Uno de los as-
pectos más importantes de la mencionada ley es la coordinación interministerial, 
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respecto a lo cual se cita: “El Plan Nacional de Seguridad Integral fijará las priorida-
des y designará las entidades públicas encargadas de su aplicación, de acuerdo al 
tipo y naturaleza de los riesgos, amenazas o medidas de protección o prevención 
priorizadas.” (Asamblea Nacional del Ecuador, 2008, capítulo 3, artículo 11).

La Política de la Defensa Nacional del Ecuador “Libro Blanco” establece los 
fundamentos de las normas basadas en el respeto y confianza; además, mantie-
ne, desde el plano internacional, el diálogo diplomático entre Estados cercanos 
y la cooperación para el sostenimiento de las condiciones de desarrollo social y 
económico. Una de las principales problemáticas es la inestabilidad de los puntos 
de frontera, por cuestiones como las economías ilícitas, las migraciones ilegales 
y la necesidad de combatir tales amenazas (Ministerio de Defensa Nacional de 
Ecuador, 2018). 

Uno de los aspectos que más preocupan es el impacto del conflicto armado 
colombiano con el auge de las economías ilícitas, pues Colombia es un territorio 
estratégico donde interactúan economías ilícitas que van hacia mercados interna-
cionales y, actualmente, una migración irregular que se está centrando en los terri-
torios de frontera. De hecho, uno de los aspectos que, en ese sentido, preocupan 
al Estado ecuatoriano es el lucro ilegal que impacta en la dimensión social, debido 
a que el tráfico de narcóticos más el auge de violencia en otros Estado suelen des-
estabilizar de manera multidimensional la seguridad (seguridad pública, seguridad 
humana) (Noboa & Recalde, 2019).

Por otra parte, se hace énfasis en la importancia de articularse a tres ejes es-
pecíficos del Plan Nacional de Desarrollo: los derechos de las personas para todos 
durante su proceso de vida, además de establecer como medio la economía al ser-
vicio de la sociedad, y construir mejor Estado (Consejo Nacional de Planificación, 
2017).

Este Plan se convierte en un claro ejemplo del fortalecimiento de las relacio-
nes interinstitucionales para articular medidas de prevención e intervención 
frente a las amenazas que pudieran afectar la integridad de los habitantes y 
la infraestructura estatal, permitiendo crear un ambiente seguro para su desa-
rrollo económico, social y productivo. (Gobierno de la República del Ecuador, 
2018, p. 126)

Adicionalmente, el “Libro Blanco” establece una serie de riesgos colaterales 
producto de la identificación de amenaza, donde se consideran: 1) contrabando, 
2) delitos en los espacios acuáticos, 3) explotación ilegal de recursos naturales, 
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4) inequidad social, 5) migración irregular, 6) municiones y explosivos, y 7) tráfico 
de armas. Todos ellos, aspectos de origen antrópico (relacionados con el ser hu-
mano). La política de defensa y seguridad da origen a la integridad, reconociendo 
que las competencias y responsabilidades no son exclusivamente de las FF. AA. y, 
adicionalmente, tienen una perspectiva participativa.

Como consecuencia, se evidencia que la orientación de la política de defensa y 
seguridad tiene una serie de particularidades, como la lógica multidimensional de 
la amenaza y su perspectiva de enfoque integral, que, en todo caso, apropia princi-
pios democráticos como la libertad, la garantía de los derechos y el ejercicio de los 
deberes. Adicionalmente, se destaca su intencionalidad de mantener una coopera-
ción en su política exterior, pues los temas fronterizos son ejes fundamentales que 
requieren un trabajo bilateral en las fronteras.

La seguridad cooperativa, una necesidad para 
el fortalecimiento de la defensa y seguridad de 
Colombia y Ecuador
Tomando en cuenta el apartado anterior, se puede inferir que existen intereses 
compartidos entre los Estados de Colombia y Ecuador, pero para ello también debe 
existir una mirada integral de las amenazas que involucra comprender la orienta-
ción de las políticas de gobierno, un aspecto que no debe mantener una mirada ha-
cia el interior del territorio —debido a que los problemas contemporáneos no solo 
afectan a los dos Estados—, sino también, de toda una región. Los problemas de 
violencia y crimen organizado transnacional, que se extienden a lo largo del hemis-
ferio, requieren la planeación de la política pública; especialmente, la de aquellas 
estrategias orientadas a la defensa y seguridad de los intereses.

La seguridad integral regional vista desde la 
seguridad cooperativa
Desde el plano de la seguridad cooperativa, se evidencia que Latinoamérica no 
ha planteado una estrategia integral regional de seguridad que permita la defensa 
de los intereses conjuntos de todo un bloque-región. Esto responde a divisiones y 
rupturas en la transición de la continuidad de las políticas públicas que han calado 
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fuertemente, por la ideologización y por una mirada discursiva por parte de algu-
nos gobernantes en la región, quienes, desde una perspectiva política, han fractura-
do las relaciones de la región, sin pensar en una solución a los problemas de fondo. 
Paralelamente, existen también intentos fallidos de integración económica en la 
región, como Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), pues la disputa entre 
liderazgos y la polarización de las relaciones internacionales, dada la falta de un 
líder, siguen siendo factores que han impedido el afianzamiento de las relaciones 
en temas económicos, culturales, desarrollo tecnológico y uno muy importante: el 
de seguridad (Acosta et al., 2019).

Desde el aspecto económico, según el Observatorio Economía Compleja 
(2019), Ecuador es el principal socio económico de Colombia en la región, debido 
a que representa el 4,83 % de los destinos de los productos de origen colombia-
no; cabe señalar que Estados Unidos y China se mantienen como los principales 
socios económicos de Colombia, pues entre ambos suman el 42 % del total de 
las exportaciones que se realizaron en 2019. Desde esta lógica, resulta comple-
jo identificar las razones por las cuales Estados vecinos como Ecuador, Brasil, 
Perú, Venezuela y Panamá —todos los cuales comparten frontera terrestre con 
Colombia— no tienen un grado de participación representativa para comerciar los 
productos de origen colombiano y, por aspectos de espacio y tiempo en la cadena 
de comercio, resultarían en potenciales económicos. Adicionalmente, existe otro 
aspecto preocupante: en Suramérica no se tiene una balanza comercial (equilibrio) 
con otros países, en comparación con el centro-norte de América, Asia y Europa. 
En otras palabras, se evidencia que existe una mejor relación con otras regiones 
y que así se desperdician oportunidades en la región de origen, aspectos que se 
deben reevaluar desde la estrategia de Colombia.

Desde el plano de las importaciones de otros Estados hacia Colombia, se sigue 
manteniendo la débil alianza entre Colombia y Ecuador, pues, pese a la cercanía 
geográfica y el alto potencial que puede representar ser el principal socio econó-
mico de un Estado vecino, hay un distanciamiento comercial entre ambos paí-
ses. Solo se evidencia el 1,67 % de las importaciones de Ecuador hacia Colombia 
(Observatorio Economía Compleja, 2019). Un punto que debe evaluarse desde la 
política exterior, pues parece que, a pesar de las cercanías geográficas, las relacio-
nes económicas, que son el punto de partida de la cooperación, son débiles.

Pese a este complejo panorama de fracturas transitorias entre los cambios 
de gobierno y la relación entre ellos, debido a los problemas de seguridad, es in-
discutible que se necesita una revisión racional de lo que verdaderamente puede 
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significar la construcción de un proyecto de seguridad cooperativa, iniciando desde 
los acercamientos bilaterales; no desde un interés transitorio nacional de gobierno, 
sino desde un interés de Estado. Desde dicho aspecto, se tendría la certeza que, 
pese al cambio del régimen de gobierno, los Estados y la institucionalidad seguirán 
cooperando; por eso resultan importantes la cooperación y la continuidad de las 
políticas públicas.

Esta mirada económica de acercamiento que deberá tomarse también sería 
un buen indicio de los acercamientos bilaterales y de cooperación desde el sec-
tor de la defensa y seguridad, debido a que existen pocos intentos de integración 
cooperativa bilateral en temas relacionados con las amenazas armadas que des-
estabilizan la seguridad fronteriza. Si bien existen acercamientos institucionales 
entre las FF. MM. de Colombia y las de Ecuador (Delgado et al., 2020), se carece 
de una proyección prospectiva a mediano y a largo plazo sobre la consolidación 
del ejercicio de la autoridad en los territorios de frontera; en otras palabras, se re-
quiere mayor cooperación militar entre ambos Estados para temas relacionados 
con la defensa, a la cual, sin importar el origen, se la debe considerar un interés 
compartido.

En este sentido, se identifica, como estrategia, que un primer punto sería, en 
primera instancia, el fortalecimiento de las relaciones económicas, y en una se-
gunda instancia, la diplomacia de defensa. Ambas iniciativas deberán estar enmar-
cadas en las relaciones internacionales como activo estratégico para mantener 
un equilibrio en las responsabilidades como Estados vecinos, además de consi-
derar las instituciones internacionales para el desarrollo de la gobernanza global. 
Adicionalmente, el ejercicio de la diplomacia responde a un proceso de autoridad, 
relación política y representación de intereses en el ámbito de gobierno (Abella & 
Torrijos, 2020). 

A modo de complemento, se puede mencionar que los Estados mantienen 
un ejercicio diplomático, debido a que se trata de una cuestión del proceso de las 
reconfiguraciones geopolíticas. Se trata de proyectar el poder nacional en función 
de intereses concretos del territorio, los recursos y las personas. La diplomacia se 
trata de un ejercicio de poder que estructura relaciones. A dicho proceso relacional 
de poder se suma el componente militar, que, según García Jurado (2016), repre-
senta un aspecto fundamental de la reproducción de la capacidad competitiva que 
comprende la transferencia de tecnologías y ámbitos relacionados con la econo-
mía civil. 
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Para lo anterior, es importante mantener la política militar con gran variedad de 
propósitos; estos, por su parte, responden a un proceso de triangulación interna-
cional que integra y articula los puntos de interés. Para García (2015), la diplomacia 
demuestra las ideas y las reflexiones entre el intercambio de conocimientos y los 
puntos de interés que constituyen la base de las relaciones internacionales de los 
Estados modernos y que deben ser asunto de estudio por parte de los gobiernos. 
En cuanto a la diplomacia, se debe precisar también la importancia de comprender 
la otredad, iniciando desde la orientación de las políticas públicas.

En un primer sentido, la integración en la diplomacia de defensa debe direc-
cionarse a identificar las amenazas que desestabilizan ambos territorios; aunque 
se tiene una base mediante memorandos de entendimiento, es importante ir más 
allá, como hacia la formulación de una agenda de cooperación permanente que 
involucre el poder militar y policial en ambos Estados, reconociendo la importancia 
de mantener la presencia permanente de las capacidades de cada nación para 
la estabilización de la seguridad en las fronteras (Rojas, 2014), reconociendo las 
ventajas y las debilidades, como, por ejemplo, la debilidad institucional colombia-
na; particularmente, la de instituciones sociales, lo cual, a su vez, puede guardar 
relación con la gran inestabilidad del lado de su propia frontera, dadas las dinámi-
cas de conflicto armado interno y el auge de las economías ilícitas producto del 
financiamiento de los grupos armados. La mirada multidimensional del problema 
es importante por eso mismo.

Como ejemplo de la problemática de seguridad que deja en entredicho los la-
zos de hermandad fronteriza —y en un determinado, también vecinal—, diversos 
hechos importantes han enturbiado las relaciones bilaterales: por ejemplo, el ase-
sinato de periodistas ecuatorianos en territorio colombiano, como parte del se-
cuestro perpetrado por grupos disidentes de las FARC-EP (Fundamedios, 2020). 
Dado tal escenario de crisis, se fracturó el acompañamiento de los diálogos de paz 
realizados entre el Gobierno colombiano y el ELN (BBC Mundo, 2018).

Desde un plano racional, a ningún Estado que límite con territorio inestable le 
conviene que su vecino mantenga un escenario de inestabilidad armada y crimi-
nal, así como a Colombia no le conviene que uno de sus vecinos tenga problemas 
sociales relacionados con el régimen de gobierno. Aunque ambos Estados, tanto 
Colombia como Ecuador, mantienen un sistema político complejo que puede llegar 
a erosionar la orientación de las políticas en seguridad y defensa, resulta necesario 
superar los escenarios de cambios de gobierno y, en esa medida, se debe buscar la 
proyección de una estrategia de mediano y largo plazo, que, materializada en una 
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política integral permanente desde la frontera, ayudaría a superar los problemas 
de seguridad; esto, acompañado de la intención de generar a largo plazo un cre-
cimiento de las economías del territorio-frontera. En consecuencia, una vez más 
se hace evidente cómo en el mundo globalizado e interdependiente las relaciones 
juegan un rol importante en el crecimiento económico y social, y cabe destacar que 
la perspectiva de cooperación de seguridad no se puede descartar en las agendas 
de la política exterior.

Zonas de interés estratégico en la frontera 
colombo-ecuatoriana
Desde un punto de vista geoestratégico, es importante reconocer la existencia de 
territorios de gran relevancia dentro de la ejecución de las estrategias nacionales; 
las zonas de frontera, por ejemplo, son una ventana de oportunidad para la bús-
queda de recursos y activos para fortalecer el poder. Para un Estado es importante 
mantener el ejercicio de gobierno en los territorios (gobernabilidad), al igual que re-
conocer la importancia de mantener la presencia institucional y crear condiciones 
de seguridad en un sentido integral (condiciones de seguridad económica, de convi-
vencia, humana, alimentaria y sanitaria, entre otras). Por lo tanto, es responsabilidad 
de los Estados generar oportunidades y garantizar el ejercicio de la gobernabilidad. 

Se puede afirmar, entonces, que, en el marco del acercamiento entre Colombia 
y Ecuador, desde la identificación y la reorientación de políticas binacionales de 
defensa y seguridad, es importante considerar las zonas de interés estratégico, 
como aquellos territorios de interés mutuo para el establecimiento de estrategias 
que contengan el factor de riesgo y peligro a mínima probabilidad. Es así como los 
departamentos colombianos de Nariño y Putumayo y las provincias ecuatorianas 
de Esmeraldas, Carchi y Sucumbíos son los territorios de interés para que los go-
biernos desarrollen estrategias de fortalecimiento e integración.

Por parte de Colombia existen áreas de desarrollo territorial contempladas en 
el Conpes 3805 de 2016, titulado Prosperidad para las fronteras de Colombia, el 
cual tiene como objetivo propiciar las estrategias de sostenibilidad para impulsar 
la prosperidad. Igualmente, retoma tres puntos importantes como lo son la conso-
lidación de la paz, el incremento de la seguridad y fortalecimiento de la soberanía 
nacional. En el caso de la defensa y seguridad, tiene como objetivo fortalecer las 
condiciones de seguridad en materia de protección ambiental relacionada con los 
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GAO y con los grupos de delincuencia organizada (GDO). Se reconoce, adicional-
mente, que el 60 % de los cultivos censados en 2012 hicieron parte de las econo-
mías ilegales en departamentos como Norte de Santander, Putumayo y Nariño; es-
tos dos últimos, relacionados con territorio de delimitación con Ecuador, son áreas 
de concentración de las estrategias nacionales. Como consecuencia, la seguridad, 
la equidad y la prosperidad deben ser pilares de análisis en el planeamiento estra-
tégico de los gobiernos a largo plazo, debido a que se tienen cerca de 586 km de 
línea de frontera terrestre, cerca del 37 % del total de frontera.

Para Rojas (2014), los cambios globales en el sistema internacional a lo largo 
del último siglo ameritan considerar las relaciones de poder para el fortalecimiento 
de la gobernanza. En este sentido, la seguridad cooperativa consiste en un ejerci-
cio de establecimiento de un mecanismo diplomático y militar, de manera bilateral 
o multilateral, para neutralizar los conflictos y la escalada de violencia; se trata de 
generar condiciones de seguridad de manera conjunta. Adicionalmente, existen 
ejemplos exitosos de cooperación en el plano internacional, como las regulaciones 
en materia de armas atómicas, el empleo de capacidades biológicas y químicas en 
las FF. MM. a escala mundial, que deben ser concebidas también para confrontar 
problemas de seguridad. Pese a esta perspectiva, no se ha iniciado una coopera-
ción en la región ni el establecimiento de estrategias. Al respecto se cita:

[…] el concepto de seguridad cooperativa es concebido esencialmente para 
generar estrategias de prevención de conflictos entre estados. Las nuevas 
amenazas a la seguridad -que son la preocupación central de la mayoría de los 
Estados latinoamericanos en la actualidad-, como el crimen organizado o el 
narcotráfico, no son concebidas dentro de este esquema. (Rojas, 2014, p. 232)

Por otra parte, Di Filipo (2007) sostiene que el desarrollo de las sociedades 
latinoamericanas no solo debe agotarse a las consideraciones del mercado y a 
los marcos de naturaleza económica, pues resalta, además, la idea de los planos 
cultural, social y ambiental, lo cual es tener una mirada multidimensional que com-
prenda mecanismos supranacionales para contrarrestar el impacto del proceso de 
globalización. Adicionalmente, debe existir una convergencia de principios y prácti-
cas institucionales de carácter democrático.

En este sentido, se señala que para afrontar los problemas de la globalización 
debe existir, por parte de los Estados, la manifestación de su interés en cooperar, 
debido a que junto a los problemas de seguridad existen impactos relacionados 
con la transformación del ambiente y las dinámicas laborales, los cuales son cau-
sados por las migraciones.
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Para Bilbao (2001), Latinoamérica viene presentando problemas de integra-
ción en temas como la construcción de redes sin fronteras, este problema se debe, 
en gran parte, a la falta de la gestión local, que no se articula al Estado nación en 
función del bienestar, la solidaridad y el respeto.

En consecuencia, es importante fortalecer en el plano internacional la pers-
pectiva de seguridad cooperativa entre Colombia y Ecuador, un enfoque para la 
superación de los problemas sociales. En el caso de la defensa y seguridad, es 
necesario mantener y considerar los enfoques de integralidad y multidimensionali-
dad para la comprensión de los problemas y, al mismo tiempo, generar estrategias 
de gobierno a largo plazo, para el mantenimiento de las relaciones bilaterales.

Conclusión
Evidentemente, el problema del conflicto armado no internacional que sostiene 
el Estado colombiano con grupos insurgentes y armados ha impactado en la se-
guridad regional, pues la internacionalización de las prácticas criminales ha sido 
catalizadora de factores de inestabilidad en el plano internacional. Es importante 
reconocer, entonces, que la seguridad es un bien público para considerar por parte 
de cada uno de los Estados en la región; cabe señalar también la necesidad de 
cooperar internacionalmente en función de la orientación de la política nacional y, 
sobre todo, en la convergencia de intereses mutuos, como es el caso de la seguri-
dad interior y exterior. 

Por otra parte, se evidencia que la orientación de la defensa y seguridad de 
Ecuador no se aleja a la salvaguarda de sus intereses nacionales, pues la política 
pública del sector, como es natural, se ajusta a la defensa de sus intereses vitales, 
proyectada en estrategias de gobierno. Por tanto, para el fortalecimiento de las 
relaciones bilaterales entre Colombia y Ecuador, resulta importante mantener en 
buenos términos las importantes relaciones bilaterales; especialmente, en materia 
de seguridad, pues, como se ha descrito, se tiene un interés común: la paz interior 
y exterior.

Finalmente, se evidencia una necesidad recíproca del trabajo bilateral de los 
gobiernos, pues en el tema de la seguridad, es importante fortalecer la perspec-
tiva de seguridad-cooperación, reconociendo que esta integración transversal de 
intereses puede resolver problemáticas, contener las amenazas y minimizar los 
riesgos de manera conjunta. Las relaciones vecinales y comprender la orientación 
de las políticas de gobierno son importantes para la proyección estratégica.
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Capítulo 8

Resumen: Cuando se habla de política de seguridad en Estados Unidos, se pueden encontrar 
algunos principios generales, que se va complicando cuando se trata de su implementación; 
especialmente, por la cantidad de instituciones que responden a la seguridad de ese país. 
De igual manera, cuando se trata de situar una política de seguridad de Estados Unidos, 
sobre dichos principios generales, es claro también que la época que se analice determina 
el resultado que se obtenga, no porque tal política cambie en sus principios básicos, sino 
porque cambia en sus fines y sus métodos y en cuanto a la manera como se la implementa, 
atada, precisamente, a las necesidades a las que busca responder. En este documento no 
se intenta responder desde una perspectiva de política pública ni, mucho menos, señalar 
algún modelo que permita analizar la política de seguridad de Estados Unidos: el objetivo 
del presente capítulo es, más bien, hacer una análisis histórico de dicha política y, de tal 
manera, encontrar las generalidades y problematizar su implementación y su contexto; es-
pecialmente, desde la Guerra Fría, cuando el coloso del norte logró un poder global que lo 
obligó a establecer disposiciones que fundamentaran su seguridad para ese nuevo período 
que se abrió en la historia del sistema internacional.
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Introducción
En el proceso de análisis histórico que se busca en este capítulo, es importante 
establecer dos variables que se piensa estudiar. Por un lado, las disposiciones le-
gales frente a la seguridad que han guiado la acción de los estadounidenses, ya 
sean normas, planes o estrategias. Por otro, la institucionalidad que acompaña a 
dichas disposiciones. Tamaña tarea no es simple, en el sentido de que hay que es-
tablecer, de fondo en el análisis, el contexto histórico en el que se han desarrollado 
la generalidad de las acciones y en las que se concentra el esfuerzo principal en 
cuanto a la seguridad.    

Es claro que la tarea puede parecer gigantesca; por eso es necesario, en el 
contexto metodológico, responder cuál es el esfuerzo principal —o cuáles lo son—, 
porque hablamos de una megapotencia con demasiados intereses, y así no es 
fácil establecer un ejercicio dialógico entre las disposiciones e instituciones y el 
contexto en el cual se desarrollaron o se desarrollan. En ese sentido, al hacer el 
análisis que se busca y frente al proceso histórico que se propone, se hacen unos 
cortes concretos en el tiempo. En primer lugar, se parte del National Security Act, 
de 1947 (DNI, s.f.), hasta la crisis del petróleo, de 1979. En segundo lugar, a partir 
de ahí hasta la caída de la URSS, en 1991. Desde entonces, a su vez, se reduce 
el margen de análisis; especialmente, por dos consideraciones: porque la historia 
reciente ha desafiado al coloso del norte obligándolo a establecer nuevos paráme-
tros ante su propia seguridad, y porque hechos como el 11-S abren un escenario de 
análisis interesante en cuanto a la seguridad global, que se asimila a los intereses, 
las necesidades y las capacidades estadounidenses. Si bien luego del 11-S hubo 
grandes cambios para Estados Unidos, no fueron tan radicales como para romper 
con las dinámicas que se traían desde finales de la Segunda Guerra Mundial; por 
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eso, el presente documento no se centra de manera específica en ese momento, 
sino que busca las tendencias de las últimas décadas. 

Vale la pena anotar que al término de la escritura del presente capítulo las tro-
pas estadounidenses acababan de salir de Afganistán, lo cual puso fin a la guerra 
más larga en la historia del país.

La Guerra Fría y la seguridad de Truman
Puede carecer de rigor histórico y analítico afirmar que, una vez aseguradas las 
cabezas de playa y tras retomar parte de Francia, en 1944, el deseo de los Aliados 
era establecer un corredor que les permitiera llegar rápidamente a Alemania, an-
tes de que pudieran hacerlo los soviéticos. Sin embargo, cuando se analizan los 
movimientos políticos de 1945 —especialmente, con base en la Conferencia de 
Yalta—, era obvio que tanto los Aliados como los soviéticos se sentían ya victorio-
sos sobre una Alemania agonizante. Las diversas posiciones de los tres líderes 
mundiales ya mostraban la inevitable división del mundo en dos modelos: uno de 
corte liberal y otro de influencia soviética. Estos dos puntos fueron parte de las 
primeras discusiones entre Churchill y Stalin, mientras que Roosevelt regresaba 
a su preocupación inicial desde 1941: la guerra en el pacífico contra Japón. Era 
entendible por qué los dos líderes europeos se enfrentaban por modelos políticos 
y —por supuesto, de manera subyacente— por modelos económicos. 

El Imperio británico sentía ya cómo su poder mermaba y sus colonias se per-
dían o se levantaban en movimientos nacionalistas, y cómo estaba cediendo te-
rreno en la política mundial. La expresión de alivio del ministro inglés, Churchill, 
(Kennedy, 1995, p. 545) cuando se enteró de que Estados Unidos entraría a la 
guerra dejó al descubierto que los británicos eran un poder de otras épocas, tan 
violentas como la presente, pero menos tecnológicas. Cuando el Imperio británico 
estableció su poder global, a finales del siglo XIX, Alemania estaba apenas for-
taleciendo el suyo propio y organizando su propia política interna. Los británicos 
comerciaban por todo el sistema internacional y establecieron colonias en zonas 
donde podían ganar superioridad económica y estratégica frente a los demás paí-
ses de Europa. De tal manera, las inversiones de ultramar sostuvieron la economía 
británica y el comercio global que manejaban era la piedra angular de su poderío 
internacional (Kennedy, 1995, p. 257). Sin embargo, con el crecimiento de Alemania 
como potencia continental, Europa comenzó a enfrentarse a un desequilibrio de 
poder que ponía en riesgo la estabilidad de la región. La eclosión de un poder 
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central europeo logró cambiar el equilibrio de poderes y amenazar directamente a 
Francia como país tradicionalmente contrario a los intereses alemanes (Wilhelmy, 
1988), y dejaba al país galo expuesto frente al poder del nuevo país. Los germanos 
lograron así nacer en el nuevo siglo como uno de los poderes determinantes para 
el futuro de Europa. 

Dentro del juego geoestratégico descrito, los británicos observaban Europa, 
pero, a la vez, no se entrometían de manera directa en los asuntos continentales 
(Kennedy, 1995, p. 253), excepto en momentos de crisis que afectaran sus propios 
intereses, como en el momento de las guerras napoleónicas. Inglaterra era más 
británica que europea. El modelo de desarrollo que empleó dicha nación la llevó a 
ser potencia comercial y marítima para principios del siglo XX, momento en el cual, 
a su vez, Estados Unidos se hallaba en un proceso similar al alemán: fortaleciendo 
su poder interno, pero más enfocado en la industria y en las inversiones internas.

El foco de la expansión alemana y de sus intereses geopolíticos siempre fue la 
neutralización del poder británico, pues Inglaterra, como la cabeza de las nuevas 
potencias liberales, siempre fue entendida por los alemanes como una amena-
za a su futuro poder internacional. Sabotear el poder británico era fundamental 
para que Alemania brillara con luz propia en la escena internacional. Con el fin de 
la Conferencia de Berlín. en 1885, los británicos y los franceses lograron grandes 
tajadas coloniales por encima de Alemania, de tal manera que la nación germana 
quedó circunscrita a una expansión “tan solo” por el continente europeo y a buscar 
su propia supervivencia como Estado, y su superioridad militar y económica, a ex-
pensas de los demás países del continente. Inspirados en este espíritu y con una 
capacidad económica importante y un poder militar relevante, Alemania intentó 
abrirse ciertos espacios en el concierto europeo, de modo que las demás poten-
cias se convirtieron en sus enemigas y debían ser eliminadas. Con las dos guerras 
mundiales, Alemania pasó por diferentes estadios de su desarrollo histórico hasta 
cuando quedó anulada dentro del juego del poder internacional, que cedió a nuevas 
potencias, las cuales, a su vez, buscaron la misma expansión y actuaron bajo las 
mismas premisas germanas. Así las cosas, mientras Alemania fue dividida, Gran 
Bretaña —que salió maltrecha por tratar de mantener su poder y su hegemonía— 
perdió su capacidad imperial y cedió terreno en el sistema internacional. De tal 
manera, la Conferencia de Yalta se convirtió, más bien, en un escenario donde las 
potencias nacientes, como la URSS y Estados Unidos, entraban en el espacio de 
la diplomacia a la par que demostraban su valía en el campo de batalla. Inglaterra 
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había derrotado a su enemigo, le había quitado todo el poder que reclamaba, pero 
a expensas del suyo propio.

El problema japonés será, quizás, el único tema del que van a poder hablar es-
tadounidenses y soviéticos sin entrar en tensiones entre ellos dos, aunque también, 
sin lograr acuerdo alguno, ya que a partir de 1945 el presidente Truman asumirá 
el caso soviético como un problema de seguridad internacional para Occidente, 
y buscará ganar superioridad estratégica y geopolítica. A partir de ese momento 
aparecen en escena los elementos clave de la Guerra Fría: la búsqueda de poder, en 
todos los ámbitos, por parte de las potencias, el establecimiento de alianzas alrede-
dor del mundo y la búsqueda de información del enemigo mediante la inteligencia.

Estados Unidos ha asistido a un proceso de aumento de su poder y ha logrado 
gran capacidad económica para el final de la guerra. La recesión, 20 años atrás, 
para 1949 es un recuerdo histórico más dentro del devenir estadounidense. El de-
sarrollo alcanzado con las grandes obras de infraestructura, con la economía de 
guerra y con el apoyo a la reconstrucción mundial hace que el Estados Unidos de la 
década de 1950 sea un país cualitativa y cuantitativamente distinto de muchas de 
las potencias que han pasado por el sistema internacional. La economía repunta 
bajo un esquema de consumo masivo y apoyo estatal para las inversiones, de tal 
manera que tanto el comercio como la industria encuentran una época dorada 
durante esta primera etapa de la Guerra Fría (Hobsbawm, 1999). Algunos movi-
mientos, como la construcción del Estado de Israel, la reconstrucción de Europa y 
la ocupación del Pacífico y de Japón, le dieron a Estados Unidos la posición global 
que el Imperio británico había dejado atrás: un nuevo imperio, con un nuevo tipo de 
imperialismo, por así decirlo, se levanta ahora sobre el mundo. Y un gran aparato 
económico y un vasto poder militar lo acompañan en su expansión por la mitad 
del globo. 

Estados Unidos triunfó en la Segunda Guerra Mundial y eso lo convirtió en una 
de las dos potencias que se disputarían el poder global y la superioridad, lo que dio 
origen a la Guerra Fría. Algunas características importantes son dignas de tener en 
cuenta al comienzo de este periodo:

•	 La aparición de un sistema bipolar, el cual obligaba a las potencias cen-
trales a establecer un sistema de alianzas que le permitiera posicionarse 
mejor frente a su contendor. Contrario a lo que se piensa comúnmente, 
Estados Unidos no fue un victorioso absoluto en la guerra, aunque sí logró 
la mejor posición en el poder global y la riqueza, frente a lo que era al co-
mienzo del conflicto.
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•	 La entrada de diferentes países en el escenario internacional, a partir de las 
descolonizaciones de Asia y África, lo que abrió paso a enfrentamientos 
periféricos en el sistema internacional, e incluso, entre Estados Unidos y 
la URSS, con el fin de ganar países satélites que les permitieran tener una 
mejor posición de poder.

•	 Con esas descolonizaciones también se dieron guerras insurgentes o irre-
gulares en diferentes países, apoyadas desde los centros, acompañadas 
de una exacerbación de la violencia. 

Estos tres elementos ayudan a explicar y entender un escenario marcado por 
un juego geopolítico y unas nuevas condiciones en las guerras, que claramente 
rompían con el “libreto” que los países habían aprendido y actuado hasta ese mo-
mento de la historia. Esta situación tan particular obligó al gobierno del presiden-
te Truman a repensar la seguridad internacional —obviamente, en cabeza de su 
país—, de tal manera que desarrolló el National Security Act, de 1947 (DNI, s.f.), do-
cumento en el cual se daba vida a la Agencia Central de Inteligencia (en inglés, CIA, 
por las iniciales de Central Intelligence Agency) y a la Fuerza Aérea de los Estados 
Unidos (en inglés, USAF, por las iniciales de United States Air Force). La CIA surgió 
como la primera agencia de inteligencia que tendría Estados Unidos en tiempos de 
paz, y con un carácter que, si bien no era netamente civil, sí tenía una característica 
más civil que militar; mientras, la USAF se convertía en una fuerza independiente 
dentro de la estructura militar del país, separada del ejército, que fue el esquema 
bajo el cual luchó durante la Segunda Guerra Mundial: más una especie de aviación 
del US Army que una fuerza separada con capacidades y estructura propias. 

No fueron las únicas instituciones creadas en ese periodo, pues, en la misma 
línea de la inteligencia, aparecieron por entonces: la Agencia Nacional de Seguridad 
(en inglés, NSA, por las iniciales de National Security Agency), en 1952, la Agencia de 
Inteligencia para la Defensa (en inglés, DIA, por las iniciales de Defense Intelligence 
Agency), en 1961; la Oficina Nacional de Reconocimiento (en inglés, NRO, por las 
iniciales de National Reconnaissance Office), en 1961; el Cuerpo de Inteligencia 
Militar (en inglés, MIC, por las iniciales de Military Intelligence Corps), en 1977; la 
Oficina de Inteligencia y Contrainteligencia del Departamento de Energía (en inglés, 
OICI, por las iniciales de Office of Intelligence and Counterintelligence), en 1977, y la 
inteligencia militar de los Marines, en 1978. ¿Por qué a lo largo de este periodo de 
la Guerra Fría se crearon instituciones especialmente en el área de la inteligencia? 
Para responder dicha pregunta hay que ampliar las características de la seguridad 
internacional en la posguerra, tras la segunda conflagración mundial. 
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El sistema internacional de la segunda posguerra se desarrolló con un telón 
nuclear de fondo, que hacía que el conflicto se desarrollara y debiera enfrentarse 
de manera diferente. El sistema había superado las guerras totales, luego de la gran 
contienda iniciada en septiembre de 1939, y en la cual se desarrollaron las máxi-
mas capacidades militares que podían tenerse para ese momento. La Segunda 
Guerra Mundial fue la perfecta guerra aérea, con estrategias y tácticas muy avan-
zadas para el momento; además, la infantería se convirtió en el arma por excelen-
cia para superar las conquistas del enemigo y, a la vez, logró, mediante el desarrollo 
del desembarco y el combate anfibio, posicionarse como la elección favorita de los 
estrategas. La caballería mecanizada, por su parte, demostró su valía en grandes 
batallas, como la de Kursk, en 1943. Por supuesto, a tan somero recuento hay que 
agregar la capacidad marítima de los países, con el rey de los océanos: el portaa-
viones, como máquina que lograba llevar el frente de guerra por todos los rincones 
del globo y proyectar el poder aéreo sobre el enemigo. De esa manera, y a pesar 
de lo coloquial de estas menciones, se quiere mostrar, precisamente, que lo militar, 
con su gran desarrollo desde el siglo XVIII, había logrado, sobre sus mismas bases 
de los anteriores 200 años, desarrollar un gran poder, una gran capacidad y unos 
niveles estratégicos, operativos y tácticos que cumplían con su misión para 1945. 
Y no se habla aquí tan solo de las fuerzas estadounidenses, sino de lo militar como 
concepto. 

Estas capacidades habían sido suficientes para enfrentar las guerras que se 
presentaran y como se presentaran; sin embargo, la aparición de la bomba atómi-
ca hizo que la fuerza militar de los países pareciera insuficiente o, quizás, demasia-
do riesgosa para ser usada en cualquier guerra que se presentara en la segunda 
mitad del siglo XX; al menos, en cuanto a enfrentamientos entre países. Por eso, 
los tres grandes conflictos de la Guerra Fría se desarrollaron de manera diferente: 
la guerra de Corea, la guerra de Vietnam y la invasión soviética de Afganistán en 
1979. Quizás, la única que tuvo parámetros similares fue la guerra de Corea, du-
rante la década de 1950, pero la imposibilidad de utilizar toda la capacidad militar 
atómica, como se habría deseado en ciertos momentos, tuvo como consecuencia 
que dicha contienda cerrara con el armisticio de 1953. 

De esa manera, Estados Unidos, como gran potencia, se enfrentaba a la para-
doja de tener armamento nuclear y una gran capacidad militar, pero sin efectividad 
para el contexto que enfrentaba; obviamente, la URSS pasaba por lo mismo. En 
consecuencia, la única forma de enfrentarse entre estos dos países sin llegar a 
una gran debacle era no usar abiertamente dichas capacidades. Así, la inteligencia 
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como proceso parecía dar una respuesta en el contexto, y ganaba una autonomía 
que no tuvo en las guerras previas. La inteligencia accionable de la CIA y las ca-
pacidades técnicas y tecnológicas de la NSA, sumadas a la aparición de nuevos 
escenarios estratégicos de enfrentamiento, como el tema energético o lo cultural. 

A partir de 1947, y no sin resistencia por parte de Truman, la CIA se abrió paso 
en una nueva forma de confrontación, y generaba otras agencias, como las ya 
mencionadas, pero aquel proceso del desarrollo de la inteligencia fue clave para 
Estados Unidos en la Guerra Fría. 

La evolución institucional y doctrinal en la Guerra Fría
Si bien desde el acápite anterior se ha desarrollado esta idea de la evolución ins-
titucional, es necesario ampliar esa idea a partir de la doctrina que se desarrolla. 
El National Security Act abre el espacio para que nuevas agencias y una estrate-
gia universal estadounidense tome lugar. Por supuesto —y será el tema recurrente 
cuando se hable de la seguridad del país—, una estrategia pasa por un proceso 
de análisis del contexto, planeación de la estrategia y puesta en marcha, a partir 
de sucesivos documentos estratégicos y planes al respecto. Dichas estrategias 
y planes están enmarcados por una política de contención (containment), la cual 
consiste, como muy bien se señala desde su nombre, en contener la expansión de 
un enemigo: para los estadounidenses, en ese momento, el comunismo. 

Luego de haber triunfado contra el nazismo y sin ser estrictamente aliados a 
lo largo de la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos y la URSS sí cooperaron 
para enfrentar la amenaza alemana. Para el presidente Roosevelt, en su momen-
to, lo fundamental era mantener el esfuerzo bélico de los soviéticos para poder 
debilitar a los nazis; fue así como ese frente se vio reforzado por la fortaleza in-
dustrial estadounidense, mientras se decidía el desembarco en Europa Occidental. 
Posteriormente, cuando la URSS logró revertir el rumbo de la guerra y llegar hasta 
Berlín, y se hizo de un botín geopolítico que nunca habrían podido creer los revo-
lucionarios de 1917, la propuesta política del socialismo estalinista se levantaba 
como la Cortina de Hierro, de la que advertía Churchill. Para ese momento, el obje-
tivo de la seguridad estadounidense cambió y la expansión de las ideas soviéticas 
se volvió la principal amenaza para Occidente. Este objetivo adquirió mayor rele-
vancia gracias al triunfo de la Revolución china, en 1949. Un eje euroasiático con-
trario a los intereses estadounidenses aparecía desafiante y, por supuesto, con la 
vocación expansionista demostrada en los años tempranos. En este punto hay que 
aclarar que dicha expansión no es exclusivamente una expansión que implique la 
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adquisición de nuevos territorios, sino que es una expansión también caracteriza-
da por la influencia de las ideas, del modelo comunista y de la aparición de otras 
formas de llevarlas por todo el planeta, tales como guerrillas, quintas columnas y 
partidos comunistas, entre otros. 

En consecuencia, la respuesta estadounidense consistió en impedir que 
Eurasia se desbordara sobre las periferias. Finalmente, parecía que Mackinder 
(2010) tenía razón, y entonces, desde una concepción geopolítica de Spykman, se 
desarrollaba la estrategia de la contención, consistente en el cierre de los espa-
cios geográficos sobre el Sudeste Asiático, Asia Central, Oriente Medio y Europa 
Occidental; por supuesto, con un solo objetivo: mantener a Europa Occidental, a 
Oceanía y a las zonas de interés de Occidente libres de la expansión comunista.

En ese momento, aparecieron nuevas áreas de interés para Estados Unidos: la 
península de Indochina y Oriente Medio. Posteriormente, hacia el decenio de 1960, 
el proceso de descolonización hizo que el nuevo espacio de enfrentamiento bipo-
lar fuera África y que la estrategia de guerrillas y partidos comunistas empezara a 
martillar a América Latina. La Weapon of choice (arma favorita) utilizada por todos 
los presidentes estadounidenses, desde Truman, fue la inteligencia, y su acción, el 
espionaje y las actuaciones clandestinas. Algunas de dichas acciones fueron exi-
tosas para el titán del norte, como el asesinato de Lumumba, en el Congo, en 1961, 
y otras, fracasadas, como el apoyo a la invasión de Bahía Cochinos, en Cuba, ese 
mismo año (The Wilson Center, 2012).

A partir de los años cincuenta, la Guerra Fría toma la forma por la cual se la 
conoce: un mundo dividido en dos porciones, con grandes potencias globales y un 
grupo de satélites. Sin embargo, la Guerra Fría va más allá: por primera vez en la 
historia, unas formas políticas y económicas de corte casi antropológico intentan 
dominar el sistema internacional; cada bloque de poder reclama el derecho a saber 
cómo funciona la historia y cuál es la mejor forma de organización de la vida huma-
na; todo esto, con el cobertizo del poder militar y el desarrollo económico. 

El desarrollo se basaba, en Occidente, en una economía de mercado que bus-
caba la libertad de los movimientos económicos para lograr el desarrollo. La inver-
sión en tecnología y el crecimiento del bienestar social (Hobsbawm, 1999) hicieron 
que el nivel de vida —no solo en Estados Unidos, sino también, en el Occidente 
desarrollado— llegara a niveles nunca antes vistos. A su vez, los estadounidenses 
lograron ubicarse en escenarios estratégicos relevantes para ejercer su poder. La 
influencia sobre Japón, Corea del Sur, Medio Oriente y Europa Occidental les per-
mitía una contención militar directa y una red de comunicaciones frente al bloque 
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soviético, si aquel intentaba hacer algo por fuera de su zona “natural”. El apoyo al 
gobierno nacionalista de China (Acheson, 1949) le ganó la enemistad a Estados 
Unidos de la triunfante revolución de Mao-Zedong y le quitó importantes posicio-
nes estratégicas en Asia, posiciones en las que se había apoyado en la Segunda 
Guerra Mundial para atacar a Japón. Mientras intentaba mantener cierta hegemo-
nía en el Caribe y en América Latina. En consecuencia, Estados Unidos dominaba 
los dos océanos y partes importantes en todos los continentes, mientras que sus 
pares soviéticos tenían problemas con su expansión geográfica y solo dominaban 
parte de Asia y de Europa. 

Junto a las posiciones estratégicas, el país del norte había logrado estable-
cer una red de inteligencia a escala global, que le permitía controlar potenciales 
ataques y desafíos a su poder; especialmente, si provenían de la URSS. Los movi-
mientos soviéticos sobre la península de Corea, y la búsqueda de influencia —tanto 
de Stalin como de Mao— para apoyar a los norcoreanos, hizo que Estados Unidos 
buscara apoyo en la ONU para sancionar la violación del paralelo 38. De esa forma, 
Estados Unidos defendía sus posiciones en el norte de Asia y, sobre todo, su de-
recho a mantenerse con su fuerza naval en el Pacífico. Perder Corea era perder el 
mar de Japón y perder el mar de Japón era dejarle el Pacífico a la China comunista. 
De este primer encuentro bélico entre los bloques, se deduce que los intereses 
expansionistas comunistas constantemente se iban a encontrar con la contención 
planteada por Estados Unidos y por su vasta red militar e informativa alrededor 
de Eurasia, centro de las actividades del enemigo. Tanto así, que los conflictos en 
“caliente” se dieron en el continente asiático e involucraron directamente a soviéti-
cos, chinos y occidentales. Para Estados Unidos, el “mundo libre” no podía perder 
terreno frente a la tiranía. 

El poder de la URSS iba entre revueltas y avances. La Revolución húngara, de 
1956, demostró que no todo el bloque comunista aceptaba la superioridad sovié-
tica, al igual que la Primavera de Praga de 1968, que buscaba cierta apertura del 
régimen. A lo largo de este periodo, la URSS cometió un gravísimo error cuando 
quiso aplacar por la fuerza militar la oposición a su doctrina, mientras su contendor 
buscaba unir a un mundo desarrollado y en paz y buscaba un pretendido desarro-
llismo, con apoyo militar y de inteligencia; es decir, el uso de la fuerza de mane-
ra indirecta. Por supuesto, ambos discursos eran insuficientes tanto para Europa 
Oriental como para Latinoamérica y Asia; sin embargo, los tanques soviéticos em-
pezaron a labrar la resistencia frente a Moscú. 
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Mientras Checoslovaquia y Hungría resistían, Europa Occidental gozaba de 
gran porvenir y su reconstrucción era un éxito y Alemania Federal llegaba a los 
mismos niveles de desarrollo de la era Hitler, mientras que Inglaterra y Francia se 
relajaban al dejarle la seguridad internacional a Estados Unidos. La Guerra Fría 
apareció con nuevos escenarios geográficos y le permitió a una serie de países, 
tanto en África como en el Sudeste Asiático, ganar su independencia; sin embargo, 
en el momento en que se ganaba la independencia, los países emancipados se 
enfrentaban a la dualidad del sistema internacional; de tal suerte, dos escenarios 
nuevos surgieron en la geopolítica internacional, el Sudeste Asiático y África. Este 
último logró articularse al sistema internacional por medio de la ONU y por medio 
del Movimiento de los No Alineados y se encerró, de alguna manera, en sus luchas 
internas, en la búsqueda de estabilidad política y desarrollo económico y, por su-
puesto, a la sombra de las potencias del momento, que, afortunadamente, no eran 
del corte colonialista europeo y les ayudarían a olvidar los acordado en Berlín, de 
100 años antes. Sin embargo, aunque África se sumió en violencia desde casi el 
mismo momento de su independencia, la mirada de Estados Unidos se dirigió al 
Sudeste Asiático por sencillas razones estratégicas: mayor influencia en la región 
significaba mayor contención frente a China y la URSS.

Los escenarios de Cuba y Vietnam mostraron dos caras diferentes del poder 
estadounidense a lo largo de la Guerra Fría. Por un lado, la crisis de los misiles le 
dio la victoria diplomática que en el terreno militar no había obtenido frente a Fidel 
Castro. Esta crisis le permitió al presidente Kennedy obtener mayor posicionamien-
to en el Caribe con el bloqueo, aislar a un régimen que consideraba nocivo y evitar 
un emplazamiento nuclear cercano a las fronteras de Estados Unidos. Asimismo, 
le permitió enviar un mensaje directo a Moscú: ninguna infiltración en el continente 
americano sería tolerada; mucho menos, si se trataba de un acercamiento nuclear 
por parte de los comunistas. Se puede analizar, partiendo de este punto, que la 
Guerra Fría sería peleada cerca de las fronteras de China y la URSS, pero llevada 
lo más lejos posible de las fronteras estadounidenses; una estrategia que les ha 
servido para mantener su centro de poder protegido; su infraestructura, intacta, y 
su industria, produciendo. 

Por otra parte, Vietnam fue el mensaje totalmente contrario en los niveles tácti-
co y estratégico: Estados Unidos no estaba preparado para las guerras irregulares. 
Escenarios como la Europa de los nazis y la guerra de Corea eran propicios para sus 
FF. MM.; sin embargo, la guerra de guerrillas planteada en Vietnam dejó fuera de 
lugar el despliegue militar y logró dos grandes golpes morales: dividió socialmente 
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a la nación estadounidense y la humilló ante la opinión mundial. Eventos como los 
bombardeos sobre Hanoi y la pérdida de soldados en una guerra que se considera-
ba extraña y extranjera debilitaron el golpe de opinión que siempre había favorecido 
a Estados Unidos en Occidente. 

La guerra de Vietnam, la crisis del petróleo y la invasión a Afganistán en 1979 
fueron los sucesos que marcaron un inicio importante en los cambios de las diná-
micas de la Guerra Fría. Los tres sucesos mostraron la vulnerabilidad de las dos 
potencias en un mundo que estaba cambiando y que cambiaba básicamente en 
dos aristas: la economía y la estrategia. Ambas variables empezaron a crear crisis 
en ambos lados, pues la dependencia económica de Occidente del petróleo, su-
mada a las vicisitudes de Vietnam y Afganistán, marcó el cambio en los aspectos 
en los que tanto la URSS como Estados Unidos se sentían fuertes, de tal manera 
que se abrieron unas grietas que van a marcar, en los ochenta, la crisis del poder 
soviético, y en el siglo XXI, la crisis del poder estadounidense.

Los años ochenta: Reagan sobre el comunismo 
De la década de 1980 es mucho lo que se puede decir; sobre todo, porque fue el 
momento decisivo en el cual Estados Unidos logró una victoria definitiva sobre 
el comunismo internacional, encabezado por la URSS. Diversos temas estuvieron 
bajo el foco de la política de seguridad en esos años y, por supuesto, desde la 
vieja perspectiva de la contención, la cual había dejado un resultado claroscuro en 
distintos cuadrantes del sistema internacional. Durante la Guerra Fría no se había 
logrado la imposición ni la clara superioridad de alguna de las dos superpotencias; 
sin embargo, su enfrentamiento había alcanzado una dimensión mundial. 

Varios sucesos que se dieron en esa década permitieron que Estados Unidos 
lograra imponerse sobre los soviéticos. El cambio en las relaciones con China, gra-
cias al ascenso de Deng Xiaoping, la proyección de sus reformas y la apertura de 
su política exterior le permitieron a la administración Reagan aprovechar la brecha 
en el comunismo euroasiático, la cual se venía ampliando desde la misma guerra 
de Vietnam, entre los chinos y la URSS. La guerra entre Irán e Irak le daría la posi-
bilidad de reingresar a un escenario en el que había sufrido un revés como conse-
cuencia de la Revolución iraní, de 1979. Se gestaba la relación con Irak y el apoyo 
a Sadam Hussein. 

 El cuadrante geopolítico latinoamericano centró el interés de Estados Unidos, 
ya que, para Reagan, dicha región era importante a fin de terminar con el comu-
nismo internacional deteniendo su influjo en la zona de influencia geoestratégica 
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de los estadounidenses. Tras la Revolución cubana, parecería que la ventaja en 
la región la llevaban los soviéticos, pero luego de los sucesivos apoyos contrarre-
volucionarios, ya ampliamente datados, y desclasificados, además, por el mismo 
gobierno del gigante del norte, era claro que Estados Unidos no pensaba hacerse a 
un lado mientras los soviéticos pretendían aumentar su influencia regional, directa 
o indirectamente. 

Cuando la crisis política, social y laboral empezó en Polonia, el experimento 
comunista había llegado al punto culmen de su artrosis ideológica y estructural, 
y dejado expuesta la debilidad del régimen comunista. Por otra parte, la estrate-
gia de un escudo antimisiles, que se empezaría a desarrollar en Estados Unidos, 
determinó la superioridad militar sobre la URSS. De tal manera, los años ochenta 
marcaron la separación radical de las dos potencias. Estados Unidos se dedicó a 
intensificar su lucha contra el comunismo, sobre todo, en dos frentes: en la con-
tención del poder de una izquierda armada frecuente en el hemisferio sur, y en el 
apoyo a los movimientos de resistencia en Europa Oriental. Para el momento en 
que Gorbachov asumió el poder en la URSS, se inició una serie de reformas, se 
incorporaron medidas políticas, económicas y sociales que reformarían la estruc-
tura dejada por Stalin y que fueron la punta de lanza de la política de Gorbachov: la 
búsqueda de la participación ciudadana y la modernización del modelo económico 
marcaron el principio del Glasnost y la Perestroika. 

En la década de 1980 sucedieron hechos que evidenciaron la forma como 
Estados Unidos empezó a redefinir su política internacional: en primer lugar, la crisis 
Irán-Contras y, en segundo lugar, la carrera armamentista; todo esto, bajo el cober-
tizo de una nueva política neoconservadora de Ronald Reagan. Dicho mandatario 
marcó una etapa diferente en la política internacional estadounidense: mientras 
que, a lo largo de las décadas de 1960 y 1970, la URSS había visto gobiernos que tra-
taban de forma tangencial el enfrentamiento y solo eventualmente hablaron directo 
con los soviéticos, Reagan manejó un discurso de contención, similar, aunque más 
costoso, en recursos económicos, que los que se manejaron en los años cincuenta. 

Esta combinación de dinero y tecnología dio un nuevo enfoque al realismo de 
Reagan, y sus ataques contra la URSS solo se agudizaron:

The U.S. must rebuild the credibility of its commitment to resist Soviet encroa-
chment on U.S. interests and those of its Allies and friends, and to support 
effectively those Third World states that are willing to resist Soviet pressures 
or oppose Soviet initiatives hostile to the United States (US Department of Sta-
te, s.f.) 
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Por consiguiente, la Guerra Fría tomó un segundo aire, aunque dejaba cada vez 
más rezagados a los rusos dentro de la confrontación y daba la imagen de supe-
rioridad global y de hegemonía absoluta por parte de los estadounidenses. Imagen 
que sería su gran enemiga para el nuevo siglo. 

Para Levin (1989, p. 7), había cuatro estrategias que Estados Unidos debía se-
guir en ese momento de la Posguerra Fría. En primer lugar, un realismo enfocado 
en mantener la estabilidad en las regiones que eran vitales para la seguridad es-
tadounidense y que afectaran directamente su posición global. En segundo lugar, 
mantener una seguridad multilateral fortaleciendo el sistema de alianzas propio de 
la Guerra Fría, pero reforzando los valores occidentales. En tercer lugar, fortalecer el 
internacionalismo democrático, a partir del liberalismo y su expansión. Finalmente, 
una independencia estratégica, a partir de la no dependencia de recursos diferen-
tes de los propios. Tales estrategias lograron dar la sensación de tener una ruta 
para la Posguerra Fría, pero todo eso se diluyó con el comienzo del siglo XXI.

El 11-S y el turbulento siglo XXI 
El presidente Clinton (The White House, 1998, p. 5) señalaba, a finales del siglo 
XX, que la seguridad del país dependía de tres categorías que enmarcaban su es-
trategia de seguridad: los intereses vitales del país, la amenazas a los intereses 
nacionales importantes, y los intereses de orden humanitario. Estos lineamientos 
eran menos específicos y señalaban amenazas y riesgos más vaporosos, como 
para poder sentar unas bases sólidas, tanto como las que tuvieron los presidentes 
anteriores. Claramente, este contexto, de fin de siglo y sin grandes potencias en 
ese momento disputando el poder, era un poco más complicado de aprehender 
para los estadounidenses.

El método utilizado para el presente capítulo obliga a pensar el siglo XXI desde 
finales del siglo XX. Dos sucesos marcaron la política de seguridad en esa década: 
la caída de la URSS, en 1991, y la guerra de Yugoslavia. La primera le dio al país del 
norte la sensación de haber logrado un triunfo suspendido desde 1945, y gracias 
a lo cual percibió ser una potencia hegemónica en el sistema internacional, la pri-
mera con alcance global real en toda la historia. La segunda demostró un nuevo 
fracaso de la nueva gran potencia y sus aliados en un contexto diferente: el libreto 
había cambiado de nuevo y, de nuevo, la política de seguridad no alcanzaba a res-
ponder frente a un nuevo giro. Durante 44 años, había desarrollado dispositivos 
que le permitían ajustarse a la transición de una potencia subsidiaria antes de la 
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Segunda Guerra Mundial a una superpotencia nuclear después de cinco años de 
conflagración global, pasando de instituciones netamente militares a otro tipo de 
entidades con las cuales se rompió el bloque comunista. 

Una nueva agenda aparecía, entonces, desde 1991, marcada por diferentes 
fenómenos y puntos pendientes que se habían subordinado a los grandes temas 
nucleares y a la lucha anticomunista. De tal manera, reaparecieron temas naciona-
listas, religiosos y étnicos, y una nueva fuerza tomaba la guerra contra las drogas, 
que el presidente Nixon había delineado desde 1972. Asimismo, desde mediados 
de la década de 1990, el terrorismo se acercaba a Estados Unidos, con el atenta-
do a las Torres Gemelas de 1993, y los viejos aliados se convirtieron en enemi-
gos, como fue el caso de Hussein, cuyas acciones llevaron a la primera guerra del 
Golfo, en 1989. En este contexto, complejo y desordenado, Estados Unidos tuvo 
que despedir el siglo XX en el punto máximo de su poder, pero con grandes retos 
diferentes de los que había conocido y enfrentado hasta entonces, y sobre los que 
había triunfado. 

Al igual que en los anteriores períodos, fueron muchos los enfoques y los inte-
reses que tuvo la política exterior de Estados Unidos. Para los años noventa y los 
comienzos del siglo XXI, una potencia de ese tamaño y ese poder estaba pendiente 
de absolutamente todos los escenarios, los actores y los fenómenos del sistema 
internacional

Cuando cayó la URSS, en 1991, Estados Unidos asumió haber ganado la Guerra 
Fría por razones de superioridad absoluta, en todos los ámbitos: económico, cul-
tural, político, económico y militar. Y así podía demostrar que su experimento, de 
corte ontológico, antropológico y sociológico, era un experimento por completo 
exitoso y que debía ser seguido por el resto del sistema internacional. Así las co-
sas, para la última década del siglo XX se tenía, por un lado, la implosión de un régi-
men que había acompañado toda esa misma centuria, y cuyas zonas de influencia 
eran totalmente caóticas y estaban empobrecidas. Por otro lado, una potencia que 
se proclamó victoriosa e invitó al mundo a seguir su ejemplo. Arremetidas doctri-
nales y políticas como el Consenso de Washington y la presión a los regímenes no 
democráticos llevaron a Estados Unidos a suponer que era el garante de la vida y 
el desarrollo en el sistema internacional; sin embargo, para el siglo XXI las cosas 
cambiaron un poco.

El poder hegemónico que Estados Unidos pensaba tener para 1991 fue un 
poder que se tradujo, de manera doctrinaria, en presión internacional sobre sus 
enemigos no liberales. La disolución de la URSS había dejado nuevos escenarios 
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geoestratégicos para ser copados: Asia Central, el Cáucaso, el Báltico y, en gene-
ral, zonas de Europa Oriental. Apelando a un principio de multilateralidad dentro 
del sistema internacional, dichas zonas —sobre todo, las europeas— serían aca-
paradas por la naciente Unión Europea (UE)1, experimento que Estados Unidos ha 
acompañado, y que algunas veces ha alentado para lograr poder hegemónico en 
todo Europa. Sin embargo, el nuevo escenario de poder devino en guerras civiles 
en Asia Central, conflictos en África e inestabilidad política en América y permitió el 
surgimiento de nuevas potencias, tales como China e India.

Las brechas que se habían abierto desde las crisis del petróleo 20 años atrás, la 
pérdida de credibilidad por el caso Irangate, en 1985, el apoyo a la resistencia afga-
na y el posicionamiento de un nuevo neoconservatismo del gobierno de George W. 
Bush crearon un escenario en el que Estados Unidos iba perdiendo su hegemonía 
y su pretendido poder global quedaba reducido a una simple estrategia militar. A lo 
largo de los años del liberalismo demócrata del gobierno de Bill Clinton, se acom-
pañó a la crisis de Yugoslavia y se siguieron de cerca los sucesos de la naciente 
Federación Rusa y los movimientos de Medio Oriente; estos últimos marcaron cier-
tos escenarios de Guerra Fría, pero, debido a su posición geográfica y a sus recur-
sos, se convirtieron en un escenario central de conflicto en el naciente siglo. Los 
ataques del 11-S hicieron parte de una política peligrosa de apoyo a unas guerrillas 
para tratar de detener la invasión soviética de suelo afgano, de 1979. Política que 
nutrió algunos grupos extremistas, y grupos que siempre vieron a Estados Unidos 
como el gran enemigo que ayudó al Estado de Israel y sometía bajo su poder al 
pueblo musulmán.

El neoconservatismo de Bush, sumado al crecimiento económico de China, 
India y Europa, y recrudecido por las acciones belicosas en Medio Oriente, generó 
un frente demasiado amplio para que Estados Unidos respondiera de la misma 
forma como lo hizo en la Guerra Fría. Cuando el enemigo estaba concentrado en 
un solo escenario de acción era sencillo determinar la amenaza y actuar frente a 
ella, pero cuando la pérdida de poder viene sobre tres ejes —la pérdida de poder 
económico, la pérdida de poder político en escenarios bilaterales y la ridiculización 
de sus últimas guerras—, Estados Unidos quedó fuera de foco y cayó en los mis-
mos errores que anteriores imperios: la expansión desmedida, acompañada de un 
imaginario de gran poder mundial, abre tantas grietas por las cuales se introducen 
nuevos pequeños poderes, que al principio pasan inadvertidos, pero con el tiempo 

1	 Con el Acuerdo de Maastricht, de 1992, la UE ganó un vigor político y económico que la posicionó como una 
potencia global.
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se vuelven determinantes para la subsistencia del imperio. El abandono de la UE 
en las guerras de Irak y Afganistán, el crecimiento de China y los rechazos gene-
ralizados a las acciones estadounidenses en el mundo hicieron que el gran poder 
mundial buscase recuperar terrenos perdidos; esta vez, como un gran poder regio-
nal en el continente americano; continente del que se alejó como aliado y del que 
siempre se ha visto como castigador; continente en el cual tampoco es fácilmente 
bien recibido. 

Estados Unidos, en el terreno práctico, nunca abandonó una política multila-
teral, en la cual sostenía sus intereses estratégicos a partir de la proyección de 
sus valores políticos y económicos sobre sus principales aliados; especialmente, 
Europa y el marco de la OTAN. Los desafíos han venido desde otras esferas y otros 
países, los cuales han organizado bloques de intereses antagónicos, en cabeza 
de la alianza Beijing-Moscú. De tal manera, el fortalecimiento de la OTAN ha sido 
clave para Bush, Obama y Biden, quienes han continuado con la lógica posterior 
a la Segunda Guerra Mundial, marcada desde Truman, a partir de la contención 
y la ubicación de puntos clave para el país allende sus fronteras. Así lo entiende 
Estados Unidos y así lo necesita la organización de 1949. El mundo ha cambiado, 
pero las bases y las perspectivas desde las que Estados Unidos se sostiene siguen 
manteniendo la misma perspectiva. 

NATO is as important as ever because we face a more competitive world,” “We 
see Russia responsible for aggressive actions. We see more recently China is 
using its economic and military might, and we also face cyber threats, persis-
tent terrorist threats, and also the security impact of climate change. (NATO, 4 
de octubre de 2021)

Conclusiones
En el manejo del poder estadounidense de los últimos 60 años se puede ver una 
fórmula 3-1/1. Tres elementos de éxito: una economía bastante desarrollada, el 
uso estratégico de su gran poder internacional y la caída de su mayor enemigo. 
También, la sustracción de un elemento importante: la influencia sobre ciertas zo-
nas geográficas (Asia, esencialmente). Todo esto, sobre la idea de ser un gran su-
perpoder mundial, de tipo hegemónico y global. Lo segundo, sí, pero lo primero ha 
sido horadado por las brechas de poder que el enfrentamiento bipolar ha dejado. 
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De tal manera, Estados Unidos ha llegado a su situación actual. Grandes logros, 
como la crisis de los misiles de Cuba, fueron opacados por el caso Irán-Contras, 
además de la manera oculta y disimulada como intervino en los asuntos internos 
de muchos países. Su descenso internacional no ha estado marcado por la situa-
ción política interna ni por una reforma económica, como en la URSS, pero la des-
medida imagen de su poder internacional y la excesiva confianza en sí mismo lo 
han llevado a la pérdida de credibilidad y a la oposición de potencias que regresan 
por el poder mundial, como Rusia y China. 

Sin embargo, sigue apostándole a una agenda multilateral, y aunque las rela-
ciones dentro de la OTAN pueden verse afectadas dependiendo del contexto histó-
rico o del presidente de turno, sigue manejando el mismo esquema desde Truman, 
con acentos como el de la crisis de los misiles, desafiando la estabilidad mundial, 
para posicionarse estratégicamente, como lo hizo Kennedy, o redefiniendo la agen-
da a partir del ataque más grande que ha sufrido, pero entendiendo los desafíos 
que siempre ha tenido: viejos rivales, la misma agenda, nuevas capacidades y re-
novadas alianzas. 
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Capítulo 9

Resumen: El capítulo permite al lector comprender las estrategias que ha utilizado Nicaragua 
en sus políticas de seguridad y defensa, tomando como referencia histórica el desarrollo 
de la Segunda Guerra Mundial, pasando por la Guerra Fría, y a la vez, explicando cómo esta 
confrontación incidió en el modelo revolucionario de algunos países latinoamericanos. 
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rrollo histórico de diferentes naciones; no obstante, cabe recalcar que el interés suscitado 
por este interesante tema permite asumir una posición de análisis y crítica en la situación 
nicaragüense, entendiendo su progreso político, económico y social, que ha sido determina-
do por las distintas corrientes ideológicas de izquierda, las cuales han influido en su desa-
rrollo como país centroamericano que ocupa una posición geoestratégica en el continente 
americano.
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Introducción
En la actualidad, la seguridad y defensa en América cursan por etapas de transfor-
mación institucional y política, congruentes con las estrategias multilaterales para 
mejorar el sistema interamericano y los parámetros de la comunicación objetiva 
interestatal.    

Lo anterior se ve afectado por cuatro factores importantes: 1) a finales de la 
década de 1980 y comienzos de la de 1990, el proceso de integración de América 
Latina y el Caribe ha entrado en una nueva etapa, caracterizada por la eficacia, 
ajustada en una nueva dinámica de integración, tomando la revalorización como 
eje central para la política de desarrollo de los países de la región; 2) la capacidad 
organizativa de un grupo de personas para ejercer la política de manera práctica, 
valorando los conocimientos y las capacidades que tiene la población para organi-
zarse y tomar decisiones en el ámbito político; 3) el marco conceptual que se tiene 
actualmente sobre el concepto de seguridad y defensa, y 4) el origen del conflicto 
que se pueda llevar a cabo de manera internacional o nacional y sus consecuen-
cias dentro del desarrollo progresista de una región.

Cuando se hace la formulación de una agenda de seguridad común y se articu-
lan las políticas de seguridad y defensa en un sistema de protección, donde todos 
los actores se encuentren involucrados, la formulación de una agenda de seguri-
dad común es objeto de preocupación en los diversos foros hemisféricos y subre-
gionales. Diversos debates oscilan entre los planes y las estrategias concebidos 
en la antigüedad, como la Guerra Fría, y el surgimiento de sistemas de seguridad 
regional, que dan una visión trangeneracionista e integracionista, y que correspon-
den a los nuevos modelos multilaterales que en la actualidad se desarrollan en las 
Américas (Castillo, 1979).
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Según la Organización de Estados Americanos (OEA) y la Junta Interamericana 
de Defensa, no ha podido consolidarse una hegemonía continental que evidencie la 
buena relación entre los distintos países que conforman el territorio, lo cual hace evi-
dente el ocultamiento de las verdaderas intenciones regionalistas y los planes de de-
fensa internos, pues solo buscan proteger su propia soberanía y salvaguardar su te-
rritorio; claro está, queriendo siempre beneficios para sí mismos (Americanos, 2000).

A pesar de los diferentes encuentros en cumbres multisectoriales, en la re-
gión no ha sido posible establecer los conceptos, ni su relación entre la seguridad 
hemisférica y las prioridades políticas–militares, para así llevar sus esfuerzos y 
sus disposiciones a intereses en contextos subregionales, vecinales y nacionales. 
Distintas apreciaciones de seguridad y diseños de política de defensa se mantie-
nen en el continente, ante la ausencia de amenazas comunes y de percepciones 
compartidas acerca de riesgos y desequilibrios, lo cual basta para no concordar 
con objetivos comunes en un sistema de acción colectiva en seguridad.

Tomando en cuenta el preámbulo anterior, es propio establecer las caracte-
rísticas de las tendencias evolutivas de las políticas de seguridad y defensa en 
Nicaragua, antecedidas por diversos eventos, como la Guerra Fría, la política exte-
rior y las relaciones solidarias, entre otros. 

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial, Winston Churchill, estadista británico 
y primer ministro del Reino Unido en el periodo 1940-1945, escribió la siguiente 
frase: “Por más que la guerra me atraiga y mi mente se fascine con sus situacio-
nes tremendas, cada vez estoy más convencido de la asquerosa y malvada locura 
de esa barbarie” (Hernández, 2009); ello hace referencia a lo vivido en la Segunda 
Guerra Mundial (1939-1945). Durante dicho periodo se conocieron términos tan 
singulares como la guerra relámpago, la Operación Barbarroja, el Día de la Infamia, 
la Solución Final y la bomba atómica; además, se dieron a conocer con mayor pre-
valencia los nombres de Adolfo Hitler, Benito Mussolini y José Stalin. Durante cinco 
años y ocho meses, el mundo sucumbió ante tan magno acontecimiento mundial. 
El inicio del conflicto suele situarse el 1 de septiembre de 1939, con la invasión 
alemana de Polonia. En junio de 1941, las potencias europeas del Eje comenzaron 
la invasión de la URSS. En diciembre del mismo año, el Imperio del Japón, que ha-
bía estado en guerra con China desde 1937, y que pretendía expandir su dominio 
al Sudeste Asiático, atacó a Estados Unidos, a los territorios europeos, británicos, 
franceses y neerlandeses de África y el océano Pacífico. En 1942, Japón fue derro-
tado en batallas navales por Estados Unidos, lo que auspició la culminación de esta 
guerra sangrienta y deplorable para la humanidad. La guerra en Europa terminó 
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con la captura de Berlín por tropas soviéticas y polacas y la rendición alemana, el 
8 de mayo de 1945; tras el bombardeo atómico sobre Hiroshima y Nagasaki por 
parte de Estados Unidos y la invasión soviética de Manchuria, la guerra en Asia 
terminó el 15 agosto de 1945, cuando Japón aceptó la rendición incondicional. 

La Segunda Guerra Mundial afectó las relaciones políticas y la estructura social 
del mundo, la ONU fue creada después de esta guerra, para fomentar la coopera-
ción internacional y prevenir conflictos futuros o intervenir en ellos. Estados Unidos 
y la URSS se lanzaron como superpotencias rivales y propiciaron el escenario de 
la llamada Guerra Fría, que se estableció durante los siguientes 46 años. Al mismo 
tiempo, el poder de las grandes potencias europeas se vio minimizado por la des-
colonización de Asia y África; en los países donde la industria se vio afectada, co-
menzaron los proyectos de resurgimiento industrial y económico, mientras que la 
integración política —especialmente, en Europa— emergió como un esfuerzo para 
establecer las relaciones posguerra (Unidas, 1990). 

Nicaragua durante y después de la Guerra Fría fue un país apetecido por 
Estados Unidos, ya que la geopolítica de la potencia estadounidense se vio refleja-
da en la intención de permear la economía nicaragüense. Un país gobernado por 
una familia tradicional dictadora y que tenía intereses comunes con Washington, 
se encontraba en difíciles condiciones económicas; la pobreza y la precariedad de 
su sistema económico, aunado a una carencia de canciller o de política exterior ne-
cesario, pues todas decisiones se tomaban en Washington. Asimismo, Nicaragua 
no contaba con un sistema democrático que pudiese representar los intereses so-
ciales, lo cual generaba la ausencia de autonomía nacional y de una clase política 
más representativa (Wünderich, 2014).

El presente capítulo se propone analizar las tendencias evolutivas de las polí-
ticas de seguridad y defensa en Nicaragua, a fin de contribuir al análisis y la com-
paración de los lineamientos nacionales, mediante la presente investigación a la 
historia desarrollada en este territorio, la cual se ha visto enmarcada por la des-
igualdad y las necesidades de su población. 

La seguridad y defensa de Nicaragua en 
retrospectiva
Entre 1920 y 1926 se observaron huelgas obreras; especialmente, en contra de la 
ocupación militar estadounidense. Los ejércitos obreros organizados por Sandino 
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daban cuenta de que las masas sociales se habían apropiado de las banderas de 
la lucha antimperialista. Cuando José María Moncada firmó el Pacto de Espino 
Negro, el 4 de mayo de 1927, en el cual se comprometía ante Estados Unidos a en-
tregar las armas y desmovilizar las fuerzas constitucionales, Sandino fue el único 
comandante que rechazó el acuerdo. En este mismo pacto se decidió la creación 
de una fuerza militar eficiente, urbana y rural, conocida con el nombre de Guardia 
Nacional de Nicaragua. Con la guía temporal estadounidense, en 1933 dichas fuer-
zas fueron retiradas del territorio nicaragüense, por lo cual la guardia nacional que-
dó al mando de Anastasio Somoza García, quien aprovechó el cese de acciones 
guerrilleras y asesinó a Sandino, lo cual generó un golpe de Estado y dio inicio a la 
era somocista en Nicaragua (Bachetta, 1986). 

Periodo Somocista (1937-1979)

Tabla 1. Periodo Somocista

Antecedente Repercusión histórica

La guardia de ‘Tacho’ 
Somoza

Quiso lograr fortuna personal a través de la apropiación de tierras y la ex-
propiación agrícola. Usufructuó el control del aparato estatal. Obtenía prés-
tamos de la banca y se quedaba con los impuestos de las aduanas. Así se 
generó una ola de corrupción desde todos los entes gubernamentales.
La guardia no contaba con un aparato administrativo ni medianamente 
complejo; todos los asuntos eran escatimados por Somoza.
Para evitar cualquier conato de deslealtad, Somoza estableció un sistema 
organizativo donde las principales unidades de la guardia estaban en manos 
de sus parientes directos. Los mandos eran rotados con frecuencia, y las 
unidades nunca superaban los 400 soldados, a los cuales se les proporcio-
naban municiones mínimas.
En la guerra con Honduras, Somoza envió su ejército a la frontera y, a su vez, 
convocó la Reserva Civil, para que cumpliese tareas de control de tráfico y 
de vigilancia en calles, cuarteles y hospitales. A medida que se agudizaba la 
crisis del régimen somocista aumentó la militarización de los funcionarios 
públicos y los grupos paramilitares pasaron a ejecutar acciones terroristas 
contra la oposición.

El régimen de domi-
nación somocista

No fue estrictamente una dictadura militar, ni tampoco una dictadura perso-
nal exclusiva. Somoza se preocupó por la legitimidad institucional y por el 
poder que ejercía políticamente.
Desarrolló las formas institucionales de la democracia burguesa tradicio-
nal (el sistema de tres poderes del Estado: ejecutivo, legislativo y judicial). 
Instauró los partidos políticos, elecciones periódicas y libertad de prensa, 
entre otros.
Los acuerdos con el partido conservador afianzaban periodos presidencia-
les para Somoza; así se le daban prebendas que a la clase popular se le 
negaban.
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Desde 1950, Nicaragua registró una diversificación agrícola de exporta-
ción, así como el crecimiento de la industria tradicional y la creación de 
nuevas ramas económicas, apoyadas por capital internacional. Fue un 
periodo de cambios, hasta cuando sucedió el cierre del Mercado Común 
Centroamericano.
La recuperación del precio internacional del café y la producción de algodón 
y azúcar marcaron el Mercado Común Centroamericano (MERCOMUN), ba-
sados en el bajo costo de la mano de obra.
Surgieron grupos económicos como: el Cayey dagnal, burguesía cafete-
ra, Banic, el banco de Nicaragua, El Banaamericana, grupo de los dados 
cargados.
Somoza apoyó a la CIA en la invasión del castillo Armas, en Guatemala, 
que implicó el derrocamiento del gobierno de Jacobo Arbenz, en 1954. 
Asimismo, prestó su apoyo en Honduras y Costa Rica, y obtuvo entonces 
mayor apoyo por parte de Estados Unidos, en cuanto al suministro de artille-
ría, asesoramiento y entrenamiento de los cuadros de la Guardia Nacional.
Los oficiales que tenían formación en Virginia debían seguir cursos basados 
en manuales de contrainsurgencia del Pentágono, traducidos al español. En 
la nueva estructura del Ejército, sus batallones recibieron mejores sueldos, 
con equipamiento militar de estándar avanzado. Estos se ocupaban de la 
represión de intentos revolucionarios.
En 1956, Nicaragua, Guatemala, El Salvador y Honduras crearon el 
Consejo de Defensa Centroamericano (Condeca), en el marco de la Junta 
Interamericana de Defensa.
En 1956, ‘Tacho’ Somoza fue abatido por Rigoberto López Pérez, y en 1961 
se constituyó el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN).

La crisis final del 
régimen

En 1972 se produjo la militarización del Estado. Militares fieles al régimen 
fueron puestos en cargos de ministerios, políticos y de aduanas.
En 1975 se creó la Escuela de Entrenamiento Básico de Infantería (EEBI), 
bajo el mando del mayor Anastasio Somoza Portocarrero, hijo del dictador. 
En esta, se hacía uso de mecanismos de alta precisión militar.
La EEBI defendía fehacientemente el capitalismo formando a sus integran-
tes con alto sentido de pertenencia a la patria y al somocismo. Se generó 
la asignación de la jefatura de Ejército a un miembro que no pertenecía a la 
familia Somoza, como medida del régimen para asegurar las funciones de 
la Guardia Nacional.

Fuente: elaboración propia.

Ahora bien, para conocer el enfoque de seguridad y defensa de Nicaragua en 
el siglo XXI es preciso retomar la historia desde la toma del país por parte de la 
Revolución sandinista (1979-1990). El 19 de julio de 1979 Nicaragua puso fin a 45 
años de dominación somocista, por medio del FSLN. Con la caída de Anastasio 
Somoza Debayle, el movimiento sandinista acabó con el periodo de dictadura 
más grande que se presentó en el país y dio paso a un proceso de transforma-
ción social. Se observaron con fuerza el pluralismo político, la economía mixta, el 
no alineamiento y la unidad nacional. El Estado somocista era violento e infringió 
los derechos fundamentales de la ciudadanía, como las garantías y las prácticas 
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democráticas, impidiendo cualquier cambio político y social, la actividad cívica 
y la contienda electoral. Fue de esta manera como el gobierno se vio enfrenta-
do a la más severa crisis en 1977, y como surgió el movimiento revolucionario 
(1978), para exigir mejoras en la situación actual de la nación. Una de las causas 
que activaron la oposición fue el asesinato del líder Pedro Joaquín Chamorro, lo 
cual convirtió la lucha armada en el único medio para derrocar el gobierno dictato-
río existente. Aparecieron diversos movimientos, como el Frente Amplio Opositor 
(FAO), el Movimiento del Pueblo Unido (MPU), el Frente Patriótico Nacional (FPN) 
y, por supuesto, el FSLN, que generaron estabilidad en las masas, y esperanzas de 
cambios en el gobierno, en pro de mejoras en la calidad de vida del pueblo nicara-
güense (Arellano, 1989).

La contribución del pueblo en la lucha armada, a partir de 1978 y 1979, sentó 
las bases originales para la organización. A partir del triunfo de las milicias popu-
lares, fue concebida una instancia fundamental de la defensa nacional, así como 
la incorporación de la población para llevar a cabo dicha tarea. Augusto César 
Sandino desplegó siete frentes de guerra organizados defendiendo la soberanía de 
la posible intervención estadounidense en el periodo 1927-1993, que así se consti-
tuyeron en la base del Ejército Popular Sandinista, afianzado legalmente en 1979. 
Se crearon los Comités de Defensa Civil, que permitían defender los territorios sin 
ser propiamente militares. Se desmanteló la Guardia Nacional: en cuanto Somoza 
salió del país, el 17 de julio del mismo año, dicha unidad del cuerpo armado se 
desintegró. Estados Unidos, al notar que el Estado bajo el mando de Somoza con-
tribuía al desconocimiento de los derechos fundamentales de los nicaragüenses, 
suspendió todo apoyo económico y militar.

Para julio de 1979, se posicionó la Junta de Gobierno de Reconstrucción 
Nacional, que se hizo cargo de las acciones ejecutivas, así como de la designación 
del gabinete gubernamental, aplicando al plan de gobierno, en el que se incluían la 
culminación total de la Guardia Nacional, la confiscación de bienes e intereses de 
la familia Somoza y la realización de una reforma agraria que incentivara la pro-
ducción agrícola y el bienestar de los campesinos nicaragüenses (Wheelok, 1990).

 Económicamente, se estableció un proyecto de economía mixta, destinado 
a resolver necesidades básicas impulsando la reactivación de la economía nacio-
nal. En el área política, el nuevo gobierno garantizaba los DD. HH., las libertades 
fundamentales y la abolición de las leyes represivas institucionales, y a sectorizar 
en tres la rama judicial: la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado (rama 
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legislativa) y la Junta de Gobierno de Legislación Nacional (poder ejecutivo). En 
1984 se sumó un cuarto poder: el Consejo Supremo Electoral (Orlando, 1979-1986).

Tras la desarticulación de la Guardia Civil se instauró el Ejército Popular 
Sandinista. Netamente político e ideológico, dicho ejército pretendía formalizar a 
los actores directos con una inversión económicamente considerable. El Ejército 
se encontraban organizadas de la siguiente manera: la tropa terrestre, la Fuerza 
Aérea y Defensa Antiaérea, y la Marina de Fuerza Sandinista. Por el carácter defen-
sivo de la política militar nicaragüense y debido al carácter de la agresión contra-
rrevolucionaria, las Fuerzas Terrestres son el eje en torno al cual se desarrollan las 
otras dos armas. La estructura del Ejército Sandinista es la siguiente: tropa perma-
nente, tropa de reserva (Brigada de Infantería de Reserva) y las Milicias Populares 
Sandinistas. Las tropas permanentes son profesionales se caracterizan por ser 
una parte pequeña y se dedican de tiempo completo a las actividades propiamente 
militares de defensa. El Ejército Popular Sandinista tiene diferentes tipos de armas, 
tropas de tanques, tropas de artillería, tropas de defensa antiaérea, tropas de infan-
tería y tropas de frontera. Los destacamentos blindados constituyen la principal 
fuerza de golpe del Ejército, mientras la artillería es el principal medio de fuego; 
recientemente se han creado nuevas unidades de infantería para combatir los 
comandos Contras, y que se denominan Batallones Ligeros Cazadores (Antonio, 
1994).

La base de la doctrina militar en Nicaragua se basa en su carácter popular; esto 
se deriva de los objetivos históricos y estratégicos de la revolución sandinista; la 
defensa de la revolución se constituye en el postulado básico de la nueva doctrina 
militar que se dio a conocer sobre la década de 1980. La relación pueblo-Ejército es 
la columna vertebral de las FF. MM. en Nicaragua: es una situación defensiva que 
se niega al ataque externo, usando los medios de guerra para esto. La concepción 
de la defensa como un criterio integral, donde lo militar se relaciona con la produc-
ción, lo político y lo diplomático, y donde el sector económico es fundamental para 
financiación de la defensa nacional. La “agresión” estadounidense, mal nombrada, 
hace referencia a la destinación de recursos económicos para la defensa militar, 
sin, más bien, aprovecharlos en inversión social, lo que generaba detrimento en la 
calidad de vida de la población, al recortarse programas de bienestar social, uno 
de los pilares del gobierno sandinista en sus inicios. La vocación pacifista se des-
plegaba en cuatro direcciones: 1) la búsqueda de una negociación de paz perma-
nente; 2) la práctica de un no alineamiento en política internacional, exceptuando 
a los países que conformaran el bloque socialista; 3) el abastecimiento de armas 
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proporcional al contenido popular y defensivo de su doctrina militar, y 4) la preocu-
pación por los DD. HH. (Villas, 1984).

Los más importantes líderes de la Guardia Nacional se exiliaron en Miami, y los 
mandos medios y los soldados se refugiaron en Honduras, y ello segregó la opción 
de generar un movimiento residual contrarrevolucionario, que se agrupó, en reali-
dad, para finales de 1979, bajo el nombre de Alianza Democrática Nicaragüense. 
Los recursos iniciales que tuvieron los exsomocistas procedían de Argentina, país 
que envió agregados militares a los países que rodean a Nicaragua, con el fin de 
entrenar al nuevo Ejército y la participación indirecta de Estados Unidos presionan-
do a las FF. AA. de Honduras para que fueran el soporte del ejército contrarrevolu-
cionario, bajo el mando del general Gustavo Álvarez Martínez, jefe de las FF. AA, de 
ese país de 1982 a 1984. 

Cuando Ronald Reagan asumió como presidente de Estados Unidos, en enero 
de 1981, se revitalizó un nuevo esquema de confrontación bipolar en el mundo, en 
el cual se percibía a Nicaragua como un aliado estratégico militar de la URSS. En 
su discurso político, Reagan era enfático en apoyar a las fuerzas somocistas, en 
pro de contrarrestar la capacidad que tenían los sandinistas. El primer paso fue el 
informe que se hizo público sobre su no financiación a las fuerzas insurgentes en 
El Salvador, agrupadas en el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
(FMLN). El Comité de Defensa estadounidense ratificó que las armas salvadoreñas 
podían ser una amenaza para su país. En noviembre de 1981 el comité dispuso 
19 millones de dólares para agrupar fuerzas antisomocistas y anticubanas, a fin 
de crear una fuerza militar de 500 hombres. La CIA ya trabajaba activamente en 
los comandos antirrevolucionarios, los cuales para ese tiempo ya contaban con 
aproximadamente 1.000 hombres. La primera acción de la CIA en tal sentido fue 
fomentar la creación de la Fuerza Democrática Nicaragüense (Jimenez, 1982).

Entre 1984 y 1985 la administración Reagan consolidó abiertamente una po-
lítica hostil hacia Nicaragua, al llamar a los contrarrevolucionarios “Combatientes 
de libertad”. Dicha política tenía dos ejes de acción: la presión militar a través de 
un ejército contrarrevolucionario, que buscaba la eliminación de un gobierno san-
dinista, y la permanente amenaza de la intervención militar directa (Jiménez, 1982, 
p. 88).

El mencionado ejército también estaba conformado por población indígena 
y campesina, —incluyendo a los misquitos—. Muchas veces, los individuos cuyos 
asentamientos estaban en la frontera con Honduras eran reclutados de manera 
forzada. Los mandos medios eran integrados por los exguardias somocistas, y 
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los mandos altos eran exoficiales de la Guardia Nacional. Para 1980, este ejército 
lograba agrupar más de 15.000 hombres, financiados en su totalidad por Estados 
Unidos. Bajo la influencia de la ideología de política y defensa estadounidenses, 
casi una década duraron los ataques de los Contras; según lo data la historia, se 
registraron 500 ataques fronterizos, de los cuales 162 procedieron de Costa Rica, y 
309, de Honduras. El Gobierno nicaragüense registró 2.800 violaciones al espacio 
aéreo, y 641, al espacio marítimo; esto hizo que los sandinistas conservaran su 
mentalidad de revolución y defensa permanentes del territorio nacional. Todos es-
tos acontecimientos ayudaron al detrimento del patrimonio regional y a la caída de 
los precios internacionales de la mayoría de los productos de exportación del país; 
la influencia del coloso del norte contribuyó a la descapitalización y la destrucción 
de la infraestructura material, de servicios y productiva, situación heredada de la 
guerra de liberación. 

En mayo de 1985 Estados Unidos decretó un embargo comercial contra 
Nicaragua, por el valor de 50 millones de dólares, lo que afectó la adquisición de 
materias primas, repuestos y accesorios. La guerra suscitada hizo que Nicaragua 
invirtiera a muy gran escala en el sector defensa y evitase invertir en obras de in-
fraestructura para la producción. El Gobierno nicaragüense calificó a la economía 
nacional como una economía de defensa, para garantizar la capacidad de resisten-
cia a la agresión y generar convicciones que permitieran sostener la supervivencia 
económica, y que ello permitiera sentar las bases para la posterior superación de 
la crisis (Francisco, 1985).

 Otros efectos de la guerra fueron el abatimiento de los niveles de vida de la 
población, el desmoronamiento de la economía campesina en las zonas de guerra 
y el desplazamiento de la población de las zonas afectadas por el conflicto. Se 
tienen datos que hablan de un millón de habitantes de esas regiones, de los cuales 
250.000 habían sido desplazadas a finales de 1985, así como la canalización del 
20 % del consumo nacional de los productos alimenticios de primera necesidad a 
la defensa. A las FF. AA. se destina el 45 % de la producción de calzado y el 24 % 
de la producción de textiles, lo que, en promedio, equivale al 10 % de la producción 
industrial nacional. 

Los muertos, los heridos y los desaparecidos dejaron una honda huella en la 
memoria colectiva de la sociedad. La guerra contra las fuerzas de la Contra, las 
eternas campañas militares, los daños económicos y las víctimas en innumerables 
familias se convirtieron en temas de acalorados debates dentro de la Dirección 
General. Los comandantes del Ejército eran inflexibles en su defensa del servicio 



240

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

militar y la continuación de la guerra hasta la derrota de la Contra, mientras la ma-
yoría de los demás integrantes de la Dirección Nacional llamaban a negociaciones 
de paz. Prevaleció el ala militar y, por lo tanto, continuó la guerra, así como la obli-
gación del servicio militar. El resultado de este debate revela quiénes controlaban 
efectivamente el poder a la hora de tomar decisiones; también demuestra el grado 
de autonomía que había alcanzado el Ejército en relación con el partido y con el 
Gobierno nacional. 

En marzo de 1988 se acordó un cese al fuego en Sapoa, ciudad fronteriza con 
Costa Rica, y en el que diplomáticos costarricenses sirvieron como mediadores. 
En 1989 los líderes de la Contra firmaron dos acuerdos preliminares de desarme; 
sin embargo, incluso tras estos acuerdos, continuó la violencia armada, aunque en 
menor proporción. Poco después de la victoria electoral de Violeta Chamorro, en 
1990, se logró un acuerdo final: la Contra estaría dispuesta a entregar sus armas, y 
el Ejército sandinista sería reconocido por el nuevo gobierno (1990-1996) como la 
única fuerza armada legítima del país. Si bien el resultado militar de la guerra de la 
Contra fue un triunfo de los militares, no fue más que una victoria enmarcada en el 
desangre económico, político y social de Nicaragua. 

La guerra tuvo otra consecuencia: había afectado la estructura del Estado, así 
como los planes de bienestar social y la economía del país, y generado un alto en-
deudamiento. La pobreza empezó a invadirlo todo durante la guerra de la Contra, y 
continuó su avance en los años posteriores (1987-1989), lo que hizo de Nicaragua 
un país muy pobre. El ingreso real había sufrido un drástico descenso, que fue 
evidente en la economía desde 1979 en adelante: la tasa de inflación se sostuvo 
siempre en dos dígitos y la tasa promedio anual entre 1979 y 1984 subió del 23 % 
al 48 %; a comienzos de 1985 llegó a ser de tres dígitos: al 1.347 %. De ahí en ade-
lante, la hiperinflación alcanzó niveles mayores, pues llegó a ser del 33.48 % en 
1988; del 1.689 %, en 1989, y del 13.490 %, en 1990. El periodo hiperinflacionario en 
Nicaragua se prolongó por cuatro años, de abril de 1987 a abril de 1991. 

Durante esos años se redujo el sector público al 50 %, sin que se le pagaran in-
demnizaciones ni beneficios de ninguna clase. Expertos de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL) dieron su apreciación acerca de la austeri-
dad que instauró el FSLN en la región latinoamericana. Como resultado, la tasa de 
desempleo aumentó, y en los años siguientes la noción misma de la moneda fue 
desapareciendo gradualmente. El córdoba había perdido su utilidad como medio 
de intercambio de bienes y servicios. Los salarios que la gente ganaba se volvieron 
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menos importantes que los servicios públicos que la población recibía en salud y 
educación. 

Lo paradójico es que no fueron la hiperinflación ni la pobreza generalizada las 
que condujeron a la caída del gobierno Sandinista: este se escudaba en la falsa 
premisa de los ataques de Estados Unidos, el bloqueo económico y las privati-
zaciones ocasionadas por la guerra. En abril de 1989, se llegó a un acuerdo entre 
las fuerzas opositoras al FSLN, que consistía en formar una amplia coalición polí-
tica que incluía a la Unión Nacional Opositora (UNO). Se logró persuadir a Violeta 
Chamorro, exintegrante de la junta de gobierno, para que fuese la presidenta de la 
campaña de la oposición. La derrota para los sandinistas fue inadvertida, pues no 
se esperaban tal elección. 

Se propuso la prestación del servicio militar patriótico obligatorio, en 1983, por 
lo cual se crearon varios batallones de reserva. Jóvenes de situación económica 
precaria hicieron parte de estos bloques, lo que generó malos comportamientos 
hacia la población civil y desató abusos por parte de los militares, lo cual solo crea-
ba desconcierto en los ciudadanos. La vía del diálogo con los campesinos no dio 
resultado, y así no quedó más que defender y atacar (Tinelli, 2016). A comienzos 
de 1984, Estados Unidos apoyó fehacientemente a las Fuerzas Democráticas de 
Nicaragua (FDN) suministrándoles los recursos para realizar actos que perjudica-
rían al gobierno a las FSLN, como minar los puertos del país y hacer avanzadas ha-
cia el centro del país. Fue la primera vez que la Contra estuvo tan cerca del centro. 
Casi 6.000 hombres atacaron la ciudad de San Rafael del Norte, San Juan del Río 
Coco, Waslala, y Pantasma; embistieron también contra 40 empresas estatales y 
asesinaron a 400 miembros de cooperativas. Para contrarrestar tal situación, los 
sandinistas optaron por establecer que los jóvenes de 16 años hicieran parte del 
Ejército. 

Como ya se ha mencionado, esta guerra solo generó desolación, pobreza e 
incertidumbre en el país. Se evidenció que los pocos recursos se destinaban es-
pecialmente para la defensa —aproximadamente, el 25 % del PIB—, lo que dejaba 
rezagados temas como el avance agrícola o la producción de bienes de consumo 
primario; además, dada la vinculación de jóvenes a la guerra, no se tenía mano 
de obra para los sectores productivos. El déficit fiscal se incrementó, así como la 
inflación. El FSLN entendió que el conflicto no era solamente militar, sino que se 
encontraba marcado por posiciones socioeconómicas, políticas y culturales, y por 
eso generó planes de acción; especialmente, con los campesinos que se encontra-
ban inconformes con la revolución y, por supuesto, con la guerra. 
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Las FDN y la Alianza Revolucionaria Democrática (Arde) sufrieron fuertes de-
rrotas, las cuales hicieron que estos dos frentes se distanciaran y no luchasen por 
el mismo objetivo. El Movimiento Revolucionario Nicaragüense (MDN) intervino, 
pero sus esfuerzos resultaron vanos, la Arde, el Frente Revolucionario Sandino 
(FRS)m comandado, por Edén Pastora, y el FDN cultivaron inconformismos inter-
nos, y así no dejaron progresar la causa, y se convirtieron, en muchos casos, en 
enemigos más que en aliados estratégicos. Como consecuencia, en 1984 Alfonso 
Robledo abandonó la Arde y se unió al FDN, donde la participación estadounidense 
era más fuerte y sólida. 

“Defensa y producción” fue el eslogan que eligió Estados Unidos para atraer 
más fuerzas de la Contra. Se prepararon planes de emergencia y brigadas de resca-
te, entre otros; fue tanta la acogida de la nueva revolución que hombres y mujeres, 
a pesar de su precaria situación económica, donaban parte de su salario a la de-
fensa, con el firme propósito de hacer de esta una nación próspera y pujante. Entre 
1980 y 1985 el Ejército de Nicaragua tuvo entre 15.000 y 62.000 hombres, unien-
do combatientes paramilitares, milicias populares y tropas de reserva (Aguilera, 
1986). El Ejército Popular Sandinista (EPS) recibió ayuda de la URSS, que lo proveyó 
de artillería para la defensa interna y externa, y así debilitó considerablemente a la 
FDN. Durante el periodo 1982-1984 se hicieron infructuosos esfuerzos por mejorar 
la economía local. La inversión en defensa era prioritaria y el país siguió sumergido 
en un ambiente de desolación económica. 

La alineación antiimperialista de los sandinistas siempre se mantuvo. Ello ge-
neró cambios en las relaciones internacionales, abrió más espacios de diálogo con 
países que tenían la misma ideología y ayudó a establecer relaciones políticas y 
económicas con países de Europa Occidental, Suecia, Holanda, España y Francia. 

Nicaragua inició un proceso diplomático en contra de la política de agresión de 
Estados Unidos condenando sus acciones como violaciones del derecho a la libre 
determinación, desde la mediación del Grupo de Contadora1, en 1983, hasta los 
acuerdos de Esquipulas I y II, Sapoá, Costa del Sol y Tela, en 1987 y 1989, y antes 
del proceso electoral de 1990 (Tinoco, 1989).

Con el fin de poner fin a la situación política y para salvaguardar su Estado en 
defensa internacional, Nicaragua optó por tomar las siguientes medidas: 1) no dio 
acceso a campamentos de bases extranjeras en su territorio, 2) redujo el accionar 

1	 El Grupo de Contadora fue formado por Colombia, México, Panamá y Venezuela, con el propósito de prevenir 
el conflicto que podía presentarse por el ascenso de la guerra regional. Trató de subsanar la poca efectividad 
que había en la OEA y la ONU generando una política de mediación regional. Lamentablemente, este grupo 
tampoco tuvo éxito, ya que sus intermediarios diferían en opiniones políticas contundentes.
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de maniobras militares fronterizas aumentando el número de asesores militares, 
3) redujo al máximo las fuerzas del FDN, el MDN, la Arde, el FRS y el EPS, buscan-
do un desarme bilateral, y 4) buscó la desmilitarización de Centroamérica con el 
acompañamiento del Grupo Contadora (Fagen, 1988).

Nicaragua denunció en repetidas ocasiones las acciones bélicas sufridas por 
parte de Estados Unidos, ya que el lema inicial del expresidente Ronald Reagan 
enfatizaba que “la paz debe ser construida utilizando la fuerza”; asimismo, se de-
nunció frente al Consejo de Seguridad y las asambleas plenarias (Saavedra, 1988) 

Nicaragua también expuso el caso ante la Corte Internacional de Justicia en 
La Haya2 (Unidas, 2010), en abril de 1984; sin embargo, no fue sino hasta junio 
de 1986 cuando la entidad internacional ordenó a Estados Unidos reparar econó-
micamente a Nicaragua por las ofensas realizadas. Estratégicamente, Nicaragua 
mantuvo su postura de no alineación, e hizo lo propio para mantener su posición 
con acciones como no dar su voto en la ONU sobre la guerra en Afganistán. Este 
hecho, de postura firme, llevó a Nicaragua a verse como un país con autoridad 
moral, con respecto por los países en vía de desarrollo y los países que no se en-
contraban alineados. 

El concepto de defensa nacional no solo enmarca la situación militar, sino que 
trasciende a los ámbitos, político, social y económico. El concepto de la defensa y 
seguridad es un asunto de política de Estado, y se lo define como la función para 
afrontar posibles amenazas. A su vez, sobresale una política sectorial determinan-
te para la reproducción y viabilidad del Estado, al hacerlo una unidad libre, estable y 
soberana. La defensa nacional atañe a la función que cumplen los militares dentro 
de la defensa de una Nación; sin embargo, no es un tema exclusivo de las FF. AA., 
ya que redunda en las bases de una política pública, en fortalecer el sentimiento de 
exclusión entre la administración pública y la sociedad en general, para impulsar 
dinámicas que den como resultado la formulación de una política de Estado para 
salvaguardar la defensa de un país. 

Un concepto tomado del cuerpo jurídico español define la defensa nacional 
como 

La defensa nacional es la disposición, integración y acción coordinada de to-
das las energías y fuerzas morales y materiales de la nación, ante cualquier 

2	 La Corte Internacional de Justicia es el principal órgano judicial de la Organización de las Naciones Unidas. 
Tiene su sede en el Palacio de la Paz, en La Haya (Países Bajos), y está a cargo de decidir las controversias ju-
rídicas entre Estados. También emite opiniones consultivas sobre cuestiones que puedan someterle órganos 
o instituciones especializadas de la ONU.
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forma de agresión debiendo todos los españoles participar en el logro de tal 
fin. Tiene por finalidad garantizar de modo permanente la unidad, soberanía 
e independencia de España, su integridad territorial y ordenamiento consti-
tucional, protegiendo la vida de la población y los intereses de la patria. (Ley 
Orgánica 6/1980, de 1 de julio, por la que se regulan los criterios básicos de la 
defensa nacional y la organización militar)

En medio de tal contexto, la defensa nacional y la organización de las FF. AA. 
son competencia exclusiva del Estado. 

El Libro Blanco de la República de Argentina3 define la defensa como un tema 
que debe ser de interés e implicación de toda la nación, e integrar todas sus fuer-
zas y capacidades; tiene su base en las FF. MM., pero, de igual manera, implica la 
acción directa de todas las áreas intrínsecas a la defensa de la soberanía nacional. 

Haciendo una relación entre dos naciones como España y Argentina, encontra-
mos similitudes en sus respectivos conceptos de defensa, pues en ambos casos 
se identifica que mantener la soberanía no es solo función militar, sino que todas 
las fuerzas de la nación, con sus instituciones, tienen la capacidad para hacer fren-
te a las amenazas que puede recibir un país en pro de resguardar sus intereses 
vitales y sus bienes nacionales. Estos factores pueden influir en las tendencias 
que un país genera en términos de seguridad y defensa nacional, ya sea interna o 
externa. 

La consolidación de una política de defensa, además de los factores ya ex-
puestos, tiene que ver con un proceso metodológico, determinando por priorida-
des sobre la base de la identificación de los intereses de un país, y que son las 
necesidades más importantes en una nación y redundan en la correspondiente 
planificación estratégica. La política de defensa expone los objetivos de defensa de 
una nación (¿a qué sentido se quiere dirigir el Estado?), define estrategias organi-
zacionales (¿qué debo hacer para lograr los objetivos, los medios, los métodos y lo 
demás?). El analista Thomas de Costa Guedes expone que la seguridad tiene que 
ver con expectativas que van más allá de lo militar, por cuanto se relacionan con 
estructuras socioeconómicas que atañen a una sociedad o a un grupo de perso-
nas (Guedes, 1994). La defensa, por su parte, se refiere a la toma de decisiones y a 
la asignación de recursos y las medidas implantadas para la reparación y emplea-
bilidad de las FF. AA. como instrumento para lograr los objetivos institucionales.

3	 Los libros blancos establecen las políticas oficiales de defensa de un país desde una visión de Estado.
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 Figura 1. Referentes en la formulación de una política de defensa.

Fuente: elaboración propia (Bogotá, 12 de abril de 2021).

No se tienen mayores antecedentes en cuanto a políticas públicas de defensa 
en Nicaragua, como en el resto de los países de América Latina, ya que esta de-
fensa tiene sus comienzos en salvaguardar la seguridad que subyace a las guerri-
llas internas, y que perjudican notoriamente a los países subdesarrollados o en vía 
de desarrollo —como es el caso de los países de Centroamérica—. Dicha defensa 
apunta a desarrollar las capacidades operativas de las milicias para enfrentar a los 
grupos insurgentes. Especialmente al comienzo de la década de 1970, los historia-
dores explican que la Guardia Nacional era un ejército de ocupación con misiones 
orientadas al control interno, exclusivamente a la defensa de la soberanía de la 
Contra. 

En la Constitución de Nicaragua de 1974, en el capítulo II, artículo 189, se es-
tablece que el presidente de la República tiene el mando supremo sobre las FF. 
AA. de la nación, en las cuales el mandatario delega la autoridad para conservar el 
orden interno y la seguridad exterior de la república (Constitución Política, 1974). 
Este capítulo, en especial, confería a las FF. AA. un poder como policías altamente 
facultados para impartir orden en el territorio nacional defendiendo internamente 
el territorio nicaragüense. En el artículo 193 se le daban al jefe de Estado otras 
facultades: 1) destinar las fuerzas necesarias para repeler rebeliones, 2) dirigir las 
operaciones de guerra, 3) organizar, distribuir y disponer de las FF. AA. en todos los 
órdenes, así como lo establece la ley. Orgánicamente, a finales de los años sesenta 
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se postuló un Ministerio de Defensa (Guerra, 1999), como producto de la política 
somocista; sin embargo, el jefe de la Guardia Nacional era quien asumía la direc-
ción de las FF. AA., y eran visibles las discrepancias entre el miembro superior de 
esta cartera y el director de la Guardia Nacional. 

Con el triunfo del FSLN, tuvo lugar la abolición sistemática de la guardia mili-
tar, que fue reemplazada por un nuevo ejército, enfocado también en el restable-
cimiento de la soberanía y la defensa interior, y cuya organización y estructura se 
delegaban en el gobierno de reconstrucción nacional. Se gestó la consolidación 
del Ministerio del Interior, con la facultad de organizar la Policía Nacional apo-
yando este nuevo proceso democrático y asignando funciones más civiles y de 
protección interna específicas. La creación de la Policía y el nuevo Ejército tenían 
asignaciones independientes para garantizar el orden interno y la defensa exterior, 
respectivamente. A pesar de tales esfuerzos, para 1987 no se había llevado a cabo 
el desarrollo de las normas jurídicas, y cabe observar que el concepto de defensa 
nacional era más la expresión de un conjunto de preceptos doctrinarios, naciona-
listas y antiimperialistas que, a su vez, dependían más de intereses particulares 
del Estado revolucionario que de un ejército de planificación de política de Estado. 

En el estudio realizado sobre las Funciones constitucionales del Ejército de 
Nicaragua se cita: 

El estatuto como norma cuasi- constitucional provisional es limitado por su 
propia naturaleza, solo regula los principios generales, sienta las bases, es-
tableciendo reservas para que leyes secundarias desarrollen el contenido de 
la materia, tal ocurre con la organización y estructuración del Ejército que se 
remite a leyes y reglamentos que deberá dictar el gobierno de Reconstrucción 
Nacional. (Moncada, 1996)

En este contexto se dan funciones al Ejército como instrumento de la defensa 
nacional, lo cual provocó el inconformismo dentro del mismo partido y trajo como 
consecuencia el monopolio de las actividades militares del frente sandinista, pro-
ducto de la revolución. 

Se generó la Constitución de 1987 (Esgueva, 1987), donde se promovió con 
mayor fervor la incorporación masiva del pueblo para la defensa externa e inter-
na de la soberanía nicaragüense. A pesar de los esfuerzos del nuevo gobierno, 
fue imposible que la Guardia Nacional estuviera encaminada a los propósitos 
de los ministerios de Defensa y del Interior durante el periodo 1979-1990. Por su 
parte, el Ejército hizo un uso desproporcionado de su propia autonomía frente al 
Estado: operaba bajo las órdenes de partido, y no acorde al ordenamiento jurídico 



Tendencias evolutivas de las políticas  
de seguridad de defensa en Nicaragua

247

institucional, sino de manera autónoma, como un Estado dentro de otro Estado, y 
cuya reglamentación era netamente interna (Roberto, 1996). El reto que debió asu-
mir la sociedad nicaragüense fue hacer la formulación de una política de defensa 
concebida desde una sociedad democrática, ubicando firmemente el papel de las 
FF. AA. en concordancia con las otras dependencias del Estado y la sociedad, para 
enfrentar las amenazas que puedan afectar al país. 

En la Constitución, en el Título I, donde se organizan los principios fundamen-
tales, el artículo 1 establece la independencia, la soberanía y la autodeterminación 
como derechos irrenunciables del pueblo, y que ante toda intervención extranje-
ra en los temas internos de Nicaragua y cualquier intento de atacar la vida de la 
comunidad, es deber de toda la población salvaguardar, preservar y defender los 
mencionados derechos. A partir de esta premisa se puede deducir que no existe 
una definición explícita del significado de defensa nacional, sino que se hace re-
ferencia a que los postulados van dirigidos a la organización y funcionalidad del 
Ejército de Nicaragua y a facultades de la Asamblea Nacional. El Ejército se somete 
a seguir las órdenes del jefe de Estado en su disposición como gobernante civil 
supremo del Estado, y bien sean estas órdenes por él o a través del ministro co-
rrespondiente. En el artículo 130 se le otorgan facultades a la Asamblea Nacional, 
tales como aprobar o rechazar tratados, convenios, pactos, acuerdos y contratos 
internacionales de defensa y seguridad, entre otros. 

Periodo sandinista (1979-1990)

Tabla 2. Periodo sandinista

Antecedente Repercusión histórica

El FSLN ante la Guardia 
Nacional

La primera proclama de la Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional, 
en julio de 1979, aseguraba amplia representatividad a todas las fuerzas 
políticas, económicas y sociales que contribuyeron al derrocamiento de la 
dictadura somocista: FSLN, FPN, FAO, el Consejo Superior de la Empresa 
Privada, la Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua y la Asociación 
Nacional del Clero.
El gobierno quedó constituido por una junta de cinco miembros, además 
de un gabinete donde están los partidos políticos y organizaciones so-
ciales y religiosas, y el FSLN, constituido por una dirección colegiada de 
nueve miembros.
Los objetivos de gobierno de Unidad Nacional se basan en los siguientes 
principios: la democracia, el desarrollo y el cambio económico, el bienes-
tar, la soberanía y la autodeterminación.
Modelo de República basado en: el pluralismo, la economía mixta, la parti-
cipación y la movilización, la defensa nacional y el no alineamiento.
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Democracia y 
pluralismo

El Gobierno de Reconstrucción Nacional abolió todas las instituciones 
represivas y antidemocráticas que existían bajo el régimen de Somoza.

Institucionalización del 
poder

La Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional se compone en la 
actualidad de tres miembros y es coordinada por el comandante Daniel 
Ortega. Esta junta constituye el más alto nivel de autoridad dentro de la 
rama ejecutiva del gobierno.
El Consejo de Estado desempeña funciones legislativas.
La Corte Suprema de Justicia representa la máxima autoridad del sistema 
judicial del país.
Nicaragua, con su modelo de poder, participa en varias organizaciones in-
ternacionales y mantiene relaciones diplomáticas con la inmensa mayoría 
de países del mundo. (Estado, 1979).

Elecciones generales e 
institucionalización de 
los partidos políticos

El 22 de febrero de 1982 se dio “El reconocimiento al derecho del pue-
blo a auto determinar su destino social e histórico, el reconocimiento a la 
existencia de distintas corrientes ideológicas, políticas y sociales” (Estado, 
1981).

Conferencia 
Permanente de Partidos 
Políticos de América 
Latina (COPPPAL)

Nicaragua mantuvo su disposición a desarrollar su revolución y su proce-
so en el marco de una economía mixta, pluralismo político y no lineamien-
to, y a realizar elecciones democráticas, a más tardar, en 1985.

Libertad de prensa Una vez tomado el poder, se habilitaron los diarios y los medios de comu-
nicación; en la actualidad, estos incluyen a: Barricada, El Nuevo Diario y 
La Prensa; también, 51 estaciones de radio, dos estaciones de televisión 
públicas, revistas, casas editoras y semanarios privados.

Desarrollo y economía 
mixta

Se compone de cuatro sectores: sector privado de tipo empresarial, sector 
estatal, sector cooperativo en la ciudad y en el campo, y sector campesino 
y artesanal. El Estado ha asumido la administración de todo el comercio 
exterior y de la banca en el país, según el mandato de la junta en el progra-
ma de gobierno de julio de 1979 (Gobierno de Reconstrucción Nacional, 
1979).

Políticas de desarrollo •	 Satisfacción de necesidades básicas; participación popular (clave para 
brindar servicios sociales); el Programa Alimentario Nacional (PAN) que 
busca autosuficiencia en la producción de granos básicos, de manera 
que el país pueda seguir vendiendo las cosechas de agro para expor-
tación a los países más ricos y a la vez, aumentar la producción de ali-
mentos para el mercado interno.

•	 Reforma agraria: El área propiedad del pueblo genera garantías a los 
productores del campo; este sector corresponde a, más o menos, el 
80 % del valor bruto de la producción, y tiene productos de exportación 
como el café y el algodón (Ministerio de Planificación, 1981).

•	 Reforma industrial: Fundamentada en la transformación de mate-
rias primas que se encuentran en el país, y centrada en los recursos 
naturales, como cosechas, ganadería, productos forestales, pesca y 
minerales.

Desarrollo de la infraes-
tructura económica

Limitaciones en sus puertos, sus caminos y sus centros de acopio; ausen-
cia total de transporte terrestre, durante un lapso, entre la costa Atlántica 
y la costa del Pacífico. El Gobierno de Reconstrucción Nacional, con la 
colaboración gratuita del Gobierno de Cuba y el financiamiento del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), se ha dado a la tarea de vincular las 
dos costas por medio de carreteras que conecten Río Blanco con Siuna y 
Waslala con Siuna.
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Inconvenientes con los recursos energéticos; la dependencia de Nicaragua 
de hidrocarburos importados tiene un impacto negativo en la balanza de 
pagos del país. Italia y Japón están apoyando proyectos en el sector, para 
minimizar el consumo externo que tiene en estos momentos Nicaragua.

Comercio interno y 
externo

Control del nivel de inflación: el Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) se han dado cuenta de la actitud de prudencia y sano 
juicio en las políticas monetarias del nuevo gobierno. Durante el periodo 
1978-1979 la inflación alcanzó el 80 % en Nicaragua. En 1980 esta cifra 
había sido reducida al 35 %, y en 1983, al 23,9 %. Los subsidios en comida 
para la mayoría de la población y una política salarial austera contribuye-
ron grandemente para lograr dicha estabilidad en los precios.
En el campo exterior, el gobierno dispuso nacionalizar todo el comercio 
exterior de los principales productos agrícolas, para así cumplir el progra-
ma de gobierno.

Ley de Emergencia 
Económica y Social

•	 Inició el control del uso de las divisas restringiendo la importación de 
bienes de lujo por medio de una lista que especificaba las prioridades 
de importación. 

•	 Congelamiento de todos los gastos del gobierno. 
•	 Fomento de convenios laborales y prohibición temporal de huelgas; 

controles sobre la fuga de capitales del país y sobre la descapitalización 
de las empresas.

Crédito El sistema público financió entre 1980 y 1981 el 100 % de los requerimien-
tos de capital de trabajo y de inversión del sector privado. Las tasas fijas 
han estado por debajo de las estimadas en el mercado internacional.
Ha aumentado el crédito al mediano y el pequeño productor; el número de 
beneficiarios ha crecido, pues pasó de 37.510 en el tiempo de la dictadura 
Somoza a 97.350 bajo el gobierno revolucionario.
Crecimiento de PIB del 44 % a 60 % en 1981.

Bienestar social y 
participación

•	 Lucha por la alfabetización y la salud: Más del 50 % de la población se 
alfabetizó durante 1980. 

•	 Surgieron los colectivos de educación popular y los trabajos hechos por 
voluntarios. 

•	 La participación escolar ha aumentado significativamente en básica 
primaria, secundaria y universitaria (Aruj et al., 1981).

Se ha logrado establecer programas de salud para toda la población, 
que así ha tenido más posibilidades de vacunación contra la malaria, la 
fiebre amarilla y el dengue; la iniciativa ha movilizado a más de 100.000 
voluntarios.
Libertad de inscripción de sindicatos ante el Ministerio de Trabajo; libertad 
de culto religioso. Nicaragua es N.° 1 en América Latina en cuanto a la 
integración del culto cristiano, que acompaña el proceso revolucionario.

Soberanía y autodeter-
minación: defensa na-
cional y no alineamiento

Se rige por una filosofía que se ha traducido en una política de defensa na-
cional y de no alineamiento internacional; la soberanía se ha convertido en 
uno de los valores más apreciados por los nicaragüenses, al mantenerse 
la tradición anticolonialista de sus antepasados, producto de la lucha con-
tra el imperialismo español. Muchas veces en la historia de este pueblo se 
ha tenido que defender esa soberanía de la intervención extranjera.
Luchas nacionales contra el filibustero William Walker en el siglo XIX, 
quien quería reestablecer la esclavitud en Nicaragua.
La intervención de los marines estadounidenses, expulsados por el 
ejército defensor de la soberanía nacional del general Augusto César 
Sandino.
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La lucha contra las intervenciones y a favor de la soberanía y la autodeter-
minación del pueblo nicaragüense como parte de la lucha anti somocista 
(Gobierno de Nicaragua, 1981).
Tras el triunfo de la Revolución Sandinista en 1979, Nicaragua ha sido 
objeto de amenazas, hostigamientos fronterizos y ataques criminales 
de bandas somocistas y contrarrevolucionarias, así como de provoca-
ciones provenientes de Honduras y Florida, políticas internacionales de 
aislamiento, boicots financieros, sabotaje a la economía y campañas de 
desinformación, entre otras.

Reorganización de las 
FF. AA.

En noviembre de 1979 se creó el Ejército Popular Sandinista, se separaron 
las funciones de los policías y se generaron garantías del orden público 
y de seguridad personal, lo cual erradicó, a los dos años de su institucio-
nalización, el tráfico de drogas, prácticamente eliminó la prostitución y 
disminuyó la delincuencia. Además, se implementó el código de tránsito.
En febrero de 1980 se crearon las Milicias Populares Sandinistas, encami-
nadas a la defensa de la soberanía en caso de agresiones, con funciones 
defensivas, y que no participan en pactos militares de carácter agresivo.

Posición sistémica a 
favor de la paz en los 
foros internacionales

En septiembre de 1979 Nicaragua se unió al movimiento de países No 
Alineados, para hacer respetar los acuerdos sobre el Canal de Panamá y 
el retiro de la base militar de Guantánamo, en Cuba.
En las Naciones Unidas, Nicaragua ha votado a favor de los DD. HH., de las 
limitaciones a la carrera armamentista, de las luchas de descolonización 
y de los movimientos de liberación nacional; también ha apoyado la crea-
ción de convenios multilaterales para regular el comercio internacional. 
Interesada en la paz justa en Centroamérica y en la estabilidad de las eco-
nomías centroamericanas, Nicaragua llevó una propuesta concreta ante 
las Naciones Unidas, a fin de encontrar una solución política al conflicto 
salvadoreño, e involucrando a todos los países participantes.

Relaciones diplomá-
ticas, comerciales y 
financieras amplias

Estados Unidos absorbe el 30 % de las exportaciones; Europa, el 30 %, y 
los países latinoamericanos, entre el 20 % y el 25 %; el resto se distribu-
ye entre Japón, Canadá y una multitud de países. Nicaragua buscó reo-
rientarse hacia fuentes tercermundistas, ante la negativa del presidente 
Reagan a apoyar el proceso de desarrollo nicaragüense, y entonces reci-
bió financiación de países socialistas como Cuba.

Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas 
(octubre de 1981)

Según Nicaragua, ninguno de los países en la región centroamericana 
y del Caribe puede ser considerado una reserva geopolítica de Estados 
Unidos, ni parte de sus llamadas fronteras estratégicas, por cuanto 
esa es una concepción que viene a limitar el ejercicio de la soberanía e 
independencia.
Nicaragua no puede representar, por lo tanto, ninguna amenaza a la segu-
ridad de Estados Unidos. Como un país pequeño, digno y pobre, que sigue 
la política de no alineamiento internacional, no deben confundirse los inte-
reses nacionales del pueblo y de la nación estadounidense con la política 
particular de la administración, que trata de hacer valer sus propios puntos 
de vista, aun a costa de la tranquilidad y de la seguridad.
Se manifestó la disposición a mejorar las relaciones con Estados Unidos 
con base en el respeto mutuo (Gobierno de Nicaragua, 1982).
Los salvadoreños del FMLN y del Frente Democrático Revolucionario 
(FDR) se mostraron favorables a iniciar negociaciones, ante la disposición 
de las Naciones Unidas.
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Tanto el Gobierno de Reconstrucción de Nicaragua como el de Cuba y los 
patriotas salvadoreños respaldaron la iniciativa de negociación propuesta 
por José López Portillo, presidente de México, el 21 de febrero de 1982 en 
Managua.
Nicaragua formalizó pactos de no agresión con países limítrofes del área 
centroamericana, buscando garantizar la paz.
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas busca cesar el uso del te-
rritorio hondureño como base de agresiones armadas y operaciones te-
rroristas en contra de Nicaragua, y de campos destinados a la formación 
de las Contras en territorio de la Florida, solicitando que cese la presencia 
de aeronaves y de buques espía en territorio nicaragüense por parte de 
Estados Unidos y algunos países suramericanos.

Fuente: elaboración propia.

El fin de la Guerra Fría y el proceso de globalización han transformado de ma-
nera significativa la escena internacional. Es así como se muestra la organización 
de actores tradicionales en pro de tomar ventajas competitivas sobre sus pares, 
además de la marcada tendencia que se gestó en la última década de la Guerra 
Fría a propiciar la proliferación estatal de Europa Central y del Este, Asia Central, el 
Sudeste Asiático, África y la zona del Cáucaso, con base en el reconocimiento de 
los DD. HH. y la conservación del medio ambiente. El sector seguridad y defensa 
no fue ajeno a estos cambios: antes bien, se afianzaron alianzas estratégicas en 
pro de combatir flagelos internacionales como el narcotráfico, el terrorismo y la 
delincuencia común, lo cual hizo visible la necesidad de tener relaciones internacio-
nales efectivas y estrechas que aseguraran el bienestar del pueblo nicaragüense 
(Kinloch, 1995).

En 1990, con la derrota en las urnas del FSLN, el nuevo gobierno empezó a 
generar políticas aceleradas para asegurar la institucionalidad de las FF. AA. pro-
mulgando la Ley de Organización Militar del Ejército Popular Sandinista (Ley N.° 
75), donde se le define al Ejército el mantenimiento de la seguridad interna y la se-
guridad territorial, con base en la Doctrina Militar de la Revolución. Con esta ley se 
les permitió a las FF. AA. definir y controlar sus ingresos y egresos, así como crear 
empresas en apoyo de sus actividades. 

En diciembre de 1990 el gobierno de la Unión Nacional Opositora, encabezado 
por Violeta Barrios de Chamorro, emitió la “Reforma a la ley de organización militar 
del Ejército Popular Sandinista” (Gaceta N.° 28, 1991), mediante la cual se estable-
cían las facultades del presidente de la República sobre las FF. MM., y se daban 
lealtad y compromiso hacia este. 

El proceso de establecer políticas para la funcionalidad de las FF. AA. no se de-
terminó sino hasta el periodo 1994-1995. Una fecha crucial, ya que durante dicho 
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periodo se promulgó el Código de Organización, Jurisdicción y Previsión Social 
Militar, se hicieron reformas a la Constitución en materia militar para aplicar a las 
FF. AA. disposiciones encaminadas a controlarlas por parte del poder civil, como 
era el caso del presidente de la República o sus ministros. En 1997 se hizo el nom-
bramiento del primer ministro de Defensa civil en la historia de Nicaragua; poste-
riormente se dio la Ley de Organización, Competencia, y Procedimientos del Poder 
Ejecutivo y su Reglamento, lo cual dejó ver avances en las relaciones cívico-milita-
res para la conducción de una política de defensa en el Estado nicaragüense. 

El Código de Organización, Jurisdicción y Previsión Social Militar (Gobierno de 
Nicaragua, 1994) define en su capítulo 1 al Ejército como institución constitucional 
del Estado nicaragüense que cumple la función de ejecutar, en convenio con los 
diferentes ministerios, las actividades encaminadas al cumplimiento de los fines 
de la defensa nacional, regido expresamente por las políticas y decisiones del pre-
sidente de la República o de sus ministerios. Esta nueva política muestra avances 
significativos sobre la regulación del tema de defensa, al hacer que el Ejército tenga 
lineamientos claros y líneas de mando establecidas.

Actualmente, la política internacional de Nicaragua procura la conveniencia di-
plomática con sus vecinos. El ministro de Relaciones Exteriores busca una convi-
vencia de cooperación y convivencia fraterna. Se evitan todo tipo de confrontación 
política, social, cultural o religiosa y la intervención en asuntos internos de otros 
Estados. Su intervención pacífica desde los años ochenta, que inició procesos de 
negociación para terminar con la guerra centroamericana desde 1982, llegó a la 
paz en Esquipulas I, en 1986; Esquipulas II, en 1987; Alajuela, en 1998, y Tela, en 
1989, hasta terminar en Monte Limar, en 1990. Observándose así avances y cómo 
la región de Centroamérica comenzó la promulgación de políticas económicas y 
propias para el desarrollo de la región, incentivados por el clima de paz que se tenía 
en su momento.

La Guerra Fría tuvo dos actores importantes. La región de Centroamérica tra-
bajaba en función de evitar el expansionismo soviético y la insurgencia izquierdis-
ta, lo que llevó la agenda nacional de seguridad a basar sus objetivos en los desa-
rrollados por Estados Unidos. Los diferentes programas sociales y económicos 
buscaban socavar el comunismo. La ideología de la política estadounidense era 
fundamental en el pensamiento ideológico latinoamericano. Sobre la perspectiva 
de alineamiento estratégico, la planeación estratégico-militar subordinó los intere-
ses nacionales al logro de tales objetivos, de acuerdo con un consenso ideológico 
y estratégico sutilmente impuesto por Estados Unidos (Tokatlián, 1994).
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Cuando finalizó la Guerra Fría se replantearon los estilos de cooperación para 
la defensa y los enfoques de las diferentes FF. AA. en América Central; todo el es-
cenario era de incertidumbre, y cada país buscó establecer una visión unipolar de 
poder político y económico.

Figura 2. Resumen del escenario internacional de la defensa de Nicaragua.

Fuente: elaboración propia (Bogotá 18 de abril de 2021).

En el tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica, firmado en 
1995 en San Pedro Sula, Honduras, por los presidentes centroamericanos, se esti-
puló la visión de seguridad en la región, fundamentado este marco en la democra-
cia y, por consiguiente, en el respeto a los DD. HH., y el cual reza en su artículo 1: 

El modelo Centroamericano de seguridad democrática tiene su razón de ser 
en el respeto, promoción y tutela de todos los derechos humanos, por lo que 
en sus disposiciones garantiza la seguridad de los Estados Centroamericanos 
y sus habitantes, mediante la creación de condiciones que les permitan su 
desarrollo personal, familiar y social en paz, libertad y democracia, Se sustenta 
en el fortalecimiento del poder civil, el pluralismo político, la libertad econó-
mica, la superación de la pobreza extrema, la promoción del desarrollo sos-
tenible, la protección del consumidor, del medio ambiente y del patrimonio 
cultural, la erradicación de la violencia, la corrupción, la impunidad, el terroris-
mo, la narcoactividad y el tráfico de armas; el establecimiento de un balance 
razonable de fuerzas que tomen en cuenta la situación interna de cada Estado 
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y las necesidades de cooperación entre todos los países centroamericanos 
para garantizar su seguridad. (SER, 2000)

El tratado está totalmente renovado; además de incluir la defensa militar in-
terna y externa, toca temas como la protección a la vida, el narcotráfico y la pro-
tección al medio ambiente, entre otros. Se contextualiza a las FF. MM. bajo la 
subordinación a la Constitución inferida en este espacio político y económico; es 
decir, dichas fuerzas están regidas legalmente. En su artículo 11, título II, el tratado 
fortalece la coordinación operativa para enfrentar las amenazas a la seguridad de-
mocrática, tales como el terrorismo, el narcotráfico, el tráfico de armas y el crimen 
organizado, que requieren el uso de la Fuerza Pública, tanto del Ejército como de 
la Policía Civil. Los artículos 28 y 29 hacen referencia al número de efectivos y a la 
cantidad de equipos para el desplazamiento aéreo, terrestre o naval, planificados 
con antelación. 

Aunque hasta el día de hoy no existe una evaluación sobre los avances lo-
grados en materia de seguridad, es de gran significancia el valor dado a la región 
de Centroamérica viendo la desactivación de las inercias institucionales propias 
de cada país. Los avances evidencian que se ha avanzado en una normatividad 
que asegura mecanismos de transparencia, confianza y respeto a los DD. HH. 
Quedan pendientes algunos temas que ha sido imposible plasmar, como la nula 
referencia de los poderes legislativos de carácter regional como el Parlamento 
Centroamericano y las Asambleas Nacionales, lo cual deja sin alguna capacidad 
de escrutinio a estos poderes del Estado nicaragüense. 

Influencia de Rusia y Cuba en asuntos de 
seguridad y defensa en nicaragua 
El 26 de febrero de 2014 se conoció que Rusia tenía planes de ampliar sus bases 
militares en lugares del Caribe, el Sudeste Asiático, y el Medio Oriente. En el caso 
del Caribe, en países como Cuba, Venezuela y Nicaragua (Novosti, 2014). Nikolay 
Vladimir, embajador de Rusia en Nicaragua, negó esta información. Por su parte, 
Anatoli Antónov, ministro de Defensa ruso, afirmó que Rusia quiere negociar con 
diferentes países de América Latina la creación de centros de mantenimiento para 
los buques de la armada rusa, y no bases militares. 

La cercanía de Rusia con Nicaragua se originó en la Guerra Fría. Con el regreso 
de Daniel Ortega, en 2017, se afianzó esta relación, en una combinación bilateral 
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entre ambos países, fortaleciendo sus enlaces comerciales, de energía, salud, 
transporte, infraestructura, ayuda humanitaria, educación y cultura. Moscú ha en-
tregado más de 100.000 toneladas de grano en ayuda humanitaria, 600 autobuses 
y 500 vehículos, así como asistencia en la modernización de la infraestructura para 
prevenir y atender los desastres naturales (Russia, 2013). Rusia se ha convertido 
en el principal donante extranjero de Nicaragua; en octubre de 2012 Nicaragua ma-
nifestó su intención de firmar un acuerdo de libre comercio con Rusia, revalidado 
en enero de 2014, pero que hasta ahora no ha sido posible, pues ambos países son 
partícipes de sistemas de integración diferentes: por una parte, Rusia pertenece 
a la Unión Aduanera de Rusia, con Bielorrusia, y Nicaragua pertenece al Sistema 
de Integración Centroamericano. Pero esto no ha sido impedimento para generar 
acuerdos utilizando el Sistema General de Preferencia, el cual especifica una re-
ducción arancelaria del 25 % a productos como textiles, calzado, prendas de vestir, 
algunos aceites y artículos electrónicos. La mayor inversión esperada por parte 
de Rusia es la asesoría en la posible construcción del Canal de Nicaragua, la cual 
deberá trabajar en conjunto con la empresa China HKND, Group. 

En temas de seguridad, en 2013 Nicaragua construyó, en conjunto con Rusia, 
un nuevo campo de entrenamiento militar, al que se llamó Mariscal Zhukov en ho-
nor al héroe soviético de la Segunda Guerra Mundial. En las visitas realizadas recí-
procamente, Nicaragua recibió en abril de 2013 al general Valery Gerasimov, jefe 
del Estado Mayor General de Rusia, quien discutió con el presidente Daniel Ortega 
la concreción de nuevos acuerdos bilaterales de cooperación militar técnica. Rusia 
ayudó también a fundar una planta de procesamiento de municiones para la mo-
dernización del arsenal nicaragüense. Los dos países se apoyan en la coordina-
ción para combatir el narcotráfico y el crimen organizado, y Rusia ha enviado a 
Nicaragua soporte técnico y vehículos especiales Tigr GAZ 2975, para apoyo arduo 
a este flagelo. 

Las autoridades nicaragüenses, en conjunto con las fuerzas rusas, dieron 
de baja al mayor cartel que infringía la ley en Centroamérica, liderado por Martín 
Flores, incautaron 10 toneladas de cocaína y retuvieron 12 millones de dólares en 
2012, todo lo cual evidenció que Nicaragua es una importante ruta de cocaína pro-
veniente de Suramérica a Estados Unidos y Europa. 

Por otra parte, Nicaragua amplió los acuerdos generados con Rusia y Estados 
Unidos a comienzos de 2014; así, permitió el ingreso al territorio nacional de las 
dos potencias, a fin de unir esfuerzos para combatir el narcotráfico. Los buques de 
ambas potencias patrullan aguas nicaragüenses muy cercanas a las de Colombia. 
Nicaragua y Rusia siguen avanzando en los acuerdos de cooperación: el 3 de abril 
de 2014, por ejemplo, se aprobó en el Congreso nicaragüense una ley que permite 
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establecer en Nicaragua estaciones rusas de navegación de satélites e instalar una 
red con controles y estaciones de base en Nicaragua para monitorear y aumentar 
la precisión de la navegación satelital en la órbita terrestre. GLONASS es el siste-
ma de ubicación satelital ruso, que compite con el norteamericano GPS, y que fue 
complementado en 2010 con el desarrollo de 24 satélites que permiten a Rusia 
tener una cobertura global total (Ghotme, 2015).

En cuanto a Cuba, la situación en seguridad y defensa es similar. La Revolución 
nicaragüense fue muy distinta de la Revolución cubana, ya que la burguesía del 
país centroamericano eligió el lado de los revolucionarios contra la dictadura de 
Somoza, los cuales poseían las propiedades suficientes con las que empezar, una 
vez nacionalizadas, las primeras reformas del programa sandinista. No hubo nece-
sidad de intervenir propiedades, ya que los burgueses cooperaban en el esfuerzo 
de reconstrucción, basado en su economía mixta, pluralismo político y no alinea-
ción y obteniendo ayuda de varios países. Por su parte, la opinión cubana se preo-
cupaba por la seguridad de Nicaragua, lo cual hizo que Fidel Castro pusiera énfasis 
en la necesidad de mantener armada a la gente para organizar un ejército con el 
fin de evitar la repetición de la experiencia guatemalteca de 1954, o la de Chile, de 
1973 (Castro, 1980).

Los dirigentes cubanos, además, hacían las siguientes apreciaciones: 
Nicaragua, geográficamente hablando, no era como Cuba, pues tenía fronteras te-
rritoriales que defender y era vulnerable; Nicaragua no era ni sería un miembro de la 
sociedad socialista, a pesar de que recibió ayuda de los soviéticos, pero esta no fue 
la misma en relación con Cuba. El apoyo cubano se entendió, por sí, como un com-
plemento de la ayuda que Nicaragua podría obtener de otros países, incluyendo 
Estados Unidos. Con el deseo de alentar dicha ayuda pluralista, Fidel Castro apeló 
a una campaña de estimulación para apoyar a Nicaragua. El 25 de julio de 1979 un 
avión cubano cargado con 90 toneladas de comida y transportando 60 médicos 
y enfermeras aterrizó en Managua. Antes de fin del año, 1.000 maestros, algunos 
técnicos en pesca y, presumiblemente, los primeros asesores militares cubanos 
llegaron a Nicaragua (Castro, 1979).

En 1980, Cuba donó un barco mercante de 10.000 toneladas de capacidad. En 
abril de ese año ya había 2.000 cubanos en Nicaragua; la mayoría de ellos, maes-
tros apoyando la campaña de alfabetización en el país. En consecuencia, la ayuda 
cubana se enfocó en suplir las necesidades de educación, salud, económicas y de 
seguridad. 

Aparentemente, el interés cubano en la seguridad nicaragüense hizo que la di-
rección de la isla caribeña insistiera en tener asesores cubanos solo en posiciones 
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de asesorías clave en la organización del ejército sandinista, de la inteligencia mi-
litar y del Ministerio del Interior. Países como Panamá y Venezuela vieron con re-
servas estas asesorías, y ello creó un clima de polarización entre estos países y 
Nicaragua. 

En la invasión estadounidense a Granada, Fidel Castro repatrió a más de 2.000 
cubanos residentes en Nicaragua; pensando en una invasión similar a Nicaragua, 
se especuló sobre la entrega a Cuba, por parte de la URSS, de aviones MIG soviéti-
cos, los cuales, de alguna manera, apoyaban operaciones militares nicaragüenses. 
Cuba apoyó fervientemente la decisión de Nicaragua de entrar al grupo de Países 
No Alineados, además del acercamiento que Nicaragua tuvo con países para pro-
veerles armas, como la República Federal de Alemania, la República Democrática 
de Alemania, Bélgica, España, México y Brasil. 

El apoyo de Cuba ha sido de respeto incuestionable a todos los niveles; la prin-
cipal preocupación de Cuba con respecto a Nicaragua ha sido su supervivencia. 
Por lo tanto, aparte de su ayuda directa y su apoyo político, es probable que Cuba 
haya jugado un importante papel como mediador con Europa del Este. De cual-
quier forma, tal interés en la supervivencia de la Revolución nicaragüense ha vuelto 
a los líderes conscientes de su respaldo a cualquier acuerdo pacífico que pueda 
aliviar la carga nicaragüense y le permita lograr si no su desarrollo revolucionario, 
al menos sí, un desarrollo democrático (Reyes, 1989).

Capacidad de disuasión y coerción de 
Nicaragua en la región 
Nicaragua recientemente ha tenido conflictos fronterizos con Costa Rica, Colombia 
(por las islas de San Andrés y Providencia y el mar contiguo) y Honduras, lo que 
la ha incitado a tener un plan de reacción estratégico-político, buscando prevenir 
conflictos en su contexto pacífico y conversacional. En toda la historia se han pre-
sentado personas y situaciones que han querido atentar contra la soberanía de 
un país; por ello, se deben tener sólidos planes de defensa para repeler posibles 
ataques soberanos: 

El conflicto, como expresión natural de toda convivencia humana no puede 
ser resuelto convenientemente en una democracia si no se cuenta con una 
doctrina política estructurada y con un régimen orgánico, jurídico y funcional 
de seguridad y defensa consecuente con esta doctrina. (Orieta, 1994)
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Los diferentes conflictos que se han presentado en América Latina y 
Centroamérica han sido suscitados por diferentes intereses como la ampliación 
de mercados, la apropiación de recursos naturales, la búsqueda de mano de obra 
económica, el acceso a nuevas rutas de comunicación o la creación de zonas de 
seguridad. 

Los mayores conflictos que ha presentado Nicaragua en los últimos años han 
sido por la defensa territorial y por delimitaciones geográficas que se establecieron 
luego de que estos países se independizaron de la corona española. 

Costa Rica buscó una salida al mar, debido a la necesidad de transportar sus 
productos pues un puerto ayudaría a la comercialización de estos. Su principal 
producto era el café, por lo que buscó la salida por Matina, en 1838 y 1846, entre 
los ríos Turrialba y Reventazón; posteriormente, dio salida a sus productos utili-
zando los ríos Sarapiqui y San Juan, y utilizando el puerto de San Juan del Norte. 
En 1848 Nicaragua afirmó que la propiedad de ambas riberas le pertenecía, y así 
comenzaron años de negociación (se percibía la intervención de Estados Unidos 
e Inglaterra por su propio interés, ya que visualizaban a Nicaragua como eventual 
ruta canalera). El 15 de abril de 1858 el Tratado de Jeréz-Cañas definió las fronte-
ras entre ambos países, que hasta hoy siguen vigentes (Esgueva, 1998). Dada a los 
dos países la posibilidad de navegación, Nicaragua cedió las provincias de Nicoya 
y Guanacaste; asimismo, se le ordenó a Costa Rica no pasar por las riberas con 
buques de guerra, pero sí se habilitó la navegación para buques de servicio fiscal 
relacionados con la comercialización (Arrguello, 1982). 

El paralelo 15, como línea divisoria marítima en el mar Caribe, fue el detonante 
del conflicto entre Honduras y Nicaragua, en 1981. En el golfo de Fonseca empezó 
la disputa territorial, con el mutuo hostigamiento de embarcaciones pesqueras. El 
2 de agosto de 1986 los gobiernos de Honduras y de Colombia firmaron el tratado 
de delimitación marítima Ramírez-López, donde se procedió a la división de áreas 
insulares, marinas y submarinas de Nicaragua, sin tomar en cuenta el consenti-
miento o no de las políticas nicaragüenses. En 1986 Centroamérica pasaba por 
un fuerte conflicto político, ante lo cual Nicaragua no presentó ningún recurso de 
apelación, en esa época. No se ha dado solución al conflicto y el tema se encuentra 
estancado, de tal manera que Honduras no reconoce su propia inhabilidad sobre 
el paralelo 15 y Nicaragua conserva su posición frente al tema, pues no acepta que 
dicho paralelo sea hondureño. 

La isla de San Andrés está situada a 198,95 km de Punta de Perla y a 142,60 
km de Corn Island; ambas, propiedad de Nicaragua, En cambio, se sitúa a 640,75 
km del cabo Tiburón y a 713,26 km de Cartagena de Indias, Colombia. En 1928 
se redactó el Tratado Bárcenas Meneses-Esguerra, mediante el cual Colombia 
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reconoció la soberanía de Nicaragua sobre la Mosquita, las islas Mangle Grande 
y Mangle Chico. Como respuesta, Nicaragua reconoció a Colombia la soberanía 
sobre las islas de San Andrés y Providencia. En 1972 Colombia y Estados Unidos 
suscribieron otro tratado: el Saccio-Vasquez, a través del cual Estados Unidos re-
nunciaba a los cayos Roncador, Quitasueño y Serrano. 

El 28 de septiembre y el 9 de octubre de 2015 se realizaron en La Haya las 
audiencias públicas preliminares sobre las excepciones previas, en las cuales 
Colombia y Nicaragua argumentaron la competencia de la Corte Internacional de 
Justicia (CIJ) y la inadmisión de las demandas. Colombia no acató la decisión de 
la CIJ de 2012, mediante la cual se vio afectada por la pérdida de 75.000 km2, ar-
gumentando que, de manera oportuna, denunció el Pacto de Bogotá, con efecto in-
mediato. No hubo negociación directa entre las partes involucradas, y el conducto 
regular se incumplió por parte de Nicaragua (Colombia, 2015).

Figura 3. Disputa territorial Colombia-Nicaragua.

Fuente: recuperado de: https://www.dw.com/es/colombia-nicaragua-empantanados-en-el-caribe/a-45099276
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La Haya aceptó estudiar dos de las cuatro contrademandas de Colombia. El 
Gobierno colombiano aduce que Nicaragua está violando los derechos de la po-
blación raizal, y que las líneas de base recta que dicho país impuso para definir su 
plataforma continental son ilegales (Valencia, 2018).

El narcotráfico, en su calidad de amenaza a la seguridad nacional en Nicaragua, 
se entiende como primicia de primer orden, ya que puede llegar a permear su 
actividad económica en la sociedad degradando los intereses y la soberanía del 
Estado desde la premisa de la afectación a la salud, ya que dicha mercancía tiene 
componentes que afectan a la salud directa del pueblo nicaragüense. El aumento 
en el consumo de dichas sustancias psicoactivas en Nicaragua da fe del paso 
de esa clase de productos por su territorio; la estratégica ubicación geográfica de 
Nicaragua favorece la ruta de tránsito entre países de Suramérica y Norteamérica. 
Las salidas por los dos océanos y la poca población en las costas convierten a 
Nicaragua en un paso atractivo. Según un reportaje del diario El Semanario, en 
entrevista a Carlos Palacio, jefe de la Exdirección de Drogas, afirmó que se pasa 
por Nicaragua un aproximado de 50 toneladas métricas al año (Palacios, 2018). 

Este antecedente ha hecho que Nicaragua genere políticas de defensa involu-
crando a la Policía Nacional, apoyada por un conjunto de iniciativas que enfatizan 
el enfrentamiento al flagelo de la droga; sin embargo, la escasez de recursos y 
una política de defensa que aún carece de bases sólidas no han podido menguar 
este hecho, que empobrece y genera inconformismo nacional e internacional. 
Los entes que están directamente involucrados en la lucha contra el narcotráfico 
son la Policía Nacional, la Comisión Legislativa de la Lucha Antidrogas, el Consejo 
Nacional de Lucha contra las Drogas y el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

La Fuerza Naval y la Dirección para la Información para la Defensa realizan 
en la costa Atlántica operaciones que en algunos casos han sido exitosas, pero 
la ausencia de una estrategia clara que oriente y defina los límites de las FF. AA. 
en su labor de apoyo a las actividades contra el narcotráfico no ayuda a obtener 
resultados eficaces. La DEA cuenta con sendas sedes en Costa Rica y Nicaragua, 
desde donde adelanta labores de inteligencia para trabajar conjuntamente en pro 
de desfavorecer el paso de mercancías ilegales. 

Conclusiones 
El término defensa refiere de inmediato a la capacidad para salvaguardar los inte-
reses de una persona o una nación; direccionar la defensa de un país es una labor 
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ardua y compleja, y se requiere para esto un marco regido por leyes y normas que 
regulen el accionar del Estado y no faciliten incurrir en delitos contra de los dere-
chos fundamentales; dicha defensa debe basarse en los recursos de los que se 
dispone, así como en los intereses de carácter interno o externo frente a cualquier 
amenaza. 

La defensa nacional va acompañada de un sinnúmero de instituciones de or-
den público y privado; las acciones de defensa no solo son competencia de las 
FF. AA., sino que van guiadas por el entorno económico, social, político, cultural y 
religioso, entre otros, haciendo aportes para la redacción de políticas de defensa 
aptos para combatir los flagelos que pueden presentarse en cualquier escenario 
hipotético. En el presente capítulo podemos observar que el Gobierno nacional no 
tenía mayor injerencia sobre las decisiones que tomaban las FF. AA., pues no se 
tenía un direccionamiento estratégico para hacerlo. Fue solo hasta 1990, con el 
cambio de vertiente política, cuando se estipularon su función y la asignación de 
su mando. La defensa puede estar en un área de administración pública con una 
efectiva conducción civil. 

El desarrollo de una política pública ha de considerar la inserción de un plan de 
defensa nacional basado en un sistema democrático, tomando en cuenta las ne-
cesidades actuales y los desafíos nacionales e internacionales que se suscitan ubi-
cando el poder militar con los demás poderes (legislativo y ejecutivo) y definiendo 
los objetivos nacionales, para así determinar la política de defensa que se requiere 
para ese momento. También, delegando funciones específicas en el marco de la 
transparencia y el conformismo ideológico. 

La defensa nacional como política deberá reconocer la actuación de todas 
las ramas del poder, incluyendo la Asamblea Nacional, que dicta, desde diferentes 
puntos de vista —político, económico, social, cultural—, las disposiciones para el 
direccionamiento de una sociedad democrática, capaz de llegar a conciliaciones 
de orden hegemónico e involucrando todos los actores nicaragüenses. 

Las fuerzas políticas de Nicaragua no se han puesto de acuerdo sobre la agen-
da nacional compartida, y se mantienen desacuerdos constantes con los objetivos 
y estrategias por utilizar en el caso de la posición de defensa nacional como polí-
tica de Estado. Las vertientes ideológicas que han llegado al poder no establecen 
rutas de conciliación con sus opositores, y muchas veces estos no son escucha-
dos, Algunos factores como la violencia política, la corrupción, la falta de oportuni-
dades y la incompetencia son escenarios de conflicto que impiden el progreso de 
Nicaragua. 
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La necesidad de configurar una comunidad de defensa puede enriquecer el 
debate sobre el tema; organizaciones como el Centro de Estudios Estratégicos 
de Nicaragua permiten los escenarios para que se lleven a cabo las discusiones 
necesarias sobre el concepto de defensa y cómo, mediante la intervención de la 
sociedad en general, pueden determinarse los objetivos de defensa y las estrate-
gias para su alcance institucional. 

El poder legislativo es importante para el control y el equilibrio de poderes; tam-
bién, como su representación de las fuerzas políticas institucionalizando la partici-
pación de dichas entidades en los discursos de los aspectos que hacen referencia 
a la seguridad y defensa del territorio nacional. 

La ubicación geográfica de Nicaragua es estratégica: las salidas que tiene el 
país hacia los dos océanos, sumado ello a las diferentes cuencas hidrográficas, 
hacen de esta región un sector que no pasa desapercibido para las grandes poten-
cias, que visualizan un posible canal interoceánico, el cual favorecería los intereses 
comerciales y políticos de sus aliados. Por tal razón es importante que se creen 
políticas de defensa claras y se dimensione de manera objetiva a Nicaragua, como 
lo están haciendo otras naciones. Aunque sus gobernantes han hecho caso omiso 
de todos los recursos que poseen y se han propuesto combatir el conflicto interno, 
no han tenido la suficiente visión a futuro del desarrollo socioeconómico del país. 

En Nicaragua tanto el gobierno como los sindicatos y otras agrupaciones han 
fomentado enérgicamente la participación de todas las organizaciones populares 
en los órganos deliberativos y decisorios del Estados y de las empresas mixtas 
y estatales. Entre esos órganos se pueden mencionar: el Consejo de Estado, el 
Consejo Nacional de Reforma Agraria, los delegados de las asociaciones a las re-
uniones del Gabinete de Gobierno, las Comisiones Programáticas de Coordinación 
(Interministerial), los consejos consultivos de las empresas, el Consejo Nacional 
de Educación Superior, los Centros Populares de Cultura y los Comités de Defensa 
Sandinista. 

El gran canal interoceánico, en el contexto nacional nicaragüense, incide en 
su significado para el gobierno sandinista de Daniel Ortega y las repercusiones 
en Nicaragua, así como en el ámbito internacional, donde la política exterior ni-
caragüense en relación con China y Taiwán es clave para detectar posibles cam-
bios geopolíticos en la región centroamericana. Por un lado, en el ámbito nacional 
Daniel Ortega ve en el canal la oportunidad de alcanzar la prosperidad económica 
y, por otro, el desarrollo que históricamente se ha relacionado con el proyecto. 
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Capítulo 10

Resumen: El siguiente capítulo de investigación denominado “Tendencias evolutivas de las 
políticas de seguridad de defensa en las Américas - Caso Paraguay” tiene como propósito 
exponer aquellas tendencias, características y razones que convierten a la nación paragua-
ya en un Estado que controla, administra y monitorea su progreso nacional bajo los aspec-
tos de la seguridad y la defensa. Por ello, en primer lugar se contextualiza el contenido de 
la política de defensa vigente, resaltando aquellos componentes estructurales desde una 
perspectiva estratégica y geopolítica, seguido del análisis del tipo de relación entre los com-
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examinan las condiciones estratégicas y geopolíticas de Paraguay en función de su manda-
to, todo esto encaminado en la caracterización esencial del Cono Sur americano en función 
de la gobernanza, la estabilidad democrática y la seguridad hemisférica.
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Introducción
En el escenario que suscita actualmente, todas las naciones se enfrentan a ame-
nazas, y estas amenazas logran materializarse en aspectos como la agresión de 
un país vecino, la infiltración de un grupo terrorista o las tendencias económicas 
globales que comprometen el bienestar de la nación. Es claro que cualquier ame-
naza desafía el poder de una nación y altera su bienestar. Autores como Leffler 
(1990) reiteran que cada nación tiene una estrategia de seguridad nacional, bien 
sea un plan para asegurar su propia existencia continua o en su defecto la articula-
ción formal en un documento publicado que se transmita indirectamente a través 
de discursos de líderes gubernamentales, con el propósito básico de una estrate-
gia de seguridad nacional.    

No obstante, al hacer énfasis en sectores como el latinoamericano, existen 
tendencias diferenciadoras de acuerdo con la nación y su proyección, resaltando 
riesgos y amenazas de su total interés, siendo estos relacionados con la actua-
ción y escenario de la época. Por ejemplo, en contextos como el suscitado durante 
conflictos como la Guerra Fría, su desarrollo se enfocó en la disputa de dos blo-
ques distintos: el primero liderado por Estados Unidos de América con tenden-
cias capitalistas, el segundo encabezado por la Unión de Repúblicas Socialistas 
Soviéticas (URSS) con percepciones netamente comunistas. Al entender que cual-
quier influencia podría ser acatada por naciones en vías de desarrollo, en su ma-
yoría ubicadas en Latinoamérica, Estados Unidos buscó diferentes metodologías 
como para localizar pivotes geoestratégicos que sirvieran de extensores de sus 
ideologías. Ante ello, la región latinoamericana obtuvo variadas intervenciones por 
medio de agencias como la Central de Inteligencia Americana (CIA). Estas opera-
ciones buscaban garantizar el manejo del modelo capitalista, dado que la orienta-
ción americana era de esta convergencia.
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Si bien cuando se conocen este tipo de interferencias o injerencias que dentro 
de la percepción política se perciben como amenazas para la consolidación de 
los Estados, Solís (2013) afirma que se toman medidas, y estas medidas se rela-
cionan con decisiones radicales y de alto impacto. En naciones como Paraguay, 
Soler (2007) indica que ante la necesidad de intromisión soviética surge el periodo 
de dictadura militar desde 1954. Por otra parte, estas dictaduras militares eran 
transversales a las ayudas y alianzas estratégicas con Estados Unidos, que es en 
la mayoría de Estados latinoamericanos un aliado de alto valor estratégico, enmar-
cado en el discurso de neutralización de la ideología comunista. Este tipo de ne-
cesidades del orden internacional se suscribe como una de las justificaciones que 
componen las políticas o leyes de seguridad y defensa, siendo una característica 
común y constante de todas las naciones. 

No obstante, cada región mantiene una particularidad especial, donde nacio-
nes como Paraguay se desatacan por la consolidación de una política con una 
longevidad individual aproximada de diez años, estableciendo proyecciones futu-
ras y estratégicas ante las posibles amenazas y riesgos de la nación. Dadas es-
tas circunstancias, resulta pertinente centrar la atención en naciones tales como 
Paraguay, que en el escenario de consolidación e integración nacional ha suscita-
do tendencias, mejoras y disposiciones continuas en actos como la seguridad y 
defensa. Por ello, ¿cuáles son las tendencias evolutivas de las políticas de seguri-
dad y defensa de Paraguay a partir de su valoración en su proyección estratégica 
y geopolítica?

Metodología
Para el desarrollo del siguiente capítulo, inicialmente se necesita estudiar teórica 
y conceptualmente los antecedentes de las políticas de seguridad y defensa de la 
nación paraguaya desde los años sesenta. Por ello, inicialmente se desarrollará 
una exploración previa que permita conocer las producciones, resultados y posi-
ciones ante la temática principal. Para ello se desarrolló una búsqueda en bases 
académicas indexadas como Google Academics, Jstor y Dialnet. Gracias a esta 
búsqueda, se seleccionaron aproximadamente 90 documentos que tienen relación 
directa con el desarrollo de políticas de seguridad y defensa.

Dadas estas circunstancias, tal enfoque corresponde a uno netamente cuali-
tativo, puesto que se recolectará información de primera mano como libros, entre-
vistas, bases de datos y análisis de expertos. Asimismo, el capítulo se desarrollará 



Tendencias evolutivas de las políticas  
de seguridad de defensa en Paraguay

269

bajo los parámetros de un tipo de investigación exploratoria, pues la comparación 
final que conglomerará el desarrollo de todo el libro será una herramienta compara-
tiva entre las políticas de seguridad y defensa de Latinoamérica (Hernández et al., 
2014). Es importante destacar que este tipo de metodologías permitirá establecer 
las diferencias y tendencias de las naciones del Cono Sur latinoamericano, enten-
diendo que la cultural, ejercicio político y desarrollo social abarca unas tendencias 
completamente distintas a las de otros territorios. 

De acuerdo con ello, en primer lugar, se identificarán los componentes es-
tructurales de la política de seguridad y defensa de Paraguay de la administración 
actual, seguido de la exposición de causas que determinan la relación causal, de 
dependencia o de interacción entre los componentes de la política de seguridad y 
defensa paraguaya. Para terminar, se establecerán las tendencias que marcan la 
política de seguridad y defensa de esta nación, permitiendo el último análisis com-
parativo al que apunta la finalización del estudio.

Marco teórico y conceptual 
Para generar una actividad teórica durante las líneas del capítulo de investigación, 
es necesario resaltar los componentes teóricos que harán parte de esta, estable-
ciendo definiciones, lineamientos y posibles esquemas de gran importancia para la 
resolución de la pregunta de investigación. Dada esta situación, los componentes 
teóricos que se van a utilizar se relacionan a continuación.

Seguridad
Para autores como Almazán (2015), la seguridad nacional ha sido descrita como 
la capacidad de un Estado para atender la protección y defensa de su ciudadanía. 
Esta afirmación, en medio de los debates e incursiones académicos, ha sido so-
portada por autores como Martínez (2014), quien indica que uno de los principales 
desafíos para enfrentar el campo de la seguridad global es el concepto de com-
plejo de seguridad, dado que es una situación en la que las preocupaciones de se-
guridad de las naciones están profundamente interconectadas. Aquí es claro que 
las necesidades de seguridad de un país no pueden ser consideradas de manera 
realista sin tener en cuenta las necesidades de defensa y protección de otros terri-
torios, pues sus actuaciones deben premeditar las posibles acciones de quienes 
intervienen en el orden y actuación de los sistemas de defensa internacionales.



270

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

Defensa y seguridad colectiva
La defensa colectiva, según Dockendorff y Duval (2013), es un acuerdo oficial entre 
los Estados-nación para ofrecer algún apoyo de defensa a otros Estados miem-
bros si son atacados. Es la base de las clásicas alianzas de defensa como la Triple 
Entente entre el Reino Unido, la Tercera República Francesa y el Imperio ruso antes 
de la Guerra Mundial. Se distingue no solo por la limitación geográfica, sino tam-
bién por su enfoque en los compromisos militares.

Por otro lado, Jasso (2017) expresa que la seguridad colectiva se refiere a va-
rios tipos de arreglos. Estrictamente hablando, la defensa colectiva que implique 
compromisos mutuos de los Estados miembros podría considerarse una forma de 
seguridad colectiva, aunque limitada geográficamente a la defensa militar. Sin em-
bargo, con mayor frecuencia se piensa en la seguridad colectiva como un concep-
to global representado por instituciones internacionales como la Liga de Naciones 
y las Naciones Unidas. A menudo, tales arreglos están respaldados por conceptos 
de derecho internacional y ayudas internacionales. Su característica distintiva es 
su carácter híbrido entre la acción colectiva en el ámbito internacional.

Política de seguridad económica
Autores como Saint-Pierre (2008) expresan que la seguridad económica implica 
no solo proteger la capacidad de la economía para el pueblo, sino también el grado 
en que el Gobierno y el pueblo son libres de controlar sus decisiones económicas y 
financieras. Esta es la capacidad para proteger de amenazas y coacción externas 
la riqueza y la libertad económicas de una nación. Por tanto, comprende la política 
económica y algunas agencias de aplicación de la ley, al igual que acuerdos in-
ternacionales sobre otros temas de importancia nacional como el comercio y las 
finanzas. 

Ante ello, Sorj (2005) expone que la política de seguridad es un medio legal que 
busca proteger la soberanía del Gobierno, el sistema político y la integridad de la 
sociedad frente a amenazas internas ilegales y amenazas o presiones externas. 
Esto implica tanto la seguridad nacional e internacional como la aplicación de la 
ley. Su fundamentación debe interpretarse más allá de concebir una actividad eco-
nómica con altas dinámicas. De hecho, este tipo de seguridades ante la percepción 
ciudadana es quizás uno de los procesos con el que cuenta cada individuo en su 
Estado para promover sus servicios y beneficios, entendiendo que la economía es 
aquel soporte para que los hogares pueden hacer uso de bienes y servicios.
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Seguridad humana
La seguridad humana, afirma Sepúlveda (2007), se refiere a un concepto en gran 
medida desarrollado en las Naciones Unidas después del final de la Guerra Fría. 
Esta define la seguridad en términos generales, abarca la seguridad de las perso-
nas contra el hambre, las enfermedades y la represión, incluidas las perturbaciones 
dañinas de la vida diaria. Con el tiempo, el concepto ha sido ampliado para incluir 
seguridad alimentaria, seguridad ambiental, seguridad económica, seguridad per-
sonal, seguridad sanitaria, seguridad comunitaria, seguridad política y protección 
de las mujeres y minorías. Su característica distintiva es evitar o restar importancia 
tanto a la seguridad nacional como a la militar.

Componentes estructurales de la política de 
seguridad y defensa de Paraguay desde una 
perspectiva estratégica y geopolítica
Inicialmente, es importante indicar que, al hacer énfasis en sectores como el lati-
noamericano, existen tendencias diferenciadoras de acuerdo con la nación y su 
proyección, resaltando riesgos y amenazas de su total interés, siendo estos re-
lacionados con la actuación y escenario de la época. Por ejemplo, en contextos 
como el suscitado durante conflictos como la Guerra Fría, Agüero (2016) indica 
que su desarrollo se enfocó en la disputa de dos bloques distintos: el primero li-
derado por Estados Unidos de América con tendencias capitalistas, el segundo 
encabezado por la URSS con percepciones netamente comunistas. 

Al entender que cualquier influencia podría ser acatada por naciones en vías 
de desarrollo, en su mayoría ubicadas en Latinoamérica, Romero (2005) afirma 
que Estados Unidos buscó diferentes metodologías con para localizar pivotes 
geoestratégicos que sirvieran de extensores de sus ideologías. Ante ello, la región 
latinoamericana, expone Loaeza (2013), obtuvo variadas intervenciones por medio 
de agencias como la CIA. Estas operaciones buscaban garantizar el manejo del 
modelo capitalista, dado que la orientación americana era de esta convergencia.

Si bien cuando se conocen este tipo de interferencias o injerencias que dentro 
de la percepción política se perciben como amenazas para la consolidación de 
los Estados, Solís (2013) afirma que se toman medidas, estas se relacionan con 
decisiones radicales y de alto impacto. En naciones como Paraguay, Soler (2007) 
indica que ante la necesidad de intromisión soviética surge el periodo de dictadura 
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militar desde 1954. Por otra parte, estas dictaduras militares eran transversales 
a las ayudas y alianzas estratégicas con Estados Unidos, que en la mayoría de 
Estados latinoamericanos es un aliado de alto valor estratégico, enmarcado en el 
discurso de neutralización de la ideología comunista.

Este tipo de necesidades del orden internacional se suscriben como una de las 
justificaciones que componen las políticas o leyes de seguridad y defensa, siendo 
una característica común y constante de todas las naciones. No obstante, cada 
región mantiene una particularidad especial en la que naciones como Paraguay 
se desatacan por la consolidación de una política con una longevidad individual 
aproximada de diez años, estableciendo proyecciones futuras y estratégicas ante 
las posibles amenazas y riesgos de la nación. Este Estado, localizado en el sector 
latinoamericano, expone Coimbra (2012), es una nación que lidera una política de 
defensa con duración de diez años. La última de estas fue expuesta en el año 2019 
por parte del Consejo de Defensa Nacional en cabeza del Gobierno nacional, la cual 
está proyectada hasta el año 2030.

Su composición estructural inicia con la definición de escenarios desde un 
contexto macro como el global, un contexto táctico como el regional y uno ope-
rativo como el nacional. De estos escenarios se desprenden los intereses vitales y 
objetivos nacionales permanentes, siendo particularmente una característica dife-
renciadora de naciones como Colombia, que, de acuerdo con Moreno (2012), no 
sostiene intereses, objetivos ni estrategias permanentes. Esta estructura inicial da 
paso al propósito de la política de acuerdo con las actuaciones de defensa de la na-
ción paraguaya, expuesta entonces por el Consejo de Defensa Nacional (2019) así:

Se defiende al Estado, en sus tres componentes fundamentales, población, 
territorio y gobierno. Esto ocurre para asegurar la supervivencia del Estado. 
Para permitir y asegurar el desarrollo y el bienestar general, manteniendo la 
integridad del territorio nacional, la protección de los recursos estratégicos y 
la soberanía del Estado. (p. 13)

Cuando se indica la finalidad de la defensa paraguaya, autores como Faundes 
(2017) exponen que esta defensa debe ser conceptualizada y diferenciada de las 
condiciones teóricas establecidas para este componente estratégico nacional.

Ante ello, Cheyre (2015) indica que la defensa según la visión paraguaya es 
aquella acción en contra de las amenazas a la seguridad, capaz de utilizar medios, 
modos y herramientas legalmente aprobados en contra de individuos, organismos 
e instituciones que busquen afectar la consolidación e integridad del Estado. No 
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obstante, Medina (2012) expone que este concepto aún se encuentra en una discu-
sión académica y científica con respecto a su composición teórica. Gracias a ello, 
el Consejo de Defensa Nacional (2019) enfatiza en el concepto de defensa para 
ajustar los delineamientos estratégicos para su aplicación.

Estos delineamientos están clasificados de forma prioritaria y ascendente en 
seis campos distintos: i) operaciones interinstitucionales, expuestas por Uvalle 
(2009) como aquellos proyectos de cooperación interinstitucional que tienen como 
objetivo apoyar la innovación y la mejora de los aspectos de la seguridad y defensa 
nacional, contribuyendo a la modernización de las capacidades y asegurar una re-
lación más estrecha entre las relaciones diplomáticas paraguayas; ii) coordinación; 
iii) eficiencia en el empleo de medios; iv) participación; v) actualización y logística; 
vi) revisión y prospección.

Cuando se conoce la ruta establecida para el proceso de toma de decisiones 
en el ámbito de defensa paraguaya, el Consejo de Defensa Nacional (2019) expone 
los objetivos de la defensa nacional, que, en teoría, deben dirigirse ante las líneas 
de acción para la defensa. Estas líneas de acción están constituidas por organis-
mos, agentes e instituciones considerados fundamentales para la supervivencia 
del Estado. 

El primer grupo está compuesto por las instituciones con responsabilidad pri-
maria, como el Consejo de Defensa Nacional (Codena), el Ministerio de Defensa 
Nacional (MDN), el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRE), las Fuerzas Militares 
(FF. MM.), el Ministerio del Interior (MI) y la Secretaría Nacional de Inteligencia (SNI). 
Al hacer especial alusión de este tipo de instituciones, es claro que su intervención 
radica en la toma de decisiones estratégicas del Estado, entendiendo que su parti-
cipación influye tanto interna como externamente en la nación. 

En el segundo grupo, el Codena (2019) expone a instituciones complementa-
rias, conocidas por Mantilla et al. (2007) como aquellas instituciones que, en medio 
del ejercicio de la defensa nacional, complementan crecientemente la neutraliza-
ción de las nuevas amenazas nacionales. Entre estos organismos se destacan 
la Policía Nacional (PN), la Secretaría Nacional Antidrogas (Senad) y la Secretaría 
de Emergencia Nacional (SEN). Estos logran concretarse como el nivel táctico de 
toma de decisiones nacionales, dado que interactúa en mayor medida con las ne-
cesidades y tendencias de la ciudadanía paraguaya. 

En el tercer grupo, el Codena (2019) hace especial alusión a las instituciones de 
base, expuestas por Montecinos (2005) como aquellas organizaciones que al ha-
cer cumplimento oportuno de sus deberes, misiones y tareas inherentes generan 
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una actividad cooperativa de gran impacto para el PMT del Estado. Generalmente, 
cuando se hace alusión a este tipo de instituciones, se enfatiza en la necesidad de 
promoverlas como un ente de orden estratégico, pues sus dinámicas e interven-
ciones son prioritarias para la actuación decisiva de los altos mandos nacionales, 
entendiendo que en este contexto la nación paraguaya confirma su importancia 
cuando revitaliza su existencia en temas como la política de seguridad y defensa. 

Este grupo se encuentra compuesto por aproximadamente quince institucio-
nes, de las que se destacan el Ministerio de Educación y Ciencias (MEC), el Ministerio 
de Justicia y el Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicación. Su im-
plicación en el desarrollo próspero y oportuno de la nación se mantiene en el nivel 
operativo, dado que sus intereses y resultados están estrictamente dirigidos a la 
mejora de las necesidades básicas de la ciudadanía, entendiendo estas necesida-
des como aquel material, recursos o beneficio establecidos para la supervivencia 
del ser humano (Uriarte y Agüero, 2017).

Es claro que la necesidad de seguridad y defensa de los Estados es dependien-
te del tipo de amenazas, riesgos y vulnerabilidades que presentan, y la nación para-
guaya hace estricta exposición de ello. Autores como Garzón y Avellaneda (2019) 
indican que, para Paraguay, la complicación y la inseguridad son aquellas peculia-
ridades que predominan en el ambiente internacional con respecto a seguridad. 
Esta nación ayuda efectivamente a la conservación de la seguridad y la paz mun-
diales acatando aquellos compromisos asumidos ante entes de control internacio-
nal. Esto es permitido gracias a la activación de las capacidades militares que, en 
teoría, soportan y respaldan este tipo de operaciones en el ámbito internacional. 

Relación causal de dependencia o de 
interacción entre los componentes de la 
política de seguridad y defensa paraguaya y su 
incidencia sobre sus capacidades estratégicas
En el entorno global donde se suscitan las naciones es característico encontrar 
que por un alto grado de incertidumbre, los altos mandos nacionales enfrentan 
escenarios cada vez más dinámicos, complejos e impredecibles, donde la tecno-
logía, la globalización, el conocimiento y el cambio impactan en el desempeño ge-
neral de las naciones. Según Fernández (2003), debido a este entorno complejo y 
cambiante, los presidentes de los Estados siempre están en el proceso de buscar 
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nuevas formas de proteger su territorio para crear riqueza y aumentar el valor para 
los ciudadanos. Por lo tanto, una preocupación clave para cualquier presidente es 
la necesidad de desarrollar capacidades que no solo ofrezcan rendimiento, sino 
también protección, gobernanza y consolidación. Como resultado, cada vez más 
países están recurriendo a enfoques estratégicos y recursos internos que son va-
liosos, escasos, inimitables e insustituibles; las políticas de seguridad y defensa, 
más que ser un documento guía para dirigir un Estado, son sin duda la estrategia 
principal que compone los intereses de los mandatarios ante cualquier escenario 
cercano a sus Estados. 

Por ello, antes de establecer qué tipo de relación concurre entre la política de 
seguridad y defensa nacional paraguaya, y sus capacidades estratégicas, es ne-
cesario contextualizar los grupos de relaciones existentes por analizar: i) relación 
causal; ii) relación de interacción; y iii) relación de dependencia. 

Para ello, autores como Parnell (2011) expresan que una correlación es una 
medida o grado de relación entre dos variables. Generalmente, un conjunto de da-
tos puede correlacionarse positivamente, negativamente o no correlacionarse en 
lo absoluto. A medida que aumenta un conjunto de valores, el otro conjunto tiende 
a aumentar, entonces se denomina correlación positiva. De este tipo de relación 
de variables coexiste una relación causal, la cual es definida por Ruiz (2017) como 
aquella relación entre dos eventos si la ocurrencia del primero causa el otro. El 
primer evento se llama causa y el segundo efecto. Una correlación entre dos va-
riables no implica causalidad. Por otro lado, si existe una relación causal entre dos 
variables, deben estar correlacionadas.

Al establecer entonces que para este tipo de relación deben existir dos varia-
bles definidas, es importante hacer alusión a la metodología de búsqueda y ex-
tracción de variables como la expuesta por Muso (2016), quien permite hacer una 
selección de variables por medio de investigaciones exploratorias y descriptivas 
tal y como aplica al análisis de la política de seguridad y defensa de la nación para-
guaya. En efecto, Cuadras (1996) indica que la extracción de variables consiste en 
hacer un análisis de aquellos componentes principales del tema de investigación 
seleccionado, estableciendo aquellas medidas o herramientas de medida que per-
miten establecer si esas variables al ser evaluadas revelan algún grado de eficacia, 
eficiencia o efectividad. En efecto, deben tener una calidad cuantitativa.

No obstante, al hacer una revisión de las medidas de eficacia, eficiencia o efec-
tividad que deben surgir de la política de seguridad y defensa nacional de Paraguay, 
al menos en fuentes abiertas y de acceso al público no existe algún índice o valor 
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que permita hacer esta evaluación; esto concurre por dos posibles situaciones: i) 
una puede hacer parte de una necesidad de protección de datos o habeas data1 
que sostiene al campo de seguridad y defensa de la nación, entendiendo que es 
una costumbre ideal de normal repetición para las naciones del mundo; ii) la otra 
podría hacer parte de una falta de análisis o intervención cuantitativa por parte 
de los altos dirigentes paraguayos. Si esta es la que ocurre actualmente, puede 
percibirse entonces como una debilidad procedimental para evaluar las acciones 
de seguridad y defensa del Estado. Por lo pronto, al conocer e indicar la ausencia 
de valores y medidas de variables, esta relación causal no presenta una adecua-
da aceptación para evaluar la política de seguridad y defensa y sus capacidades 
estratégicas.

La segunda es conocida como la relación de interacción, establecida por Rizo 
(2006) como el efecto conjunto de dos o más variables independientes sobre una 
variable dependiente por encima y más allá de la suma de sus efectos individuales. 

Ante esta definición, y conociendo que la relación causal no era la apropiada 
por la necesidad de conjeturar bajo actividades cuantitativas, la relación de interac-
ción tampoco es posible ser determinada o asociada con la política de seguridad 
y defensa paraguaya, entendiendo que su dependencia proviene de evaluaciones 
cuantitativas y no cualitativas. 

La última y posible relación determinada entre la política de seguridad de de-
fensa paraguaya y las capacidades estratégicas puede propiciarse bajo el concep-
to de relación de dependencia. En efecto, Morales y Toro (2011) indican que la 
relación de dependencia es aquella que obliga a que uno o un conjunto de elemen-
tos requieran de otros elementos para su especificación o implementación. Esto 
significa que la semántica completa de los elementos dependientes depende se-
mántica o estructuralmente de la definición del elemento proveedor. No obstante, 
esta relación de dependencia también hace parte de las teorías de las relaciones 
internacionales (RR. II.), surgiendo entonces desde los debates reformadores entre 
liberales como Prebisch, marxistas como Andre Gunder Frank y los teóricos como 
Wallerstein.

Esta dependencia, bajo los lineamientos de las teorías de las RR. II., es defi-
nida por Bonache (2010) como una explicación del desarrollo económico de un 
Estado en términos de las influencias externas de carácter político, económico y 

1	 El habeas data es una acción jurisdiccional propia del derecho, normalmente constitucional, que confirma el 
derecho de cualquier persona física o jurídica para solicitar y obtener la información existente sobre su perso-
na y de solicitar su eliminación o corrección si fuera falsa o estuviera desactualizada.
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cultural en las políticas de desarrollo nacional; ante ello, es posible indicar que la 
dependencia es una condición histórica que configura una determinada estructura 
de la economía mundial, de tal manera que favorece a unos países afectando a 
otros y limita las posibilidades de la economía subordinada. Esta es una situación 
en la que la economía de un grupo de países está determinada por el desarrollo y 
expansión de otra, instancia a la que está sometida la propia.

Si entonces se hace énfasis en una de las dependencias que mantiene la polí-
tica de seguridad y defensa nacional de Paraguay ante las estancias estratégicas 
existentes, es posible indicar que esta es una relación netamente dependiente. En 
efecto, las tareas, actividades e intenciones plasmadas en la política de seguri-
dad y defensa no serían posibles sin aplicar capacidades estratégicas. Por ello, las 
capacidades estratégicas para autores como Silvestri et al. (2011) son aquellas 
acciones conjuntas que optimizan el desempeño nacional en su entorno compe-
titivo, ya que pueden crear una ventaja en instancias como la defensa y seguridad 
nacional. Esto depende de cómo el Estado neutraliza las amenazas y aprovecha 
las oportunidades en el entorno presente y futuro mientras utiliza sus fortalezas y 
minimiza sus debilidades. Por ello las capacidades estratégicas incluyen recursos 
y competencias que una nación utiliza para competir en su entorno internacional. 

Cuando se permite establecer que Paraguay, bajo las premisas establecidas 
en su política de seguridad y defensa, sostiene una relación de dependencia con 
las capacidades y estrategias nacionales, es posible soportar intervenciones como 
las de Winer (2008), quien indica que la capacidad estratégica paraguaya es un 
componente importante para mantenerse defensivamente a pesar de la presencia 
de naciones no amigas en el cerco internacional. Muchas naciones de partes inte-
resadas intentan medir y rastrear la capacidad estratégica, y entre ellas se incluyen 
tareas, estrategias, métodos y actividades que logren mantener estable a la nación 
protegida en torno a las dinámicas del Cono Sur latinoamericano. 

El éxito que deriva de la estrategia de seguridad y defensa nacional es estable-
cido bajo la dependencia de sus capacidades estratégicas, siendo entonces una 
ventaja competitiva que se basa en distintas capacidades, que a menudo se de-
riva del carácter único de la nación. Este carácter es expuesto por Fuchs (2006) 
como aquella relación con sus instituciones, organizaciones, entes y organismos 
territoriales que son precisamente identificados y aplicados a los teatros donde la 
seguridad y la defensa son altamente relevantes. El éxito paraguayo no es la reali-
zación de visiones, aspiraciones y misiones. Este es el producto de una estrategia 
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impulsada por las necesidades de protección, es el resultado de una cuidadosa 
apreciación de las fortalezas de la nación y del entorno global al que se enfrenta.

Análisis de las condiciones estratégicas y 
geopolíticas de Paraguay en función de su 
política de seguridad y defensa
Si se genera una proyección de la posible condición estratégica y geopolítica de 
naciones como Paraguay, es necesario establecer varios condicionantes que se 
encuentran directamente relacionados con ello. En efecto, para autores como 
Tapia (2014), Paraguay ha adquirido mayor importancia estratégica a la luz de 
los nuevos problemas hemisféricos: la crisis venezolana, el ascenso de China en 
América Latina y los esfuerzos de la administración del expresidente estadouni-
dense Donald Trump para construir lazos con Gobiernos conservadores en toda 
la región.

En el contexto de declive venezolano, Pujadas (2018) expone que esta nación 
es un miembro clave de los países del Grupo de Lima que presionan por la demo-
cracia en Venezuela, pues repudió la reelección fraudulenta del líder venezolano 
Nicolás Maduro en mayo de 2018 y rápidamente reconoció al gobierno interino del 
presidente de la Asamblea Nacional, Juan Guaidó.

Con respecto a la República Popular China, Rodríguez (2013) indica que 
Paraguay sigue siendo el único país de América del Sur que reconoce diplomáti-
camente a Taiwán, y no a la República Popular China, como el gobierno legítimo 
de China. Esta postura está en desacuerdo con la mayor parte de América Latina 
y del mundo, incluido Estados Unidos, siendo entonces una posición elogiada por 
funcionarios de este país como Mike Pompeo, dado que defiende sus propios inte-
reses y creencias apoyando a Taiwán democrático.

Por otro lado, El presidente de Paraguay, Mario Abdo Benítez, quien asumió 
el cargo en agosto de 2018, es parte de un grupo de líderes conservadores que 
recientemente tomaron el poder en Sudamérica: el argentino Mauricio Macri, el 
chileno Sebastián Piñera, el colombiano Iván Duque y el brasileño Jair Bolsonaro. 
Quitral (2020) expresa que la administración del expresidente Donald Trump apro-
vechó esta oportunidad para reforzar su mensaje de política regional en torno a la 
lucha contra los gobiernos de izquierda en el hemisferio.
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Este contexto se encuentra altamente reforzado y protegido cuando se reco-
noce que Paraguay entiende la necesidad de establecer un ambiente diplomático 
en torno a sus vecinos territoriales y naciones de intereses; esto se materializa 
cuando Brun (2019) indica que esta nación hace parte de varios tratados importan-
tes, entre ellos acuerdos internacionales sobre armas biológicas, armas químicas, 
derechos de autor, derechos humanos, propiedad intelectual, no proliferación de 
armas nucleares, refugiados y tortura. Por otro lado, en el ámbito ambiental, García 
(2013) indica que Paraguay es parte de acuerdos como biodiversidad, Protocolo 
de Kioto, desertificación, especies en peligro de extinción, desechos peligrosos, 
derecho del mar, protección de la capa de ozono y humedales.

A lo largo de la historia, el acceso a los recursos naturales ha sido uno de los 
pilares del poder nacional. Hoy, los recursos naturales de América del Sur están 
remodelando las relaciones entre los países de la región; el acceso de bajo costo a 
los recursos naturales está atrayendo industrias a la región. Esta transformación, 
afirman Ortiz y Rojas (2019), afectará a los países del interior –Bolivia y Paraguay–, 
los cuales se convertirán en el cruce de rutas comerciales hemisféricas desde 
Argentina y Brasil hasta Chile y Perú.

En el caso particular de Paraguay, la principal fuente de ingresos es la expor-
tación de energía generada por los enormes proyectos hidroeléctricos Itapu y 
Yacyretá, de los cuales el 90% beneficia a Brasil y Argentina. En comparación con 
la formidable capacidad de generación de estos proyectos, Brun (2019) indica que 
la pequeña demanda interna actual de Paraguay le permite ser uno de los pocos 
países del mundo que puede financiar su gobierno sin recaudar impuestos sobre 
la renta. No obstante, la abundancia de recursos naturales tiene inconvenientes. 
Históricamente, los países ricos en recursos, especialmente los países sin litoral, 
se han quedado a la zaga de los países con escasos recursos en el desarrollo 
económico.

Además de comprender la necesidad de protagonismo en cuestiones de in-
terés conjunto como el ambiente, el orden y la defensa, Paraguay asume posicio-
nes de gran impacto cuando acepta pertenecer a organismos como las Naciones 
Unidas y muchas de sus agencias especializadas. En efecto, Bourscheid y González 
(2019) indican que Paraguay cumple con la mayoría de los estándares internacio-
nales de derechos humanos, dado que ofrece a sus ciudadanos los derechos de 
libertad de prensa, expresión y religión. 

Así mismo, es miembro del Mercado Común del Sur (Mercosur), la Organización 
Internacional de Policía Criminal (Interpol), la Organización Internacional del Trabajo, 
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el Fondo Monetario Internacional, el Sistema de Economía Latinoamericana, 
la Asociación Latinoamericana de Integración, la Organización de Estados 
Americanos, el Grupo de Río, y el Banco Mundial.

En el sector de seguridad y defensa nacional, autores como Cheyre (2015) afir-
man que la disidencia interna violenta representa una amenaza mucho más peli-
grosa para Paraguay que cualquier amenaza externa. Aunado a ello, el legado de 
Paraguay de gobierno autoritario y política violenta no ha sido borrado por comple-
to; en 2004, la hija de un expresidente fue secuestrada y asesinada, aparentemente 
por un grupo político radical de izquierda. Por otro lado, Quitral (2020) indica que la 
corrupción en la política y las finanzas ha dado lugar a una disminución de la con-
fianza popular en el Gobierno. Generalmente, los daños y debilidades en seguridad 
surgen a partir de actos como el blanqueo de capitales y el tráfico de drogas, los 
cuales deben controlarse para fomentar un crecimiento económico generalizado 
a largo plazo. Como la mayoría de los países sudamericanos, Paraguay también 
enfrenta tensiones entre su población indígena y quienes buscan la liberalización 
de la sociedad y la economía.

Para expertos como Alcántara y Marín (2013), la situación actual de Paraguay 
se deriva de un conjunto complejo de crisis sociales, económicas y políticas inte-
rrelacionadas, que se han visto magnificadas por el advenimiento de la pandemia 
del coronavirus y una marea creciente de aislacionismo y antiglobalismo. Estas 
crisis van desde la polarización interna y las tribulaciones económicas hasta la 
divergencia ideológica, las rivalidades personales entre los líderes de la región y 
la competencia geopolítica entre Estados Unidos y China. Todas están obstacu-
lizando la gobernanza regional e impactando negativamente las perspectivas de 
cooperación.

Ante estas circunstancias, Zurbriggen (2011) indica que los Gobiernos de 
América Latina, donde está incluido el paraguayo, necesitan trabajar juntos con 
urgencia para abordar los múltiples desafíos que enfrentan, ya que los aconteci-
mientos de las últimas décadas han demostrado que, a menos que se puedan 
encontrar mejores mecanismos regionales, los desafíos nacionales y transnacio-
nales, desde el crimen organizado y la degradación ambiental hasta la migración 
y el crecimiento económico anémico, se vuelven aún más difíciles de abordar, con 
consecuencias potencialmente devastadoras a largo plazo. Sin embargo, a pesar 
de lo que está en juego, los mecanismos tradicionales de gobernanza regional pa-
recen paralizados, careciendo incluso de la capacidad para discutir la insostenible 
situación actual, y mucho menos abordarla. La sabiduría convencional es que la 
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cooperación regional en América Latina es prácticamente inexistente porque sus 
jefes de Estado tienen diferencias ideológicas insuperables y porque las institucio-
nes diplomáticas dominantes de la región no han cumplido con su propósito.

Finalmente, la gobernanza regional y la cooperación efectiva en América Latina 
son necesarias para una conversación más amplia sobre el papel de la región en 
un orden global que cambia rápidamente, entendiendo que Paraguay en medio 
de esta situación debe asumir una posición de liderazgo o mentor, moldeado por 
la transformación tecnológica y problemas genuinamente globales como el cam-
bio climático, las presiones migratorias y las crecientes amenazas a la seguridad. 
A medida que la competencia entre las grandes potencias continúa moldeando 
el orden global, se considerará a América Latina como un jugador periférico. Sin 
embargo, lejos de estar de alguna manera al margen o exento de las corrientes 
geopolíticas crecientes de hoy, América Latina, para bien o para mal, se ve muy 
afectada por ellas. 

La gobernanza regional es un instrumento fundamental para ayudar a América 
Latina a superar sus numerosos desafíos abrumadores. Incluso cuando las dife-
rencias ideológicas dificultan la cooperación en el alto nivel político, es crucial en-
contrar vías de progreso en otros niveles y en formas informales o menos visibles.

Conclusiones 
La forma en que se han liderado la seguridad y defensa en Paraguay es efectiva-
mente transversal y duradera en varios periodos presidenciales. Esta permite ser 
un ejemplo de sostenimiento y balance político que genera estabilidad ante las 
decisiones de seguridad y defensa de la nación. Así mismo, es posible resaltar que 
la composición de esta política se relaciona estrictamente con las capacidades 
de material, recursos humanos y tendencias militares. No obstante, su efectividad 
no se conoce, pues los entes de control y fuentes abiertas primarias de la nación 
no han generado algún balance o exposición de ello. Es necesario establecer una 
forma de evaluación que indique si este tipo de estrategia y su organización han 
mejorado las condiciones de estabilidad y consolidación de la nación paraguaya.

A pesar de la existencia de rivalidades históricas entre varios países en el 
Cono Sur americano, Paraguay cuenta con una larga y fructífera tradición de coo-
peración en diversas áreas temáticas. El compromiso de la nación expresa enfo-
ques colectivos basados en una visión normativa compartida en los que eviden-
temente sus numerosos mecanismos e instituciones de cooperación, incluido el 
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foro diplomático de la OEA, las estructuras de apoyo económico de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe respaldadas por la ONU y el interés de 
salud pública de la Organización Panamericana de la Salud (OPS), son estrategias 
diplomáticas que generan una imagen adecuada ante el orden internacional. Dicho 
esto, a pesar de que las instituciones y plataformas regionales se han multiplicado 
en Paraguay, las crecientes divisiones han provocado que la región retroceda en 
términos de la profundidad de la cooperación regional y la capacidad para abordar 
desafíos comunes. Ejemplos de esta tendencia negativa incluyen el aislamiento 
diplomático casi total de Venezuela y las frías relaciones de López Obrador con 
otros líderes latinoamericanos. 

Finalmente, la actuación de la nación paraguaya en el ámbito de la seguridad 
se encuentra altamente relacionada con su turbulenta historia y tradición políti-
ca, donde el autoritarismo político ha dado lugar a un aislamiento internacional 
que el país está buscando vencer. Esto es posible percibirse durante la definición 
diplomática acatada y bien representada por sus gobernantes, pues aun al estar 
ubicada en un sector que mundialmente es reconocido por las tendencias bélicas 
de impacto nacional, ha conseguido mantener una dirección de orden, control y 
monitoreo defensivo que ha permitido la mejora progresiva en las condiciones de 
seguridad del Estado. 
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Introducción
El presente capítulo pretende dar luces sobre el estado actual del diseño e imple-
mentación de las actuales políticas públicas en materia de seguridad y defensa de 
Perú. La investigación, en ese sentido, plantea responder a la pregunta problema 
cómo ha sido el diseño de la política pública de seguridad y defensa de Perú desde 
la Guerra Fría hasta el siglo XXI. A manera de hipótesis se podría afirmar que la 
actual política de seguridad y defensa de Perú es el resultado de una evolución 
histórica condicionada por las dinámicas propias de sus políticas interna y externa. 
Partiendo de lo anterior, se realizó una detallada exploración de fuentes primarias y 
secundarias en materia de seguridad y defensa, que abarcan documentos oficiales 
del Estado peruano y organismos supranacionales, la cual arrojó que existen varios 
ejes temáticos en torno a la cuestión propuesta por esta indagación.    

Con el propósito de observar de manera propositiva el fenómeno en cuestión, 
se pretende realizar una pequeña discusión sobre el marco teórico empleado en la 
presente investigación. En ese orden de ideas, en primer lugar, se propondrá el uso 
del marco conceptual propuesto por Pion-Berlin y Martínez (2017), el cual consta 
de seis dimensiones o variables (poder militar, marco legal, instituciones de de-
fensa, educación y doctrina, instituciones de defensa, convergencia y efectividad), 
con las cuales analizaron las relaciones civiles-militares en Argentina, Brasil, Chile 
y Uruguay. Para efectos de esta indagación se empleó la dimensión del marco 
legal, la cual examina el rol de la Constitución, los estatutos o leyes de seguridad y 
defensa, las leyes orgánicas de las fuerzas armadas, las leyes de la justicia penal 
militar, excepciones legales de los militares; esta variable, en particular, permitirá 
estudiar las políticas públicas de seguridad y defensa de Perú de manera holística, 
ya que permite observar de manera condensada tópicos propios de la seguridad y 
defensa de Perú. 
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En segundo lugar, y en el mismo sentido de lo expuesto por Pion-Berlin y 
Martínez (2017), Sepúlveda (2015) afirma que el diseño de una política pública está 
enmarcado por la Constitución Política, ya que ella contiene el diseño institucional 
y legal en el cual debe de actuar el Estado, y en consecuencia la política de seguri-
dad y defensa es una respuesta a un pedido ciudadano y por tanto a un mandato 
legal, que presenta las siguientes particularidades: hacer realidad fines constitu-
cionales, dar respuesta a problemas o aspiraciones sociales, optimizar recursos 
y facilitar la rendición de cuentas. En tercer y último lugar, se recoge la discusión 
teórica y conceptual de Ardila y Torrijos (2017) sobre las políticas públicas de se-
guridad y defensa en Colombia, de la cual se extrae la definición que los autores 
dieron a las mismas diciendo que “Toda política pública busca dar solución a una 
problemática que desestabilice una materia específica dentro de las obligaciones 
del Estado” (p. 25). 

Así, al tenor de lo expresado, se organizó el presente capítulo en tres partes, de 
la siguiente forma: la primera versará sobre la construcción propia de seguridad y 
defensa de Perú, la cual ha oscilado entre un acercamiento y un distanciamiento a 
los Estados Unidos, dependiendo de la coyuntura política interna y externa de Perú 
y el sistema internacional. La segunda parte tratará de las preocupaciones por 
atender los desafíos en materia de defensa que amenazan la integridad territorial 
y soberanía de Perú, entre los que se encuentra una carga histórica importante, en 
especial con Chile luego de la Guerra del Pacífico en el siglo XIX y con Ecuador de-
bido a diferencias limítrofes que llevaron a dos confrontaciones bélicas en las dos 
últimas décadas del siglo XX. Y el tercer eje temático descansa sobre las inquietu-
des que generan la insurgencia, el narcotráfico y los desastres naturales en la segu-
ridad del Estado peruano. Finalmente, luego de este profundo sondeo descriptivo, 
sinóptico y analítico se encontró que las variables que intervienen en el diseño e 
implementación de la actual política de seguridad y defensa de Perú reposan sobre 
un constructo histórico propio, el cual le ha permitido, hoy en día, ser un referente 
tanto para Colombia como para la región en el diseño e implementación de una 
política pública de Estado en materia de seguridad y defensa.

La construcción de una noción propia de 
seguridad y defensa
El presente apartado tratará de aglutinar las diferentes nociones de seguridad 
que Perú adoptó en el marco temporal propuesto para la presente investigación 
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(Guerra Fría-siglo XXI), partiendo de lo dicho por Griffiths (2011) al afirmar que la 
seguridad, como noción, ha sido un tema sumamente debatido e ideologizado en 
el concierto latinoamericano debido a la intervención de los Estados Unidos en la 
región, en especial en el marco de la Guerra Fría. 

En ese orden de ideas, el análisis del presente capítulo arrojó que la construc-
ción de noción de seguridad de Perú se compone de por lo menos cuatro ins-
tancias. La primera comprende la dictadura militar del general Velasco Alvarado 
(1968-1975) y la del general Morales Bermúdez (1975-1980). La segunda abarca la 
transición a la democracia durante la administración de Fernando Belaúnde (1980-
1985) y el primer mandato de Alan García (1985-1990). La tercera contempla la era 
de Alberto Fujimori (1990-2000) y la cuarta la edificación definitiva de la política 
de seguridad y defensa en el siglo XXI a partir de la administración del presidente 
Alejandro Toledo (2002-2006) hasta la actual administración del presidente Pedro 
Castillo.

Las dictaduras militares de los generales Velasco Alvarado y 
Morales Bermúdez (1968-1980)
Tal como lo apuntan Avilés (2010) y Jaskoski (2013), los militares han tenido un rol 
preponderante en la vida política de Perú; entre 1821 y 1968, de los 76 presidentes, 
cincuenta fueron militares (Avilés, 2010). Lo anterior reafirma que históricamente 
Perú ha tenido una visión exclusivamente militar de la seguridad y defensa. Así, 
según Avilés (2010), Perú a través del Centro de Altos Estudios Militares (CAEM) 
formó el pensamiento social y nacionalista de los oficiales de las fuerzas armadas 
peruanas que acompañarían la dictadura del general Velasco Alvarado entre 1968 
y 1975, la que se diferenciaría del resto de regímenes militares sudamericanos al 
tomar distancia de los Estados Unidos y, por el contrario, se acercaría a la Unión 
Soviética (URSS) teniendo un alto impacto en la doctrina, organización, equipa-
miento y entrenamiento de las fuerzas armadas peruanas y, por tanto, en la noción 
de seguridad y defensa, la cual privilegió el ámbito de la defensa externa a la in-
terna, lo que dejó un amplio margen de maniobra para la proliferación de los gru-
pos insurgentes como Sendero Luminoso y el Movimiento Revolucionario Túpac 
Amaru (Tapia, 1997; Jaskoski, 2013 y Avilés, 2010). Según Vizcardo (2013), citado 
por Quintero y Forero (2018), lo anterior obedecería a que la defensa del territorio 
estaría muy arraigada en la cultura peruana debido a que el Imperio inca defendió 
a muerte su territorio de los conquistadores españoles. 
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La transición a la democracia en Perú: las administraciones 
de Fernando Belaúnde (1980-1989) y el primer mandato de 
Alan García (1985-1989)
Luego de 12 años de dictaduras militares, 1980 marcaría el inicio del proceso de 
redemocratización en Perú cuando Fernando Belaúnde asumió la presidencia 
(Tanaka, 2005). Su administración afrontaría dos grandes desafíos para la segu-
ridad y defensa de Perú: por un lado, trataría de apagar los incipientes conatos de 
incendio propiciados por Sendero Luminoso y, por otro, haría frente a la agresión de 
la soberanía por parte de Ecuador en lo que se conocería como la Guerra del “Falso 
Paquisha” en 1981 (Tapia, 1997). Lo anterior describe la tormenta política perfecta 
en materia de seguridad y defensa que obligó a la administración de Fernando 
Belaúnde a confiar en los planes y estrategias heredados de los regímenes milita-
res que lo antecedieron (Avilés, 2010). 

Sin embargo, en junio de 1980, antes de la transición a la democracia, la dic-
tadura militar del general Morales Bermúdez aprobó las normas del Sistema de 
Defensa Interior del Territorio, el cual consistía en la conformación de regiones 
militares, que, a su vez, constituían zonas de seguridad integradas por subzonas 
y áreas de seguridad, es decir, el otorgamiento de funciones excepcionales a las 
fuerzas armadas para intervenir militarmente en las regiones de emergencia pro-
mulgadas por el gobierno central. El anterior esquema de intervención territorial 
se mantendría vigente durante toda la década de los años ochenta y sería la basa 
de la estrategia contrainsurgente del Estado peruano (Tapia, 1997). No obstante, 
según el mismo Tapia (1997), cuando en 1983 las fuerzas armadas deciden hacer 
frente a Sendero Luminoso, cayeron en la cuenta de la ausencia en el planeamiento 
de la defensa nacional, de los mecanismos necesarios para afrontar una eventua-
lidad de esta naturaleza. La administración del presidente Alan García (1985-1990) 
no tendría más remedio que continuar con la estrategia contrainsurgente plantea-
da por los militares desde la dictadura. En suma, para la década de los ochenta, 
pese a la transición a la democracia, los militares siguieron al frente del diseño e 
implementación de las políticas de seguridad y defensa, lo que da cuenta del po-
bre liderazgo civil sobre el estamento militar, negando la posibilidad de lograr una 
articulación de todo el Estado peruano frente al problema de Sendero Luminoso y 
Túpac Amaru.

La era Fujimori (1990-2000)
Debido al legado negativo que tuvo la denominada era de Alberto Fujimori (1990-
2000) en Perú, la literatura disponible y consultada se concentra en destacar los 
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abusos en materia de derechos humanos, la corrupción y el socavamiento de las 
instituciones democráticas. Tanaka (2005) destaca que pese a que Fujimori fue 
electo dentro de un proceso democrático, acciones como el cierre del Congreso y 
la promulgación de leyes por parte del ejecutivo convirtieron su mandato en un ré-
gimen autoritario y dictatorial que debilitó profundamente la estabilidad del Estado 
peruano. 

A pesar de lo anterior, Tapia (1997) reconoce que antes de la llegada al po-
der de Alberto Fujimori la estrategia contrainsurgente adoptada por las fuerzas 
armadas había dado sus frutos. Luego de la posesión de Fujimori, el proceso se 
aceleró con el otorgamiento por parte del Congreso de facultades legislativas al 
ejecutivo en un plazo no mayor a ciento cincuenta días para hacer frente a la ame-
naza de Sendero Luminoso a través de decretos legislativos (DL), así: Sistema de 
Inteligencia Nacional (SIN) y el DL 746; la erradicación del terrorismo de las univer-
sidades y el DL 726; el establecimiento del orden y la disciplina en los penales y el 
DL 734; La autodefensa armada del campesinado y los DL 740 y 741; los decretos 
legislativos en favor de la lucha contra el narcotráfico; el DL 743 y el Sistema de 
Defensa Nacional; el DL 752, ley de situación militar de los oficiales del Ejército, la 
Marina de Guerra y Fuerza Aérea. Este último DL creó una profunda división dentro 
de las fuerzas armadas al incentivar la promoción de oficiales simpatizantes de las 
políticas de la nueva administración, a estos se le conocería como los “fujimoris-
tas”. Por otro lado, se creó otra corriente dentro de las fuerzas armadas conocida 
como los “institucionalistas”, quienes no compartían del todo las propuestas del 
presidente Fujimori (Avilés, 2010). 

Finalmente, la noción de seguridad y defensa de Perú nuevamente privilegió la 
visión de los militares, quienes reconocieron en Fujimori un liderazgo civil adecua-
do para hacer frente a la amenaza de Sendero Luminoso y Túpac Amaru pese al 
daño causado a la institucionalidad democrática, lo que permitió dejar los cimien-
tos para la posterior construcción de una política de seguridad y defensa alinea-
da a la política antidrogas y la lucha contrainsurgente de la mano de la Iniciativa 
Regional Andina liderada por los Estados Unidos en Perú y Ecuador en paralelo al 
Plan Colombia (Olano, 2013).

Seguridad y democracia: los pilares de la política y seguridad 
en el Perú del siglo XXI
Tanaka (2005), Avilés (2010) y Jaskoski (2013) coinciden en afirmar que la admi-
nistración de Alejandro Toledo (2002-2006) transformó el Estado peruano luego de 
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la debacle institucional que provocó la era Fujimori. Rondón (2010) y Olano (2013) 
destacan que Toledo logró la convergencia tanto del Congreso como de los par-
tidos políticos y la sociedad civil para proponer un cambio profundo de la institu-
cionalidad peruana a través de la iniciativa conocida como el Acuerdo Nacional en 
2002, el cual concibió cuatro ejes en la construcción de políticas de Estado, así: 
el primero, democracia y Estado de derecho, en el que se encuentra la política de 
seguridad nacional. El segundo, equidad y justicia social. El tercero, competitivi-
dad del país. Y el cuarto, Estado eficiente, transparente y descentralizado (Acuerdo 
Nacional, 2002).

Del eje democracia y Estado de derecho se desprendió la Novena Política de 
Estado, Política de Seguridad Nacional: 

Nos comprometemos a mantener una política de seguridad nacional que ga-
rantice la independencia, soberanía, integridad territorial y la salvaguarda de 
los intereses nacionales. Consideramos que esta es una tarea que involucra 
a la sociedad en su conjunto, a los organismos de conducción del Estado, en 
especial a las Fuerzas Armadas, en el marco de la Constitución y las leyes. 
En tal sentido, nos comprometemos a prevenir y afrontar cualquier amenaza 
externa o interna que ponga en peligro la paz social, la seguridad integral y el 
bienestar general. (Acuerdo Nacional, 2002, p. 24) 

Para Rondón (2010), en las reformas en materia de seguridad y defensa de 
la administración de Alejandro Toledo influyeron el compromiso regional para la 
democracia como también las conclusiones de la Conferencia Latinoamericana de 
Ministros de Defensa, en la cual se incentivó la estrecha relación que deben tener 
la democracia y la seguridad nacional. En ese sentido, Olano (2013) apunta que la 
política de seguridad y defensa del Perú ha sido coherente con su política exterior. 
Esto se debe a que desde el Acuerdo Nacional se estableció de esa manera:

Con este objetivo el Estado: (a) fomentará la participación activa de toda la 
sociedad en su conjunto, en el logro de objetivos de la política de seguridad 
nacional; (b) garantizará la plena operatividad de las Fuerzas Armadas orien-
tadas a la disuasión, defensa y prevención de conflictos, así como al mante-
nimiento de la paz; (c) impulsará la enseñanza de los conceptos básicos de 
la seguridad nacional en todos los niveles del sistema educativo nacional; (d) 
fomentará la participación activa en la protección de la Antártida, el medio am-
biente, el desarrollo de la Amazonia y la integración nacional; y (e) mantendrá 
una estrecha coordinación entre el sistema de defensa nacional y la política 
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exterior para la definición y defensa de los intereses permanentes del Estado. 
(Acuerdo Nacional, 2002, p. 24)

Como resultado de los lineamientos en materia de seguridad y defensa traza-
dos desde el Acuerdo Nacional, Rondón (2010) resalta que Perú definió sus obje-
tivos y políticas de Estado para la defensa nacional a partir de la promulgación de 
la Ley del Sistema de Seguridad y Defensa Nacional, Ley 28478 de marzo de 2004, 
con lo que dio un salto cualitativo con respecto a otros países de la región, entre 
ellos Colombia, que a la fecha no cuenta con un documento base ni una legislación 
que enmarquen la seguridad y defensa nacionales. 

Por otro lado, el Acuerdo Nacional de 2002 y la mencionada ley allanaron la 
senda para que en 2006 a través de la Octava Sesión del Consejo de Seguridad 
Nacional fuera aprobado el Libro Blanco de la Defensa Nacional de Perú (2006): 

El Libro Blanco de la Defensa Nacional del Perú tiene como propósito esencial 
dar a conocer a la ciudadanía y a los países amigos que el Perú se guía por los 
principios de respeto al derecho internacional, fiel cumplimiento de los trata-
dos, solución pacífica de controversias, respeto a la soberanía de los Estados 
y a las fronteras internacionales, no intervención y prohibición de la amenaza 
o del uso de la fuerza; en concordancia con los principios de las Cartas de la 
OEA y de la ONU. (Libro Blanco de la Defensa Nacional de Perú, 2006, p. 6)

A modo de cierre y de conclusión parcial del presente apartado, es pertinente 
afirmar que la noción de seguridad y defensa de Perú, hoy por hoy, ya no es de la 
esfera exclusiva de los militares y que, gracias a la implementación de una políti-
ca pública de Estado en esta materia, se ha diseñado un sistema de seguridad y 
defensa nacional, el cual articula autoridades civiles, el estamento militar y la so-
ciedad civil. Además, por estar perfectamente alineado con la noción de seguridad 
y defensa de la OEA, privilegia la transparencia y la cooperación internacional en 
esta materia.

Las preocupaciones en materia de defensa 
nacional de Perú
Como ya se había mencionado tanto en la parte introductoria como en el anterior 
apartado, Perú ha hecho frente a varios desafíos en lo que a la defensa respec-
ta. Por un lado, como lo recuerda Ramos (2018), Perú ha tenido un antagonismo 
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histórico con Chile desde de la Guerra del Pacífico (1879-1884), siendo su principal 
preocupación estratégica, a lo que le ha invertido gran cantidad de recursos en 
equipamiento militar de cara a un caso hipotético de guerra. Por otro lado, con 
Ecuador sostuvo dos confrontaciones bélicas en las dos últimas décadas del si-
glo XX, lo que paradójicamente no ha sido su prioridad estratégica en materia de 
defensa.

Chile
Chile y Perú han tenido históricamente un dilema de seguridad como consecuen-
cia de la Guerra del Pacífico (1879-1884). En la literatura se reconocen cuatro pe-
riodos: el primero comprende entre 1883 con la firma del Tratado de Ancón y 1929 
con la firma del Tratado de Lima y su Protocolo Complementario, con el cual, a la 
luz del derecho internacional, se le da fin a la Guerra del Pacífico, determinando la 
frontera de manera definitiva entre los dos Estados, al igual que las pretensiones 
de Bolivia sobre Tacna y Arica (Ramos, 2018). 

El segundo periodo es conocido como “opción de paz” luego de la firma del 
Tratado de Lima, el cual permitió que entre las décadas de los treinta y cuarenta 
se desarrollaran unas relaciones diplomáticas bilaterales más fluidas permitiendo, 
por ejemplo, la Declaración de Santiago de 1952 y el Convenio de 1954. Sin embar-
go, producto de los rencores del pasado y la desconfianza mutua, las buenas rela-
ciones se deterioraron con la llegada de los regímenes militares en ambos países, 
por un lado el general Velasco Alvarado en Perú (1968-1975) y, por otro, el general 
Augusto Pinochet (1973-1990) en Chile, quienes además tenían posiciones ideoló-
gicas opuestas según la visión de Rondón (2010) y Ramos (2013). 

El tercer periodo se caracterizó por la adquisición de equipamiento a la URSS 
por parte de la dictadura del general Velasco Alvarado (Tapia, 1997 y Ramos, 2013). 
Lo anterior tuvo un impacto profundo en la doctrina, organización y logística del 
Ejército de Perú. De igual manera, en 1975 las relaciones entre ambos Estados 
se deteriorarían aún más con la reunión entre el general Pinochet y el presidente 
de Bolivia, Hugo Bánzer, en la cual se negoció un corredor terrestre con mar adya-
cente para Bolivia. Finalmente, en 1977, durante la dictadura del general Francisco 
Morales Bermúdez (1975-1980), un diario ecuatoriano acusó a la URSS de armar a 
Perú con el fin de invadir a Chile. En 1978 las relaciones diplomáticas se vieron más 
empantanadas cuando autoridades peruanas develaron una red de espías chile-
nos, quienes desde la embajada en Lima efectuaban actividades de inteligencia a 
unidades militares de Perú (Ramos, 2013). 
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Finalmente, el cuarto periodo se caracterizó por la creación de espacios bila-
terales y multilaterales de confianza. Durante la primera administración de Alan 
García (1985-1990) se ordenó no elaborar planes militares que involucraran al-
guna clase de hipótesis de conflicto con Chile. De igual manera, se establecieron 
mecanismos de diálogo y consulta anual entre los Estados Mayores de las fuer-
zas armadas de ambos países para permitir, de esta manera, el diseño de una 
arquitectura institucional la cual incluyera, primero, rondas de los altos mandos 
de las fuerzas armada, espacios en los que a través de acuerdos se coordinan 
el desarrollo de operaciones militares e intercambio de información de carácter 
estratégico. En total se han realizado 28 rondas, lo que deja claro que este meca-
nismo liderado por la parte militar de ambos Estados ha resultado más efectivo 
que las instancias diplomáticas debido a que las organizaciones militares tienen 
un sistema de valores y doctrina que les permite entablar un diálogo más directo 
y fructífero. Segundo, el Comité Permanente de Consulta y Coordinación Política 
“2 + 2”, conformado por los ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa de 
ambos países, el cual buscaba fortalecer la confianza mutua y cooperación; hasta 
el 2017 se realizaron seis reuniones. Y tercero, el Consejo de Seguridad y Defensa 
(Cosede), conformado por los viceministros de Relaciones Exteriores y Defensa 
de ambos países, el cual busca hacer seguimiento a los compromisos adquiridos 
en el marco de las reuniones de “2 + 2”. En el 2005 ambos países adoptaron la 
“Metodología Estandarizada Común para la Medición de Gastos de Defensa”, de la 
Cepal; en el 2012 se ampliaron los temas de discusión a ciberseguridad, desastres 
naturales, misiones de paz conjuntas e intercambio de instructores militares entre 
ambos países (Ramos, 2018).

Ecuador
En 1982 tropas ecuatorianas incursionaron en el “Falso Paquisha” tomando por 
sorpresa la administración de Fernando Belaúnde; sin embargo, una rápida y con-
tundente reacción de las fuerzas armadas peruanas llevó a una temprana victoria, 
ratificando la importancia de priorizar la defensa externa y la hipótesis de guerra 
en la frontera norte con Ecuador y no la lucha contrainsurgente contra Sendero 
Luminoso (Tapia, 1997 y Jaskoski, 2013).

En 1995, nuevamente Ecuador tomaría la iniciativa y atacaría un puesto de 
observación fronterizo del Ejército peruano en el Alto Cenepa. Una apresurada res-
puesta de Perú detendría las intenciones de Ecuador de capturar territorio perua-
no. Como consecuencia de la Guerra del Alto Cenepa, las fuerzas armadas fueron 
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retiradas de la estrategia contra el narcotráfico y fueron motivadas a trabajar en 
labores de salvaguarda de las fronteras, en especial con el Ecuador. Se creó la 
Sexta Región Militar, significando un nuevo diseño en la política de seguridad y 
defensa (Avilés, 2010).

Las inquietudes sobre la seguridad del Estado 
peruano
Este apartado final contiene los resultados de la indagación sobre la política de 
seguridad del Estado peruano. Se encontraron dos problemas transversales en los 
últimos 40 años: la lucha contrainsurgente y la lucha contra el narcotráfico; ambos 
hicieron virar el timón de la política de seguridad y la política exterior hacia Estados 
Unidos, en especial a finales de la década de los noventa y la primera década del 
siglo XXI (Olano, 2013). 

La lucha contrainsurgente peruana es de vieja data; sin bien las fuerzas arma-
das iniciaron el combate a Sendero Luminoso directamente en 1983, Tapia (1997) 
recuerda que en 1965 estas derrotaron al Movimiento de Izquierda Revolucionaria 
(MIR) y al Ejército de Liberación Nacional (ELN), siendo el CAEM el cerebro de la 
elaboración de la doctrina contrainsurgente de la década de los sesenta (Avilés, 
2010). De igual manera, como ya se apuntó, una vez las fuerzas armadas tomaron 
la iniciativa de combatir a Sendero Luminoso en 1983, la segunda administración 
de Fernando Belaúnde (1980-1985) rápidamente advierte que no se tenía contem-
plada la lucha contrainsurgente en el planeamiento de la defensa nacional, lo que 
dificultó la reacción del Estado peruano frente a la amenaza de Sendero Luminoso 
(Tapia, 1997).

Durante el resto de la década de los ochenta, Perú siguió con una estrategia 
contrainsurgente que, en palabras de Tapia (1997) y Jaskoski (2013), resultó insufi-
ciente debido a la falta de recursos por parte de las fuerzas armadas para combatir 
a Sendero Luminoso y al Movimiento Túpac Amaru. No obstante, en 1983, paralelo 
al inicio de la confrontación de las fuerzas armadas contra Sendero Luminoso, se 
sumaron los Comités de Autodefensa Campesina Civil, también llamados rondas 
campesinas, lo que ahondó aún más el conflicto armado (Degregori, Coronel, Del 
Pino y Starn, 1996). 

A la luz de lo dicho por Tapia (1997) y Olano (2013), la administración de Alberto 
Fujimori dejó las bases sentadas para la construcción de una política de seguridad 
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y defensa que privilegió la política antidrogas y la lucha contrainsurgente de la 
mano de la Iniciativa Regional Andina, liderada por Estados Unidos, tanto en Perú 
como en Ecuador y paralela al Plan Colombia. Igualmente, Tapias (1997) reconoce 
que antes de la llegada al poder de Alberto Fujimori la estrategia contrainsurgente 
adoptada por las fuerzas armadas había dado sus frutos; sin embargo, luego de 
la posesión de Fujimori el proceso se aceleró con el otorgamiento por parte del 
Congreso de facultades legislativas al ejecutivo. 

La administración de Alejandro Toledo (2001-2006) concentró la lucha contra 
las drogas y remanentes de Sendero Luminoso en dos zonas geográficas especí-
ficas del Perú: sobre la vertiente oriental de los Andes peruanos y en el valle de los 
ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM)1, en la sierra sur del país (Olano, 2013). En 
suma, Toledo y su postura en materia de política antidroga y lucha contrainsur-
gente se alinearon a la estrategia global antiterrorista liderada por Estados Unidos 
después de los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001. En lo bilateral, 
se destacó la relación con Colombia, ya que comparten políticas y estrategias pa-
recidas en torno al narcotráfico y la lucha contrainsurgente (Olano, 2013).	

Apuntes, a manera de conclusiones, sobre la 
seguridad y defensa de Perú
A partir de las tres partes que integran el presente trabajo –la construcción his-
tórica de la defensa y seguridad en Perú en los últimos años, las amenazas a la 
defensa y la seguridad y la implementación de una política pública de Estado en 
materia de seguridad y defensa– se pueden extractar las siguientes conclusiones.

El presente escrito sirvió para identificar las instituciones y legislación vigente 
en materia de seguridad y defensa de Perú, las cuales podrían ser caracterizadas 
en variables que influyen en la dinámica del diseño e implementación de la política 
de seguridad y defensa. De igual manera, sirvió para señalar los momentos históri-
cos en los cuales Perú tuvo un viraje en su política exterior y seguridad con respec-
to a Estados Unidos y la cercanía con la URSS, no tan frecuente para el caso de los 

1	 La zona del VRAEM está ubicada entre las regiones del Cusco, Apurímac Ayacucho, Huancavelica y Junín. 
Tiene extensas áreas de selva alta con clima cálido y húmedo hasta alturas de 5000 metros sobre el nivel del 
mar en la cordillera de los Andes. Según Mejía (2017) esta zona se convirtió en un verdadero dolor de cabeza 
de seguridad para el Estado peruano toda vez que luego de la derrota de Sendero Luminoso en la década de 
los noventa, reductos se refugiaron en esta región haciendo creer a los tomadores de decisiones políticas en 
Lima que allí estarían confinados debido a la agreste geografía, sin embargo, estos se aliaron con carteles de 
droga mexicanos y colombianos y vienen siendo un elemento desestabilizar para la seguridad de Perú.
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países del hemisferio que orbitaban durante la Guerra Fría en favor del mundo libre. 
Si bien, se identificó que la institución militar ha tenido un notorio protagonismo en 
la elaboración de las políticas de seguridad y defensa, entre otras cosas por su cul-
tura arraigada a la defensa su territorio desde la llegada de los europeos, las políti-
cas en materia de seguridad y defensa se han venido adaptando a las necesidades 
coyunturales propias de la nación inca hasta derivar en la elaboración de una ley 
de seguridad y defensa nacional en los primeros años de este siglo, ejemplo para 
otros países como Colombia. 

Otro particular analizado fue la evaluación de las amenazas a la seguridad y 
defensa de Perú siendo concordantes con sus límites territoriales. Si bien al norte 
la guerra con Colombia de 1933 zanjó las prestaciones por el Trapecio Amazónico 
y se ratificó el tratado de 1922 Salomón-Lozano, las tensiones diplomáticas con 
Chile se sostuvieron en el tiempo desde la Guerra del Pacífico hasta 2017, cuando 
se refuerzan las medias de confianza mutua y cooperación, mientras que sostenía 
una situación similar con su Ecuador.

En el ámbito interno, la insurgencia y el narcotráfico se constituyen en los pro-
blemas fundamentales para superar y lograr la seguridad nacional. Si bien la lógica 
fluctuante de la política de seguridad militar dominó el periodo de la Guerra Fría, 
la institución de la ley de seguridad de 2004 fue acompañada por una coyuntura 
diferente al sistema internacional, que significó el acercamiento a Estados Unidos 
bajo la postura de una política antidroga y lucha contrainsurgente en el marco de la 
lucha global contra el terrorismo. 

Finalmente, se puede concluir bajo una óptica comparada que si bien Perú 
guarda diferencias con respecto a Colombia en su modelo político –teniendo en 
cuenta su tradición democrática y su cercanía histórica con Estados Unidos–, sí 
se pueden ver amenazas a la seguridad similares en los temas de narcotráfico e 
insurgencia. Por lo tanto, el caso peruano es un modelo para tener en cuenta en la 
eventual creación y puesta en marcha de la ley de seguridad para Colombia.
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Capítulo 12

Resumen: La formulación de políticas de seguridad y defensa de los diferentes Estados respon-
de a la visión del contexto y la problemática específica de cada uno; su objetivo es proteger 
y garantizar la soberanía mediante el desarrollo de estrategias operativas y geopolíticas de 
reacción ante los peligros a los que estén expuestos. En este sentido, el presente capítulo 
del libro de investigación se enmarca en el análisis del desarrollo de las nuevas realidades y 
conceptos de las tendencias geopolíticas de la seguridad y defensa de República Dominicana 
debido a que por su ubicación geográfica es estratégicamente vulnerable. La paz y la segu-
ridad pueden verse afectadas por la inmigración ilegal, la degradación medioambiental y las 
diferentes actividades del crimen organizado transnacional, entre otras. Esto conlleva pensar 
sobre la implementación de las políticas de seguridad y defensa de este país de acuerdo con 
la realidad actual y los conceptos de las tendencias geopolíticas. Por ello este capítulo sigue 
un método cualitativo de tipo analítico, cuyo objetivo es la identificación de componentes es-
tructurales de República Dominicana, la evolución de sus políticas en seguridad y defensa y las 
generalidades de la política actual, para identificar el proceso de fortalecimiento del sistema 
de seguridad nacional en el cumplimiento de sus objetivos y la prevención y mitigación de 
los riesgos y las amenazas potenciales a nivel nacional e internacional, para posteriormente 
llegar a tomar referentes de esta política de seguridad y defensa con buenos resultados para 
proponer su implementación en la política de seguridad y defensa de Colombia.

Palabras clave: Defensa, Estrategia, Fuerzas Armadas, Globalización desviada, Seguridad, 
Tendencias geopolíticas.
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Introducción
La formulación de políticas de seguridad y defensa de los Estados responde a un 
contexto y a una problemática específicos de acuerdo con las características pro-
pias de cada región. Por tal razón, cada país, como unidad básica del ordenamien-
to global, ha venido diseñando su política en respuesta a su visión y a su contexto 
institucional, adoptando políticas y estrategias de seguridad y defensa específicas, 
adaptadas a su entorno, con el objetivo de sentirse suficientemente protegidos y 
garantizar, en paralelo, su influencia y participación en las diferentes áreas geoes-
tratégicas y asuntos diplomáticos con acciones vinculadas estrechamente al de-
sarrollo de estrategias operativas y de reacción ante el peligro.    

Debido a su ubicación geográfica, la República Dominicana facilita la comuni-
cación entre los países de Centroamérica, Sudamérica y Norteamérica; situación 
que la expone a los riesgos que afectan la paz y la seguridad mundial, por la con-
vergencia y globalización desviada que radica en la inmigración ilegal, la pobreza, 
el aumento del crimen organizado, el terrorismo, el narcotráfico y el tráfico interna-
cional de armas, entre otros, así como la degradación medioambiental y los desas-
tres naturales (Presidencia de la República Dominicana, 2007). En este sentido, la 
fórmula que emplea este país para contrarrestar dichas amenazas y hacer frente a 
estos desafíos se traduce en una política de seguridad multidimensional en virtud 
del crimen organizado transnacional principalmente.

Esta situación permite plantear el siguiente interrogante: ¿Cómo se desarro-
lla la política de seguridad y defensa en República Dominicana de acuerdo con 
las nuevas realidades y conceptos de las tendencias geopolíticas? La respuesta 
es que se necesita la implementación de un método cualitativo de tipo analítico 
(Sampieri, 2014) que permita estudiar los módulos teóricos concernientes a la fi-
nalidad de la investigación. Para lograrlo, se proyecta la revisión de información 
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obtenida de fuentes secundarias como la Constitución Política de 2015, leyes, de-
cretos, reglamentos, manuales de operaciones, resoluciones, tratados y convenios 
desarrollados al respecto de la seguridad y defensa de República Dominicana y de 
un plan estratégico en los que están incluidos aspectos frente a la delimitación de 
la seguridad y la defensa nacional, el medio ambiente, la economía, el comercio, la 
migración, la paz y la estabilidad internacional, entre otros.

Este capítulo desarrolla una descripción general en torno a los conceptos 
concernientes a la seguridad y defensa de la República Dominicana y las nue-
vas tendencias geopolíticas del contexto actual, teniendo en cuenta las amena-
zas recurrentes de los actores desestabilizadores que complican las relaciones 
internacionales y a la vez debilitan la cadencia del Gobierno dominicano. Para su 
desarrollo, en primer lugar, se busca identificar los componentes estructurales de 
la política de seguridad y defensa de República Dominicana que soportan las ope-
raciones militares para combatir la globalización desviada y crear ventajas geopo-
líticas; en segundo lugar, determinar la relación causal, de dependencia o de inte-
racción entre los componentes de la política de seguridad y defensa de este país y 
otros Estados, con el objetivo de exaltar sus fortalezas y detectar sus debilidades 
frente al contexto actual, y, finalmente, analizar las nociones generales de la política 
de seguridad y defensa de República Dominicana que a la fecha hayan arrojado 
excelentes resultados en el combate de la globalización desviada1 en ese país, para 
proponerlos en el futuro como referentes para la política colombiana teniendo en 
cuenta las nuevas tendencias geopolíticas. 

Componentes estructurales de la política de 
seguridad y defensa de República Dominicana
La seguridad y defensa son un conjunto interrelacionado de elementos de los 
Estados, cuyas labores están dirigidas a garantizar la seguridad nacional mediante 

1	 Según Álvarez y Zambrano, “La globalización es referida como el proceso de integración de los mercados y el 
acercamiento de las personas, en especial como el resultado de la liberalización de los intercambios, el desa-
rrollo de los medios de transporte de personas y mercancías, y el impacto de la tecnología de información y de 
las comunicaciones a nivel mundial. En efecto, esta dinámica ha permitido el crecimiento de los intercambios 
entre los países y las personas gracias al uso de medios cada vez más rápidos y tecnologías más sofisticadas. 
Sin embargo, tal dinámica parece haber beneficiado también a grupos criminales, que, adaptándose a este 
proceso, han aprovechado nuevas oportunidades al explotar los espacios vacíos físicos, jurídicos o virtuales 
dejados sin vigilancia por parte de los Estados, que no han podido controlar todas las transformaciones inme-
diatas resultantes de la globalización” (2017, p. 273).
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la concepción, el planeamiento, la dirección, la preparación y ejecución de estrate-
gias para estar exentos de todo daño, peligro o riesgo y proteger a su población ci-
vil frente a cualquier amenaza (Schmidt, 2011). En este sentido, la seguridad debe 
plantearse desde una óptica internacional, en virtud de la diversidad de protestas 
sociales violentas que se aprecian en la actualidad en el panorama mundial, donde 
no se respetan ni fronteras ni las identidades nacionales. Por esta razón se deben 
combatir con la cooperación de todos los Estados.

La Declaración de Bridgetown, emitida por la XXXII Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) en Barbados del año 2002, reconoce 
que la seguridad de las naciones latinoamericanas y caribeñas es multidimensio-
nal, por ende trasciende el ámbito de lo militar para proyectarse en lo político, eco-
nómico, social y educativo y así puede combatir la pobreza extrema, la desigual-
dad, el crimen transnacional organizado y la preservación del entorno ecológico 
(OEA, 2002).

La formulación de la política de seguridad y defensa de los países responde 
a un contexto y a una problemática específica en respuesta a su visión y a su 
contexto institucional, en el que se formulan políticas a partir de un concepto arti-
culador como el de seguridad multidimensional, adoptando iniciativas o políticas 
y estrategias de seguridad y defensa específicas adaptadas a su entorno para su 
protección, garantizando, en paralelo, su influencia y participación en las diferentes 
áreas geoestratégicas y asuntos diplomáticos (económicos o políticos) en los que 
se desenvuelven; por esta razón, algunos países cuentan con el Libro Blanco de 
Defensa2, con el fin de hacer efectiva su responsabilidad en torno a la seguridad y 
defensa (Abildayeva, 2017).

En el caso de República Dominicana, aunque por su ubicación geográfica está 
estratégicamente expuesto a la influencia de los riesgos que afectan la paz y la 
seguridad mundial, debido a la convergencia3 y globalización desviada4 y la de-
gradación medioambiental y los desastres naturales (Presidencia de la República 
Dominicana, 2007), este país no cuenta aún con un libro banco de defensa. Sin 

2	 Libro Blanco de Defensa: es un documento público en el que se presenta el amplio marco de política estraté-
gica para la planificación de la defensa, con una perspectiva a mediano plazo de Gobierno, está destinado a 
reflejar un consenso de amplia base con respecto al papel que deben cumplir las fuerzas de defensa en el país, 
en el contexto de las prioridades nacionales y del marco jurídico y sus recursos (OEA, 2012).

3	 Convergencia: término utilizado para explicar las dinámicas que han profundizado y otorgado mayor compleji-
dad a las nuevas amenazas, como el narcotráfico y el terrorismo, que favorecen el cumplimiento y el accionar 
de organizaciones delictivas (Bartolomé, 2015).

4	 La globalización desviada: es una manifestación del crimen organizado, se convierte en una amenaza para los 
Estados debido a su capacidad corrosiva sobre la legitimidad y sus instituciones (Bartolomé, 2015).
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embargo, su política de seguridad y defensa para contrarrestar dichas amenazas y 
hacer frente a estos desafíos se traduce en una política de seguridad multidimen-
sional, es decir, debe combatir no solo las amenazas tradicionales a la seguridad, 
sino que debe responder a las nuevas amenazas de naturaleza diversa que se ori-
ginan desde los distintos ámbitos sociales, políticos, económicos, ambientales y 
de salud. 

Por esta razón, sus fuerzas armadas (en adelante FF. AA.), conformadas por 
el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional, dentro de su política 
de seguridad y defensa desarrollan estrategias militares en la conducción de ope-
raciones de seguridad fronteriza terrestre, portuaria, aeroportuaria y cibernética 
encaminadas principalmente a combatir la migración ilegal, el contrabando, el nar-
cotráfico, la pesca ilegal y a prevenir daños al medio ambiente marítimo, la trata de 
personas, la prostitución infantil, que son las principales amenazas a la seguridad 
nacional de este país (Ministerio de Defensa de la República Dominicana, 2015).

El accionar de las FF. AA. de República Dominicana no se reduce solo al terri-
torio dominicano, sino que trasciende a nivel internacional; dentro de sus intereses 
vitales y estratégicos a nivel nacional se han establecido 

La soberanía, independencia e integridad de su Estado, el ordenamiento cons-
titucional, la libertad y el bienestar de los dominicanos, el mantenimiento de la 
identidad nacional, el mantenimiento de buenas relaciones con el entorno in-
ternacional; en este sentido, se definen los intereses de convergencia y globa-
lización desviada y la degradación medioambiental y los desastres naturales; 
estos intereses han llevado a definir áreas específicas de acción como área 
de inseguridad colectiva, área de tensión internacional, área de conflictividad 
social y área de criminalidad. (Pared, 2009) 

De esta manera, República Dominicana ha venido suscribiendo leyes, decre-
tos, reglamentos, manuales de operaciones, resoluciones, el desarrollo de un plan 
estratégico, acuerdos y convenios internacionales en los que se han incluido as-
pectos frente a la delimitación de la seguridad y la defensa con la intención de ga-
rantizar un soporte jurídico y administrativo que suministre estrategias de acción 
preventiva frente a las obligaciones del Estado dominicano con su entorno y su 
compromiso con la acción multilateral para enfrentar los riesgos y amenazas a la 
seguridad nacional, ciudadana y la defensa colectiva; y que sancione la infracción 
de los aspectos normativos en relación con la convivencia y soberanía nacional 
(Presidencia de la República Dominicana, 2012), entre los cuales se encuentran: 
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A nivel nacional
•	 La Constitución Política de República Dominicana de 2010. En reiteradas 

ocasiones se refiere a la necesidad de proteger y custodiar todo su territo-
rio, dar las garantías de la seguridad y la defensa de la soberanía: Artículo 
10. Se declara de supremo y permanente interés nacional la seguridad […], 
en consecuencia, los poderes públicos elaborarán, ejecutarán y priorizarán 
políticas y programas de protección.

	 Artículo 252. La defensa de la Nación está a cargo de las fuerzas armadas, 
por lo tanto su misión es defender la independencia y la soberanía, la inte-
gridad de sus espacios geográficos.

	 Artículo 255. La misión de la Policía Nacional es salvaguardar la seguridad 
ciudadana, prevenir y controlar los delitos […] mantener el orden público 
para proteger los derechos de las personas y la convivencia pacífica.

	 Artículo 258. El Consejo de Seguridad y Defensa Nacional es un órgano 
consultivo que asesora al presidente de la república en la formulación de 
las política y estrategias en esta materia y en cualquier asunto que el poder 
ejecutivo someta a su consideración.

	 Artículo 259. Las fuerzas armadas en el desarrollo de su misión tendrán 
un carácter esencialmente defensivo […] con el objetivo de combatir las 
actividades criminales transnacionales que pongan en peligro los intere-
ses de la república y de sus habitantes (Asamblea Nacional de República 
Dominicana, 2010).

	 Estos mismos preceptos son ratificados en la reforma de la Constitución 
Política de 2015. De esta manera se evidencia que la defensa es una res-
ponsabilidad primordial del Estado; no podría garantizarse de otra manera 
diferente a la acción de las FF. AA. y la Policía Nacional.

•	 Ley orgánica de las FF. AA. Los principios establecidos en la Constitución 
Política son ratificados en la ley orgánica de las fuerzas armadas a través 
de la Ley 873 de 1978, que determina:

	 Artículo 1.° […] El objeto de la creación de las fuerzas armadas es defender 
la independencia e integridad de la República, mantener el orden público y 
sostener la Constitución y las leyes.

	 Artículo 2.° […] Las fuerzas armadas se dividen en terrestres, navales y 
aéreas.

	 Artículo 6.° Las fuerzas terrestres de la Nación están constituidas por el 
Ejército Nacional, tienen por objeto defender la integridad, soberanía e 
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independencia de la nación; mantener el orden público; proteger el tráfico, 
industrias y comercios legales; proteger las personas y sus propiedades.

	 Artículo 7.° Las fuerzas navales de la Nación están constituidas por la 
Marina de Guerra, tiene por objeto cumplir con los principios anteriormen-
te citados y mantener el orden público en las costas y aguas territoriales 
de la República, proteger el tráfico e industrias marítimas legales, combatir 
la piratería, la navegación, el comercio y la pesca ilegal manteniendo los 
tratados internacionales.

	 Artículo 8.° La fuerza aérea tiene como objetivo además de los apartados 
anteriores, mantener el orden público en el espacio aéreo de la República, 
proteger el tráfico y comercio aéreos legales, combatir la piratería, la con-
travención a las leyes y disposiciones sobre navegación, comercio aéreo y 
tratados internacionales (Congreso Nacional de la República Dominicana, 
1978). Estos mismos principios fueron ratificados en la reforma de la Ley 
Orgánica FF. AA. del 2002.

	 Ley 139 de 2013. Esta ley orgánica de las FF. AA. es una actualización y 
readecuación del marco legal de los cuerpos castrenses que se origina 
por los cambios del entorno global en relación con los nuevos riesgos y 
amenazas que afectan la paz, los intereses, la estabilidad y la seguridad 
nacional, como lo son el narcotráfico, el terrorismo, la migración ilegal, en-
tre otros. 

	 Esta ley establece la estructura, organización, y funciones de las FF. AA. 
de República Dominicana, dentro de las cuales se ratifican las estable-
cidas en la Ley 873 de 1978 y se adicionan a cada una de las fuerzas 
respectivamente:

	 Artículo 8.° Ejército Nacional […] reclutar, entrenar y equipar al personal 
para su empleo en las diversas operaciones a las que sea destinado; pla-
nificar, organizar, entrenar y equipar las unidades para participar en ope-
raciones conjuntas, combinadas, de mantenimiento de paz y asistencia 
humanitaria; asegurar, controlar y defender la Zona Fronteriza Terrestre de 
toda amenaza que atente contra los intereses nacionales de seguridad o 
que puedan afectar la identidad cultural dominicana.

	 Artículo 9.° Fuerza Naval […] Ejercer el control, seguridad y defensa de las 
costas, puertos, marinas deportivas, aguas interiores, aguas territoriales, 
zona contigua y zona económica exclusiva de la República; elaborar pro-
gramas y proyectos de autogestión tendentes a promover el desarrollo de 
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la industria marítima nacional; preparar y coordinar las capacidades y re-
cursos marítimos de la Nación para su empleo en caso de ser requerido en 
interés de la seguridad y defensa nacional; preparar y ejecutar los planes 
para la defensa naval y seguridad marítima.

	 Artículo 10. Fuerza Aérea, preparar y coordinar las capacidades y recursos 
aeronáuticos de la Nación para su empleo en caso de ser requerido en 
interés de la seguridad y defensa nacional, preparar y ejecutar los planes 
para la defensa aérea y elaborar programas y proyectos de autogestión 
tendentes a promover el desarrollo de la industria aeroespacial nacional 
(Congreso Nacional de la República Dominicana, 2013).

	 Con la mencionada ley no solo se busca que las FF. AA. ejerzan el con-
trol de la seguridad y defensa desde el punto de visto defensivo, sino que 
también estén en la capacidad de planear y ejecutar planes, programas y 
proyectos con tendencia a la promoción de la industria nacional desde el 
espacio terrestre, marítimo y aéreo. 

•	 Ley Orgánica de Seguridad y Defensa (2019). Arroja luz sobre algunas de 
las amenazas para el país en materia de seguridad y defensa, integrado 
por un consejo de seguridad y defensa nacional como órgano consultivo 
del presidente; por sistemas de defensa nacional, seguridad interior, inte-
ligencia, de ciberseguridad, y por un sistema para la prevención, mitiga-
ción, atención y respuesta ante desastres naturales. En este documento 
se recogen como objetivos nacionales de alta prioridad el combate contra 
actividades criminales transnacionales, la creación de sistemas de preven-
ción o mitigación de daños ocasionados por desastres naturales y tecno-
lógicos y la creación de instrumentos para la defensa del país contra los 
ciberataques (Presidencia de la República Dominicana, 2019). 

•	 Manual de Doctrina Conjunta de República Dominicana de 2012. Este 
manual es la base fundamental para el desarrollo de los patrones doctri-
nales que rigen el accionar de las FF. AA., basados en el respeto por los 
derechos humanos; define la seguridad nacional como “función intrínseca 
del Estado”. Es decir, busca la protección de la población civil, el territorio y 
sus instituciones ante cualquier peligro y define la defensa nacional como 
“acción encaminada a mantener los objetivos de seguridad, cuya respon-
sabilidad recae sobre el poder militar”. Es decir, es exclusividad de las FF. 
AA. y la Policía Nacional la garantía de la defensa de la soberanía nacional 
(Fuerzas Armadas Dominicanas, 2012).
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•	 “Plan Estratégico Institucional” (PEI) 2017-2020. El PEI del Ejército de 
República Dominicana está basado en los conceptos estratégicos del PEI 
del Ministerio de Defensa, a través de la Ley de Desarrollo Nacional y sus 
acciones enunciadas allí; este Plan tiene una proyección a 24 años, que ini-
ció con el “Plan de Reforma Integral del Ejército” en la gestión 2006-2008, 
luego con el “Plan Estratégico ‘Visión E:N’” (2008-2010); y siguió con el “Plan 
Estratégico ERD” (2012-2016). Recientemente se ejecutó el “PEI” (2017-
2020), basado en los lineamientos de la Ley de Estrategia de Desarrollo 
Nacional (EDN), en el que se plantearon como objetivos estratégicos for-
talecer la seguridad y defensa nacional, la institucionalidad, la seguridad 
social militar; la educación, capacitación y entrenamiento profesional de 
las FF. AA.; la protección de la población civil y salvaguardar el Estado y 
sus instituciones mediante la implementación de estrategias operativas 
y tácticas. Se espera continuar con el desarrollo del PEI en periodos de 
gestión hasta el año 2030 (Ejército Nacional de la República Dominicana, 
2017-2020).

•	 Decretos. Dentro de las disposiciones más representativas frente a la se-
guridad y defensa de la República Dominicana están:

Tabla 1. Decretos de seguridad y defensa de la República Dominicana

Decreto / Directiva Disposición

Decreto 28 de 1997 “Se crea el Cuerpo Especializado de Seguridad Aeroportuaria a cargo de un 
Oficial General de las Fuerzas Armadas, bajo la dependencia del secretario 
de Estado de las Fuerzas Armadas”, con el objetivo de optimizar los servi-
cios de seguridad en los aeropuertos del país. (Presidencia de la República 
Dominicana, 1997)

Decreto 1773 de 2004 Se determina que “El Cuerpo Especializado en seguridad aeroportuaria 
CESA, pase a ser una dependencia directa de la Secretaría de Estado de las 
FF. AA.”. (Presidencia de la República Dominicana, 2004)

Decreto 315 de 2006 “Se crea el Consejo Nacional de Seguridad y Defensa” con el objetivo de pla-
near, diseñar y ejecutar acciones contra el crimen organizado. (Presidencia 
de la República Dominicana, 2006)

Decreto 325 de 2006 “Se crea el cuerpo Especializado de seguridad Fronteriza Terrestre 
CESFRONT”, su misión es establecer puestos de control a lo largo de la fron-
tera terrestre de este país. (Presidencia de la República Dominicana, 2006)

Decreto 189 de 2007 “Se establece la Directiva de Seguridad y Defensa Nacional de la República 
Dominicana”, con el fin de combatir la convergencia de la globalización des-
viada, fruto de la ubicación geográfica del país. (Presidencia de la República 
dominicana, 2007)

Fuente: Elaboración propia (Santamaría, 2021).
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A nivel internacional
La firma de convenios o protocolos con otros países en torno a la defensa facilita 
la construcción de las relaciones políticas, económicas, militares, sociales, diplo-
máticas, entre otras. La seguridad colectiva ha venido evolucionando de manera 
multidimensional y cooperativa, razón por la cual es necesario incorporar meca-
nismos de resolución de conflictos y establecer normas de cooperación entre los 
Estados. Tales mecanismos y normas están orientados al desarrollo y el bienestar 
global (Pared, 2009).

 La República Dominicana es uno de los países promotores de seguridad y 
defensa de América Central. Su participación es activa frente a los grandes mo-
vimientos orientados a garantizar la seguridad colectiva; muestra de ello es que 
actualmente dispone de diferentes instrumentos bilaterales y multilaterales en el 
ámbito de la defensa internacional, con los que puede garantizar el orden jurídico 
e institucional mediante estrategias de acción preventiva de cara a la responsabi-
lidad internacional y las acciones multilaterales para afrontar los riesgos y amena-
zas que pongan en peligro la seguridad colectiva. En este sentido, se han venido 
desarrollando plenamente diferentes convenios, entre los cuales se citan los más 
representativos:

Tabla 2. Convenios y tratados internacionales de República Dominicana frente a 
la seguridad y defensa

Convenios o tratados 
internacionales Descripción

Protocolo de revisión del tratado 
de fronteras Dominico-Haitiano 
(1929)

Firmado el 9 de marzo de 1930, tratado fronterizo y de paz. Los 
dos países fijaron una línea fronteriza y República Dominicana 
le cedió a Haití el 8% de su territorio (Del Villar & De Jesús, 
2014).

Resolución 964 de 1945: Convenio 
de Chicago

Aprobó la Convención de Aviación Civil Internacional, el 
Convenio sobre Transporte Aéreo Internacional y el Convenio 
Provisional de Aviación Civil Internacional. Se da con fines de 
oportunidades económicas entre los dos países (Presidencia 
de la República Dominicana, 1945). 

Tratado Interamericano de 
Asistencia Recíproca (TIAR) de 
1947

Condena formalmente la guerra y se obliga a no recurrir en las 
relaciones internacionales a la amenaza o al uso de la fuerza 
en cualquier forma que sea incompatible con las disposiciones 
de la ONU.

Resolución 4874 de 1958
Resolución 26 de 1993

“Aprobación de los Convenios de Ginebra 1949” y “los 
Protocolos adicionales”, respectivamente, fundamentales para 
el Derecho Internacional Humanitario contemporáneo.
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Convención de la ONU Contra 
la Delincuencia Organizada 
Transnacional (2000)

Tratado multilateral patrocinado por la ONU contra el crimen 
organizado transnacional para prevenir, reprimir y castigar la 
trata de personas; combatir el contrabando de migrantes por 
tierra, mar y aire; prevenir y combatir la fabricación y tráfico ilí-
cito de armas de fuego.

Acuerdo sobre prohibición de 
pruebas nucleares en la atmósfera, 
el espacio y bajo el agua (2004)

Se prohíben las pruebas nucleares en la atmósfera, espacios 
bajo agua, mar territorial, alta mar, explosiones que causan 
radioactividad.

Resolución 478 de 2008: 
“Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar”

Ratifica la aprobación de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar en 1982; establece un límite máximo 
de 12 millas marinas, instrumento esencial para el estableci-
miento de los límites marítimos y para la determinación de las 
líneas de fronteras marítimas entre Estados con costas frente 
a frente o adyacentes, entre otros (Unidas, 2008).

Acuerdo de Seguridad Ciudadana 
y Desarrollo Regional del Parlacen 
(2009)

Se establece apoyo a la estrategia de seguridad para 
Centroamérica, para prevenir el delito y combatir el crimen 
organizado.

Fuente: Elaboración propia, adaptación de la lista de instrumentos internacionales de seguridad y 
defensa (2015).

De esta manera se puede evidenciar que la República Dominicana, aunque ac-
tualmente no cuenta con un libro blanco de defensa, tiene una política de seguri-
dad y defensa definida para contrarrestar las amenazas y peligros a los que está 
expuesta por la convergencia y la globalización desviada y hacer frente a estos 
desafíos mediante una política de seguridad multidimensional, que gracias a sus 
FF. AA. y Policía Nacional están en la capacidad de combatir no solo las amenazas 
tradicionales a la seguridad, sino las nuevas amenazas de naturaleza diversa del 
contexto actual. 

Relación causal, de dependencia o interacción 
de la política de seguridad y defensa de 
República Dominicana con otros Estados
Para el Estado dominicano, la seguridad y defensa son imperativos contenidos en 
el primer eje de la Estrategia Nacional de Desarrollo, en pro de un Estado social de-
mocrático de derecho a favor de la paz, el desarrollo global y regional, imperativos 
encaminados a generar condiciones favorables para garantizar la calidad de vida 
de sus ciudadanos.

En este sentido, durante las últimas décadas el Estado dominicano ha veni-
do consolidando su sistema de Planificación Estratégica con la promulgación e 
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implementación de leyes, decretos, directivas, el “PEI”, el “Plan Nacional Plurianual 
del Sector Público” (PNPSP), los “Planes Operativos Anuales” (POA), entre otros, 
para alcanzar sus objetivos frente a las políticas de seguridad y defensa. De igual 
forma, ha incorporado un concepto multidimensional y multiespacial en relación 
con la seguridad que Le Dantec (2007) ha denominado la “tríada de la seguridad”, 
es decir, la interrelación fundamental entre las diferentes dimensiones de la segu-
ridad: nacional e internacional y humana, en torno del bienestar de la humanidad 
con acciones y políticas preventivas y eficaces ante las diversas amenazas a las 
que está expuesto diariamente. 

Figura 1. Tríada de la seguridad

Fuente: Propia del autor basada en Le Dantec, 2007.

Para cumplir con los objetivos planteados, las FF. AA. de la República 
Dominicana son un instrumento de seguridad nacional y defensa de la indepen-
dencia y la soberanía, están apegadas a la Constitución Política con carácter emi-
nentemente defensivo, bajo seis pilares o ejes estratégicos que corresponden a 
plenitud a las necesidades de apoyo que requiere la nación: 

•	 Garantizan la seguridad y defensa nacionales.
•	 Promueven el bienestar de sus miembros en igualdad de derechos.
•	 Contribuyen con su accionar al desarrollo nacional.
•	 Garantizan la protección de la población, el medio ambiente y los recur-

sos naturales y promueven la gestión de riesgos y adaptación al cambio 
climático.

•	 Protegen las infraestructuras vitales y las instituciones públicas de la 
nación. 
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•	 Promueven el mejoramiento de la educación, capacitación, entrenamien-
to, desarrollo integral, profesional, deportivo y cultural de sus miembros 
(Ejército Nacional de la República Dominicana, 2017-2020).

Actualmente, las FF. AA. cuentan con una organización interna que les permite 
cumplir con la misión asignada a cada una de las fuerzas a nivel regional e inter-
nacional, apoyando las operaciones por tierra, mar, río y aire; su acción conjunta y 
combinada ha permitido interactuar eficazmente con otros Estados para contra-
rrestar las amenazas, riesgos y desafíos a los que se ven enfrentados diariamente. 
De esta manera es importante destacar las fortalezas de las FF. AA. en el desarrollo 
de sus operaciones para contrarrestar las amenazas transnacionales: 

Fortalezas del Ejército Nacional
El Ejército es el recurso militar terrestre de todas las misiones de seguridad nacio-
nal, especialmente en lo que tiene que ver con la seguridad de sus conciudadanos 
y los controles en la frontera con Haití. El Ejército dominicano está organizado en 
16 batallones; su fuerza está principalmente representada en la infantería, que es 
la encargada de realizar operativos contra narcotraficantes y grupos criminales 
en el territorio fronterizo, además de desarrollar regularmente misiones como la 
protección del personal y la infraestructura del Gobierno. 

Dentro de las fortalezas del Ejército dominicano se destacan:
1.	 El fortalecimiento de los planes operativos de todas las unidades en las 

áreas de mayor incidencia de actividades criminales transnacionales que 
ponen en peligro los intereses de la nación, especialmente en la frontera 
con Haití, para controlar la migración ilegal de personas al territorio domi-
nicano y el tránsito hacia Estados Unidos y Puerto Rico, contrarrestar todo 
tipo de actividades ilícitas, especialmente de narcotráfico y contrabando, y 
hacer frente a cualquier intento de agresión o desestabilización de la segu-
ridad de la nación a través de este espacio fronterizo (Ellis, 2017).

2.	 Además de su rol en la frontera, el Ejército también apoya a las autoridades 
migratorias dentro de República Dominicana en la detención y deportación de 
haitianos y otras personas que se encuentran en el país sin autorización legal. 

3.	 El establecimiento de centros de operaciones tácticas en todas las uni-
dades para mejorar su capacidad, mando y control en la conducción de 
estrategias operacionales a lo largo y ancho del territorio para proteger su 
soberanía y a la vez para combatir el crimen organizados en las diferentes 
regiones del país.
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4.	 El desarrollo de dispositivos de unidades terrestres debidamente entrena-
das y articuladas con capacidad de disuasión, prevención, acción y pro-
tección mediante desplazamientos y despliegues rápidos de tropas con 
vehículos asociados y equipos de alta tecnología en apoyo a la Policía 
Nacional en las zonas requeridas ante posible presencia de conflictos 
(Klinger, 2015).

Fortalezas de la fuerza aérea
La fuerza aérea de la República Dominicana cuenta con una pequeña flota de inter-
ceptores Super Tucano, de aviones y helicópteros que se utilizan para operativos 
de control y vigilancia en las fronteras con Haití y en los límites de las costas domi-
nicanas para la búsqueda y rescate de inmigrantes y transporte VIP. Sus aviones 
son operados básicamente desde las bases aéreas de San Isidro y Puerto Plata 
por el norte, y por el sur del país desde la base de Barahona, cerca de los puertos, 
para interceptar narcoaviones y junto con la fuerza naval los buques y lanchas 
rápidas que transportan drogas y así evitar que penetren en territorio dominicano. 

La fuerza aérea cuenta con equipos de radares de alta tecnología en los dife-
rentes aeropuertos comerciales de República Dominicana y con un radar militar 
que fue donado por Estados Unidos en el 2010 debido a que este es un país aliado 
fuerte para contrarrestar el narcotráfico. 

El principal grupo de trabajo utilizado por las FF. AA. dominicanas es Ciudad 
Tranquila (Ciutran), empleado para complementar los patrullajes policiales en las 
principales áreas urbanas y desarrollar operativos de seguridad ciudadana (Ellis, 
2017).

Dentro de las fortalezas por destacar están:
1.	 Actividades de reconocimiento y búsqueda aérea, extracción vehicular de 

los océanos, buceo, rescate en área confinada, señalización y clasificación 
de pacientes, rescate en naufragio, suministro de alimentos y provisiones, 
rescate en helicóptero, técnicas en emergencia médica, rescate de altura, 
evacuación de víctimas, rescate en montaña. 

2.	 Acciones contra incendio, incluyendo la remoción de escombros, control 
de expansión de incendio, combate a incendios forestales, estructurales, 
de aeronaves, abastecimiento de agua, limpieza y baldeo, y manejo de ma-
teriales peligrosos.

3.	 Es el eje de apoyo de la fuerza naval en el despliegue de operativos 
para contrarrestar el crimen organizado, permitiendo de esta manera 
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resultados positivos de las misiones de seguridad y defensa de la República 
Dominicana (Klinger, 2015, pp. 89-93).

Fortalezas de la fuerza naval
En este sentido, Klinger manifiesta en la revista Seguridad, Ciencia y Defensa 
(2015) que la República Dominicana, por su ubicación geográfica, tiene un gran 
valor estratégico, cuenta con seis puertos, aspecto que la convierte en el epicentro 
regional y transnacional de transporte marítimo del Caribe y uno de los países con 
economía más fuerte, porque son miles de barcos que llegan y salen de allí, de y 
a todas partes del mundo, con millones de toneladas de productos varios para 
el funcionamiento del comercio, la industria, la agricultura, la red hospitalaria, la 
demanda del consumo humano, entre otros. Adicionalmente este, es uno de los 
países de Centroamérica más concurridos por turistas y traficantes de personas. 
Todo ello ha generado que este país se convierta en una de las rutas predilectas y 
obligadas por el crimen organizado entre Sudamérica y Norteamérica, ya sea por 
vía del mar Caribe o Pacífico, poniendo en riesgo la seguridad transnacional, la 
estabilidad política y la vulneración de la ciudadanía (pp. 92, 93).

Para neutralizar las acciones de las organizaciones criminales, la fuerza naval 
dominicana debe realizar controles exhaustivos en los intensos movimientos de 
barcos en los trece puertos –siete estatales, dos privados y cuatro concesiona-
dos– y de lanchas rápidas en mar abierto y zonas ribereñas, desde y hacia los 
principales mercados de interés como son Estados Unidos y Europa. 

Dentro de las fortalezas de la fuerza naval se destacan:
1.	 Cuenta con una amplia experiencia de más de 20 años en combate del cri-

men organizado a nivel internacional; ha estado en constante capacitación 
y ha recibido infinidad de entrenamientos internacionales en estrategias 
operacionales de diferente índole, bajo la premisa de los derechos huma-
nos. Así mismo, lidera programas de capacitación en seguridad y defensa 
transnacional en países de Centroamérica. 

2.	 Dispone de una amplia flota militar para aplicar la política transnacional en 
materia de protección portuaria, para asegurar el nivel de operatividad en 
los puertos dominicanos con patrullaje marítimo y operativos de requisa y 
control de acceso a buques y operaciones de carga y estiba, inspección de 
contenedores de exportación e importación, entre otros.
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3.	 Operaciones conjuntas tanto en el marco de la Iniciativa de Seguridad de 
la Cuenca del Caribe (CBSI)5, que lidera Estados Unidos para contrarres-
tar el narcotráfico, como con la Estrategia Conjunta de la Unión Europea 
(UE)6, centrada en acciones nacionales y transnacionales para hacer frente 
a problemas de paz, seguridad y cambio climático (pp. 93, 94).

4.	 Operativos de control migratorio por cuencas ribereñas en la frontera con 
Haití y en el Estrecho de la Mona para impedir el paso ilegal de personas 
de diferentes partes de Centroamérica y Sudamérica hacia territorio esta-
dounidense o puertorriqueño.

5.	 Operativos de control para contrarrestar por aguas inmediatas el tráfico 
ilegal marítimo de carteles para el traslado de drogas provenientes espe-
cialmente de Panamá, Colombia, Venezuela y Perú, mercancías de contra-
bando, tráfico de armas de fuego y munición, tráfico de personas, terroris-
mo y demás actividades propias del crimen organizado.

6.	 Cuenta con unidades de salvamento, búsqueda y rescate para realizar ac-
tividades habituales de búsqueda de buques y personas desaparecidos y 
rescate de víctimas de naufragios en las zonas costeras y áreas vulnera-
bles como resultado de tormentas, huracanes, inundaciones y desborda-
mientos de lluvias. 

7.	 Con el trabajo conjunto y combinado a nivel internacional, la fuerza naval 
ha logrado resultados significativos al enfrentar las amenazas comunes 
de los diferentes Estados, debido a la cooperación que existe entre los paí-
ses del Caribe, especialmente con la intensificación de operativos de con-
trol en las zonas fronterizas e interdicciones marítimas. Se ha logrado así 
mayor número de bajas de narcovuelos, detenciones e incautaciones de 
extranjeros que pretenden ingresar de manera ilegal armas, mercancías 
de contrabando y ejercer la trata de personas.

8.	 Debido al auge de los ataques cibernéticos en todo el mundo, la fuerza 
naval aplica buenas prácticas de seguridad cibernética para gestionar los 
sistemas de riesgo con base en lo establecido en las directrices sobre ci-
berseguridad a bordo de los buques, elaboradas por el Consejo Marítimo 
Internacional y del Báltico (BIMCO), la Asociación Internacional de Líneas 

5	 La Iniciativa de Seguridad de la Cuenca del Caribe (Caribbean Basin Security Initiative [CBSI], 2010) es una 
asociación de seguridad para apoyar los esfuerzos de reducción del narcotráfico, que ayuda a los países 
caribeños miembros a detener los flujos ilícitos antes de que lleguen a las fronteras estadounidenses.

6	 Estrategia Conjunta de la Unión Europea (UE [2007]), se adoptó con el objetivo de estructurar las relaciones 
futuras entre los dos continentes, centrándose en acciones a escala interregional, continental o mundial.
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de Cruceros (CLIA), Normas ISO/IEC27001, el marco de mejora de ciber-
seguridad de las infraestructuras críticas del Instituto Nacional de Normas 
y Tecnologías (NITS). Gracias a estas buenas prácticas se han podido evi-
tar ataques a sus sistemas de seguridad en diferentes ocasiones (Resdal, 
2012). 

Debilidades en la política de seguridad y defensa
La seguridad y defensa del Estado dominicano carecen de una identificación con-
ceptual en torno a su desarrollo político, económico, social y militar, puesto que, 
aunque se han creado leyes y actualmente cuenta con el “PEI”, no tiene libro blanco 
de defensa que le permita dar a conocer sus objetivos y políticas de seguridad y 
defensa. En el año 2004, la Secretaría de las Fuerzas Armadas y el Instituto de Altos 
Estudios para la Defensa y Seguridad Nacional presentaron un borrador, pero este 
no prosperó, y desde entonces no se ha vuelto a encaminar este documento. Vale 
la pena resaltar que a la fecha es uno de los pocos países del continente americano 
que no cuenta con libro blanco de defensa. 

La República Dominicana por su ubicación geográfica es un puente de comu-
nicación entre los países de Centroamérica, Sudamérica y Norteamérica; esta si-
tuación hace que se vea expuesta a los riesgos que afectan la paz y la seguridad 
transnacional debido a la convergencia y globalización desviada que radica en la 
inmigración ilegal, la pobreza, el aumento del crimen organizado, el terrorismo, el 
narcotráfico y el tráfico internacional de armas, así como la degradación medioam-
biental y los desastres naturales (Presidencia de la República Dominicana, 2004).

Al igual que otros países, las FF. AA. de la República Dominicana han jugado 
un papel crucial en la seguridad y defensa nacional y transnacional frente a los de-
safíos del narcotráfico, la inmigración ilegal y el crimen organizado. Es uno de los 
Estados de Centroamérica cuya seguridad y defensa se ven más amenazadas; por 
un lado está la inestabilidad económica de Haití, lo cual presenta serios desafíos 
de inmigración ilegal y actividades criminales transfronterizas; por otro lado está 
la limitación de las FF. AA. para combatir los flujos crecientes de la ilegalidad en 
la región, debido a que el Gobierno no les asigna suficientes recursos y cada vez 
están más limitados para enfrentar la amplia demanda que genera la globalización 
desviada (Ellis, 2018).

Otro de los factores que resalta el autor, quizás el que más vulnera la seguridad 
y defensa del país, es la corrupción de algunos miembros de instituciones públicas 



Tendencias evolutivas de las políticas de seguridad 
de defensa en República Dominicana

319

y privadas dominicanas que se han dejado sobornar y se han convertido en piezas 
claves para permitir la proliferación de rutas de drogas y contrabando por aire y 
mar y de pequeños grupos criminales en las principales zonas urbanas para la 
distribución de drogas y el comercio ilegal (pp. 32-39).

Aunque las debilidades se han hecho visibles durante años, también es nece-
sario resaltar que estas dependen de algunos funcionarios, mas no de las FF. AA. 
en general como entidad pública. En los diferentes gobiernos se han hecho purgas 
periódicas de oficiales de mediano y alto rango con el objetivo de sanear los sec-
tores del gobierno, contribuyendo así a contrarrestar la subcultura de corrupción e 
impunidad (Bobea, 2008).

Referentes de la política de seguridad y 
defensa de República Dominicana para 
Colombia 
América Latina ha sido un área influenciada por el imperio europeo desde el mo-
mento en que se colonizó buena parte del continente americano. Actualmente el 
subcontinente es apoyado por Estados Unidos con la política de seguridad y de-
fensa hemisférica a través de la inversión realizada en diferentes países, incluido 
República Dominicana, mediante sus planes y tratados para contrarrestar el narco-
tráfico y el terrorismo.

Cohen (2015) define la geopolítica como la interacción entre entornos y pers-
pectivas políticas que se desarrollan por la posición geoestratégica y los proce-
sos políticos multilaterales de los diferentes Estados que establecen relaciones 
internacionales (p. 12). Cada región geopolítica está enmarcada en un escenario 
geoestratégico que le da un sentido dentro del marco internacional; en la actuali-
dad, la política que impera en América Latina está determinada principalmente por 
la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo. 

A continuación se presenta un análisis de los elementos en materia de seguri-
dad y defensa de la República Dominicana que han arrojado excelentes resultados 
frente al combate de la globalización desviada, para que puedan ser considerados 
como referente en un futuro para la política colombiana teniendo en cuenta las 
nuevas tendencias geopolíticas. 
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Contexto y condiciones que posibilitan las estrategias de 
seguridad y defensa
República Dominicana está ubicada en la región del Caribe, ocupa las dos terceras 
partes de la isla, la cual es compartida con Haití. En los últimos años, esta nación 
se ha fortalecido en cuanto a sus relaciones con la mayoría de países debido a 
los fenómenos migratorios y con diversos organismos internacionales como la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), la OEA, la Organización Mundial de 
Turismo (OMT), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), el grupo 
de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (PEID), entre otros; este último 
porque comparten problemas estructurales y desafíos de desarrollo sostenible 
relacionados con la generación de ingresos y la dependencia del comercio interna-
cional, entre otros (Domínguez, 2017).

Por la posición geográfica de la isla, esta es muy atractiva en la ruta del Caribe 
para transportar drogas especialmente desde Venezuela y Colombia en lanchas 
rápidas hasta los puertos de República Dominicana para embarcar en los conte-
nedores de manera ilegal en los miles de buques que entran y salen de allí hacia 
Estados Unidos, Europa, África y Asia. En informes del Departamento de Estados 
Unidos se ha expresado que esta isla tiene a uno de los principales países con 
tránsito de cargamentos de cocaína hacia los diferentes países de los otros conti-
nentes por vía marítima y aérea, debido a que tiene múltiples rutas internacionales.

Figura 2. Principales rutas de cocaína

Fuente: Tomada de InSight Crime, 2018.
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Dentro de la Estrategia Nacional de Desarrollo de este país, la seguridad y la 
defensa son un asunto particular de las relaciones internacionales debido a que 
las amenazas a la seguridad nacional y mundial son proferidas principalmente por 
el crimen organizado, que proviene de diferentes países que toman a República 
Dominicana como un corredor de comunicación de Sudamérica con Norteamérica 
y Europa por su ubicación geográfica y el tránsito de miles de buques que llegan 
y salen de la isla a diferentes partes del planeta. En este sentido se ha establecido 
una política bajo la formulación del derecho internacional, que se acoge a princi-
pios fundamentales de convivencia y respeto de las soberanías de los Estados y 
acuerdos y alianzas militares para prevenir los conflictos entre naciones, puesto 
que, para esta nación, es claro que la guerra entre países es un proceso destructivo 
que afecta los recursos físicos y humanos y es el principal peligro para cualquier 
sistema de seguridad nacional.

El Estado dominicano sostiene su política de seguridad y defensa bajo la con-
dición de ejercer los derechos consignados en la Constitución Política, el derecho 
internacional, el Estado de derecho y demás normas vigentes, y engloba aspectos 
del contexto nacional dentro de un concepto multidimensional. Se basa en los prin-
cipios de definición de sus límites fronterizos de acuerdo con el Tratado Fronterizo 
de 1929 y su Protocolo de Revisión de 1936, la protección de la población civil, 
mantener la soberanía nacional, la integridad territorial y la independencia política 
de la Nación; liderar el fortalecimiento de seguridad colectiva entre los países de 
Centroamérica acogiendo posturas de defensa a través de sus fuerzas militares 
para salvaguardar sus intereses y objetivos nacionales y compromisos de paz 
(Liriano & De León, 2015).

En lo referente a la defensa, las órdenes son acogidas con apego a la 
Constitución Política y a los principios de legalidad, disciplina y profesionalidad mi-
litar. Desde el contexto constitucional se dispone de fuerzas armadas para desa-
rrollar acciones ofensivas, defensivas y disuasivas frente a las amenazas externas 
o ataques armados; tomar medidas necesarias para proveer y garantizar la legíti-
ma defensa de la soberanía nacional; mitigar situaciones de desastres y calamidad 
pública (Domínguez, 2017). 

El papel de República Dominicana y su política de seguridad y 
defensa
La política se seguridad y defensa de República Dominicana está orientada a ofre-
cer dentro de un marco de confianza, cooperación y coherencia datos verídicos 
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sobre los resultados obtenidos en sus operaciones para combatir el crimen orga-
nizado y el narcotráfico.

El Estado dominicano reconoce la importancia del intercambio de información 
política, jurídica, tecnológica, económica, etc., de cada país, que puede afectar las 
relaciones internacionales por la globalización y la transnacionalización debido a 
las constantes amenazas que se presentan de forma diversa mediante la conver-
gencia y la globalización desviada, fenómenos que han llevado a que se establez-
can o replanteen políticas internas para contrarrestar tales actividades ilícitas y a la 
vez se realicen acuerdos internacionales para el desarrollo de estrategias conjun-
tas en la lucha contra estas amenazas hemisféricas y globales. 

En este sentido, República Dominicana se ha caracterizado históricamente por 
la integración en su ordenamiento jurídico de instrumentos legales internaciona-
les, para desarrollar estrategias conjuntas en la lucha contra la convergencia y la 
globalización desviada. Por ejemplo, con Estados Unidos, una de las naciones del 
continente americano líder en operaciones conjuntas contra el narcotráfico y el 
crimen organizado, se firmó en el año 2010 el Acuerdo CBSI para contrarrestar 
el narcotráfico en el marco de la Iniciativa de Seguridad de la Cuenca del Caribe, 
también firmó tratados de libre comercio (TLC) y tratados de cooperación militar 
(Cohen, 2015, pp. 166-169).

El Estado dominicano ha firmado tratados no solo con Estados Unidos en los 
últimos años, también lo ha hecho con la Unión Europea (UE) para hacer frente a los 
problemas de alteración de la paz, inseguridad y cambio climático; con Brasil firmó 
en el 2010 el Acuerdo de Cooperación Bilateral en Materia de Defensa y Seguridad 
con el objetivo de intensificar las relaciones en este aspecto; con Estados Unidos 
y Colombia se desarrolla el “Plan de Acción de Cooperación Triangular” en materia 
de defensa, el cual trata temas como operaciones contra el narcotráfico, seguri-
dad fronteriza, control de embarcaciones pequeñas, procedimientos y operacio-
nes contra el crimen organizado transnacional, entre otros. En el año 2014 firmó 
el Tratado Interamericano de Asistencia recíproca (TIAR) en el seno de la OEA, 
que busca la cooperación en materia de seguridad y defensa; además, lidera el 
Sistema de Integración Centroamericano (Sica), cuyo propósito es la integración 
de Centroamérica en un ambiente de paz (Ellis, 2018). 

Sin duda, estas y muchas más alianzas con los diferentes Estados y organiza-
ciones mundiales le dan un papel predominante al Estado dominicano en la pro-
moción de la política exterior y la configuración de las prioridades que deben ser 
atendidas en lo referente a la seguridad y defensa. 
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Operaciones estratégicas y resultados sobresalientes
El Estado dominicano actualmente cuenta con fuerzas armadas fortalecidas 

para garantizar la seguridad y la defensa del territorio nacional y de sus fronteras 
terrestres y marítimas y combatir por tierra, mar y aire el narcotráfico y las organi-
zaciones del crimen organizado. Entre los resultados sobresalientes de sus opera-
ciones militares en los últimos años están:

Las fuerzas armadas terrestres, conformadas por el Ejército Nacional y la 
Policía Nacional, en conjunto con los organismos de inteligencia del Estado do-
minicano, han desarrollado actividades militares con dispositivos de control, 
despliegue de tropas para hacer rastreos y patrullajes, obteniendo los siguientes 
resultados: 

1.	 El Cuerpo Especializado en Seguridad Fronteriza Terrestre (Cesfront), en 
la zona fronteriza con Haití, entre el 2015 y el 2020, incautó cerca de 20 
toneladas de marihuana provenientes de países como Colombia, Perú, 
Venezuela, Ecuador y Haití introducidas en pequeñas embarcaciones y ve-
hículos arreglados con caletas para transportar la droga. La mercancía ha 
sido entregada a la Dirección Nacional de Control de Drogas (DNCD) para 
los trámites correspondientes. También en operativos alternos decomisó 
6.958 armas e incautó 8.215 kilogramos de munición de diferentes cali-
bres equivalentes a 91.125 unidades y 11.369 kilogramos de explosivos. 
Con el desarrollo de estas operaciones se continúan dando duros golpes 
al narcotráfico y al crimen organizado y otros delitos que se originan en la 
zona fronteriza (MIDE, 2021).

Figura 3. Operativos de la fuerza terrestre Cesfront - Narcotráfico y crimen 
organizado

Fuente: Propia del autor, basada en MIDE D. d.-5., 2021.
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2.	 El Cesfront entre el 2015 y el 2020 detuvo a cerca de 14.625 personas que 
intentaron ingresar a República Dominicana de manera ilegal por diferen-
tes partes de la zona fronteriza con Haití, provenientes de diferentes paí-
ses, algunos para quedarse en República Dominicana manifestando que 
trataban de escapar de la situación de inseguridad y pobreza que se vive 
en Haití y otros para continuar en embarcaciones ilegales hacia Estados 
Unidos y países de Europa y el Reino Unido; en los operativos de inter-
dicción se usaron drones con cámaras térmicas, buggies, motocicletas y 
otros equipos tecnológicos de vanguardia (MIDE D. d.-5., 2021).

Figura 4. Operativos fuerza terrestre - Inmigración ilegal, trata de personas

Fuente: Propia del autor, basada en MIDE D. d.-5., 2021.

3.	 El Cesfront, entre el 2015 y 2020, incautó en diferentes operativos de in-
teligencia en la frontera con Haití cerca de 15 millones de cigarrillos de 
contrabando transportados en vehículos y embarcaciones tipo go-fast 
(Ministerio de Defensa, 2021). Con los resultados de estos operativos se 
contribuye con el desarrollo nacional y se contrarresta este tipo de accio-
nes ilícitas que tanto afectan al país en el crecimiento económico. 

Figura 5. Operativos fuerza terrestre - Contrabando de tabaco y sus derivados

Fuente: Propia del autor basado en Ministerio de Defensa, 2021.



Tendencias evolutivas de las políticas de seguridad 
de defensa en República Dominicana

325

4.	 En operaciones conjuntas supervisadas por cuerpos especializados de 
seguridad Cesfront y el Cuerpo Especializado en Control de Combustible 
y Mercancías (Ceccom) del Ministerio de Defensa (Mide) y el Ministerio de 
Salud Pública, en los últimos cinco años se han decomisado y derramado 
aproximadamente 51.600 cajas de whisky de diferentes tamaños, 15.000 
cajas de bebidas energizantes, 6.000 galones de Cleren y 9.500 garrafones 
de alcohol adulterado de fabricación casera que han intentado ingresar 
por la frontera con Haití y por el suroccidente del país en embarcaciones 
pequeñas. Con operaciones como estas, las fuerzas militares reafirman 
el compromiso del Gobierno dominicano de contrarrestar el contrabando, 
las actividades ilícitas que ponen en riesgo la salud de los dominicanos 
y de las personas a nivel mundial y hacer frente a las amenazas que se 
ciernen sobre la zona fronteriza y sus áreas de aproximación (Mide, 2020). 

Figura 6. Operativos conjuntos seguridad Cesfront-Ceccom

Fuente: Propia del autor, basado en Mide, 2020.

5.	 Las fuerzas armadas de la República Dominicana garantizan la seguridad 
en los centros de aislamiento de pacientes con COVID-19, despliegan tro-
pas para ubicar dispositivos de seguridad durante los horarios de toque de 
queda en aras de evitar que se propague el virus a lo largo y ancho del te-
rritorio nacional y mitigar los efectos de la pandemia, y salvaguardar la vida 
de los dominicanos. En este sentido las fuerzas armadas no solo trabajan 
por y para la patria, sino para los niños, jóvenes y ancianos de este país 
puesto que están a las órdenes del Gobierno en caso de que se presente 
una situación difícil o de calamidad para acudir en auxilio y apoyo de las 
demás instituciones, como es el caso de esta pandemia que ha afectado 
la vida sanitaria de los habitantes a nivel mundial (Mide, 2021).
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6.	 Para los operativos militares y policiales el Mide dominicano adquirió de 
la compañía norteamericana Wrap Technologies Inc en abril del 2021 un 
lote de armas no letales denominadas Bola Wrap, diseñadas para asistir a 
policías y militares de forma remota o manual para inmovilizar a los indivi-
duos que infrinjan la ley. Estos dispositivos ofrecen una respuesta rápida 
a la resistencia, simulan unos “grilletes remotos” que permiten mantener 
una distancia entre el militar o policía que los utilice y el sujeto detenido, 
evitando así agresiones físicas; con estos dispositivos tecnológicos se 
busca que las Fuerzas Armadas dominicanas puedan ejecutar acciones 
de seguridad y defensa respetando los derechos humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario. (pp. 5-7).

En los últimos cinco años las fuerzas naval y aérea de República Dominicana 
han desarrollado múltiples operativos para evitar actividades de narcotráfico y del 
crimen organizado que atentan contra la seguridad y defensa nacionales a través 
de sus fronteras, aeropuertos, puertos y aguas internacionales con el apoyo de 
organismos de inteligencia del litoral costero-marítimo, entre las cuales se citan:

1.	 En conjunto con autoridades de otros países y la Dirección Nacional de 
Control de Drogas han incautado en aguas internacionales, puertos y aero-
puertos de este país cerca de 2.198 toneladas de cocaína provenientes de 
países de Sudamérica y Centroamérica, entre los cuales están Colombia, 
Venezuela, Ecuador, Perú, Brasil, Panamá, México y Haití, con destino a 
Europa y Estados Unidos en avionetas y embarcaciones pequeñas tipo 
go-fast (Fuerzas Armadas de República Dominicana, 2015-2020). 

Figura 7. Operativos conjuntos Fuerza Naval-Fuerza Aérea

Fuente: Propia del autor, basado en Fuerzas Armadas de República Dominicana, 2015-2020.

2.	 En torno a los viajes ilegales, se frustraron cerca de 660 embarcaciones de 
buques y embarcaciones pequeñas y se detuvo a 14.980 indocumentados, 
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la mayoría de nacionalidad cubana, haitiana, indios, brasileños, colom-
bianos, guatemaltecos, mexicanos, dominicanos, con destino a Estados 
Unidos para tratar de alcanzar el sueño americano y otros hacia Europa, 
Reino Unido. En los operativos se desmantelaron cerca de 932 organiza-
ciones de diferentes países, entre las que estaban vinculados 756 capi-
tanes de barcos que usaban a República Dominicana como un corredor 
de paso para transportar de manera ilegal a miles de indocumentados 
por costos muy altos y en condiciones precarias (FF. AA. de República 
Dominicana, 2020).

Figura 8. Operativos trata de personas

Fuente: Propia del autor, basado en FF. AA. de República Dominicana, 2020.

Los datos anteriores muestran el desempeño sobresaliente de las fuerzas ar-
madas dominicanas en materia de seguridad y defensa durante los últimos cinco 
años, tomados como referencia para esta investigación. Se puede destacar la in-
tensa y buena labor, con impacto positivo a nivel nacional e internacional, que han 
venido desarrollando por tierra, mar y aire de manera conjunta con organismos de 
inteligencia y la cooperación de las fuerzas militares de otros países para comba-
tir las amenazas emergentes del narcotráfico y el crimen organizado que atentan 
contra la seguridad nacional y transnacional.

Referentes para Colombia en seguridad y defensa
Colombia es uno de los Estados del continente americano que presenta una política 
integral de seguridad y defensa definida, con criterios establecidos para enfrentar 
los desafíos y amenazas contra la seguridad desde un enfoque multidimensional 
para combatir el conflicto armado interno, la convergencia y la globalización des-
viada, que afectan no solo a Colombia, sino a los países vecinos. En este sentido se 
puede establecer que el Estado colombiano, al igual que República Dominicana y 
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demás Estados, ha firmado convenios y tratados internacionales para combatir las 
amenazas a las que está expuesto de acuerdo con las nuevas tendencias globales.

Algunas de las estrategias que ha desarrollado la República Dominicana tam-
bién han sido ejecutadas por el Estado colombiano en materia de seguridad y de-
fensa a nivel nacional e internacional, puesto que de acuerdo con la ubicación geo-
gráfica se puede considerar que Colombia y República Dominicana tienen alguna 
similitud, pues si bien el Estado dominicano es estratégicamente vulnerable a las 
amenazas del narcotráfico y el crimen organizado al ser utilizado como corredor 
de paso entre los países de Sudamérica y Centroamérica con el norte del continen-
te y Europa, Colombia también es considerado un corredor de paso hacia el sur del 
hemisferio y Centroamérica a través de los departamentos del Pacífico colombia-
no, donde el conflicto armado, el narcotráfico y las organizaciones del crimen or-
ganizado aprovechan este espacio geográfico para llevar a cabo estas actividades 
ilícitas, debido a que esta región es una de las más olvidadas del gobierno de turno 
y sus vías principales y secundarias están en pésimo estado, lo que dificulta el 
desarrollo permanente de operativos militares para combatir este flagelo (Torres, 
2016). En este sentido se sugiere, al igual que en República Dominicana, poner en 
marcha operativos en los que participen conjuntamente las tres fuerzas militares, 
fuerza pública y organismos de inteligencia de manera permanente para contra-
rrestar este flagelo por tierra, mar y aire para lograr resultados más efectivos y así 
ayudar al desarrollo de la economía de esta región y del país en sí. 

Colombia y el Estado dominicano forman parte de la región geoestratégica de 
las Américas. República Dominicana se proyecta por vía marítima tanto hacia el 
norte, sur y centro de América como hacia la Unión Europea, lo que la hace más 
favorable el tránsito de pequeñas y grandes embarcaciones desde y hacia cual-
quier parte del planeta. Por otro lado, Colombia se proyecta por vía marítima hacia 
el subcontinente suramericano, el mar Caribe –que comparte fronteras con ocho 
Estados7–, y tiene paso al Atlántico norte y a Europa para llegar a la parte occiden-
tal del continente africano a través del Pacífico. Esta condición le exige a Colombia 
el desarrollo de un poder marítimo, porque esto lo cataloga como el Estado de ma-
yor tamaño en el Caribe; en esta zona fronteriza confluyen rutas marítimas hacia el 
Canal de Panamá, por ella se da curso al flujo petrolero proveniente de Venezuela, 
se registra el transporte ilícito de productos objeto de narcotráfico hacia Estados 
Unidos y de inmigrantes ilegales hacia China y Estados Unidos provenientes de 

7	 Comparte fronteras con los Estados de Panamá, Costa Rica, Nicaragua, Honduras, Jamaica, República Domi-
nicana, Venezuela y Haití.
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diferentes países. Por lo anterior, es necesario que Colombia se fortalezca con el 
despliegue de tropas por mar y aire y pueda combatir estas amenazas nacionales 
y transnacionales con operaciones conjuntas y el apoyo de las fuerzas militares de 
los otros Estados (Esquivel, 2015). 

República Dominicana solo comparte frontera terrestre con Haití, mientras 
Colombia lo hace con Ecuador, Perú, Brasil, Venezuela y Panamá, situación que la 
hace más propensa aún a tener dificultades con su seguridad y defensa, debido 
a que las zonas fronterizas son bastante extensas y no se cuenta con suficiente 
personal para cubrirlas. Por esta razón se sugiere maximizar el pie de fuerza en 
tales sectores y de esta manera evitar la inmigración de indocumentados al país, el 
tráfico de mercancías ilegales y el narcotráfico, que son una amenaza para el país 
y para las relaciones internacionales en materia de seguridad y defensa. 

De acuerdo con lo anterior, se puede establecer que las estrategias de estos 
dos países en materia de seguridad y defensa son muy parecidas. Sin embar-
go, valdría la pena revisar y hacer estudio de casos de algunas operaciones de 
República Dominicana para adherirlas en un futuro a las políticas de seguridad y 
defensa de la república de Colombia. 

Conclusiones
De acuerdo con el análisis presentado en este capítulo y con base en la recopilación 
de información en materia de seguridad y defensa de la República Dominicana, se 
puede apreciar que este país está comprometido con la seguridad y defensa nacio-
nal y transnacional a través de sus fuerzas armadas y los organismos de inteligen-
cia, altamente capacitados en planeación y desarrollo de estrategias y operaciones 
militares para hacer frente a las amenazas y peligros producto de la convergencia y 
la globalización desviada de las nuevas realidades y tendencias geopolíticas.

Así, a pesar de que el Estado dominicano actualmente no cuenta con un libro 
blanco de defensa, como la mayoría de países, tiene establecida una hoja de ruta 
que se refleja en la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa, el Manual de Doctrina 
Conjunta y el “PEI”, con los cuales se han logrado fortalecer la seguridad y la defen-
sa del territorio nacional y las fronteras internacionales para brindar protección a la 
población civil y hacer frente a las actividades delictivas de grupos u organizacio-
nes nacionales e internacionales del crimen organizado y el narcotráfico; activida-
des que afectan tanto a la economía y al desarrollo de los países como a la paz, la 
sana convivencia y las relaciones políticas internacionales.
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Por otra parte, se puede evidenciar que el Estado dominicano, al firmar con-
venios, acuerdos y tratados internacionales con países tanto de América como 
del continente europeo y organizaciones internacionales, ha recibido grandes be-
neficios representados en capacitación de los miembros de las fuerzas armadas, 
armamento, tecnología de punta y desarrollo de operaciones conjuntas por tierra, 
mar y aire. Su acción conjunta y combinada ha permitido interactuar eficazmen-
te con otros Estados para contrarrestar las diferentes amenazas transnacionales, 
principalmente de narcotráfico, migración ilegal, contrabando, trata de personas, 
entre otras, y hacer frente a los riesgos y desafíos a los que se ven enfrentados 
diariamente en la zona fronteriza terrestre con Haití y en la fronteriza marítima 
internacional. En este aspecto es necesario resaltar que las políticas de seguridad 
y defensa que se desprenden del hemisferio de la geopolítica están marcadas por 
lineamientos de Estados Unidos para enfrentar el terrorismo y el narcotráfico, mo-
tivo por el cual República Dominicana ha sido uno de los países más beneficiados 
por dicho país y ha recibido mayor apoyo para evitar que estos delitos traspasen la 
frontera de esta nación norteamericana. 

Estas estrategias de cooperación internacional tienen similitud con las tenden-
cias de Colombia, ya que los dos países han establecido acuerdos internaciona-
les para prevenir y combatir estos delitos, que convergen en los planos nacional 
y transnacional. Aunque República Dominicana debe contrarrestar las amenazas 
anteriormente descritas, Colombia presenta mayor nivel de amenazas de con-
vergencia y globalización desviada, debido a que, en primer lugar, por su posición 
geopolítica también se convierte en un corredor del crimen organizado y el narco-
tráfico entre los países de Suramérica y Centroamérica.

En segundo lugar, su territorio fronterizo terrestre es mucho más amplio, 
pues mientras el Estado dominicano comparte frontera terrestre solo con Haití, 
Colombia limita con cinco países, lo que dificulta que se realice un control más 
preciso sobre las zonas fronterizas, especialmente con Venezuela, que debido a la 
problemática actual por la que atraviesa ha hecho llegar mayor cantidad de inmi-
grantes ilegales al Estado colombiano, lo que ha traído consigo una problemática 
interna social, económica y de seguridad nacional.

En tercer lugar, las fronteras marítimas internacionales de Colombia también 
son extensas; y finalmente, a diferencia de República Dominicana, este país cuenta 
con un problema de conflicto armado interno muy marcado. Por esta razón se pue-
de considerar que aunque Colombia también cuenta con fuerzas armadas de vas-
ta experiencia en la lucha contra estas amenazas transnacionales y ha mostrado 
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resultados significativos, es necesario intensificar el pie de fuerza para cubrir todos 
los espacios anteriormente descritos.

Desde el marco geopolítico, se puede evidenciar que la seguridad y la defen-
sa transnacionales giran alrededor de las relaciones políticas internacionales, ra-
zón por la cual se considera importante que las naciones de Latinoamérica, como 
República Dominicana y Colombia, establezcan un marco común en el que desa-
rrollen estrategias propias desde la cooperación conjunta para controlar y dismi-
nuir las nuevas amenazas nacionales y transnacionales, mediante una seguridad 
multidimensional que permita coordinar y construir una política integradora, demo-
crática y de derechos fundamentales a partir de unos intereses comunes y que se 
adapte a los procesos de la globalización.

Por otro lado, se considera importante la interrelación de la política de la segu-
ridad y la defensa nacional, como consecuencia de los intereses de una nación. En 
este sentido se considera conveniente que el Gobierno dominicano no escatime 
esfuerzos para obtener el libro blanco de defensa para establecer de manera clara 
el marco de su política estratégica de defensa de acuerdo con la realidad y el cam-
bio global.
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Introducción
En América Latina se han incorporado lineamientos en seguridad desde el enfoque 
humano de la Organización de Naciones Unidas (ONU), desde 1992, y del multi-
dimensional, dado en la Conferencia Especial de las Américas de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA), llevada a cabo en México en 2003, donde se 
identificó una serie de amenazas que enfrentan los Estados en el contexto; dichas 
amenazas ocupan ámbitos como el político, el socioeconómico y el medioambien-
tal, entre otros, y son retos frente a los cuales deben trazarse estrategias tanto en el 
campo nacional como en el internacional, tomando en cuenta que estos desafíos 
son regionales y transfronterizos.    

Frente a esta situación, las respuestas institucionales deben ser dadas en to-
dos los ámbitos. Para el caso, en cuanto a la defensa, “se espera cada vez más que 
las Fuerzas Armadas [FF. AA.] respondan a las complejas amenazas tanto para la 
seguridad del Estado como para la seguridad humana, que abarcan [temas] am-
bientales, de salud, económicas, comunitarias y de seguridad personal” (Karim & 
Huber, 2020, p. 12). En lo descrito, aspectos como el apoyo global por medio de las 
OMP, la participación de la mujer en el ámbito militar y la ciberseguridad se convier-
ten en ejes de la seguridad como elementos que deben incentivarse y protegerse 
eficientemente, al ser temáticas relevantes que se proyectan en prospectiva; lo an-
terior, junto con el desarrollo tecnológico y el aumento de la interconectividad, entre 
otros elementos.

Adicionalmente a ello, se presentan nuevos escenarios y retos, como el dado 
por la pandemia del Covid-19, hecho que marcó un hito histórico a escala global 
e hizo que los Estados consideraran a sus FF. AA. un medio para llevar a cabo ac-
ciones de contingencia; a saber: control de las medidas dadas en las cuarentenas, 
puestos de control para la protección de las fronteras, distribución y suministro de 
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insumos médicos y apoyo logístico, entre otras (Griffiths & Toro, 2020). Con ello, se 
evidencia que las FF. AA. han ampliado su función enfocándose en la prevención, 
la preparación y la cooperación como elementos centrales; esto, en la medida en 
que el mundo se transforma, y con él, la conceptualización de términos como lo 
entendido por seguridad y defensa.

En la región, a partir de lo planteado por Evan Ellis (2020) se evidencia cómo 
las FF. AA. desarrollaron oportunamente el factor de la adaptación relacionado 
con elementos identitarios como el liderazgo y la moral en situaciones de riesgo 
y frente al desarrollo de amenazas simultáneas derivadas de la interconexión glo-
bal. Desde la perspectiva de este autor, se puede ver que, frente a este contexto, 
las FF. AA. generarán cambios significativos en su doctrina, en los procedimientos 
relacionados y en el pensamiento-planeamiento estratégico en las instituciones 
militares; a su vez, evaluarán el riesgo de las amenazas que puedan presentarse 
en términos de probabilidad e impacto para mantener un enfoque de prevención y 
reacción. Por ello se requiere el fortalecimiento del liderazgo militar, la inteligencia 
estratégica y la planificación organizacional (Ellis, 2020), a lo que se sumaría la 
cooperación como elemento de base frente a un panorama que denota desafíos 
transnacionales derivados de esa mencionada interconexión.

En medio del panorama descrito, el Estado uruguayo se halla inmerso en las 
dinámicas de cambio regionales e internacionales, enfrentando los retos comunes 
derivados de amenazas a la seguridad presentes. Para ello, con el fin de profundi-
zar en los cursos de acción planeados por el ente estatal, se plantea la siguiente 
cuestión central: ¿Cuáles han sido los lineamientos estratégicos del Estado uru-
guayo consolidados en la Política de Defensa y Seguridad y desarrollados por me-
dio de sus FF. AA. para su seguridad y defensa? Históricamente, Uruguay ha desa-
rrollado lineamientos y acciones para su defensa y seguridad transformándolos de 
acuerdo con las realidades regionales y globales, fortaleciendo a sus FF. AA. frente 
a las amenazas tradicionales y ahora, las nuevas a las que se enfrenta. En general, 
los gobiernos han planteado sus objetivos estratégicos por medio de la Política de 
Defensa Nacional como instrumento para direccionar las labores en términos de 
seguridad. 

Por lo anterior, enfocando el presente estudio desde una metodología cualita-
tiva, se lleva a cabo una revisión de fuentes oficiales: documentos y normatividad 
del Estado uruguayo; también, fuentes secundarias, como artículos científicos, ca-
pítulos de libro, informes de organizaciones orientadas hacia el área de seguridad 
y artículos de información para el conocimiento y descripción del contexto. Con 
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ello, se analizan los ejes principales: los lineamientos estratégicos en seguridad 
y defensa, la Política de Defensa Nacional actual y sus fortalezas a partir de los 
tres elementos identificados. En particular, para el desarrollo del tema se plantean 
tres objetivos específicos: 1) identificar los lineamientos estratégicos del Estado 
uruguayo en el ámbito de la defensa y seguridad; 2) revisar la Política de Defensa 
Nacional establecida para el periodo de gobierno de Luis Lacalle Pou (2020-2025), 
y 3) determinar los puntos centrales en el proceso de transformación del ámbito 
militar en Uruguay.

Lineamientos estratégicos de seguridad y 
defensa de Uruguay
La Constitución de la República Oriental del Uruguay (1967), como documento 
base del Estado, consolida que la soberanía nacional reside en la nación (Art. 4); 
además, promueve la integración de los países de Latinoamérica, específicamente 
en lo referido a la defensa común (Art. 6). De igual modo, el medio ambiente es 
considerado de interés estratégico y protegido por medio de la Constitución, al 
declararse textualmente que “La protección del medio ambiente es de interés ge-
neral. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 
destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta 
disposición y podrá prever sanciones para los transgresores” (Art. 47).

De este modo, se revisan, en términos generales, los lineamientos estratégicos 
dados en dos documentos de 1999 (Bases para una Política de Defensa Nacional) 
y 2005 (La Defensa Nacional: aportes para un debate) que sentaron las bases para 
comprender la defensa y la seguridad; además, en ellos se promovió el fortaleci-
miento de la institucionalidad desde los principios y valores democráticos dejan-
do en la historia el periodo dictatorial uruguayo, durante el periodo 1973-1985. Al 
respecto, de manera concreta se relaciona la normatividad dada con la misión de 
las FF. AA.1 que se vincula a estos dos grandes conceptos. Por consiguiente, se 
evidencian los principales lineamientos que enlazan la estrategia nacional con la 
estrategia sectorial; en este caso, del sector defensa y seguridad, comprendiendo 
el marco con el cual el Estado uruguayo ha desarrollado y fortalecido las políticas 
orientadas a la salvaguardia de la soberanía estatal, la integridad del territorio, la 

1	 Para profundizar sobre los antecedentes históricos de las FF. AA. de Uruguay desde su conformación y com-
posición, se recomienda remitirse al estudio de González Guyer (2014).
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protección de su población y la no intervención como principio, dado desde el de-
recho internacional ligado a el mantenimiento de la paz internacional.

En este Estado nación no se redactó un Libro Blanco de Defensa Nacional; sin 
embargo, desde el Ministerio de Defensa Nacional se presentaron dos documen-
tos representativos, en 1999 y 2005, que contienen los ejes en defensa y seguridad. 
De este modo, en 1999 se dieron las Bases para una Política de Defensa Nacional, 
orientadas a partir del contexto para la planeación estratégica, con un mundo uni-
polar (Estados Unidos), aunque ya se reconocía la incidencia de otros Estados 
claves en un escenario posterior: Rusia, Japón, la Unión Europea y Asia, especí-
ficamente, China e India; también se destacaban los cambios acelerados por los 
cuales se transitaba; algunas de sus causas eran la globalización, la tecnología y el 
avance en las comunicaciones. En cuanto a la región, se reconocía al bilateralismo 
y a los tratados como herramientas de solución de conflictos o tensiones; se iden-
tificaban unas nuevas amenazas, pero se las enmarcaba aún en un orden interno, 
vinculadas a la seguridad (OEA, 1999a) —y se mantenía la concepción clásica de 
seguridad, referida a lo interior y la defensa a lo exterior—.

El Estado se orientó, entonces, a la defensa de los intereses primarios, vitales 
para la supervivencia estatal; es decir, hacia el mantenimiento de la soberanía na-
cional y la interdependencia del Estado, la preservación de la integridad territorial, la 
protección de la vida y la libertad de la ciudadanía, el resguardo de la identidad cul-
tural y la preservación de la democracia y del Estado de derecho. Adicionalmente 
a ello, configuraron unos intereses estratégicos, ligados al mantenimiento de la 
paz y al ámbito de la seguridad, el desarrollo económico y social, la preservación 
del medio ambiente, su proyección en la Antártida, la promoción de la investiga-
ción científica y tecnológica, la cooperación y la presencia en el territorio marítimo. 
Finalmente, se detallaban unos intereses humanitarios, orientados a la preserva-
ción de valores como la humanidad, la solidaridad y el respeto a la vida humana 
(OEA, 1999a).

Concretamente, los Objetivos de la Defensa Nacional, definidos en este do-
cumento, fueron: conservar la soberanía nacional e independencia; mantener la 
integridad del territorio; garantizar condiciones de base respecto a la seguridad y 
frente amenazas externas; apoyar a las fuerzas de seguridad internas; promover el 
compromiso de la ciudadanía con la defensa nacional, y contribuir al mantenimien-
to de la paz internacional. Para ello se determinó que con la Política de Defensa se 
articulan estos objetivos a partir de acciones definidas (Charquero, 2007).
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Posteriormente, en 2005, con el documento La Defensa Nacional: aportes para 
un debate se establecieron algunos ejes para llevar a cabo el Debate Nacional so-
bre Defensa, el cual tenía como objetivo la transformación de las políticas públicas 
desde la transparencia para la contribución a la gobernabilidad democrática, con 
un rol participativo de los ciudadanos, a la integración regional y a la paz internacio-
nal. Dado mediante la búsqueda de “acuerdos sobre políticas de defensa nacional 
como fruto de la participación y el intercambio informado de muy diversos actores 
sociales: parlamentarios, funcionarios civiles y militares, diplomáticos, políticos, 
académicos, expertos, sociedad civil organizada, comunicadores sociales, etc.” 
(Charquero, 2007, p. 41).

En relación con lo anterior, Besio Echeverria (2018) mencionaba que el Debate 
Nacional dado en 2006 en Uruguay marcó un punto de inflexión en este país, en 
razón de que antes no se había dado un espacio de discusión que involucrara a la 
sociedad y, en general, a las instituciones del Estado, y que tuviera el fin de analizar 
el concepto de defensa, el cual, a su vez, no solo estaba determinado por lo militar, 
sino que se establecía como un asunto público; además, en este debate, también 
se discutió sobre el rol y funciones de las FF. AA. Este debate se centró en los ejes: 
1) defensa nacional, 2) su relación con la política exterior del Estado; 3) definición 
y competencias del Ministerio de Defensa Nacional, y 4) las FF. AA. como el com-
ponente militar. 

En específico, al revisar los antecedentes normativos de las FF. AA., con la Ley 
Orgánica Militar, aprobada por el Decreto Ley 14.157 de 1974, se definió que las FF. 
AA. se orientan a la defensa del Estado en los ámbitos nacional y exterior, siendo 
una necesidad para la salvaguardia del territorio y de la población. Retomando la 
interpretación de Delpiazzo (2009) a partir de lo mencionado, se plantea que la 
defensa se percibe como un medio de acción al servicio del pueblo, y no como un 
fin en sí mismo, teniendo a la seguridad como derecho común, y a la ciudadanía, 
como sujetos activos que contribuyen para dicho propósito. En este sentido, des-
de el poder ejecutivo, el Ministerio de Defensa Nacional, con las FF. AA., protege 
el interés nacional y territorial, con el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, cuyas 
jurisdicciones, respectivamente, son: el ámbito terrestre nacional; las aguas e islas 
del océano Atlántico, la laguna Merín y ríos principales como el de La Plata, y el es-
pacio aéreo, con la infraestructura aeronáutica y los espacios de las bases aéreas2.

2	 Este fue un aspecto modificado, ampliado y detallado en la Ley Orgánica 19.775, especificado en el Capítulo II 
“Jurisdicción”.



342

Tendencias evolutivas de las políticas de  
seguridad y defensa en las Américas

Como antecedentes en los estudios de seguridad, autores como Félix Besio 
(2005) mencionaba que “a nivel legal, cabe mencionar que el Uruguay no tiene de-
finido, políticamente, los conceptos de Defensa Nacional y de Seguridad Nacional” 
(Párr. 14). De manera específica, la Red de Seguridad y Defensa de América Latina 
(Resdal) (s.f.) trae a colación las definiciones que se planteaban sobre lo entendido 
por defensa y seguridad en el Estado uruguayo desde la Ley N.° 14.151/1974, mo-
dificada por la Ley N.° 15.808/1986, a partir de lo cual se infiere:

•	 Defensa: Un medio para la garantía y logro de la seguridad nacional, con-
formado por diversos órganos, leyes y la normatividad con la cual el poder 
ejecutivo desarrolla acciones por medio del ámbito militar para contrarres-
tar las amenazas y desafíos que se presenten.

•	 Seguridad: Se la considera el estado donde el patrimonio nacional y el pro-
ceso dado hacia los objetivos nacionales se encuentran salvaguardados.

Sin embargo, Besio (2005) aclara que estas definiciones fueron dadas bajo una 
visión de la Doctrina de Seguridad Nacional, y que con la modificación realizada 
desde la Ley N.° 15.808/1986 se eliminaron las definiciones enunciadas y no se 
establecieron unas nuevas. Entonces, este lineamiento normativo se modificó por 
medio de la Ley Orgánica de las FF. AA. N.° 19.775 de 2019, aunque en esta se 
mantuvo el carácter de fortalecimiento de la defensa; sin embargo, se transformó 
de manera sustancial el rol de las FF. AA. en Uruguay, junto a las disposiciones 
relacionadas con la composición, la organización-jerarquía y otros aspectos como 
la jurisdicción en el territorio continental e insular, el subsuelo, las aguas jurisdic-
cionales y el espacio aéreo, con especial énfasis en ámbitos como el ciberespacio 
y el espectro electromagnético, según se evidencia en el artículo 8 de la ley en 
mención.

Tomando en cuenta esta aproximación histórica, se hace notoria la importan-
cia que ha tenido en este ámbito la Ley Marco de Defensa Nacional N.° 18.650, 
aprobada en 2010, y en términos generales, la Política Nacional de Defensa, la 
cual se formula con cada periodo de gobierno. Ambas son medios que consoli-
dan el marco normativo del accionar de las FF. AA. (CEEEP, 2019). “De acuerdo 
con la Ley Marco de Defensa Nacional, la Política de Defensa Nacional la define el 
Sistema de Defensa Nacional, integrado por el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo 
y el Consejo de Defensa Nacional (CODENA)” (Besio Echeverria, 2018, p. 78). De 
manera particular, el CODENA es el ente encargado de formular la política en el 
Estado uruguayo para la protección del interés nacional y de la soberanía nacio-
nal. Posteriormente, con la Ley de Regulación de la Educación Policial y Militar N.° 
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19.188, se dieron lineamientos sobre la educación militar y policial. En dicha ley se 
encuentra un punto central, sobre el relacionamiento académico con instituciones 
del sector público.

En el ámbito internacional, el Estado uruguayo ha mantenido un direcciona-
miento tradicional hacia la proyección de su política exterior a partir del multilatera-
lismo, que tiene como hitos su participación en el Tratado de Versalles (1917) y en 
la creación de la Sociedad de Naciones, así como de la Carta de San Francisco, en 
1945, con la cual se dio la creación de la ONU (González Guyer, 2014). En el ámbito 
multilateral se resaltan tres momentos representativos de Uruguay: 

•	 La propuesta que se hizo a la OEA en 1999, por medio del Ministerio de 
Defensa Nacional, respecto a una solicitud de revisión del concepto de se-
guridad hemisférica establecido en el continente americano. La petición 
iba direccionada a que este término representativo incorporara ámbitos 
adicionales a lo militar; es decir, lo político, lo económico y lo social, entre 
otros (OEA, 1999b). 

•	 Adicionalmente a ello, en 2015 el país ocupó el rol de miembro no perma-
nente en el Consejo de Seguridad de la ONU.

•	 El excanciller uruguayo Luis Almagro Lemes, postulado desde el gobierno 
uruguayo de José Mujica, fue elegido y ocupa el rol de secretario general 
de la OEA desde 2015; fue reelegido en 2020, con un horizonte hasta 2025.

Igualmente, el país se ha adherido a varios tratados internacionales como 
compromisos comunes en el área de la seguridad y defensa, como se muestra en 
la tabla 1. 

Tabla 1. Tratados internacionales del ámbito de seguridad y defensa a los cuales 
se ha adherido Uruguay

Área
Fecha

Tratado
Firma Depósito

Seguridad hemisférica 1947 1948 Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR)

1948 1955 Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de 
Bogotá)

Armamento 1967 1968 Proscripción de las Armas Nucleares en América 
Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco)

1968 1970 No proliferación de Armas Nucleares

1993 1994 Convención para la prohibición de Armas 
Químicas
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1997 2001 Convención sobre la Prohibición de Minas 
Antipersonales (Convención de Ottawa)

Adhesión: 1981 Convención sobre el Desarrollo, Producción, y 
Acumulación de Armas Tóxicas y Bacteriológicas 
y su Destrucción.

Adhesión: 1993 Convención sobre la Prohibición del Uso Militar u 
Hostil de Técnicas de Modificación Ambiental

Adhesión: 1994 Convención sobre la Prohibición o Restricción 
del Uso de Ciertas Armas Convencionales con 
Excesivos Daños o Efectos Indiscriminados

1997 2001 Convención Interamericana contra la Fabricación 
y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados

1999 2001 Convención Interamericana sobre Transparencia 
en las Adquisiciones de Armas Convencionales.

1996 2001 Ensayos nucleares (CTBT)

Derechos Humanos y 
Justicia

1969 1985 Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos (Pacto San José de Costa Rica)

1994 1996 Convención Interamericana sobre la 
Desaparición Forzada de Personas

1985 1992 Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura

2002 2002 Corte Penal Internacional

ND 1921 Obligatoriedad ante la Corte Internacional de 
Justicia

Sistema Hemisférico 1948 1955 Carta de la Organización de los Estados 
Americanos

Adhesión: 1980 Tratado Antártico

Fuente: RESDAL (s.f.).

Con estos elementos planteados se evidencia cómo ha sido, a grandes rasgos, 
el planeamiento estratégico en defensa por parte de Uruguay, tomando también 
en cuenta cómo ha sido la evolución de los conceptos defensa y seguridad y, con 
ella, la de la alineación estratégica, de acuerdo con el contexto y los desafíos del 
momento. En el siguiente acápite se detallan los componentes de la Política de 
Defensa Nacional y la importancia que tienen los enfoques de la seguridad huma-
na y la seguridad multidimensional, además de la relevancia que tiene la ciudada-
nía en apoyo para la garantía de la seguridad.
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De la Política de Defensa Nacional (2020-2025) 
y los lineamientos actuales
Consecuentemente con la transformación dada en el escenario internacional —y 
que repercute en el ámbito nacional por la interconexión global existente—, se han 
generado cambios a la hora de definir problemas y necesidades; también, en el 
momento de plantear hojas de ruta con posibles soluciones; y al implementar y 
evaluar los pasos principales del ciclo de política pública. Tradicionalmente, estas 
acciones se han dado desde el hacedor de política, desde un enfoque top-down, 
como un ejercicio de identificación central; sin embargo, por los nuevos enfoques 
de la seguridad —para el caso—, la ciudadanía ha tenido un rol cada vez más repre-
sentativo y se ha buscado un modelo que la incorpore activa y participativamen-
te, al reconocerse que el desarrollo del ciclo de política pública puede entenderse 
desde una perspectiva bottom-up; es decir, de abajo hacia arriba, a partir de una 
aproximación más directa con la población.

De igual modo, en la política se retoma la definición de Aguilar Villanueva 
(1992) para explicar lo entendido por política pública: las acciones que se dan des-
de el ente estatal encaminadas a la continuidad y la coherencia; cabe adicionar que 
su orientación está guiada hacia la garantía y protección del interés nacional, así 
como a la promoción de los derechos de la ciudadanía y la atención de sus nece-
sidades o sus problemas. 

Desde la perspectiva teórica, el rol de la ciudadanía en la determinación de pro-
blemáticas y formulación de políticas debe ser esencial para que el feedback dado 
desde la institucionalidad —es decir, desde el sistema político— sea acorde con lo 
identificado y se logren soluciones reales. Lo anterior, revisando la cultura política 
desde el enfoque sistémico, por ejemplo, de David Easton, retomado por López 
Montiel (2008), quien plantea que se determinan unas entradas, entendidas como 
las demandas de tipo social, económico, político y de otros ámbitos que requieran 
una respuesta, la cual se conoce como salida, concretamente dada en decisiones 
y acciones que se articulan en políticas definiendo objetivos en plazos específicos. 

De manera particular, la perspectiva de Easton se enfoca en las entradas en-
tendiéndolas también como el apoyo dado hacia el sistema (entendiendo que es 
un aspecto teórico), el gobierno y la institucionalidad en general, lo cual lleva a que 
la relación ciudadano-Estado se fortalezca a partir de la confianza y la legitimidad, 
para que pueda darse el desarrollo del ejercicio del poder. Aunque con elemen-
tos diferenciales, Gabriel Almond y Bighman Powell entienden al sistema desde la 
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acción, a partir del proceso político como tal y con las dinámicas que se desarrollan 
en la interacción entre actores, dada también en entradas —inputs— (funciones po-
líticas, articulación-mediación/vinculación-de intereses) y salidas —outputs— (ac-
ción institucional, formulación y cumplimiento de la ley). Las acciones que se den 
están definidas a partir de actitudes, valores políticos, posiciones; específicamente, 
desde la perspectiva parsoniana, a partir de la percepción (cognición) y la preferen-
cia, y la evaluación de valores de las dos primeras (López Montiel, 2008).

Para el caso, por medio de la Política de Defensa Nacional (2020-2025), apro-
bada por el Codena con el Decreto 371/020, se define que, junto con el Estado, a 
la sociedad y al ser humano se los considera sujetos activos en el mantenimiento 
de la seguridad. Se reconoce que la defensa y la seguridad son conceptos com-
plementarios y se conectan para la salvaguardia del interés nacional, lo cual se 
desligaría de la perspectiva tradicional, que los concebía por separado conceptual 
y geográficamente. Se entiende que la división de lo interior y lo exterior trasciende 
hacia un ámbito interméstico. Con esta política, la Carta de las Naciones Unidas 
y la Carta de la Organización de los Estados Americanos son consideradas base 
para la relación del Estado uruguayo en el escenario internacional. 

En consecuencia, esta política presenta un enfoque hacia la seguridad huma-
na, dada desde las Naciones Unidas, vinculando de manera directa y central a la 
sociedad, y al ser humano, como sujeto directo de protección. Cubides Cárdenas y 
Ramírez Benítez (2018) enfatizan en las principales características de este enfoque, 
creado en 1992 y formalizado en 1994 en el Informe sobre Desarrollo Humano del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), y orientado específi-
camente hacia: los DD. HH., la dignidad humana y la libertad desde tres aspectos: 
del miedo, de la necesidad o de la miseria y para vivir con dignidad. Los anteriores, 
a su vez, como ejes ligados al propósito de mantener la seguridad y la paz interna-
cional como bases promovidas por esta organización. 

Los autores retoman características dadas por el Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos (IIDH) reconociendo este concepto como: universal, orientado 
al ser humano, guiado desde la prevención y con componentes interdependien-
tes. A su vez, se reconoce el enfoque multidimensional, al ser integrales y abordar 
ámbitos que antes no eran tenidos en cuenta a la hora de revisar el concepto de 
seguridad: social, económico y medioambiental, entre otros. Además, por medio 
de este informe se declaran las amenazas comunes propias del continente ameri-
cano, al tener, en el contexto, un alcance transnacional.
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No obstante, el politólogo Julián González Guyer manifiesta una dificultad pre-
sente en el concepto de seguridad humana en el caso uruguayo: su operacionaliza-
ción, tomando en cuenta que se ubica como un enfoque amplio, que ya no solo se 
entiende y se desarrolla desde los ámbitos político y militar, sino que llega a incluir 
más dimensiones, y eso llevaría a que, funcional y organizacionalmente hablan-
do, requiera una ampliación. Además, se menciona que, para el caso uruguayo, el 
Ministerio de Defensa Nacional, por medio de las FF. AA., mantiene la competencia 
a la hora de poner en práctica el concepto (Cianelli, 2021).

Al describir la situación mundial, en la política se reconoce la situación geopo-
lítica global, donde se menciona una dispersión de poder, reconociendo a las po-
tencias tradicionales, pero dando lugar a las emergentes, las cuales tienen capa-
cidad de influencia sobre recursos y áreas estratégicas. Además, se presenta una 
multiplicidad de factores que generan inestabilidad institucional —uno de ellos, la 
pandemia del Covid-19— que pueden tener repercusiones sobre la seguridad inter-
nacional, pues pueden generar afectación en las economías y otros elementos ne-
gativos. Por medio de la política, se reconoce la vigencia de la amenaza terrorista, 
caracterizándola con una profundización en su diversificación y su descentraliza-
ción, y el narcotráfico, siendo ambos elementos constituidos por redes de crimen 
organizado “favorecido por los procesos de globalización, que le permiten acortar 
distancias y tiempos, a través de nodos desde los cuales se ejerce una acotada 
planificación estratégica centralizada, con una muy eficiente descentralización tác-
tica” (Ministerio de Defensa Nacional, 2021, Párr. 14). 

De igual modo, se incorporan dos conceptos dados en los estudios actuales 
sobre amenazas a la seguridad: la hibridez y la glocalidad. El primero se refiere a la 
utilización combinada de modos y medios, y ello va ligado al concepto de guerra 
multimodal, la que, a su vez, reúne y especifica la convergencia existente entre 
actores, modos y medios ilícitos que generan situaciones y factores que tienen el 
objetivo de generar inestabilidad en los planos militar, económico, legal, cibernéti-
co, de comunicación y mediático, haciendo uso de herramientas en contra de la 
infraestructura crítica del Estado. El segundo concepto hace referencia a las redes 
existentes en las cuales se puede generar un conflicto entre actores cercanos, pero 
que, además, por la interconectividad e incertidumbre existente puede expandirse. 

Con lo planteado, en la política se determina la necesidad de diseñar las polí-
ticas y las estrategias de defensa desde el enfoque multidimensional abarcando 
su delineación para diferentes espacios de interés estratégico como: el terrestre, 
el marítimo, el aéreo, el espacio y el ciberespacio. En cuanto a la región, la política 
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menciona la presencia común de las amenazas del crimen organizado y el nar-
cotráfico, que tienen alcance supranacional, además de la incidencia de nuevos 
elementos, como la corrupción y “la afectación de los recursos naturales ante 
el incremento de efectos adversos del clima, o por la actividad del ser humano; 
acciones que tiene la potencialidad de afectar el principio del desarrollo susten-
table” (Ministerio de Defensa Nacional, 2021), por lo 	 que se da relevancia al 
medioambiente para su protección.

De igual manera, en la política se dan definiciones específicas sobre lo enten-
dido por seguridad y defensa: “la Seguridad se define por la condición de estar 
protegido frente a todas las amenazas, la Defensa lo hace a través de las acciones 
llevadas adelante para contribuir a esa seguridad multidimensional” (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2021). Con ello, se da la alineación estratégica desde los in-
tereses nacionales vitales, los objetivos estratégicos estatales y los objetivos de 
defensa nacional. Dicha alineación se muestra en la tabla 2. 

Tabla 2. Características de la alineación estratégica de la Política de Defensa 
Nacional (2020-2025)

Lineamiento estratégico Caracterización

Intereses nacionales vitales
Permanentes y de alta prioridad de la 
nación para su supervivencia, su de-
sarrollo, su crecimiento y el bienestar 
de su población3.

· 	 Gobierno democrático republicano y Estado de derecho.
· 	 Soberanía e independencia nacional.
· 	 Integridad territorial, marítima, aeroespacial y 

ciberespacial.
· 	 Integridad de sus recursos estratégicos.
· 	 Seguridad y defensa del Estado.
· 	 Paz de la república.
· 	 Vida, libertad y DD. HH. de la población
· 	 Bienestar social.

Objetivos estratégicos del Estado · 	 Mantener la integridad territorial, marítima, aeroespacial 
y ciberespacial.

· 	 Inserción internacional e integración hemisférica.
· 	 Protección de la población.
· 	 Desarrollo del país y materialización de la seguridad 

humana.
· 	 Promoción de la democracia en el hemisferio.
· 	 Protección del ambiente.
· 	 Protección de recursos estratégicos renovables y no 

renovables.
· 	 Presencia en el Antártico.

3	 Teóricamente, Ramírez Benítez y Ardila Castro (2020) retoman a Reynolds (2010) para especificar lo que 
comprende el interés nacional: “la supervivencia del Estado, la consecución de riqueza que puede entenderse 
como el bienestar económico y la conservación y el fomento de los valores en la comunidad nacional (p. 59); 
así como la seguridad” (p. 160).
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Objetivos de la defensa nacional
Con una visión holística de la defensa 
nacional, donde las personas, la so-
ciedad y el Estado son referentes de 
la seguridad. Cumpliendo el derecho 
interno, el derecho internacional, 
la preservación de la paz y la no 
intervención en asuntos internos de 
otros Estados, la solución pacífica y 
la cooperación.
Amenazas
Afectaciones a la seguridad de 
las personas, de la sociedad y del 
Estado.

· 	 Asegurar la soberanía del Estado y la integridad del territo-
rio nacional.

· 	 Garantizar la paz y el cumplimiento de la Constitución y 
las leyes.

· 	 Asegurar la alineación estratégica de la política exterior y 
la defensa nacional.

· 	 Asegurar la soberanía del Estado y la integridad del territo-
rio nacional.

· 	 Garantizar la paz y el cumplimiento de la Constitución y 
las leyes.

· 	 Asegurar la alineación estratégica de la política exterior y 
la defensa nacional.

· 	 Contribuir a implementar la seguridad humana y el 
bienestar.

· 	 Profundizar la cooperación y la confianza mutua por me-
dio de la participación en los tratados internacionales 
suscritos.

· 	 Contribuir a la protección del medio ambiente y de los re-
cursos naturales estratégicos.

· 	 Participar en misiones de organismos y tratados inter-
nacionales para la defensa, la estabilización, el manteni-
miento y la preservación de la paz.

· 	 La violación de la soberanía del territorio nacional por 
medio de agresiones o intromisión en zonas y recursos 
estratégicos.

· 	 El terrorismo y las actividades ilícitas conexas.
· 	 El crimen organizado transnacional, en el que confluyen 

diversas formas delictivas y coordinadas.
· 	 Los ciberataques para afectar la disponibilidad, la integri-

dad o la confidencialidad de la información; también pue-
den generar daños en infraestructura crítica.

· 	 Las inclemencias meteorológicas, los siniestros y las ca-
tástrofes de origen natural que pueden afectar a la pobla-
ción y la infraestructura.

· 	 Los incidentes de bioseguridad con agentes biológicos, 
sustancias tóxicas u otros que afecten el desarrollo y 
bienestar.

· 	 El deterioro del ambiente.
· 	 Las pandemias y epidemias.
· 	 La inestabilidad democrática en la región, para lo cual se 

fomentan la confianza mutua y la promoción de valores y 
principios democráticos. La aparición de conflictos en la 
región.

Fuente: Ministerio de Defensa Nacional (2021).

Tomando en cuenta la tabla 2, se evidencia un vínculo claro entre la estrategia 
nacional y la estrategia sectorial del ámbito de defensa y seguridad; a pesar de no 
evidenciar conceptos y capacidades esenciales como la inteligencia estratégica, el 
rol de la mujer desde la agenda de Mujeres, paz y seguridad de la ONU, el desarrollo 
científico y tecnológico y otros, estos son retomados en las directivas de la política, 
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junto con la reafirmación de la participación en OMP de la ONU. Un aspecto impor-
tante que se menciona en la política es que deben consolidarse el Libro Blanco de 
Defensa Nacional y una estrategia de defensa nacional como puntos de interés del 
gobierno de Lacalle Pou (Ministerio de Defensa Nacional, 2021).

Transformaciones en ejes de seguridad y 
defensa: las operaciones de mantenimiento de 
paz, el rol de la mujer y la ciberseguridad
El rol de las FF. AA. ha ido en transformación conforme al entorno global, mante-
niendo los principios de soberanía nacional e integridad territorial presentes como 
una prioridad de los Estados. En dicho escenario, es representativo el lugar que 
ha tenido la política pública en Uruguay, al enfocarse en el control político hacia el 
ámbito militar en el marco de la democracia. Cabe tener en cuenta que el proceso 
comenzó en 2006 y que después, con la Ley Marco de Defensa Nacional, se marcó 
un hito en 2010, cuando se definió a la Defensa “como el conjunto de actividades 
civiles y militares que buscan preservar la soberanía y la independencia […] y de sus 
recursos estratégicos” (Art. 1) (CEEEP, 2019). 

Al manifestarse nuevas amenazas que se sumaban a las tradicionales, como 
el crimen organizado y el terrorismo, se consideró la posibilidad de asignar un nue-
vo rol a las FF. AA. en la región como apoyo hacia el entorno nacional y fronterizo, a 
fin de contrarrestar este tipo de flagelos “flexibilizando la separación entre Defensa 
Nacional y Seguridad Pública […] no obstante, su utilización para tareas de seguri-
dad internas sigue siendo excepcional” (CEEEP, 2019); además, ha sido un aspecto 
digno de debate por parte de algunos grupos políticos. Esta labor de seguridad 
interna de las FF. AA. ha sido una opción revisada tanto en el caso uruguayo como, 
en términos generales, en toda la región.

Alda Mejías (2018) enfatizaba en los nuevos roles que podrían ocupar las FF. 
AA. uruguayas para la lucha contra el narcotráfico, el terrorismo y el crimen organi-
zado como amenazas regionales a la seguridad manifiestas, para así dejar atrás el 
reconocimiento tradicional que había en Uruguay, así como en Argentina y Chile, de 
orientar a sus FF. AA. tan solo a asuntos de defensa exterior. El apoyo en el ámbito 
interno es cada vez más recurrente y, como menciona la autora, si bien los gobier-
nos de la región hacen hincapié en que es una medida temporal, por el contexto y la 
evolución de los riesgos y amenazas del entorno global, tal parece que la tendencia 
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no va a revertirse. A partir de ello, denota que la regulación, la capacitación y la 
organización son elementos necesarios para mantener unas FF. AA. que sepan 
actuar en este ámbito y con una regulación específica respecto a esa actuación.

En tal contexto, vale la pena resaltar uno de los aspectos en los cuales se ha 
generado una mayor participación de las FF. MM. uruguayas: las OMP de la ONU, 
como escenario para la proyección de las FF. AA. en el ámbito de defensa global. 
Esto, que en un principio fue comprendido como un asunto propio del ámbito mili-
tar uruguayo, con el tiempo se fue consolidando como un lineamiento y una prácti-
ca de Estado en cuanto a su defensa y seguridad y en cuanto a la política exterior, 
resaltando la trayectoria en escenarios multilaterales y de apoyo internacional. El 
Estado uruguayo ha subrayado sus capacidades en este tema; cabe mencionar la 
participación de las FF. AA. en dichas operaciones con un volumen, una intensidad 
y una frecuencia significativos, como se evidenció en la década de 1990, cuando 
tuvo uno de los mayores índices de vinculación a este cuerpo para el mantenimien-
to de la paz internacional (OEA, 1999b).

González Guyer (2014) hace hincapié en este rol resaltando su presencia y 
su aporte a este tipo de misiones, si se tiene en cuenta que “pese a su reducido 
volumen demográfico y modestas capacidades militares, Uruguay acompañó la 
explosiva expansión experimentada por estas actividades en las últimas dos dé-
cadas y se ubicó entre 2002 y 2010 entre los principales contribuyentes de tropas 
para NNUU [OMP]” (p. 41). De igual manera, el autor menciona cuatro etapas como 
antecedentes, y en las cuales se determina su participación, como se muestra en 
la tabla 3.

 Tabla 3. Etapas representativas de la participación de las Fuerzas Armadas de 
Uruguay en operaciones de mantenimiento de paz

Etapa Periodo de participación Descripción

1945 a 1990: integración como observadores militares, supervisando el cumplimiento de los acuer-
dos de paz dados entre las partes del conflicto.

Experimental 1992: Inicia con la Misión de la Autoridad Provisional de las 
Naciones Unidas en Camboya (UNTAC).
 
1996: Termina con la finalización de la tercera etapa de la 
Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Angola 
(UNAVEM).

Incursión en este 
tipo de OMP.

Repliegue “[…] similitudes con el tipo de contribución del Uruguay en 
la Guerra fría (El repliegue refiere a los contingentes organi-
zados ya que la contribución vuelve a ser de observadores 
militares individuales)”. (González Guyer, 2014, p. 8).

Mayor representa-
ción cuantitativa.
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Apogeo 2001: Creación de la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en la República Democrática del Congo 
(MONUC/MONUSCO).
 

2004: Incorporación en la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).

Máximo volumen 
de personal militar, 
sostenido por medio 
de contingentes 
organizados autó-
nomos de las FF. AA.
 
“Llevó los desplie-
gues de contin-
gentes militares 
fuera de fronteras 
a su máximo nivel” 
(González Guyer, 
2014, p. 8) de las FF. 
AA. en conjunto.

Retraimiento 2011: Cambio de tendencia, pero se mantiene la participación en OMP.

Con la Posguerra Fría y el surgimiento de las nuevas guerras, como un concepto interpretado y difun-
dido por Mary Kaldor (1999), se dio una serie de modificaciones que hicieron que las OMP se multipli-
caran y se volvieran más complejas, al generarse megaoperaciones con un gran número de efectivos 
militares y civiles desarrollando acciones hacia una contención cada vez más bélica.

Fuente: Ministerio de Defensa Nacional (2021).

En este ámbito militar se ha vinculado la participación de las mujeres, lo cual 
representa uno de los avances respecto a la región, con su vinculación a estas 
misiones, ya que desde 2000 los mandatos de la ONU han relacionado el empode-
ramiento de la mujer, la igualdad de género y la protección de la población, como lo 
menciona un estudio realizado por Karim y Huber (2020), resaltando la importan-
cia del rol de la mujer de acuerdo con elementos aportados por el Departamento 
de Operaciones de Paz de la ONU:

•	 Mejoramiento de desempeño y operaciones: Diversidad de habilidades, 
experiencia, percepciones y opiniones fortalece la planificación, análisis y 
toma de decisiones.

•	 Mejor acceso: Diversidad del personal favorece la capacidad de las misio-
nes e interacción con la población.

•	 Identificación: Representando un compromiso colectivo por la paz y la 
seguridad.

•	 Generación de confianza: teniendo mayor cercanía con la población se ob-
tiene una mayor participación y comprensión de necesidades.

•	 Ayuda a prevenir y reducir conflictividad: Cambios en la cultura institucio-
nal en las OMP que tienen en cuenta a personal femenino y masculina por 
igual.
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•	 Creación de modelos a seguir: El compromiso y representación puede ge-
nerar roles y actitudes de transformación frente al rol de la mujer en el 
escenario de seguridad (p. 13).

Desde su incorporación, a partir de 1921, la mujer militar ha sido integrada al 
ámbito de seguridad, pero solo lo fue de manera oficial desde 1970, al darse a la 
mujer la posibilidad de ser parte de las FF. AA. en el ámbito administrativo y de 
servicio, y desde 1997, en el nivel profesional, como lo mencionan Karim y Huber 
(2020). Además, las autoras evalúan desde el contexto el impacto de dicha partici-
pación por medio de la metodología MOWIP4; registran como resultado un aumen-
to a ritmo lento, e identifican una serie de buenas prácticas y oportunidades, así 
como algunas barreras existentes, determinado todo ello a partir de diez áreas te-
máticas: población elegible, criterios y selección para despliegue, consideraciones 
al núcleo doméstico, infraestructura-experiencias en OMP, progreso profesional, 
predisposición del liderazgo institucional, roles y exclusión social. De todas ellas, 
se mencionan las principales en los siguientes acápites.

Buenas prácticas y oportunidades
•	 Las FF. AA. han implementado estrategias proactivas de reclutamiento de 

mujeres para este tipo de operaciones; por ejemplo, las pruebas de aptitud 
para el ingreso se definen en términos de género (Karim &Huber, 2020, p. 
9).

•	 “La aceptación del nivel superior de la importancia de la igualdad de género 
es alta; el alto mando habla públicamente sobre el tema y asiste a la capa-
citación” (Karim & Huber, 2020, p. 74). Asimismo, la Resolución 1325/ONU 
de “Mujeres, paz y seguridad” se contempla dentro de los lineamientos, 
junto con la creación, en 2012, de la Comisión Especializada en Género en 
el Ministerio de Defensa, por medio de la Resolución N.° 61.458, junto con 
otras instancias que fortalecen esta labor.

•	 Las FF. AA. verifican con antelación que la persona no haya sido acusada 
de violaciones a los DD. HH. u otro tipo de mala conducta.

•	 Existen políticas favorables hacia la familia, como, por ejemplo, que las 
mujeres lactantes tienen derecho a alimentar al recién nacido dentro de la 
jornada.

4	 Esta metodología implementada por Karim y Hubert (2020) se plantea como una herramienta de evaluación 
de la participación de las mujeres militares en OMP. Mide las áreas temáticas; encuentra también las buenas 
prácticas y mejoras que se pueden llevar a cabo en el caso estudiado. Para profundizar se recomienda remi-
tirse al estudio pp. 20-23
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•	 Las mujeres han alcanzado puestos de dirección-liderazgo y existen unida-
des conformadas en más del 20 % por mujeres (Karim & Huber, 2020, p. 28).

•	 Se evidencia fomento en el reclutamiento de mujeres; no hay prohibiciones 
para quienes sirven en combate.

•	 Las mujeres pueden ocupar —sin restricción— puestos de combate o tra-
dicionalmente ocupados por hombres, como ser piloto de combate, entre 
otras (Karim & Huber, 2020, p. 9).

•	 Los roles asignados a las mujeres dentro de las OMP coincidieron con sus 
habilidades (p. 28), según la información recopilada en el estudio realizado 
por Karim y Huber (2020).

Algunas barreras que impiden una participación significativa 
de las mujeres en operaciones de mantenimiento de paz

•	 Existen desafíos frente al cambio institucional de los compromisos que se 
han dado en el tema: se requiere, por ejemplo, mayor liderazgo para gene-
rar políticas y prácticas. En el ámbito de la educación militar aún no se ha 
incorporado una capacitación sobre el tema en el programa de estudio.

•	 Roles de género: No hay campañas dirigidas en específico a mujeres, lo 
cual disminuye la posibilidad de incorporación.

•	 Experiencias: Gran parte de las mujeres se encuentra en roles administra-
tivos y logísticos, y aún son minoría en combate y otros espacios.

Dentro de quienes participan en despliegues, las mujeres pertenecientes a la 
Fuerza Aérea (29 %) tienen mayor participación, junto con las de la Armada (26 %); 
por el contrario, se registra la menor posibilidad en el Ejército (14 %) (Karim & Huber, 
2020, p. 28); existe confusión sobre los requerimientos para ser partícipe en este 
tipo de misión.

Con estos elementos expuestos, se evidencia que hay un compromiso por 
parte de las instancias militares para promover la incorporación de la mujer en 
el ámbito de defensa; lo importante es fomentar la focalización y, poco a poco, ir 
superando las barreras. Como se vio en el estudio, ese es un objetivo que el Estado 
uruguayo tiene presente y lo articuló con las OMP fomentando la participación 
femenina y promoviendo su política exterior y la cooperación para la paz y la segu-
ridad internacional.

El tercer eje es la ciberseguridad, entendida como

[…] una dimensión de la seguridad que involucra lo público y lo privado, y es 
transversal al resto de las dimensiones de seguridad. Atada en esencia al 
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Estado y a la defensa, se desarrolla principalmente en un escenario en el que 
los roles de los actores internacionales se manifiestan de manera diferente a 
los tradicionales en la sociedad internacional. (Nieves, s.f., p. 119)

La ciberseguridad es un ámbito en el cual Uruguay ha tenido un avance re-
conocido, a partir de los lineamientos que ha generado, con base en normativi-
dad internacional. Por ejemplo, el país se encuentra adscrito al Convenio sobre la 
Delincuencia, también denominado Convenio de Budapest, del Consejo de Europa 
(2001), como un tratado orientado en materia penal para brindar protección a la 
sociedad frente a posibles ciberdelitos/ataques que puedan afectarla, así como 
a la institucionalidad de los Estados, y que encuentra en la cooperación pública y 
privada un medio para hacer frente a dichos riesgos y amenazas.

En su estudio, Nieves (s.f.) resalta que, en el caso uruguayo, la cobertura de 
internet para el área de las telecomunicaciones ha ido en aumento, lo cual es un 
aspecto positivo, en razón de que la interconectividad ha sido tomada como un 
indicador de desarrollo, lo cual, a su vez, convierte a la ciberseguridad en un eje de 
los lineamientos estratégicos y de las políticas públicas de los Estados. Esto se ha 
llevado a cabo por medio de un proceso continuo, siguiendo las recomendaciones 
dadas por la OEA para la generación de una cultura de seguridad cibernética, y que 
Uruguay ha ido adoptando poco a poco. Una de las instancias de coordinación en 
tal sentido es la Secretaría del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), 
con su misión de atender asuntos ligados con la seguridad cibernética, como men-
ciona la autora; además, uno de estos documentos base fue el difundido en 2004: 
La adopción de una Estrategia Interamericana Integral de Seguridad Cibernética: 
Un enfoque multidimensional y multidisciplinario para la creación de una cultura 
de Seguridad Cibernética.

En su diagnóstico, en el reporte de 2016, el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) mencionaba la presencia de una serie de las que serían “potencialmente vul-
nerabilidades” en la región Latinoamericana. En dicho estudio se mencionaba que, 
en su mayoría, los Estados no contaban con estrategias de ciberseguridad ni de 
protección directa de la infraestructura crítica nacional. Adicionalmente a ello, ins-
taba a los Estados de la región a fortalecer los canales diplomáticos y de coo-
peración para el fortalecimiento de la seguridad en ese ámbito. En este reporte, 
Uruguay era clasificado con un nivel “intermedio de madurez” que, si bien no lo 
posicionaba junto a Estados fuertes en el tema, como Estados Unidos, sí le daban 
un claro reconocimiento. Junto con lo expuesto, Nieves (s.f.) también menciona 
la vinculación de Uruguay en el Digital (9) como primer Estado de Latinoamérica 
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en ser parte en dicho escenario orientado a la ciberseguridad, junto con “Canadá, 
Estonia, Portugal, México, Nueva Zelanda, Reino Unidos y República de Corea” (pp. 
116-117). 

En el mismo estudio se puede ver que Uruguay, por medio de la Agencia de 
Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información del Conocimiento (AGESIC), 
que depende de la Presidencia de la República, e integrada por consejos en los 
cuales se articula a la academia, a la administración central, al sector privado y 
al internacional, conformó una sinergia dirigida a buscar el desarrollo, soluciones 
y mejoras en el sector informático y de las comunicaciones. Este proceso se ha 
dado en tres etapas: 1) 2006-2010: la institucionalización; 2) 2011-2015: un perio-
do de expansión a partir de iniciativas para el desarrollo de tecnología en sectores 
estratégicos, y 3) 2016-2020: reconocida como la etapa de transformación, im-
plementando cada vez más el uso de la tecnología para el desarrollo sostenible e 
impulsora de oportunidades y de igualdad, como lo menciona Nieves (s.f.).

En el reporte de 2020 sobre este tema, el BID (2020) presentaba que el Estado 
tiene un marco organizado de ciberseguridad con base en estándares y regula-
ciones internacionales teniendo como fin la seguridad de la infraestructura nacio-
nal crítica y de la información en general; por ejemplo, en 2016, con la Estrategia 
Nacional de Seguridad y con el Plan de Gobierno Electrónico 2020, donde “la 
responsabilidad sobre su protección recae en el D-CSIRT, el [Centro Nacional de 
Respuesta a Incidentes de Seguridad Informática] CSIRT perteneciente al Ministerio 
de Defensa según el Decreto N.º 36/015” (p. 171); además, se cuenta con el pro-
yecto Fortalecimiento de la Ciberseguridad en Uruguay, con el cual se convierte en 
el primer país de la región en tener apoyo financiero y técnico (préstamo) por parte 
del BID.

Es así como este nuevo dominio ha sido contemplado como un asunto estra-
tégico, que puede evidenciarse en los avances y la creación de instancias para pro-
mover la ciberseguridad; cabe reconocer también que, al ser pionero en espacios 
multilaterales, se muestra un compromiso respecto a un asunto que debe tener un 
monitoreo continuo, siendo como son la tecnología y las comunicaciones elemen-
tos de innovación y, en prospectiva, de un continuo crecimiento acelerado.

Conclusión
El Estado uruguayo ha redefinido en varias ocasiones su conceptualización sobre 
lo que se entiende por defensa y seguridad, lo cual ha realizado tomando en cuenta 
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el contexto, pasando por la definición clásica de la división entre lo interior y lo 
exterior, hasta la reciente, donde se conciben como un medio y un fin de manera 
respectiva —es también una reflexión que se ha dado en varios Estados de la re-
gión—. Junto con ello, las FF. AA. han ido fortaleciendo su misión, su organización 
y su regulación para el desempeño de la labor de protección del orden constitucio-
nal, del territorio y de la población, en lo que ha tenido unos avances significativos 
y reconocidos regionalmente en cuanto a su participación en OMP, los avances 
en la agenda de vinculación de la mujer en asuntos militares y de defensa y de la 
ciberseguridad como nuevo dominio. 

La Política de Defensa Nacional se considera la hoja de ruta para el periodo 
2020-2025. En ella se tiene un diagnóstico de la situación internacional y regional 
y de cómo esta incide en Uruguay articulando las acciones y decisiones de política 
pública en el ámbito de la defensa desde la alineación estratégica estatal y orien-
tándose hacia la protección del interés nacional. De ese modo, incorpora los en-
foques de seguridad humana y multidimensional, dados, respectivamente, por la 
ONU y la OEA como bases para el desarrollo de medios y modos para la protección 
de tres sujetos definidos por el país: la persona, la sociedad y el Estado.

A partir de la información encontrada, tomando en cuenta que el estudio hace 
una revisión, es posible afirmar el avance que ha tenido Uruguay en cuanto a los 
tres ejes descritos: las OMP, el rol de la mujer y la ciberseguridad. En primer lugar, 
las OMP han sido incorporadas desde la alineación estratégica y la política exterior 
y se han convertido en un objetivo estratégico para la proyección del Estado hacia 
el escenario internacional por medio de sus FF. AA.; con el apoyo sostenido en el 
tiempo, se ha contribuido a la labor de la ONU a la hora de mantener la seguridad y 
la paz internacional. En relación, el rol de la mujer en el ámbito militar ha ido amplia-
do con el tiempo. Es importante ver cómo el Estado ha desarrollado normatividad 
ligada a la Agenda de Mujeres, Paz y Seguridad (Resolución N.° 1325), de la ONU; 
junto con ello, se han dado campos de participación en OMP. Sin embargo, todavía 
es evidente la existencia de barreras que impiden una participación significativa. 
Como tercera medida, estudios académicos y reportes de organismos internacio-
nales evidencian el compromiso del Estado para con el fortalecimiento de su ciber-
seguridad, con miras a la protección de la infraestructura crítica del Estado, pero 
también, de la población.
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Capítulo 14

Resumen: En el presente capítulo se pretende establecer distintas herramientas de poder blan-
do mediante las cuales el Estado colombiano puede neutralizar la política pública de seguri-
dad y defensa de Venezuela. Para ello, en un primer momento se debe hacer una aproxima-
ción a dicha política pública, en aras de determinar los elementos centrales de la política de 
seguridad del Estado venezolano que pueden representar una amenaza para Colombia, razón 
por la cual se haría indispensable neutralizar tales elementos. Posteriormente, se hará una 
breve descripción del concepto soft power, con el fin de tener una claridad respecto a la na-
turaleza de las estrategias que deben utilizarse para neutralizar dicha política de seguridad. Y 
con base en esa información, finalmente, se determinarán qué estrategias de soft power pue-
den ser convenientes para contrarrestar la política pública de seguridad y defensa del Estado 
venezolano.
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Introducción
En los últimos años, el Gobierno venezolano ha adoptado un tono cada vez más 
desafiante contra el Estado colombiano. Más allá de las innumerables crisis diplo-
máticas que han sobrevenido entre ambos Estados desde la primera década del 
siglo XXI, cuando dos personajes entre sí antagónicos, como Álvaro Uribe Vélez y 
Hugo Chávez Frías, eran los respectivos jefes de Estado de Colombia y Venezuela, 
en la actualidad, un régimen chavista en una profunda crisis interna y un creciente 
aislamiento de alcance internacional se muestra cada vez más amenazador frente 
a su vecino, con el que comparte la totalidad de su frontera occidental.    

A diferencia de los años anteriores, cuando ambas naciones podían tener una 
percepción de su vecina como amenaza basándose únicamente en sus percep-
ciones de política doméstica e internacional, en los últimos años, por lo menos, 
el Gobierno venezolano se ha mostrado ya como una amenaza explícita para 
Colombia. Como muestra ilustrativa de esa hostilidad, cada vez más explícita por 
parte de Miraflores contra Colombia, se encuentra la entrevista que se emitió en 
2018, en la que José Vicente Rangel, una de las cabezas del régimen chavista, 
con un mapa de Colombia en sus manos, explicó lo que sería el plan de guerra 
de Venezuela en caso de un conflicto con Colombia. “Nuestros Sukhoi tendrán la 
responsabilidad de derribar los siete puentes del río Magdalena que atraviesan de 
norte a sur a Colombia para dividirla en dos” (Espejo, 2018, Párr. 4), fueron las pala-
bras de este vocero del régimen.

Esta no ha sido la única hostilidad que ha manifestado públicamente el Gobierno 
venezolano contra Colombia en años recientes. En abril de 2021, Diosdado Cabello, 
quien es considerado la segunda persona en importancia en el régimen chavista, 
por detrás tan solo del presidente Nicolás Maduro, acusó a Colombia de servir 
como plataforma para una invasión estadounidense a territorio venezolano, al 
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mismo tiempo que amenazó a Colombia con que una hipotética guerra sería libra-
da en territorio colombiano, y no en el venezolano (Efe, 2021).

Estos ejemplos citados son apenas unas pocas demostraciones de la hos-
tilidad que el Gobierno venezolano ha manifestado públicamente hacia su veci-
no. Sin embargo, existen razones de larga data que permiten percibir el Estado 
de Venezuela como una amenaza para Colombia, como su presunta relación con 
los grupos armados ilegales colombianos. En este sentido, Antillano (2012) afir-
ma que al gobierno chavista se le ha atribuido un papel activo en la delincuen-
cia, ya sea como causa directa, instigador o cómplice de estas organizaciones 
delincuenciales.

Según Antillano (2012), no se debe desconocer que el Gobierno venezolano 
ha sido tolerante y ha dado apoyo activo a entidades como la guerrilla colombia-
na y el terrorismo islámico. Incluso, cabe destacar que el presidente Chávez fue 
muy cercano a los gobiernos denominados “Estados forajidos” (Antillano, 2012). 
Asimismo, es preciso tener en cuenta que Venezuela, en la actualidad, atraviesa 
por un fenómeno de desprofesionalización de las FF. AA., así como de participa-
ción de varios de sus miembros en actividades de narcotráfico y crimen organi-
zado transnacional; especialmente, en la frontera colombo-venezolana (Jácome, 
2018).

Estos dos fenómenos, tanto la creciente hostilidad por parte del Estado y la 
participación del estamento militar en actividades de crimen transnacional organi-
zado, son el resultado de la política de seguridad que diseñó el presidente Chávez 
tan pronto como obtuvo el poder. Asimismo, los resultados de dicha política pú-
blica han hecho que el Estado de Venezuela en manos del régimen chavista sea 
percibido como una amenaza cada vez mayor para Colombia. Por ello, desde el 
Estado colombiano deben diseñarse distintas estrategias para neutralizar la ame-
naza que le supone el régimen chavista gobernando Venezuela. Esto implica con-
templar las medidas que se ajusten en mejor medida al contexto y le resulten efec-
tivas al Estado colombiano para responder al desafío que le plantea el Gobierno 
venezolano. Por ello, se busca plantear una alternativa diferente del uso de la fuer-
za, de modo que se pueda lograr el objetivo sin involucrar un escenario de escala-
miento militar. Así las cosas, en las siguientes páginas se hará una descripción de 
los elementos centrales de la política pública de seguridad y defensa que convirtió 
a Venezuela en una amenaza de primer orden para Colombia y, posteriormente, 
se propondrá la manera como la aplicación de estrategias de poder blando puede 
servir para contrarrestar dicha amenaza.
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Aproximación a la política pública de seguridad 
y defensa en Venezuela
La actual política pública de seguridad y defensa de Venezuela nació con el ascen-
so de Hugo Chávez al poder, en 1998. De las primeras acciones de gobierno que 
llevó a cabo el recién elegido presidente Hugo Chávez, en 1999, fue promulgar una 
nueva Constitución Política para Venezuela. Entre los aspectos más significativos 
de ese nuevo texto constitucional se encuentra que “por primera vez en el país 
el tema de la seguridad adquiere rango constitucional, lo cual da a entender que 
es un tema central de la vida política de la nación” (Ramos Pistamaro & Otálvaro, 
2008, p. 14). Por consiguiente, es en la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela donde se encuentra la base de su política de seguridad y defensa.

En cuanto a la constitucionalización de la seguridad, la Constitución Política de 
Venezuela dispone lo siguiente:

Artículo 322. La seguridad de la Nación es competencia esencial y responsa-
bilidad del Estado, fundamentada en el desarrollo integral de ésta y su defensa 
es responsabilidad de los venezolanos y venezolanas; también de las perso-
nas naturales y jurídicas, tanto de derecho público como de derecho privado, 
que se encuentren en el espacio geográfico nacional. (Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela, 1999, Art. 322)

De este artículo de la Carta Magna se extrae como elemento de especial aten-
ción la adjudicación de la responsabilidad en términos de defensa a todos los ve-
nezolanos, sin importar su naturaleza civil. Este sería el fundamento de lo que se 
denominaría en el artículo 326 de dicho texto constitucional la “corresponsabilidad 
entre el Estado y la sociedad civil para dar cumplimiento a los principios de inde-
pendencia, democracia, igualdad, paz, libertad, justicia, solidaridad, promoción y 
conservación ambiental y afirmación de los derechos humanos” (Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela, 1999, Art. 326), lo cual no es otra cosa que 
la difuminación de la línea que separa a los civiles y los militares, pues dicho prin-
cipio de corresponsabilidad no es sino el otorgamiento de funciones militares a la 
población civil.

La política pública de seguridad del régimen chavista se consolidó en 2002, 
con la expedición de la Ley Orgánica de Seguridad de la Nación. Dicha ley reafirma 
el principio de corresponsabilidad establecido en la Constitución de 1999, consis-
tente en la participación de las personas naturales y jurídicas, ya sea de derecho 
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público o privado, en las actividades de defensa integral, con el objeto de salva-
guardar la integridad e independencia del Estado y el territorio venezolanos (Ley 
Orgánica de Seguridad de la Nación, 2002).

Esta confusión de lo civil con lo militar no solo se refleja en el establecimiento 
y desarrollo del principio de corresponsabilidad, sino que se refleja en el contenido 
mismo de esta ley. Por ello, la mencionada ley orgánica, en su articulado, lejos de 
regular únicamente los aspectos administrativos de la defensa venezolana, trata 
diversos aspectos no relacionados con los asuntos militares o de seguridad, como 
la pluralidad política y la participación ciudadana, la familia, el patrimonio cultural, 
los pueblos indígenas, la biodiversidad, el genoma humano, la política exterior y la 
calidad de vida.

En ese sentido, el aspecto fundamental de la política de seguridad del Estado 
venezolano es la concreción de una nueva relación entre lo civil y lo militar. Este 
nuevo ordenamiento destruye la tradición del monopolio estatal del uso de la fuer-
za, propio del Estado weberiano, y la reemplaza por un nuevo modelo de Estado, 
en el que los civiles adquieren obligaciones en materia militar, al mismo tiempo 
que los militares se convierten en un actor político con una influencia creciente en 
todos los aspectos de la vida nacional. 

En cuanto a la politización de las FF. AA., cabe resaltar, especialmente, que los 
cambios institucionales promovidos por el chavismo las convirtieron en un instru-
mento al servicio del régimen. Ello se debe a que “Hugo Chávez siempre concibió 
a la Fuerza Armada, junto con el pueblo, como los actores centrales del proyecto 
revolucionario” (Ramos Pismataro, 2018, p. 263). En tal sentido, se impulsó una se-
rie de cambios desde la Constitución de 1999, destinados a convertir el estamento 
militar en el corazón del régimen. Como uno de los primeros cambios, “la Fuerza 
Armada dejó de ser ‘apolítica, obediente y no deliberante’ para ser concebida sim-
plemente como una institución ‘sin militancia política’” (Ramos Pismataro, 2018, p. 
264). De acuerdo con Herbert Koeneke (citado por Ramos Pismataro & Otálvaro, 
2008), este cambio les permitió a los militares deliberar en materia política, siem-
pre y cuando no tuviesen una adhesión formal a una organización partidista. De 
igual manera, el artículo 330 de la Constitución de Venezuela otorgó a los militares 
el derecho al voto (Ramos Pistamaro & Otálvaro, 2008).

Según Ramos Pismataro y Otálvaro (2008), la Constitución de 1999 incluye 
el proyecto político de la Revolución bolivariana y establece el deber de la Fuerza 
Armada Nacional de defenderlo. Esto coincide, además, con la exclusión del ase-
guramiento de las instituciones como una de las funciones de la Fuerza Armada 
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Nacional, en contraste con el anterior texto constitucional (1961), pues lo impor-
tante es la defensa del proyecto político bolivariano, y no la preservación de un 
sistema democrático (Ramos Pismataro & Otálvaro, 2008).

Por lo anterior, Ramos Pistamaro y Otálvaro (2008) afirman que la Fuerza 
Armada se constituye en un actor esencial para el desarrollo del proyecto políti-
co que el gobierno de Hugo Chávez plasmó en la Constitución. Por tal motivo, es 
prioritaria la unidad de la Fuerza Armada, por lo que las antiguas FF. AA. fueron re-
ducidas a la categoría de componentes de una fuerza armada, con un solo estado 
mayor (Romero, 2006). Es decir, se constituyó una sola Fuerza Armada Nacional 
(FAN), compuesta por cuatro componentes, lo que significó la desaparición de las 
antiguas FF. AA. y su conjunción bajo un mando unificado (Romero, 2006). Dicho 
mando unificado es encabezado, desde luego, por el presidente de la República, 
quien, por mandato constitucional, es el comandante en jefe de la FAN, además 
de que, en virtud de su investidura, recibe un rango militar (Ramos Pistamaro & 
Otálvaro, 2008).

Para asegurarse el total control de las FAN por parte del gobierno chavista, la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999) eliminó la atribución 
que le correspondía al legislativo de autorizar al presidente en lo concerniente a los 
ascensos militares. Por ende, los ascensos de los uniformados quedaron bajo la 
exclusiva potestad del ejecutivo, de manera que el estamento militar se independi-
zó de las instituciones representativas de la democracia, al mismo tiempo que su 
relación con el poder ejecutivo se amplió de manera importante.

Por otra parte, en lo que respecta a la participación de los civiles en funciones 
de carácter militar —lo que es la otra cara de esta fusión de lo civil y lo militar—, se 
debe resaltar, en primera medida, la creación de la Reserva Militar Nacional y de las 
defensas populares. Dichos cuerpos se componen de civiles venezolanos en edad 
militar que están armados de manera permanente (Romero, 2006). De igual ma-
nera, estos civiles armados sirven como redes de inteligencia en las distintas or-
ganizaciones de la sociedad civil y cuentan con formación militar (Romero, 2006). 
Así, en cuanto a los civiles armados, la Reserva Militar Nacional es un ejército de 
reserva constituido por 100.000 efectivos con instrucción militar y entrenamientos 
periódicos, mientras que la defensa popular se trata de armar a sectores populares 
afectos al gobierno chavista, ante la eventualidad de una invasión estadounidense 
o una insurrección popular contra el gobierno (Romero, 2006).

Un aspecto esencial de la política pública de seguridad y defensa creada por 
el régimen chavista consiste en el fundamento que la ha inspirado. Según Ramos 
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Pistamaro y Otálvaro (2008), el nuevo pensamiento militar venezolano se basa en 
un enfoque ideológico antiimperialista o, lo que es lo mismo, antiestadounidense. 
Asimismo, la “doctrina militar bolivariana” tiene un tinte de reivindicación histórica, 
pues se la difunde como un renacer de los valores que guiaron a los próceres de la 
Independencia (Ramos Pistamaro & Otálvaro, 2008). Debido a ello, el régimen cha-
vista evoca con frecuencia a próceres venezolanos como Bolívar, Sucre y Miranda, 
presentados haciendo las veces de inspiradores del proyecto político del gobierno.

En cuanto al uso de los héroes históricos del pueblo venezolano como instru-
mentos de legitimación del régimen, Cardozo (2006) señala que el gobierno del 
presidente Chávez encomendó para la elaboración del nuevo pensamiento militar 
venezolano “rebuscar en el pasado y actualizar el auténtico pensamiento militar 
venezolano y borrar todo vestigio de la inyección que nos hicieron o nos aplicaron 
de la doctrina imperialista” (Cardozo, 2006, p. 21). Como se puede ver, el elemento 
central de esta política es la lucha contra el “imperialismo”: ese que en la época 
de Bolívar encarnaba el Imperio español y que hoy en día tiene a Estados Unidos 
como su mayor expresión, según lo considera el Estado de Venezuela.

Frente a ese antagonismo entre Estados Unidos y Venezuela, Romero afirma:

En este marco, EEUU y Venezuela se enfrentan, cada quien, con una visión 
confrontacional de la guerra, observándola como teatro; la defensa de Occi-
dente vs. la defensa en contra del imperialismo, como un mandato mesiánico 
y no como un instrumento de la política, en el marco del desarrollo de una 
“zona gris” entre la diplomacia y la cooperación y la amenaza de un conflicto 
existencial. (Romero, 2006, p. 21)

Consciente de su evidente inferioridad militar respecto a Estados Unidos, el 
Estado venezolano se ha inclinado por la posibilidad de desarrollar una guerra asi-
métrica. Romero (2006) sugiere que dicho proceso de integración civil-militar, ya 
descrito líneas arriba, es la estrategia que ha adoptado Venezuela para desarrollar 
una guerra asimétrica, y que acepta así la hipótesis de guerra consistente en una 
invasión de su territorio por parte de tropas del titán del norte. Este escenario de 
guerra haría indispensable una “guerra de todo el pueblo”, consistente en la mezcla 
de acciones regulares e irregulares. 

Para responder a este desafío, la FAN ha asumido como factible la hipótesis 
de guerra contra Estados Unidos, por lo que ha reorientado sus políticas de adqui-
sición de armamento, se ha aliado con Cuba y estima conveniente prevenir una es-
calada militar de Estados Unidos a través de Colombia (Romero, 2006). Este último 
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punto es la razón por la que dicha política de seguridad del Gobierno venezolano 
constituye una amenaza para Colombia, pues tal política percibe a Colombia como 
una amenaza, en el sentido de que puede servir como plataforma para que los es-
tadounidenses se lancen a la invasión del territorio venezolano.

En tal sentido, Ramos Pistamaro y Otálvaro (2008) han establecido las tres 
líneas estratégicas que orientan la doctrina militar venezolana: el fortalecimiento 
del poder militar de la nación, la consolidación de la unión cívico-militar y la partici-
pación popular en la defensa nacional. La primera línea se refiere exclusivamente al 
fortalecimiento de la capacidad operativa de la FAN, entendida como la compra de 
nuevo armamento. La segunda línea es la difusión de lo civil y lo militar, ya tratada 
en el presente texto, consistente en la intromisión de los militares en los asuntos 
civiles. Y la tercera es, 

[…] según el propio presidente, la más importante en la medida en que toca 
la médula del concepto de la defensa integral de la nación, tiene que ver con 
la organización de los ciudadanos para cumplir funciones de resistencia y/o 
defensa del territorio ante cualquier agresión interna o externa. (Ramos Pis-
mataro & Otálvaro, 2008, p. 28) 

Es decir, se trata de la estrategia de defensa popular fundamentada en el prin-
cipio de corresponsabilidad consagrado en la Constitución de 1999.

Como se ha venido insistiendo, la doctrina militar venezolana se fundamenta 
en las consideraciones del régimen respecto a los escenarios probables de con-
flicto producto de su lucha “antiimperialista”. Es preciso recordar que “la principal 
amenaza para el proyecto político de Revolución Bolivariana es la potencia mun-
dial [Estados Unidos]” (Ramos Pistamaro & Otálvaro, 2008, p. 32). Por tal razón, 
todos los escenarios probables de conflicto para el régimen tienen que ver con 
ese Estado. Dichos escenarios, en palabras del general en jefe Raúl Isaías Baudel 
(citado por Ramos Pistamaro & Otálvaro, 2008) son: guerra asimétrica con el pro-
pósito de desestabilizar el país, para, finalmente, destruir el Estado nación; golpe 
de Estado o subversión, promovidos por organizaciones políticas transnacionales; 
un conflicto regional, y una intervención militar en coalición semejante a la de Irak.

Para responder a las mencionadas amenazas, la política de seguridad del 
Estado venezolano ha establecido distintas cuestiones consideradas fundamen-
tales, y que deben ser observadas con cuidado, para evitar la consolidación de 
alguno de los escenarios de conflicto descritos en el párrafo anterior. Cardozo 
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(2006) afirma que esos puntos fundamentales para un constante monitoreo son 
los siguientes:

•	 Las divergencias políticas con Estados Unidos.
•	 La cooperación de todo tipo entre países de la región y Estados Unidos.
•	 La dependencia del armamento y de todo equipamiento militar suministra-

do por Estados Unidos.
•	 Los proyectos de integración e interconexión energética.
•	 Los procesos políticos latinoamericanos y lo que representan en el plano 

internacional para el proyecto político bolivariano.
•	 La evolución política de Colombia y Brasil, y su significado para la proyec-

ción del proceso político venezolano.
•	 La inseguridad en las fronteras.
Esta política pública de seguridad y defensa que el Gobierno venezolano fue 

construyendo desde la promulgación de la Constitución de 1999 tuvo como prin-
cipal resultado una creciente influencia de los militares en los asuntos políticos y 
civiles. Respecto a esto, Francine Jácome afirma que

El creciente papel de los militares en la economía y la política de Venezuela du-
rante los últimos 18 años ha ido a contracorriente de los objetivos de un mayor 
control democrático sobre los sectores de seguridad y defensa que se plan-
tearon en varios países de América Latina y el Caribe. (Jácome, 2018, p. 119)

Este resultado no es nada sorpresivo si se tiene en cuenta que, precisamente, 
la intención de la política de seguridad del gobierno chavista fue diluir la distinción 
entre lo civil y lo militar. Esa disolución no solo consistió en asignarles funciones de 
defensa a los civiles, conforme al principio constitucional de corresponsabilidad, 
sino que, como se vio en la Ley Orgánica de Seguridad de la Nación (2002), todo 
asunto de interés nacional era, por tanto, un asunto de competencia de la defensa 
de la nación.

También, como se explicó en los párrafos anteriores, esta política pública 
de seguridad se diseñó pensando en la preservación del proyecto político de la 
Revolución bolivariana. No se pensó jamás en la preservación del sistema demo-
crático, sino en elaborar un diseño institucional que le diera soporte al proyecto 
autoritario del gobierno. En este sentido, Jácome (2018) afirma que Venezuela es 
el caso emblemático de los países que durante el siglo XXI han desarrollado mo-
delos de gobernabilidad autoritaria caracterizados por tener una institucionalidad 
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democrática formal, pero con gobiernos caudillistas basados en las FF. AA. como 
fuente del uso abusivo del poder.

De acuerdo con Jácome (2018), la política de seguridad de Venezuela puede 
dividirse en tres etapas. La primera de ellas comprende de 1999 a 2007, y se carac-
terizó por la emergencia y consolidación de una élite económica, política y militar 
que desarrolló los cambios ya descritos en la doctrina militar. La segunda etapa, 
llevada a cabo de 2007 a 2013, se centró, por su parte, en el proyecto del “socialis-
mo del siglo XXI”, y se caracterizó por una mayor politización de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana. Y la tercera etapa, que se inició en 2013 con la muerte de 
Hugo Chávez, se caracterizó por un incremento en el poderío económico de los 
militares, debido a la necesidad de Nicolás Maduro de valerse de ellos para perma-
necer en el poder (Jácome, 2018).

Este proceso, que inició en 1999 con una paulatina militarización de la socie-
dad, culminó con el resultado de que “en Venezuela los militares han estado al 
mando de la sociedad, de su dinámica política y económica, especialmente entre 
2013 y la actualidad” (Jácome, 2018, p.121). Este completo dominio de los milita-
res en la economía venezolana es consecuencia de la crisis económica, que los 
ha convertido en el soporte indispensable del gobierno de Nicolás Maduro, razón 
por la cual este se ha visto obligado a entregarles cada vez mayores riquezas y 
poder. Mientras en el gobierno de Hugo Chávez los militares habían desempeñado 
actividades en algunos sectores económicos, como la distribución de alimentos, 
en el gobierno de Nicolás Maduro su papel pasó a ser predominante, pues se les 
entregó el dominio de distintos sectores económicos, como el metro de Caracas, 
las empresas de aluminio, hierro y acero, los puertos, el sector eléctrico y la econo-
mía extractiva (Jácome, 2018).

De esta manera, la política pública de seguridad y defensa que pretendió la 
difuminación de la línea que separa lo civil de lo militar, auspiciada por el desastre 
económico, tuvo como resultado final el completo dominio de los militares en to-
dos los asuntos públicos de Venezuela. El producto final de dicha política, formula-
da con la misma carta constitucional, es la realidad que se observa hoy en día, que 
es la del completo dominio político y económico del país por parte de los militares, 
la existencia de una Fuerza Armada —en singular— al servicio del régimen y, por 
ende, el único soporte de este, y miles de civiles armados con el único fin de defen-
der la Revolución bolivariana hasta las últimas consecuencias. Todos estos puntos 
son la materialización de la política de seguridad planeada desde 1999.
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El poder blando como forma de neutralizar la 
amenaza del Estado venezolano
Para responder al interrogante sobre cómo el poder blando puede servir para neu-
tralizar la amenaza del Estado venezolano, como primera medida, es pertinente 
conceptualizar qué es poder blando, ya que sin la claridad respecto a dicho con-
cepto sería imposible responder a nuestra pregunta de investigación.

 Así las cosas, el término poder blando, o soft power, es un concepto práctico 
que, si bien no debe de ser nuevo en las relaciones internacionales —pues, sin duda, 
se ha presentado desde tiempos remotos—, fue acuñado en 1990 por Joseph Nye 
(Villamizar Lamus, 2011). Este autor desarrolla por primera vez tal concepto en 
su obra titulada Bound to Lead. Changing Nature of American Power, y luego lo 
profundiza en sus obras The Paradox of American Power. Why the World’s Only 
Superpower Can’t Go it Alone (2002) y Soft Power. The Means to Success in World 
Politics (2004) (Villamizar Lamus, 2011).

Según Villamizar Lamus (2011), en sus obras Nye afirma que el poder tiene 
dos facetas o dos caras, las cuales son el poder duro, o hard power, y poder blando, 
o soft power. Las diferencias entre las dos facetas del poder son definidas por este 
autor de la siguiente manera:

El poder militar y el poder económico son ejemplos de poder duro, del poder 
de mando que puede emplearse para inducir a terceros a cambiar de postura. 
El poder duro debe basarse en incentivos (zanahorias) o amenazas (garrotes). 
Pero también hay una forma indirecta de ejercer el poder. Un país puede obte-
ner los resultados que desea en política mundial porque otros países quieran 
seguir su estela, admirando sus valores, emulando su ejemplo, aspirando a 
su nivel de prosperidad y apertura. En este sentido, es tan importante tener la 
vista puesta en la política mundial y atraer a terceros como obligar a otros a 
cambiar mediante amenazas o el uso de armas militares o económicas. Este 
aspecto del poder-lograr que otros ambicionen lo que uno ambiciona- es lo 
que yo llamo poder blando. Más que coaccionar, absorbe a terceros. (Nye, 
2002, p. 30)

El poder blando, entonces, consiste en ejercer una influencia sutil o persuasiva 
sobre otros Estados. Ejercer el poder blando significa ser atractivo, de manera que 
los demás actores se alineen a los intereses propios sin que obre de por medio 
una amenaza o un incentivo, los cuales son elementos del poder duro. En otras 
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palabras, el poder blando implica persuadir de manera sutil a otro Estado u otros 
Estados para que aquellos, por el mero impulso de su voluntad, hagan lo que el 
Estado que ejerce el poder blando espera.

Así, Nye (2004) afirma que el poder blando, o soft power, no es sino la habilidad 
para atraer. En el mismo sentido, Leylavergne y Parra (2009) señalan que dicho 
concepto se entiende como la capacidad para obtener lo que se desea por medio 
de la atracción, en lugar de la amenaza o el pago. Asimismo, estos últimos autores 
explican el poder blando como “la capacidad para un actor ‘A’ de influir en un actor 
‘B’ para que éste adopte el punto de vista del actor ‘A’ por la vía de medios culturales 
y/o ideológicos” (Leylavergne & Parra, 2009, p. 186). 

Nye (2004) clasifica en tres las fuentes del poder blando, o soft power: la cultura, 
la política exterior y los valores políticos. En el mismo sentido apuntan Leylavergne 
y Parra (2009) cuando sugieren que el poder blando, o soft power 

[…] se trata de un poder que se basa en el atractivo que se puede ejercer a 
partir de la cultura y su imagen, de los valores políticos que se comparten y en 
la política exterior que se define por la forma en la que se actúa en el contexto 
internacional. (Leylavergne & Parra, 2009, p. 186) 

Los mencionados elementos son esenciales para determinar cómo el Estado 
colombiano puede, mediante el ejercicio del poder blando, neutralizar la amenaza 
que le supone la política pública de seguridad y defensa del Estado venezolano.

De esa manera, se pueden presentar estrategias de poder blando según esas 
tres dimensiones o fuentes mencionadas líneas arriba. El fin esencial de las es-
trategias de poder blando es convertirse en un actor atractivo al incrementar 
su presencia en el escenario internacional y hacerse, por tanto, más influyente 
(Leylavergne & Parra, 2009). Así, en este caso, Colombia debe buscar, a partir de 
estas tres dimensiones, las estrategias que la conviertan en un actor atractivo e 
influyente a escala internacional, de modo que Venezuela se sienta disuadida de 
ejercer alguna hostilidad contra el Estado, la población y el territorio colombianos.

En cuanto a la dimensión de la cultura, tratándose el presente escrito sobre las 
estrategias necesarias para contrarrestar específicamente la amenaza que repre-
senta la política de seguridad venezolana, no se tratará esta dimensión ya que el 
poder blando ejercido desde esa dimensión tiene un carácter más general. Por tal 
motivo, el poder blando que puede ser ejercido por Colombia frente a Venezuela 
se debe enfocar en las otras dos dimensiones: política exterior y valores políticos.
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En cuanto al poder blando ejercido a través de la política exterior, Colombia 
está frente a una gran oportunidad, que es la falta de legitimidad del Gobierno vene-
zolano en la escena exterior. La legitimidad del gobierno chavista es tan discutida 
que, incluso, existe un gobierno paralelo, encabezado por Juan Guaidó, con amplio 
reconocimiento internacional. Esta situación ha sido aprovechada por el gobierno 
de Iván Duque para llevar a cabo una diplomacia agresiva en torno a la situación 
venezolana, la que ha denominado “cerco diplomático” contra el régimen chavista.

Si bien la estrategia diplomática del gobierno Duque no ha cumplido con su 
propósito de restaurar la democracia en Venezuela, sí ha logrado, y de manera 
exitosa, aislar cada vez más al régimen. El Gobierno venezolano continúa en ejer-
cicio del poder y siendo una amenaza latente para el Estado colombiano, pero, 
dicho aislamiento, o cerco diplomático, como lo llamó el presidente Duque, ha lo-
grado neutralizar tal amenaza al generar la percepción de que Venezuela es un 
país prácticamente solo en la escena internacional, mientras que Colombia se ha-
lla plenamente integrada en la comunidad internacional. De esta manera, la diplo-
macia ejercida por el Gobierno colombiano ha sido exitosa en dos sentidos: aislar 
al Estado venezolano y aumentar el prestigio del Estado colombiano, debido a su 
liderazgo diplomático en contra de un régimen autoritario.

Igual o más importante que la diplomacia agresiva que ha llevado a cabo el 
Gobierno colombiano es la práctica del humanitarismo. En su estudio de caso 
sobre Noruega, Jevne (2015) aseguró que dicho país ha utilizado la asistencia a 
los procesos de paz como herramienta diplomática para satisfacer sus propios 
intereses. Frente a Colombia, por ejemplo, la asistencia de Noruega a sus proce-
sos de paz le ha permitido al país nórdico fortalecer sus relaciones con el Estado 
colombiano, a tal punto que ambos tienen un acuerdo de libre comercio desde 
septiembre de 2014 (Jevne, 2015). Curiosamente, en la fecha Colombia atrave-
saba por un proceso de paz con las FARC-EP que contaba con el total apoyo del 
Estado noruego.

En ese sentido, “la ayuda humanitaria es, consecuentemente, no un acto al-
truista, sino un acto en búsqueda de los intereses nacionales” (Jevne, 2015, p.26). 
Así, Colombia debe aprovechar la crisis migratoria de venezolanos para practicar 
el humanitarismo, y así mostrarse al mundo como un Estado que no solo es un 
oasis de libertad para la población migrante, sino que les tiende la mano a miles de 
personas que están sufriendo y necesitan un lugar donde reestablecer sus vidas. 
Es decir, así como, de acuerdo con Jevne (2015), Noruega fortalece su soft power 
al mostrarse como un Estado que apoya la libertad y la paz, Colombia puede hacer 
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lo mismo mostrándose como un ejemplo de humanitarismo al recibir y apoyar a 
toda la población migrante.

Por consiguiente, un gran acierto del Gobierno colombiano fue la expedición 
del Decreto 216 de 2021, en el que se creó el Estatuto Temporal de Protección para 
Migrantes Venezolanos, destinado, específicamente, a permitir la entrada y perma-
nencia de la población migrante en el territorio colombiano, así como el acceso a 
derechos básicos como la seguridad social o la posibilidad de adquirir un trabajo 
digno en condiciones similares a las de un ciudadano colombiano. La creación de 
dicho Estatuto fue una muestra enorme de humanitarismo y un acierto rotundo 
como estrategia de poder blando, a tal punto que el Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR) lo señaló como el gesto humanitario más 
importante que se hizo en América Latina (Presidencia de la República, 2021).

Por otra parte, Colombia puede encontrar una gran herramienta de poder blan-
do en la defensa de los valores políticos de la democracia liberal. Leylavergne y 
Parra (2009) afirman que las organizaciones internacionales ejercen soft power 
cuando defienden valores universales como la libertad o la democracia. Pues, 
en esa medida, frente a Venezuela, Estado reconocido internacionalmente como 
autoritario y violatorio de las más básicas libertades humanas, Colombia puede 
mostrarse frente al mundo como el defensor de esos valores universales de la 
democracia y la libertad humana.

Esa defensa de la libertad y la democracia no implica, únicamente, la reali-
zación de un discurso de cara a la comunidad internacional, sino constituir a 
Colombia en un ejemplo de aplicación de dichos valores políticos. Es decir, no es 
suficiente con el discurso que ha llevado a cabo el Gobierno colombiano utilizando 
estos valores para denunciar al Estado venezolano en su diplomacia contra este, 
sino que Colombia debe hacer esfuerzos por perfeccionar cada vez más su propia 
democracia y ampliar los espacios de libertad para sus ciudadanos desde todos 
los ámbitos. Rodríguez Aranda y Leiva Van de Maele (2013) señalan que los recur-
sos del soft power abarcan aspectos que el Estado no puede controlar, sino que 
provienen de la sociedad civil, como las empresas, los medios de comunicación o 
las ONG. En tal sentido, una buena estrategia del soft power colombiano frente al 
Estado de Venezuela puede ser la ampliación de las libertades civiles y económi-
cas, de manera que la sociedad civil de Colombia le ayude a mostrarse como un 
lugar de progreso y bienestar frente a ese otro Estado en crisis política y económi-
ca que es Venezuela. Por consiguiente, el poder blando se puede ejercer desde el 
Estado y desde los distintos niveles de la sociedad civil.
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Conclusión
A partir de lo mencionado a lo largo de estas páginas, se pueden sacar distintas 
conclusiones que, en una secuencia lógica, nos permiten aproximarnos al objeto 
de este trabajo, el cual es determinar las herramientas de poder blando que puede 
utilizar el Estado colombiano para neutralizar la amenaza que le supone el Estado 
venezolano en virtud de su política pública de seguridad y defensa.

La primera de estas conclusiones es que la política pública de seguridad y de-
fensa de Venezuela fijó a Colombia como una amenaza para neutralizar por par-
te de Venezuela. Esta política de seguridad y defensa fue hecha con base en las 
posiciones políticas del gobierno del presidente Chávez, por lo que se estableció 
a Estados Unidos como la principal amenaza contra la Revolución bolivariana, y 
a Colombia, como la plataforma de ataque del país del norte contra Venezuela. 
Por tal razón, la política de seguridad se diseñó como preparación para una guerra 
contra esos dos Estados.

Esta política de seguridad resultó en los fenómenos que se presentan hoy por 
hoy. En Venezuela, se eliminó la barrera que separaba el poder militar del poder 
civil, de manera que miles de ciudadanos afines al régimen han sido armados y 
recibido entrenamiento militar, al mismo tiempo que los militares se han adueñado 
de todo el poder político y económico del país. De igual manera, esa élite militar se 
ha visto involucrada en negocios ilícitos con los GAO, los cuales son los principales 
desafíos de seguridad para Colombia.

Además de los nexos entre el Estado venezolano y dichos grupos irregulares, 
el régimen chavista ha mostrado un lenguaje cada vez más hostil contra Colombia. 
La amenaza de una guerra entre los dos Estados es mencionada esporádicamente 
en medios de comunicación por personajes importantes del régimen. La premisa 
que fundamenta estas amenazas es la misma que sustenta su política de segu-
ridad y defensa: Colombia se entiende como la plataforma de ataque de Estados 
Unidos contra Venezuela.

Para responder a la amenaza directa que le supone la política de seguridad 
venezolana, el Estado colombiano debe hacer uso de todas las herramientas de 
política exterior que le puedan representar un beneficio y que se ajusten a sus ne-
cesidades. Así, las estrategias de poder duro no serían las más propicias, ya que 
Colombia debe concentrar su fuerza militar contra sus amenazas internas y no 
tiene el poder económico suficiente para influir de esta manera sobre Venezuela. 
En ese sentido, lo ideal es aplicar estrategias de poder blando, ya que “Estados 
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pequeños (basado en los mismos términos) no tienen la oportunidad de buscar el 
hard power y consecuentemente buscan el soft power” (Jevne, 2015, p. 26).

Por consiguiente, el Estado colombiano debe hacer uso de distintas herramien-
tas de poder blando que le permita neutralizar la amenaza que produce la política 
de seguridad de Venezuela. En el presente capítulo se han tratado tres herramien-
tas de esta naturaleza cuya aplicación se ajusta a dicho objeto: el desarrollo de una 
diplomacia rigurosa tendiente a aislar al régimen, la práctica del humanitarismo 
con la población migrante y la defensa de los valores políticos de la libertad y la 
democracia.

Lo que se trata de hacer, por medio de tales estrategias de soft power es aprove-
char las fragilidades que tiene el Estado venezolano. De acuerdo con Tomás Straka 
(citado por Jácome, 2018), los grandes retos del gobierno de Nicolás Maduro son 
la falta de apoyo popular, el desastre económico y el descrédito internacional. A 
esos tres aspectos, por tanto, deben apuntar las estrategias de poder blando del 
Estado colombiano para neutralizar tal amenaza: la defensa de los valores demo-
cráticos en contraposición de un gobierno ilegítimo, el humanitarismo como res-
puesta a los efectos del desastre económico, y una diplomacia tendiente a man-
tener el descrédito internacional del régimen. Asimismo, Colombia debe promover 
dentro de su territorio los espacios de libertad que le permitan a la sociedad civil 
contribuir a reflejar esa imagen del Estado colombiano como adalid de la libertad 
y la democracia, pues desde el sector privado también se ejerce en gran manera el 
poder blando.
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